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Resumen 
 

EL TERRORISMO EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO: Elementos para su calificación en 

el caso colombiano. 

 

 

El presente análisis se enfoca en los actos de terrorismo, como hecho victimizante establecido 

en el marco normativo colombiano susceptible de reconocimiento administrativo cuando sea 

perpetrado en el contexto de conflicto armado interno, sobre el cual se encuentran variadas 

concepciones en el ámbito internacional e interno  y en los instrumentos definidos para el trámite 

administrativo de reconocimiento de la condición de víctima, que repercute en una indefinición de los 

elementos que deben validarse durante el estudio de los casos sobre los cuales la población víctima 

solicita su reconocimiento ante las entidades del Estado, en ejercicio de su derecho fundamental a la 

inscripción en el Registro Único de Víctimas. Frente a ello se acude a identificar los elementos esenciales 

que deben validarse por los operadores jurídicos para una valoración objetiva de estos hechos, 

encontrando que por su estructura conceptual incorpora, entre otros, los elementos subjetivos de la 

intencionalidad del actor -de generar terror o zozobra- y la percepción de la víctima -percepción de 

temor y zozobra-. Se encuentra que la determinación de los hechos que efectivamente se pueden 

constituir en actos de terrorismo, además de permitir conocimiento de la magnitud real de esta 

victimización, contribuye para orientar una respuesta Estatal efectiva que permita otorgar las medidas 

atención, asistencia y reparación integral de acuerdo con las afectaciones y daños padecidos por las 

víctimas. 

 

Palabras clave: Actos de terrorismo, conflicto armado interno, terrorismo, víctima 
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Abstract 
 

TERRORISM IN THE CONTEXT OF THE INTERNAL ARMED CONFLICT: Elements for its classification in the 

Colombian case. 

 

The present analysis focuses on acts of terrorism, as a victimizing event established in the 

Colombian regulatory framework susceptible to administrative recognition when perpetrated in the 

context of internal armed conflict, about which there are various conceptions in the international and 

internal spheres and in the instruments defined for the administrative process of recognition of the 

status of victims, which results in a lack of definition of the elements that must be validated during the 

study of the cases on which the victim population requests their recognition before the State entities, in 

exercise of their fundamental right to registration in the Single Registry of Victims. Faced with this, we 

go to identify the essential elements that must be validated by legal operators for an objective 

assessment of these facts, finding that due to its conceptual structure it incorporates, among others, the 

subjective elements of the actor's intention - to generate terror or anxiety. - and the perception of the 

victim -perception of fear and anxiety-. It is found that the determination of the facts that can effectively 

constitute acts of terrorism, in addition to allowing knowledge of the real magnitude of this 

victimization, contributes to guiding an effective State response that allows granting care, assistance and 

comprehensive reparation measures in accordance with the effects and damages suffered by the 

victims. 

Keywords: Acts of terrorism, Internal armed conflict, terrorism, victim 
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Introducción  
 

La dinámica de violencia que ha vivido Colombia a través de los años ha conllevado a afrontar 

una serie de retos en materia de: i) calificación del contexto: como conflicto armado interno; disturbios 

y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, alteración 

del orden público, terrorismo, entre otras, ii) calificación de los actores: como grupos terroristas, grupos 

al margen de la ley, narcoterroristas, grupos armados organizados – parte del conflicto armado; iii) 

categorización de las victimizaciones u  hechos (conductas) que se cometen bajo estas circunstancias; iv)  

la respuesta institucional del Estado para reconocimiento de la población víctima de los hechos de 

violencia, determinante para el acceso a los derechos y las medidas establecidas en cada momento 

histórico.  

 

El Estado Colombiano, en el marco de una justicia transicional1, en el año 2011, generó una 

amplia regulación,  mediante la expedición de la Ley 14482, modificada por la Ley 2421 de 20243, y los 

Decretos Ley 46334, 46345 y 46356, que permitiera: i) hacer efectivo el goce de los derechos a la verdad, 

la justicia y la reparación con garantía de no repetición de las  víctimas de infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 

Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno; ii)   el reconocimiento de la 

condición de víctimas y; iii) su dignificación a través de la materialización de sus derechos 

constitucionales.  

 
1 La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha indicado sobre lo que se entiende como justicia transicional  “[…] una institución 
jurídica a través de la cual se pretende integrar diversos esfuerzos que aplican las sociedades para enfrentar las consecuencias 
de violaciones masivas y abusos generalizados o sistemáticos en materia de derechos humanos, sufridos en un conflicto, hacia 
una etapa constructiva de paz, respeto, reconciliación y consolidación de la democracia, situaciones de excepción frente a lo que 
resultaría de la aplicación de las instituciones penales corrientes” (Corte  Constitucional, Sentencia C-280/13, 2013 y Sentencia C-
052-12). Por otra parte “Se plantea que, desde una aproximación inicial, la Justicia Transicional podría definirse como aquel 
conjunto de mecanismos y herramientas que permiten hacer un tránsito de una situación de graves y masivas violaciones de 
derechos humanos, hacía la reconciliación nacional y, eventualmente, hacia la paz.  Ministerio del Interior y Justicia.  (2011). 
Justicia Transicional. Aportes para construir un lenguaje unificado de transición en Colombia. Bogotá D.C.: Milla Ltda.   
2 Ley 1448 del 2011, “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno y se dictan otras disposiciones". 
3 La Ley 2421 de 2024, "Por la cual se modifica la ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones sobre reparación a las 
víctimas del conflicto armado interno", se expide el 22 de agosto del año 2024. 
4 Decreto Ley 4633 de 2011, “Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución 
de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas". 
5 Decreto Ley 4634 de 2011, “Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras a 
las víctimas pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano". 
6 Decreto Ley 4635 de 2011, “Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras 
a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras". 
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En este marco normativo colombiano, se hace referencia a los atentados terroristas como 

hechos masivos que pueden afectar las personas en sus derechos fundamentales a la vida, integridad 

personal, libertad personal, libertad de domicilio, residencia, y bienes (Artículo 48, Ley 1448 de 2011), 

afectar a pueblos o comunidades indígenas (Artículo 74, Decreto Ley 4633 de 2011), o afectar al pueblo 

Rom, previendo la elaboración de censos que permita identificar a las personas afectadas, las cuales no 

deben solicitar ser registradas por estos mismos hechos de forma individual. 

 

 Los operadores jurídicos, con el fin de implementar estos mandatos legales, adoptan como 

tipologías de hechos susceptibles de reconocimiento, con ocasión del conflicto armado interno 

colombiano, los siguientes: i) Acto terrorista / Atentados / Combates / Enfrentamientos 

/Hostigamientos; ii) Amenaza; iii) Delitos contra la libertad y la integridad sexual en desarrollo del 

conflicto armado; iv) Desaparición forzada; v) Desplazamiento forzado; vi) Homicidio; vii) Minas 

Antipersonal, Munición sin Explotar y Artefacto Explosivo improvisado; viii) Secuestro; ix) Tortura; x) 

Vinculación de Niños Niñas y Adolescentes a Actividades Relacionadas con grupos armados; xi) 

Abandono o Despojo Forzado de Tierras; xii) Perdida de Bienes Muebles o Inmuebles; xiii) Lesiones 

Personales Fisicas; xiv)Lesiones; xv) Personales Psicologicas; y xvi) Confinamiento.7  

 

Para el efecto,  conciben  los “actos de terrorismo” como aquellos “hechos que atentan contra la 

vida y la integridad de las personas, los cuales se entienden que causan terror y pueden ser perpetrados 

a escala individual o masiva, por una gran variedad de actores” [..] desde meras amenazas concebidas 

para sembrar el pánico entre el público hasta las armas de destrucción masiva y pueden influir 

negativamente en una variedad de personas a quienes el Derecho Internacional acuerda protecciones 

particulares. A su vez, la tipología de “Atentado” se concibe como “Todo ataque dirigido contra una 

persona, sus derechos o bienes”.8 

 

Adicionalmente, en herramientas adoptadas en Colombia,  para guiar metodológicamente la 

formulación y actualización de planes de contingencia para la atención inmediata de víctimas del 

conflicto armado interno, si bien se concibe el “acto terrorista” como aquel hecho que atentan contra la 

 
7 Tomado de https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/infografia 
8 Tomado de Red Nacional de Información https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos 
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vida y la integridad de la persona, el cual se entiende que causa terror y puede ser perpetrado a escala 

individual o masiva, por una gran variedad de actores, también, por remisión a normas que contemplan 

medidas para las víctimas, se adopta la noción de “eventos terroristas” concibiendo como tales “los 

provocados con bombas u otros artefactos explosivos, los causados por ataques terroristas a municipios, 

así como las masacres terroristas, que generen a personas de la población civil, la muerte o deterioro en 

su integridad personal”.9 

 

Por su parte, la jurisprudencia constitucional colombiana(Corte Constitucional, Sentencia T-364 

de 2015), en la revisión de acciones emprendidas por víctimas, para obtener el reconocimiento de su 

condición por los hechos sufridos con ocasión del conflicto armado interno, ha evidenciado una relación 

entre el narcotráfico, el conflicto armado y los atentados terroristas perpetrados en mayor medida en 

algunas épocas, considerando que estos hechos tenían un fin político, toda vez que encuentra que 

fueron “organizados con diferentes mandos de control y su modo de operar pretendía sembrar el pánico 

en la población civil”, acudiendo a una diversidad de actos como el secuestro, bombas,  homicidios, 

entre otros, conllevando a  que miles de personas padecieran  y sufrieran múltiples daños en su vida, 

integridad física o salud, quienes  tienen el derecho a que el Estado colombiano les reconozca su calidad 

de víctima, de forma tal que puedan acceder a las medidas de reparación, justicia y verdad. 

 

Sumado a lo anterior, los actores armados colombianos han contado, y aun cuentan, con 

distintas formas de organización, operación y presencia en el territorio nacional (Comisión de la Verdad, 

2022, p. 146).10 Por tanto, los escenarios de conflicto armado son diversos, difusos, llegando incluso a 

relacionarse con el narcotráfico que afecta históricamente a Colombia, aspecto que ha llevado a 

concebir algunos hechos como narcoterroristas.11 

 

 
9 Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (2022). Guía metodológica para la formulación y actualización de planes de 
contingencia para la atención inmediata de víctimas del conflicto armado en Colombia”. P. 28. Recuperado de 
https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2022/09/guiametodologicav33-2-82compressed.pdf 
10 Comisión de la Verdad (2022). Hay futuro si hay verdad: Informe Final de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la 
No Repetición. Tomo 4. Hasta la guerra tiene límites violaciones de los derechos humanos, infracciones al derecho internacional humanitario y 
responsabilidades colectivas. Primera edición. Bogotá. P. 146. 
11 Comisión de la Verdad (2022). Hay futuro si hay verdad: Informe Final de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la 
No Repetición. Tomo 2. Hallazgos y recomendaciones de la Comisión de la Verdad de Colombia. Primera edición. Bogotá. P. 367. 
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De forma aún más detallada ha precisado la Corte Constitucional “(…) se desprende que el modo 

de operar del narcoterrorismo tenía la finalidad de sembrar el pánico al interior de la población civil y 

perseguía a su vez fines políticos, por lo cual es responsabilidad del Estado a la luz de la Constitución y 

las obligaciones internaciones, generar medidas de asistencia y protección de estas víctimas y no 

invisibilizarlas al omitir reconocer la relación que tuvo el narcoterrorismo con el conflicto armado” 

(Corte Constitucional, T-364-15), sosteniendo además que la expresión “con ocasión del conflicto 

armado,” se debe concebir en un sentido amplio que cobija situaciones ocurridas en el contexto del 

conflicto armado, de tal forma que la expresión “con ocasión de” alude a “una relación cercana y 

suficiente con el desarrollo del conflicto armado”, donde la noción amplia de “conflicto armado” lejos de 

entenderse bajo una óptica restrictiva que la limite a las confrontaciones estrictamente militares, o a un 

grupo específico de actores armados con exclusión de otros, ha sido interpretada en un sentido amplio 

que incluye toda la complejidad y evolución fáctica e histórica del conflicto armado interno colombiano,  

criterios que sostiene fueron tenidos en cuenta por el Legislador al expedir la Ley 1448 de 2011 y 

constituyen criterios interpretativos obligatorios para los operadores jurídicos encargados de dar 

aplicación concreta a la Ley 1448 de 2011 (Corte Constitucional. Sentencia C-781/12) 

 

En este contexto la normatividad, los operadores jurídicos, la jurisprudencia, asumen 

concepciones variadas sobre los hechos de terrorismo para establecer su ocurrencia y reconocimiento 

de las víctimas de este hecho con ocasión del conflicto armado interno colombiano en el marco de la Ley 

1448, modificada por la Ley 2421 de 2024, y los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635. 

 

Las diferentes concepciones sobre los hechos terrorismo previstas en el marco normativo 

colombiano, y operadas jurídicamente, conllevan una indeterminación de los elementos que permitan la 

calificación de su ocurrencia con ocasión del conflicto armado interno para el reconocimiento 

administrativo de las víctimas y garantía de sus derechos. En este escenario surge como interrogante: 

¿están identificados los elementos de calificación de los actos de terrorismo con ocasión del conflicto 

armado interno colombiano para el reconocimiento administrativo de las víctimas? 

 

Frente a lo anterior, se vislumbra como hipótesis que frente a los elementos que estructuran el 

hecho de actos de terrorismo con ocasión del conflicto armado interno colombiano, los mismos no 
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están plenamente identificados en el marco normativo o reglamentario, sin embargo se distingue uno 

de carácter subjetivo, fundamentado en la finalidad principal e inmediata que pretenden los actores, 

consistente en aterrorizar, provocar o mantener en estado de zozobra a la población civil, que siempre 

debe ser validado para el reconocimiento administrativo de las víctimas, esto con el objetivo de evitar 

que se desestime la materialización de este hecho de gran impacto pretendido por el perpetrador, al 

centrar  la atención del análisis en el medio utilizado y en las consecuencias individuales generadas en 

las víctimas. Sumado a lo anterior, se encuentran elementos determinantes de carácter objetivo, 

demostrables, propios del conflicto armado interno colombiano, como los actores que lo generan, 

siendo necesario determinar que los mismos son considerados parte del conflicto armado, sin embargo, 

este elemento requiere de especial atención para el caso colombiano puesto que en el conflicto armado 

interno tiene escenarios y dinámicas de diversas, con variadas formas y grados de organización de las 

partes. En caso dado no exista claridad respecto a la perpetración del hecho con ocasión del conflicto 

armado interno, es forzosa la validación desde una concepción amplia del conflicto armado, 

corroborando si existe una relación cercana y suficiente con el mismo. También es relevante que se 

tome en consideración en el análisis para la calificación, la intencionalidad de los actores de generar 

afectación de los derechos colectivos e individuales de las comunidades étnicas, entre los cuales se 

cuales se encuentran sus derechos a la identidad cultural, la autonomía y participación, la libre 

circulación, autodeterminación, buen vivir y su estrategia de vida para la permanencia cultural y 

pervivencia como pueblos, y sus derechos territoriales, acorde con el marco normativo dictado para 

asistir, atender, reparar integralmente y restituir los derechos territoriales a las víctimas pertenecientes 

a los pueblos y comunidades indígenas,  comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y 

al pueblo Rrom. 

 

Los elementos que se puedan extraer de este trabajo se consideran de utilidad en el marco de la 

implementación y aplicación del marco normativo transicional adoptado por el Estado Colombiano, 

particularmente para la identificación y reconocimiento de la totalidad de los hechos de actos de 

terrorismo y las víctimas afectadas, al igual que dichas víctimas accedan efectivamente a la reparación 

integral prevista normativamente y la respuesta estatal contemple la magnitud de esta victimización. Así 

mismo, puede aportar para que se fortalezca la estructuración y definición de herramientas para la 

atención, asistencia y reparación a las víctimas, contemplando elementos de configuración que precisen 
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un tratamiento de esta victimización y criterios que den seguridad jurídica12 a las víctimas, de ser 

valoradas, reconocidas, atendidas y reparadas de conformidad con su padecimiento y afectación por 

este hecho que se genera con ocasión del conflicto armado interno. 

 

Así, el objetivo general de este trabajo consiste en identificar los elementos primordiales que 

permiten calificar la ocurrencia hechos de terrorismo en el marco del conflicto armado interno 

colombiano, para el reconocimiento administrativo de las víctimas y efectividad de sus derechos  

 

Con este propósito en la presente investigación se plantean los siguientes objetivos específicos: 

i) Examinar los aspectos conceptuales que se han precisado frente al terrorismo y conflicto armado 

interno que contribuyen en la identificación de los elementos constitutivos del hecho, ii) Analizar la 

respuesta estatal frente las víctimas de hechos de terrorismo en el marco del conflicto armado 

colombiano, y iii) Determinar los elementos que deben considerarse en la calificación de los hechos de 

terrorismo en el marco del conflicto armado interno colombiano para en el reconocimiento 

administrativo del hecho y respuesta estatal efectiva frente a las víctimas. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el desarrollo del presente trabajo se adelanta desde un enfoque 

cualitativo13  (Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 2018, p. 8),  procurando tener un 

panorama lo más riguroso posible sobre el tratamiento actual del hecho de terrorismo y el conflicto 

armado colombiano, con información de manera independiente o conjunta sobre los conceptos y las 

variables, que permitan finalmente identificar los elementos relevantes a tener en cuenta para en la 

calificación y reconocimiento de las víctimas. 

 

 
12 La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha explicado que la seguridad jurídica implica que “en la interpretación y 
aplicación del derecho es una condición necesaria de la realización de un orden justo y de la efectividad de los derechos y 
libertades de los ciudadanos, dado que solo a partir del cumplimiento de esa garantía podrán identificar aquello que el 
ordenamiento jurídico ordena, prohíbe o permite”. Sentencia SU072/18. Magistrado Ponente: José Fernando Reyes Cuartas. 
13 Según lo expuesto por Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio (2018) en el proceso cualitativo se pueden encontrar las 
siguientes fases: i) Una idea; ii) Planteamiento del problema; iii) Inmersión inicial en el campo; iv) Concepción del diseño del 
estudio; v) Definición de la muestra inicial del estudio y acceso a ésta; vi) Recolección de los datos; vii) Análisis de los datos; viii) 
Interpretación de resultados y; ix) Elaboración del reporte de resultados. P. 8. 
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Se acude a interpretación sistémica del ordenamiento jurídico transicional establecido para 

lograr paliar los efectos del conflicto armado y que buscan como fin último la atención, asistencia y 

reparación integral a las víctimas, y la garantía de sus derechos fundamentales en el Estado Social de 

Derecho colombiano (López Medina, 2006, p. 36). A su vez, el bordaje de la jurisprudencia que se realiza 

en el desarrollo del trabajo se adelanta desde una óptica de citas que permitan visualizar las conexiones 

conceptuales o temáticas (López Medina, 2006, p. 120) y no se realiza un análisis sistemático de línea 

jurisprudencial (López Medina, 2006, p. 114),  observando los aspectos fundamentales que se 

consideraron desde las Altas Cortes colombianas al momento determinar la configuración y ocurrencia 

de hechos de terrorismo en el escenario del conflicto armado interno colombiano. 

 

Teniendo en cuenta el enfoque desde el cual se aborda este trabajo, se adelantó una revisión y 

sistematización la información asociada y pertinente con relación al problema, lo cual permitió 

determinar las variables que deben abordarse con el propósito de lograr su solución.  En lo referente al 

estado de arte se toman en consideración artículos, libros, ensayos, documentos e información 

relevante disponible en internet que abordan lo referente a conflicto armado, terrorismo y actos de 

terrorismo. A su vez, en el marco teórico se acude a la obtención de datos, sistematización de conceptos 

y posturas que contribuye a sustentar la hipótesis, delineando finalmente la solución del problema. 

  

Para efecto de lograr los objetivos propuestos y tomando en consideración que frente a los 

hechos de terrorismo con ocasión del conflicto armado existen variadas posturas y concepciones, el 

trabajo se desarrollará en tres capítulos, abordando finalmente las conclusiones, así:  

 

El primer capítulo se denomina “Aspectos conceptuales sobre conflicto armado interno, 

terrorismo y actos terroristas en Colombia”, donde se revisan las posturas que sobre el conflicto armado 

interno, terrorismo y actos de terrorismo se han planteado por doctrina, jurisprudencia, los operadores 

jurídicos y autoridades administrativas que han tratado la materia, que esgrimen elementos sustanciales 

sobre su configuración. 

 

Por su parte, el segundo capítulo, que se denomina “Respuesta estatal frente a las víctimas de 

hechos de terrorismo en el marco del conflicto armado colombiano”, parte de determinar lo que en 
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Colombia se define como víctima con ocasión del conflicto armado, tomando en consideración el 

enfoque étnico previsto en el marco normativo, continuando con un abordaje sobre el reconocimiento 

administrativo que se ha previsto, que es determinante para lograr el acceso, efectividad y garantía de 

derechos de las víctimas de hechos de terrorismo, terminando con la revisión de los derechos de las 

víctimas según el marco normativo existente, que devienen de la calificación y determinación de su 

ocurrencia en el marco del conflicto armado interno. 

 

Tomando en cuenta lo anterior, se aborda el tercer capítulo final denominado “Elementos para 

calificación de actos terroristas en el marco del conflicto armado interno, retos y efectos“, que inicia con 

la exposición  de los elementos principales identificados  para calificar los hechos de terrorismo en el 

contexto del conflicto armado interno colombiano, continuando con el esbozo de los retos que se 

evidencian en calificación de los actos de terrorismo para el reconocimiento administrativo, asociados a 

las dinámicas propias de conflicto colombiano, para culminar con los efectos que se desprenden a partir 

de la calificación y reconocimiento de las víctimas del conflicto armado interno por los actos de 

terrorismo. 

 

Finalmente se realizará la presentación de las conclusiones tomando en cuenta los aspectos más 

relevantes identificados en el desarrollo del trabajo, así como los que se visualicen para ser estudiados 

en posteriores investigaciones. 

 

Es importante precisar que la determinación de los elementos se aborda, con un alcance, desde 

el proceso administrativo14 previsto por parte del Estado colombiano, que deben surtir las víctimas para 

ser reconocidas, asistidas, atendas y reparadas, por victimizaciones sufridas en el contexto del conflicto 

armado interno, más no para determinar su configuración y reconocimiento en la instancia judicial. 

 

 
14  Tal como lo expresa la Corte Constitucional, el proceso administrativo tiene por objeto el cumplimiento de la función 
administrativa en beneficio del interés general, lo cual hace que sea, en general, más ágil, rápido y flexible que el judicial, habida 
cuenta de la necesaria intervención de la Administración en diversas esferas de la vida social que requieren de una eficaz y 
oportuna prestación de la función pública. No obstante, debe estructurarse como un sistema de garantías de los derechos de los 
administrados, particularmente de las garantías que conforman el debido proceso. Sentencia C-640 de 02 Magistrado Ponente: 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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CAPITULO I: ASPECTOS CONCEPTUALES SOBRE CONFLICTO ARMADO INTERNO, TERRORISMO Y ACTOS 

DE TERRORISMO EN COLOMBIA 

 

1. Noción de conflicto armado interno  

 

A través de los tiempos, los conflitos entre pueblos y comunidades han sido frecuentes, por 

variadas causas, con innumerables contextos y grados de violencia, que han requerido de la generación 

de reglas y adopción de costumbres15  a las que debían sujetarse quienes participan de las 

confrontaciones, no obstante, tal como lo plantea  el Comité Internacional de la Cruz Roja – CICR (2005), 

con la consolidación del derecho humanitário contemporaneo, desde el siglo XIX, se fueron codificando 

a nível universal princípios y normas16 encaminadas a proteger a las personas que no participan en las 

 
15 El Comité Internacional de la Cruz Roja (2005, p. 8) sostiene que “Primeramente fueron normas no escritas, basadas en la 
costumbre, las que regularon los conflictos armados. Luego, progresivamente, hicieron su aparición tratados bilaterales más o 
menos elaborados (carteles) que los beligerantes ratificaban a veces después de la batalla; había, asimismo, reglamentos que los 
Estados promulgaban para las respectivas tropas (véase, al lado, el Código de Lieber). En consecuencia, el entonces derecho 
aplicable en los conflictos armados estaba limitado en el tiempo y en el espacio, dado que sólo era válido para una batalla o un 
conflicto determinados. Dichas normas variaban, asimismo, según la época, el lugar, la moral, las civilizaciones”.  
16 Entre los principales tratados se destacan: 1) Convenio de Ginebra del 22 de agosto de 1864 “para el mejoramiento de la suerte 
de los militares heridos en los ejércitos en campaña” redactado y firmado en el marco de la Conferencia Diplomática celebrada 
en Ginebra, la cual fue convocada por Consejo Federal suizo, donde participaron delegados plenipotenciarios de 16 países, 
instrumento que fue ratificado en los años subsiguientes por el mayor número de los Estados; 2) Declaración de San Petersburgo 
de 1868, emitida, en el marco una Comisión militar internacional, con el objeto de prohibir el uso de determinados proyectiles en 
tiempo de guerra; 3) Convenios de La Haya de 1899 sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre y sobre la adaptación a la 
guerra marítima;  4) Convenio de Ginebra de 1906 concerniente a la revisión y desarrollo del Convenio de Ginebra de 1864; 5) 
Convenios de Ginebra de 1907 relacionado con la revisión de los Convenios de La Haya de 1899 y aprobación de nuevos 
Convenios; 6) Protocolo de Ginebra  de1925 sobre la prohibición del empleo, en la guerra, de gases asfixiantes, tóxicos o similares 
y de medios bacteriológicos; 7) Convenios de Ginebra de 1929 relacionados con la revisión y desarrollo del Convenio de Ginebra 
de 1906 y del Convenio de Ginebra relativo al trato de los prisioneros de guerra; 8) Convenios de Ginebra de1949: I Para aliviar 
la suerte que corren los heridos y los enfermos en las fuerzas armadas en campaña II Para aliviar la suerte que corren los heridos, 
los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar III Relativo al trato debido a los prisioneros de guerra y, IV Relativo 
a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra; 9) Convención de La Haya de 1954 relativa a la protección de 
los bienes culturales en caso de conflicto armado; 10)  Convención de1972 sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el 
almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción; 11) Protocolos de 1977, adicionales a 
los Convenios de Ginebra de 1949 que mejoran la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo 
I) y no internacionales (Protocolo II); 12) Convención de 1980 sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas 
convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. A ella se añaden: • el Protocolo 
(I) sobre fragmentos no localizables • el Protocolo (II) sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y 
otros artefactos • el Protocolo (III) sobre prohibiciones o restricciones del empleo de armas incendiarias; 13) Convención de 1993 
sobre la prohibición del desarrollo, la producción, almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción; 14) 
Protocolo de 1995, Protocolo IV de la Convención de 1980, sobre armas láser cegadoras; 15) Protocolo de 1996 enmendado sobre 
prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros artefactos (Protocolo II [enmendado] de la Convención 
de 1980); 16) Convención de 1997 sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas 
antipersonal y sobre su destrucción; 17) Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de1998; 18)  Protocolo de la Convención 
de 1954 sobre bienes culturales, de 1999. 19) Protocolo del año 2000 facultativo de la Convención sobre los derechos del niño 
relativo a la participación de niños en los conflictos armados; 20) Enmienda del artículo 1 de la Convención sobre ciertas armas 
convencionales, de 2001 (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2005, p. 8). 
https://www.icrc.org/spa/assets/files/other/icrc_003_0703.pdf 

https://www.icrc.org/spa/assets/files/other/icrc_003_0703.pdf
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hostilidades, o dejan de participar en ellas, poniendo límites a los médios y métodos utilizados en la 

guerra, así como respondiendo a las necesidades humanitarias generadas por los contextos de conflito, 

buscando como fin último minimizar los efectos de las hostilidades, limitando el sufrimiento y 

garantizando la protección y la asistencia a las víctima. 

 

Este ordenamiento jurídico emanado de esta construcción histórica progresiva denominado 

Derecho Internacional Humanitário, se concibe doctrinariamente como aquel “cuerpo de normas 

internacionales, de origen convencional o consuetudinario, específicamente destinado a ser aplicado en 

los conflictos armados, internacionales o no internacionales, y que limita, por razones humanitarias, el 

derecho de las Partes en conflicto a elegir libremente los métodos y los medios utilizados en la guerra, o 

que protege a las personas y a los bienes afectados, o que pueden estar afectados, por el conflicto” 

(Swinarski, 1984), siendo su objeto primordial la “protección de la persona, por razones de humanidad, 

durante los conflictos armados, internacionales o internos” (Gross, 1995, p. 87). 

 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos17 (1997) frente al propósito del Derecho 

Internacional Humanitario, ha expresado que éste no se aplica por lo general en tiempo de paz sino en 

situaciones de conflictos armados con el objetivo fundamental es restringir la contienda armada para 

disminuir los efectos que generen las hostilidades, brindando una específica protección a las víctimas.18 

 

La Asamblea General de las Naciones Unidas, al momento de adoptar los Principios Básicos para 

la protección de las poblaciones civiles en los conflictos armados,  mediante la Resolución 2675, ratifica 

“la necesidad de medidas que aseguren una mejor protección de los derechos humanos en los conflictos 

armados de todas las clases”, refiere “que las poblaciones civiles tienen una necesidad especial de 

mayor protección en épocas de los conflictos armados” y expresa que “la comunidad internacional ha 

 
17 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos-CIDH es una institución del Sistema Interamericano de protección de los 
derechos humanos (Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), creada en 1959. Como órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), de forma 
conjunta con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se encarga de la promoción y protección de los derechos humanos 
en el continente americano, promoviendo “la observancia y la defensa de los derechos humanos “y sirviendo como órgano 
consultivo de la Organización. https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/mandato/que.asp 
18 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso No. 11.137 Juan Carlos Abella y otro vs. Argentina, caso “La Tablada”, 
Informe No. 55/97, CIDH, OEA/Ser/L/V/II.97, del 18 de noviembre de 1997.  http://www.derechos.org/oea/abella/iva.html#N_6_ 
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aceptado un papel más amplio y nuevas responsabilidades para aliviar los sufrimientos humanos en 

todas sus formas y, en particular, durante los conflictos armados”.19  

En este sentido, la Corte Constitucional colombiana indica que “el derecho internacional 

humanitario, más conocido como el derecho de la guerra, regula las prácticas bélicas en conflictos 

armados internacionales e internos, con el propósito de limitar el uso de la fuerza y proteger a los no 

combatientes” (Corte Constitucional, Sentencia T-280A de 2016), siendo la existencia de un conflicto 

armado el supuesto necesario para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario (Corte 

Constitucional Sentencia C-291 de 2007). 

 

El marco regulatorio de las condiciones bajo las cuales debe desarrollarse un conflicto armado, 

que constituyen el Derecho Internacional Humanitario20, lo conforman los Convenios de Ginebra21 y sus 

Protocolos adicionales22, siendo “tratados internacionales que contienen las principales normas 

destinadas a limitar la barbarie de la guerra” y se constituyen en “la piedra angular del derecho 

internacional humanitario, es decir el conjunto de normas jurídicas que regulan las formas en que se 

pueden librar los conflictos armados y que intentan limitar los efectos de éstos”23. 

 
19  Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 2675 de 1970, sobre Principios Básicos para la protección de las 
poblaciones civiles en los conflictos armados. 
https://documents.un.org/doc/resolution/gen/nr0/353/36/pdf/nr035336.pdf?token=HaHSjfjQVRboZdXiWs&fe=true 

20 El CICR manifiesta que “Las expresiones «derecho internacional humanitario», «derecho de los conflictos armados» y «derecho 
de la guerra» pueden considerarse como equivalentes. Las organizaciones internacionales, las universidades o los Estados suelen 
emplear la expresión «derecho internacional humanitario» o «derecho humanitario», mientras que, las fuerzas armadas, utilizan 
las otras dos con más frecuencia”. https://www.icrc.org/spa/assets/files/other/icrc_003_0703.pdf  
21 Tal como se establece en el artículo 2 del Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de 
las víctimas de los conflictos armados internacionales, de 1977, “se entiende por I Convenio, II Convenio, III Convenio y IV Convenio, 
respectivamente, el Convenio de Ginebra para aliviar la suerte de los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña, del 
12 de agosto de 1949; el Convenio de Ginebra para aliviar la suerte de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas 
en el mar, del 12 de agosto de 1949; el Convenio de Ginebra sobre el trato a los prisioneros de guerra, del 12 de agosto de 1949; 
y el Convenio de Ginebra sobre la protección de personas civiles en tiempo de guerra, del 12 de agosto de 1949; se entiende por 
los Convenios los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra”. Obtenido 
de https://www.icrc.org/es/document/protocolo-i-adicional-convenios-ginebra-1949-proteccion-victimas-conflictos-armados-
internacionales-1977 
22 Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 
internacionales, 1977; y Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter internacional, 1977. https://www.icrc.org/es/document/los-convenios-de-ginebra-de-1949-y-
sus-protocolos-adicionales 
23  Obtenido de: https://www.icrc.org/spa/war-and-law/treaties-customary-law/geneva-conventions/overview-geneva-
conventions.htm   

https://www.icrc.org/spa/war-and-law/treaties-customary-law/geneva-conventions/overview-geneva-conventions.htm
https://www.icrc.org/spa/war-and-law/treaties-customary-law/geneva-conventions/overview-geneva-conventions.htm
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La Jurisprudencia Constitucional (Sentencia C- 781 de 2012) sostiene que este marco normativo 

humanitario es aplicable cuando están dadas las condiciones de índole “temporal, espacial y material”24: 

i) respecto a la condición temporal refiere que “el derecho internacional humanitario se aplica desde la 

iniciación de tales conflictos armados, y se extiende más allá de la cesación de hostilidades hasta que se 

haya logrado una conclusión general de la paz; o en caso de conflictos internos, cuando se logre un 

arreglo pacífico”; ii) contemplando lo geográfico sostiene que “se aplica tanto a los lugares en los que 

materialmente se desarrollan los combates u hostilidades armados, como a la totalidad del territorio 

controlado por el Estado y los grupos armados enfrentados, así como a otros lugares en donde, si bien 

no ha habido materialmente una confrontación armada, se han dado hechos que se relacionan de cerca 

con el conflicto armado”25; iii) frente a la condición material pone de presente que “para que un 

determinado hecho o situación (…) quede cubierto bajo el ámbito de aplicación del Derecho 

Internacional Humanitario, es necesario que tal hecho o situación guarde una relación cercana y 

suficiente con el desarrollo del conflicto”; de tal forma que “solo aquellos actos suficientemente 

relacionados con el desarrollo de las hostilidades (…)”26 se someten al derecho internacional 

humanitario (Corte Constitucional, Sentencia C-291 de 2007). 

 
24 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-291 de 2007.  Expone que tales condiciones hacen que “el ámbito temporal y 
geográfico tanto de los conflictos armados (…) se extienda más allá del tiempo y lugar exactos de las hostilidades”; que “una 
violación de las leyes o costumbres de la guerra [pueda], por lo tanto, ocurrir durante un tiempo y en un lugar en los que no se 
desarrolla un combate efectivo como tal. (…) el requisito de que los actos del acusado estén relacionados de cerca con el conflicto 
armado no se incumple cuando los crímenes son remotos, temporal y geográficamente, de los combates como tales”; y que “las 
leyes de la guerra [puedan] frecuentemente abarcar actos que, aunque no han sido cometidos en el teatro del conflicto, se 
encuentran sustancialmente relacionados con éste” 
25 La Corte Constitucional colombiana retoma los postulados expuestos por el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia para 
efectos de determinar el ámbito de aplicación geográfica,  precisando: i)“no existe una correlación necesaria entre el área donde 
se desarrollan los combates como tales, y el alcance geográfico de las leyes de la guerra”; ii)“no es necesario establecer la 
existencia de un conflicto armado dentro de cada municipio implicado; iii) “Es suficiente establecer la existencia del conflicto 
dentro de la región como un todo de la que forman parte dichos municipios”; iv) “no es necesario que un determinado municipio 
sea presa de la confrontación armada para que se apliquen allí los estándares del Derecho Internacional Humanitario”; v) “no es 
necesario probar que hubo un conflicto armado en todas y cada una de las pulgadas cuadradas del área en general. El estado de 
conflicto armado no se limita a las áreas de combate militar efectivo, sino que existe a lo ancho de todo el territorio bajo control 
de las partes en guerra”; vi) [Se aplica en] “todo el territorio bajo el control de una de las partes, sea que allí se desarrollen los 
combates como tales o no” y; vii) [Cuando se trata de hechos o situaciones que tienen lugar en lugares donde no se desarrollan 
directamente los combates], “sería suficiente (…) que los crímenes alegados estuviesen relacionados de cerca con las hostilidades 
desarrolladas en otras partes de los territorios controlados por las partes del conflicto”  (Corte Constitucional, Sentencia C-291 de 
2007), refiere para el efecto los siguientes casos:  Caso del Fiscal vs. Dragoljub Kunarac y otros, sentencia de la sala de apelaciones 
del 12 de junio de 2002; caso Fiscal vs. Radoslav Brdjanin, sentencia del 1º de septiembre de 2004; caso Fiscal vs. Mladen Naletilic 
y Vinko Martinovic, sentencia del 31 de marzo de 2003; caso Fiscal vs. Enver Hadzihasanovic y Amir Kubura, sentencia del 15 de 
marzo de 2006; y caso Fiscal vs. Sefer Halilovic, sentencia del 16 de noviembre de 2005. 
26 La Corte expone distintos criterios proporcionados por la jurisprudencia internacional “para determinar la existencia de un 
nexo cercano entre un determinado hecho o situación y el conflicto armado (…) en el que ha tenido lugar; así, ha señalado que 
tal relación cercana existe “en la medida en que el crimen sea moldeado por o dependiente del ambiente en el que se ha cometido 
–v.g. el conflicto armado-”. Al determinar la existencia de dicha relación las cortes internacionales han tomado en cuenta factores 
tales como la calidad de combatiente del perpetrador, la calidad de no combatiente de la víctima, el hecho de que la víctima sea 
miembro del bando opuesto, el hecho de que el acto pueda ser visto como un medio para lograr los fines últimos de una campaña 
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En la labor de precisar la concepción de conflicto armado al cual debe darse aplicación del marco 

normativo humanitario, el Alto Tribunal colombiano, tomando en consideración la evolución de los 

conflictos, sostiene que  “En un marco de variabilidad y naturaleza voluble de las confrontaciones 

armados que se suscitan en la actualidad, la jurisprudencia internacional ha buscado definir los 

conflictos armados, como “el recurso a la fuerza armada entre Estados, o la violencia armada 

prolongada entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados, o entre tales grupos, 

dentro de un Estado”, observando que para el caso de los conflictos armados internos, el calificativo de 

prolongada pretende que se excluya de la noción “los casos de meros disturbios civiles, revueltas 

esporádicas o actos terroristas aislados” (Corte Constitucional, Sentencia C-069 de 2016). 

 

Este conjunto de normas, contempla una categorización de los conflictos para su aplicación en: 

i) Conflictos armados internacionales y, ii) Conflictos armados no internacionales. Así, el artículo 2 

común a los Convenios de Ginebra prevé que dicho Convenio se aplica en “conflictos que surja entre dos 

o varias Altas Partes Contratantes” y “en todos los casos de ocupación total o parcial del territorio de 

una Alta Parte Contratante”. Por su parte, en el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra se 

prevén disposiciones que deben aplicarse cuando el conflicto armado “surja en el territorio de una de 

las Altas Partes Contratantes”. 

 

De esta forma, la codificación del Derecho Humanitario construida a lo largo de los años 

contempla dos escenarios de conflicto armado, de orden interno en un Estado o de orden internacional 

entre varios Estados, siendo aplicable marcos normativos distintos encaminados a la protección de la 

población civil y quienes depongan las armas, al igual que poniendo límites a las métodos y medios 

utilizados en el desarrollo de la guerra.   

 

 
militar, o el hecho de que el acto haya sido cometido como parte de los deberes oficiales del perpetrador, o en el contexto de 
dichos deberes. También ha precisado la jurisprudencia, en casos de comisión de crímenes de guerra, que es suficiente establecer 
que “el perpetrador actuó en desarrollo o bajo la apariencia del conflicto armado”, y que “el conflicto no debe necesariamente 
haber sido la causa de la comisión del crimen, sino que la existencia del conflicto debe haber jugado, como mínimo, una parte 
sustancial en la capacidad del perpetrador para cometerlo, en su decisión de cometerlo, en la manera en que fue cometido o en 
el objetivo para el que se cometió” (Corte Constitucional, Sentencia C-291 de 2007). 
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En los Convenios de Ginebra y en los Protocolos adicionales, las diferentes situaciones de 

conflicto armado son abordadas a la luz de las dos categorizaciones, conflictos armados internacionales 

y conflictos armados de carácter no internacional o internos, a los que debe revisarse la adecuación de 

cualquier contexto de hostilidades. 

  

Sin embargo, se ha acudido a acotar términos (Schindler, 1982, p. 279) como “conflicto armado 

internacionalizado” para describir contextos de “hostilidades internas que se convierten en 

internacionales”, por múltiples causas, destacando que existe una interdependencia entre los Estados, 

de forma tal que los contextos de unos Estados afectan a otros generando una incidencia, aunque no 

necesariamente realicen una intervención. 

  

Otras posturas sustentan la eliminación de la dicotomía entre conflictos internacionales y 

conflictos internos, así la doctrina internacional resalta que los primeros se han transformado en 

múltiples ocasiones adoptando la forma de conflictos dentro de un Estado, con una variación de 

intensidad, haciendo insostenible la diferenciación que se pretende en el derecho humanitario: 

“The "distinction" between international wars and internal conflicts is no longer factually tenable 

or compatible with phe thrust of humanitarian law, as the contemporary law of armed conflict 

has come to be known. One of the consequences of the nuclear stalemate is that most 

international conflictnow takes the guise of internal conflict, much of it conducted covertly or at 

a level of low intensity” (Reisman & Silk,1988, p. 465). 

 

En este sentido Stewartes (2003) sostiene que el derecho humanitario ha pretendido regular las 

hostilidades y los daños que causan los conflictos entre Estados más que sobre los internos, basándose 

en la idea que la violencia armada interna de un Estado plantea cuestiones de gobernabilidad soberana 

y no de reglamentación internacional, sin embargo, precisa que lo que debe procurarse 

progresivamente mediante el marco normativo humanitario es la protección del ser humano, lo cual 

genera que la dicotomía referida pierda gradualmente fuerza, superando así las diferentes opiniones 



22 
 

que asevera se han dado a través del tiempo desde la misma estructuración del Derecho Internacional 

Humanitario. 27 

 

Como lo plantea el CICR (2016, p. 53), para la comprensión de esta categorización se debe tener 

presente que su construcción deviene en mayor medida de la historia política a nivel internacional que 

de las necesidades de índole humanitaria o militar, en un contexto donde los Estados se han reservado 

el manejo del orden público dentro de sus fronteras y ha existido resistencia a someter al ámbito 

internacional las situaciones internas asociadas a la seguridad. 

 

El conflicto armado internacional, de conformidad con el marco normativo del Derecho 

Internacional Humanitario, es aquel que se suscita entre dos o más Estados o cuando total o 

parcialmente se ocupa el territorio de un Estado, dando lugar a la aplican de los Convenios de Ginebra 

del 12 de agosto de 194928 y el Protocolo Adicional I de 1977 que complementa y desarrolla estos 

Convenios para la protección de las víctimas de la guerra. Expresamente el artículo 2 común a los 

Convenios de Ginebra dispone: 

“Aparte de las disposiciones que deben entrar en vigor ya en tiempo de paz, el presente 

Convenio se aplicará en caso de guerra declarada o de cualquier otro conflicto armado que surja 

entre dos o varias Altas Partes Contratantes, aunque una de ellas no haya reconocido el estado 

de guerra. 

 
27 El autor hace un recuento de las diferentes posturas y observaciones sobre la categorización de los conflictos armados en 
internacionales e internos y busca impulsar la generación un derecho único aplicable a todos los conflictos armados.  Refiere las 
posturas de algunos de los doctrinantes quienes afirman que la distinción es " arbitraria ", " no deseable ", " difícil de justificar. 
Para el efecto, refiere a “R. J. Dupuy y A. Leonetti, " La notion de conflict armé à caractère non international ", en A. Cassese (dir.), 
The New Humanitarian Law of Armed Conflict, Editoriale scientifica, Nápoles, 1971, p. 258. " Produce una dicotomía arbitraria 
entre los conflictos, pues la distinción, puramente formal, no se basa en una observación objetiva de la realidad (...) " . V. también 
G. Aldrich, " The laws of war on land ", American Journal of International Law, Vol. 94, 2000, p. 62. " La realidad puede ser confusa 
y los conflictos armados en el mundo real no encajan siempre claramente en una de las dos categorías –internacional o no 
internacional– en que se divide el derecho internacional humanitario". Obtenido de 
https://www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/5w3juy.htm  
28 De conformidad con el marco normativo de derecho internacional humanitario, Artículo 2 del el Protocolo I  Adicional, “se 
entiende por "I Convenio", "II Convenio", "III Convenio" y "IV Convenio", respectivamente, el Convenio de Ginebra para aliviar la 
suerte de los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña, del 12 de agosto de 1949; el Convenio de Ginebra para 
aliviar la suerte de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar, del 12 de agosto de 1949; el Convenio de 
Ginebra sobre el trato a los prisioneros de guerra, del 12 de agosto de 1949; y el Convenio de Ginebra sobre la protección de 
personas civiles en tiempo de guerra, del 12 de agosto de 1949; se entiende por "los Convenios" los cuatro Convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra”. 

https://www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/5w3juy.htm
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El Convenio se aplicará también en todos los casos de ocupación total o parcial del territorio de 

una Alta Parte Contratante, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar". 

 

El Protocolo I, Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la 

Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales, que se aplica en las situaciones 

previstas en el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra, y que los complementa, dispone  en el 

artículo 1, sobre principios generales y ámbito de aplicación, que “comprenden los conflictos armados 

en que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera y contra los 

regímenes racistas, en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, consagrado en la 

Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes 

a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las 

Naciones Unidas”. 

 

Los preceptos de los Convenios de Ginebra y el Protocolo Adicional I antes mencionados, 

incorporan en la noción de conflictos armados internacionales las situaciones de conflictos armados que 

se suscitan entre Estados y los conflictos de carácter armado generados por luchas de los pueblos contra 

la dominación colonial y la ocupación extranjera, así como contra los regímenes racistas. 

 

Respecto a la configuración de los conflictos armados internacionales, la Jurisprudencia 

Internacional emitida por el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY), en el caso Tadic 

puso de presente que "Es indiscutible que un conflicto armado es internacional si se produce entre dos o 

más Estados. Además, si un conflicto armado interno se extiende al territorio de otro Estado, puede 

convertirse en internacional (o, según las circunstancias, tener carácter internacional al mismo tiempo 

que interno), siempre y cuando: (i) otro Estado intervenga en el conflicto con tropas, o bien si (ii) alguno 

de los participantes en el conflicto armado interno actúa por cuenta de otro Estado".29 

 

Sobre los escenarios de confrontación que se catalogan como conflicto armado internacional y 

que dan lugar a la aplicación de las normas humanitarias, Gasser (1995) destaca que “todo uso de la 

 
29 Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia, caso Prosecutor c. Tadic, T-94-1-A, 15 de julio de 
1999, párr. 84. Obtenido de https://www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/5w3juy.htm 

https://www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/5w3juy.htm
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fuerza armada por parte de un Estado contra el territorio de otro, da lugar a la aplicabilidad de los 

Convenios de Ginebra entre los dos Estados [sin importar] si la parte atacada opone resistencia o no", 

por su parte Fleck (1995) refiere que “no es suficiente el uso de la fuerza militar por parte de personas o 

por grupos de personas”,  y David (2002)  puntualiza que “una escaramuza o un incidente de frontera 

entre las fuerzas armadas de las Partes es suficiente para que se apliquen los Convenios” (como se cita 

en Comité Internacional de la Cruz Roja, 2008).30 

 

Por su parte el Comité Internacional de la Cruz Roja (2008) sostiene que en un conflicto armado 

internacional se encuentra una oposición de las fuerzas armadas de, al menos, dos Estados, sin 

contemplar los motivos o la intensidad de la confrontación, siendo totalmente factible la aplicación del 

marco normativo humanitario en aquellos contextos donde no existan hostilidades abiertas, o no exista 

oficialmente una declaración de guerra o un reconocimiento de la situación, toda vez que son las 

condiciones fácticas o de hecho que se susciten las que determinan la existencia de un conflicto armado 

con carácter internacional.  

 

Resalta la doctrina que el conflicto armado internacional, en el marco normativo humanitario, se 

conceptualizó tomando en consideración un criterio fáctico, de forma tal que en ciertas condiciones 

prácticas concretas es necesario dar aplicabilidad a dicho marco, observando que “el nivel de intensidad 

requerido para que un conflicto esté sujeto al derecho de los conflictos armados internacionales es muy 

bajo. Basta con que existan las situaciones previstas en los instrumentos jurídicos pertinentes. Entonces, 

“tan pronto como las fuerzas armadas de un Estado tengan en su poder a heridos o a miembros de las 

fuerzas armadas que se hayan rendido a o civiles de otro Estado, tan pronto como tomen prisioneros o 

tengan control real sobre una parte del territorio del Estado enemigo quedarán sujetas al convenio 

pertinente”. De todos modos, no es necesario que el conflicto se prolongue en el tiempo o que se 

alcance cierta cantidad de víctimas” (Vité, 2009). 

 

Adicionalmente se pone de presente que si bien el marco regulatorio humanitario, sobre 

conflictos armados internacionales refieren las situaciones a las que se aplican, limitando el alcance a los 

 
30 Citados por el Comité Internacional de la Cruz Roja (2008) en ¿Cuál es la definición de "conflicto armado" 
según el derecho internacional humanitario?. Obtenido en https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/opinion-paper-
armed-conflict-es.pdf  

https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/opinion-paper-armed-conflict-es.pdf
https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/opinion-paper-armed-conflict-es.pdf
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conflictos en los que uno o más Estados recurren a la fuerza armada contra otro Estado: i) no se estipula 

la noción clara de “conflicto armado” que incorpore los elementos para establecer que una situación 

entre dos Estados ha alcanzado el umbral de un conflicto armado; ii)  no se proporciona una orientación 

sobre el significado de “uso de la fuerza”, razón por la cual “algunos afirman que todo acto de violencia 

armada entre dos Estados está contemplado en el derecho internacional humanitario de los conflictos 

armados internacionales, en tanto otros consideran que debe aplicarse un umbral de intensidad” y “en 

la medida en que las hostilidades se intensifiquen, el derecho internacional humanitario se activará” 

(Naciones Unidas, 2011, p. 37). 

 

Sin embargo, en el análisis de circunstancias fácticas de confrontación  armada se encuentra 

(Rocha Herrera, 2022, p. 163) que no siempre se adecuan a la conceptualización binaria prevista en el 

derecho humanitario, puesto que se visualiza la internacionalización de los conflictos armados internos, 

con intervenciones de terceros Estados, que brindan apoyo a alguna de las partes en confrontación; así  

mismo se presentan conflictos que, aunque se catalogan como no internacionales, se desarrollan en el 

territorio de varios Estados; al igual que conflictos que son en principio de carácter no internacional y en 

su desarrollo se convierten en transfronterizos debido a que grupos armados no estatales operan en los 

territorios de Estados que limitan. 

 

Si bien las condiciones y dinámicas en que desarrollan los conflictos actuales generan contextos 

que sobrepasan la concepción de las categorías de conflicto armado internacional y conflicto armado 

interno, que a través de los años se ha abordado el marco jurídico humanitario y se requiere una 

adaptación a las circunstancias que crean los nuevos escenarios de confrontación, la aplicación del 

derecho humanitario se mantiene bajo esta dicotomía, tal como lo sostiene Jiménez (2022): 

Desde una perspectiva doctrinal y jurisprudencial se ha argumentado que el derecho 

internacional (DIH) de carácter consuetudinario se ha desarrollado hasta tal punto que la línea 

divisoria entre los conflictos internacionales e internos resulta cada vez menos pronunciada, y 

que esta distinción se difumina en atención a la naturaleza cambiante y compleja de los actuales 

conflictos armados que permite hablar de “conflictos internacionalizados y conflictos 

concurrentes”. Sin embargo, a efectos de aplicación de este régimen jurídico, no se ha producido 

una transposición completa ni mecánica de la normativa relativa a los conflictos armados 

internacionales sobre los internos” (p. 26). 
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La complejidad de las condiciones en las cuales se desarrollan los conflictos armados 

internacionales en la actualidad los ha llevado incluso a catalogarlos como “guerras irregulares” 

(Wilmshurst, 2012, p. 1165) dado que los conflictos modernos no se limitan a confrontaciones entre 

Estados, sino que se caracterizan por la integración de otros actores que inciden en las dinámicas de uso 

de la fuerza armada sobre los Estados. Así mismo surgen acepciones como “conflictos intratables” 

(Contreras, 2023 p. 121) para denominar aquellos conflictos que incorporan una diversidad de actores 

con múltiples complejidades en las relaciones sociales y de poder, con una mutabilidad sin precedentes, 

a la cual se suma las nuevas tecnologías y las redes de comunicación, que limitan e imposibilitan 

negociaciones o llegar a acuerdos, repercutiendo en la persistencia y la probabilidad de resurgimiento. 

 

Con respecto a los conflictos armados no internacionales, o también denominados conflictos 

armados internos, en el derecho humanitario se cuenta con dos marcos jurídicos que rigen situaciones 

contempladas en esta categoría, por un lado, lo regulado en el artículo 3 Común de los Convenios de 

Ginebra de 1949, y por otro lo previsto en el Protocolo II adicional a dichos Convenios, que desarrolla y 

complementa dicho artículo. 

 

El artículo 3 Común prevé que “en caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y 

que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes”, las Partes en conflicto tienen la 

obligación de aplicar, como mínimo, las disposiciones previstas en dicha norma, observando bajo este 

postulado que para efectos de considerar que una confrontación no es de índole internacional, debe 

suscitarse en el territorio de un Estado, dentro de los límites que lo conforman.  

 

Por otra parte, el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra  en su artículo 1 establece 

que este marco normativo humanitario se aplica a los conflictos armados “que se desarrollen en el 

territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o 

grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte 

de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y 

concertadas”, al tiempo que dispone de forma concreta que el “Protocolo no se aplicará a las 

situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos 

esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados”. 
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En el ámbito jurisdiccional internacional, el Estatuto de Roma de Corte Penal Internacional31, al 

establecer su competencia sobre crímenes de guerra (art. 8, literal f), considera como conflictos 

armados de índole no internacional o interno aquellos que: i) tienen lugar en el territorio de un Estado; y 

ii) son prolongados entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales 

grupos. 

La doctrina sostiene que los retos que implicaba adoptar una noción de conflicto armado interno 

se superaron con una definición negativa que hace aplicable el artículo 3 común en caso de " conflicto 

armado que no sea de índole internacional", sin embargo, no se puede precisar lo que significa, toda vez 

que “el fondo del artículo 3 común define los principios de los Convenios y establece algunas normas 

imperativas, no contiene disposiciones concretas. Además, los pocos principios enunciados en él se 

aplican solamente cuando la intensidad de las hostilidades alcanza el grado de " violencia armada 

prolongada entre autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos" 

(Stewart, 2003). 

Si bien se resalta la incorporación del artículo 3 común como un hito para el Derecho 

Internacional Humanitario, considerando que se constituye en la regulación inicial y esencial de los 

conflictos armados internos o no internacionales, también se pone de presente que este marco 

normativo no define lo que regula, de forma tal que “no se proporciona más orientación sobre lo que 

constituye un conflicto de ese tipo y, de hecho, la cuestión de identificar los conflictos armados que 

caben dentro de su ámbito de aplicación ha sido a la vez difícil y controvertida” (Tardif, 2022, p. 248). 

 

Las Naciones Unidas (2011, p. 39) en el análisis sobre lo previsto en el artículo 3 común bajo la 

noción de “conflicto armado que no sea de índole internacional”, pone de presente que, si bien no 

especifica o precisa una definición, actualmente se acepta en general que la expresión hace referencia a 

los enfrentamientos armados que se suscitan entre las fuerzas armadas de un Estado y grupos armados 

no gubernamentales, o entre grupos armados no estatales. 

 
31 El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional fue aprobado el 17 de julio de 1998 durante la "Conferencia Diplomática 
de plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una Corte Penal Internacional". Para el caso de Colombia 
se aprobó mediante la Ley 742 de 2002. Obtenido de 
https://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 

https://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf
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La Jurisprudencia constitucional colombiana (Sentencia C-291 de 2007), en el estudio sobre la 

concepción de conflicto armado para establecer la aplicabilidad del Derecho Internacional Humanitario, 

resalta lo manifestado por la Comisión Interamericana Derechos Humanos32  frente a la noción de 

conflicto armado, precisando que ésta exige un escenario donde los grupos armados organizados tengan 

la capacidad de librar combates y llevar a cabo acciones militares recíprocas, de forma tal que la 

aplicabilidad del artículo 3 común es dable en aquellas confrontaciones u hostilidades abiertas con baja 

intensidad que se susciten en el territorio de un Estado entre las fuerzas armadas estatales contra 

grupos insurgentes con un grado de organización o en casos donde dos o más grupos armados sostienen 

enfrentamientos sin que exista accionar de las fuerzas estales, no siendo procedente en situaciones de 

actos de bandolerismo, motines o una rebelión no organizada y de corta duración. Sin embargo, 

también se pone de presente entre los aspectos a tener en cuenta al momento de establecer la 

configuración de un conflicto armado interno que: 

El problema más complejo en lo que se refiere a la aplicación del artículo 3 común no se sitúa en 

el extremo superior de la escala de violencia interna, sino en el extremo inferior. La línea que 

separa una situación particularmente violenta de disturbios internos, del conflicto armado de 

nivel "inferior", conforme al artículo 3, muchas veces es difusa y por lo tanto no es fácil hacer 

una determinación. Cuando es necesario determinar la naturaleza de una situación como la 

mencionada, en el análisis final lo que se requiere es tener buena fe y realizar un estudio 

objetivo de los hechos en un caso concreto (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

1997) 

En este sentido, se precisa que debe observarse los marcos normativos con los cuales se aborda 

las situaciones de disturbios y tensiones interiores, que son distintos a los preceptos del Artículo 3 común 

a los Convenios de Ginebra, de forma que los Estados ante dichas situaciones tienen que acudir al 

derecho interno y el derecho internacional de los derechos humanos y no al derecho humanitario. 33 

 
32 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (1997). Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
1997, OEA/Perl/V/II.98, Doc. 6, 17 febrero 1998. Obtenido de https://www.cidh.org/annualrep/97span/Argentina11.137c.htm 
33 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el Informe Anual de Derechos Humanos 1997, expone que “El Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR) ha estudiado y elaborado en detalle el concepto de disturbios interiores y tensiones internas. 
En su comentario de 1973 al proyecto de Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra, el CICR definió esas situaciones por 
la vía de los tres ejemplos siguientes, los cuales, sin embargo, no son taxativos: i) motines, vale decir, todos los disturbios que 
desde su comienzo no están dirigidos por un líder y que no tienen una intención concertada; ii) actos de violencia aislados y 
esporádicos, a diferencia de operaciones militares realizadas por las fuerzas armadas o grupos armados; iii) otros actos de 
naturaleza similar que entrañen, en particular, arrestos en masa de personas por su comportamiento u opinión política”. 
Obtenido de https://www.cidh.org/annualrep/97span/Argentina11.137c.htm 
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Según Valencia (2013, p. 246) el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra es amplio en 

formular la noción de conflicto armado interno, toda vez que hace referencia a conflictos armados “que 

surja en el territorio” de una Alta parte contratante, esto es un Estado, y que se generan entre actores 

que los califica como “partes contendientes”, sin precisar elementos adicionales, aspecto que permite 

inferir  su configuración cuando se suscitan las confrontaciones  entre fuerzas armadas oficialmente 

constituidas por las normas internas de los Estados y los grupos armados que se conforman con la 

finalidad de enfrentar a la fuerzas del Estado o en los escenarios de lucha entre los grupos organizados 

sin la participación de las fuerzas estatales. No obstante, también se pone de presente que existen 

escenarios de hostilidades donde es necesario contar con mayor discernimiento al momento de la 

aplicación de este marco normativo, como son los casos de confrontaciones: 

a. Entre las fuerzas armadas regulares, cuando una parte del propio ejército gubernamental se 

subleva,  

b. Entre las fuerzas armadas y grupos armados, cuando el gobierno se enfrenta a rebeldes, 

c. Entre fuerzas armadas que toman el poder y otras fuerzas armadas o grupos armados que 

organiza la población para resistirlas, 

d. Entre varios grupos armados, intervengan o no las fuerzas armadas gubernamentales, cuando 

varias fracciones se enfrentan (donde no hay un gobierno establecido) (p. 248). 

 

Respecto al Protocolo adicional II, se destaca (Stewart, 2003) que el mismo completó lo 

dispuesto el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, toda vez que 

estableció criterios más estrictos, circunscribiendo  su ámbito de aplicación a "todos los conflictos 

armados que no están cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 

12 de agosto de 1949” y que se desarrollen “en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus 

fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de 

un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita 

realizar operaciones militares sostenidas y concertadas" (p. 121). 
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Se resalta igualmente que la noción de conflicto armado no internacional o conflicto armado 

interno prevista en el Protocolo II se restringe en mayor medida respecto de la categoría contemplada 

en el artículo 3 común, al incorporar criterios más altos, toda vez que los “requerimientos previstos en el 

Protocolo II de 1977 implican conflictos armados de gran intensidad, escala y organización más 

estructurada, control del territorio que les permita a los grupos armados lanzar operaciones militares 

sostenidas y que además tengan control de mando y jerarquías” (Rocha, 2022, p. 181). 

 

En este contexto, a la luz del Protocolo II, se observan como criterios determinantes para 

establecer la existencia de un conflicto armado interno: i) que se desarrolle la confrontación en el 

territorio de un Estado  ii) que exista el ejercicio del control territorial por parte de los grupos armados 

organizados; iii) que se ejecuten operaciones militares sostenidas; iv) que el conflicto se lleve a cabo 

entre fuerzas armadas estatales y fuerzas armadas organizadas,; v) que los grupos adversarios cuenten 

con mandos responsables; vi) que el umbral de la intensidad de la confrontación sea elevado, 

excluyéndose formas de violencia de menor gravedad tales como los disturbios y tensiones interiores, 

actos aislados de violencia y otros actos semejantes. 

 

Al realizar un análisis conjunto del marco normativo sobre los conflictos armados internos, la 

doctrina (Valencia, 2013, p. 116) pone de presente las principales diferencias que se encuentra en los 

criterios para su determinación, precisando que: el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra tiene 

como requerimiento principal que el conflicto armado se desarrolle dentro del territorio de un Estado; el 

Protocolo II de 1977 adiciona como elementos para la configuración que uno de los actores armados sea 

las fuerzas armadas oficiales del Estado y que la otra parte de la confrontación cuente con control 

territorial, organización, mando responsable y adelante operaciones militares sostenidas y concertadas;  

y el Estatuto de la Corte Penal Internacional por su parte requiere que el conflicto sea prolongado y las 

partes cuenten con una organización.  

 

Bajo esta perspectiva se asevera que, si un contexto de confrontación se caracteriza como 

conflicto armado interno bajo los criterios del Protocolo II, también se constituye en conflicto armado 

interno de conformidad con lo previsto el artículo 3 común (Uprimny, 2017), pero un contexto de 

conflicto en los términos de dicho artículo 3 incluye aquellas confrontaciones en las cuales el Estado no 
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se encuentra involucrado, esto es aquellas hostilidades que se suscitan entre grupos armados 

organizados,  escenario que no abarca el Protocolo Adicional II ( Jiménez, 2022, p. 30) .  

 

Particularmente, frente al requisito de ocurrencia del conflicto armado "en el territorio de una 

de las Altas Partes Contratantes", para que se configure como no internacional, existen algunas 

divergencias. Se encuentran posturas (CICR, 2008) que refieren su pérdida de relevancia contemplando 

que cualquier confrontación que se lleve a cabo entre fuerzas armadas estatales y grupos armados 

organizados o entre dichos grupos se lleva a cabo en el territorio de una de las Partes. Sassóli (2006) por 

su parte afirma que aun cuando el conflicto sobrepase las fronteras, continúa configurándose como no 

internacional, puesto que lo preponderante son las partes entre quienes se materializa la confrontación: 

 

Yet concerns about state sovereignty could not explain why victims of conflicts spilling over the 

territory of several states should benefit from less protection than those affected by conflicts 

limited to the territory of only one state. Additionally, Articles 1 and 7 of the Statute of the 

International Criminal Tribunal for Rwanda extend the jurisdiction of that tribunal called to 

enforce, inter alia, the law of non‐international armed conflicts, to the neighbouring countries. 

This confirms that even a conflict spreading across borders remains a non‐international armed 

conflict. In conclusion, “internal conflicts are distinguished from international armed conflicts by 

the parties involved rather than by the territorial scope of the conflicto (p. 9) 

 

Con fundamento en los planteamientos de la jurisprudencia internacional34 también se destaca 

que “un conflicto armado sin carácter internacional es distinto de un conflicto armado internacional por 

el estatus legal de las entidades enfrentadas: las partes en el conflicto no son Estados soberanos (como 

sucedería en un conflicto armado internacional), sino el gobierno de un único Estado en conflicto con 

una o más facciones armadas en su territorio” (Sánchez, 2006, p. 65).  

Por otra parte, existen posturas que ponen de presente limitaciones o dificultades frente a el 

elemento territorial, sosteniendo:  

 
34 Tribunal Penal Internacional para Ruanda 
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While IHL provides two sets of rules, there are three potential combinations of warring parties 

and territory: a conflict may be a classic international armed conflict between states, a non-

international conflict between a state and one or more non-state groups and, lastly, a 

‘transnational’ conflict between a state and a non-state group (or between nonstate groups) on 

the territory of more than one state. Common Article 3, however, does not provide for this last 

possibility, as its territorial scope is limited to conflicts taking place ‘on the territory of a State 

party’ – that is, on one territory only (Paulus & Vashakmadze, 2009, p. 110). 

 

Correlativamente  con esta postura, la doctrina observa que actualmente se desarrollan 

conflictos armados que inicialmente se categorizan como internos o no internacionales, pero en un 

análisis más detallado no se configuran fácilmente en la conceptualización del marco normativo 

humanitario, razón que ha conllevado a la adopción de  acepciones que permitan diferenciarlos de la 

estipulación binaria tradicional, tales como “conflictos armados “trasnacionales” (conflictos de carácter 

no internacional que tienen lugar en el territorio de varios Estados); conflictos “exportados” o 

“extraterritoriales (el Estado interviniente actúa con el consentimiento del Estado en cuyo territorio de 

desarrollan o continúan las hostilidades); conflictos armados de carácter no internacional 

“transfronterizos” (las fuerzas armadas de un Estado se enfrentan con un grupo armado no estatal 

situado en la frontera de un territorio de un Estado vecino)” (Rocha, 2022, p. 163); no obstante, pese a 

sobrepasar aparentemente la noción de “en el territorio de una Alta Parte” del artículo 3 común y el 

Protocolo II Adicional, “la práctica de los Estados parece indicar que el cruce de una frontera 

internacional no modifica en carácter no internacional del conflicto armado” (Jiménez, 2022, p. 34). 

 

Frente a la delimitación de los elementos que permiten determinar cuándo se está ante un 

escenario de un conflicto armado interno o de índole no internacional, tanto organismos internacionales 

(Naciones Unidas, 2011, p. 39) como la doctrina (Barbosa et al., 2020) resaltan entre los criterios 

indicados por  el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia los siguientes: i) que exista 

confrontación armada prolongada entre las autoridades gubernamentales y grupos armados 

organizados o entre grupos dentro del territorio de un Estado, bajo el entendido que este criterio hace 

alusión en mayor medida a la intensidad de la violencia armada que a la duración, siendo pertinente 

observar para el efecto factores como tipo de material y armas que usan,  número de personas que 

participan en las hostilidades, los daños materiales producidos, víctimas civiles, entre otros ; y ii) que los 
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grupos que participan en la confrontación armada cuenten con un nivel de organización, aspecto que se 

puede validar observando la estructura de mando, el control territorial que poseen, el acceso a las 

armas y equipamiento militar, así como la capacidad de coordinar operaciones militares y de llevar a 

cabo negociaciones y acuerdos, entre otros. Así mismo se destaca lo analizado por este Tribunal 

Internacional35 en el sentido que “la labor de determinar la intensidad del conflicto que no presenta un 

carácter internacional no se deja a la apreciación subjetiva de las partes en conflicto”, toda vez que “Si la 

aplicación del derecho internacional humanitario dependiese únicamente de la aplicación subjetiva de 

las partes en conflicto, aquellas tendrían la tendencia a minimizar la intensidad de aquel” (Ramelli, 2011, 

p. 104). 

 

Lo anterior ha llevado a aseverar (CICR, 2008) que el Tribunal Penal Internacional para la ex 

Yugoslavia confirmó que la definición de conflicto armado no internacional, de conformidad con el 

artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, comprende aquellas situaciones donde se lleven a cabo 

confrontaciones por parte de grupos armados, sin necesidad de una intervención por parte de las 

fuerzas armadas del Estado, al igual que ha permitido precisar (Rocha, 2022, P. 160) respecto a la 

irrelevancia de la intensión de los grupos armados no gubernamentales que participan, toda vez que la 

importancia radica en el cumplimiento de los requisitos esenciales de intensidad y organización de las 

partes para determinar la configuración de un conflicto armado interno. 

 

Considerando lo abordado en las decisiones del Tribunal Penal Internacional para la Antigua 

Yugoslavia, la jurisprudencia colombiana (Corte Constitucional Sentencia C-069 de 2016) sostiene que 

los conflictos armados que se desarrollan actualmente son muy “volubles”, pero bajo los preceptos de 

marco normativo humanitario los conflictos armados internos se conciben como una violencia armada 

prolongada que se desarrolla entre las autoridades estatales y grupos armados organizados, o entre 

dichos grupos, dentro del territorio un Estado, incorporando la acepción “prolongado” con el fin de 

exceptuar escenarios de hechos esporádicos, actos terroristas aislados o disturbios generados por la 

población civil.36 

 
35 Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, caso Fiscal vs. Jean Paul Akayesu, sentencia proferida el 2 de septiembre 
de 1998 por la Sala de Primera Instancia. Ver https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26742.pdf  
36 La Corte Constitucional refiere entre las sentencias del Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia las generadas en los 
siguientes casos: Fiscal vs. Dusko Tadic, No. IT-94-1-AR72, sentencia de la Sala de Apelaciones del 2 de octubre de 1995; Fiscal vs. 
Anto Furundzija, sentencia del 10 de diciembre de 1998; Fiscal vs. Aleksovsky, sentencia del 25 de junio de 1999; Fiscal vs. Tihomir 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26742.pdf
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Adicionalmente, el Alto Tribunal constitucional, consecuentemente con la jurisprudencia 

internacional, ha sido reiterativo en precisar (Sentencia T-018 de 2021) que al momento de adelantar la 

determinación de existencia del conflicto armado interno se debe observar las características de cada 

escenario de confrontación, realizando la validación objetiva de los criterios fundamentales de 

intensidad del conflicto y organización de los grupos que participan 37, acudiendo a factores que 

contribuyan a la constatación de su configuración, tales como  magnitud y frecuencia de  las 

confrontaciones armadas, cobertura territorial donde se llevan a cabo las hostilidades, fortalecimiento 

de fuerzas oficiales, movilización de  tropas y armas de los grupos que participan en la confrontación, 

respecto al primer elemento, así como  existencia de instalaciones y zonas desde donde se dirigen las 

operaciones, distribución organizada de las armas, forma de movilización de los integrantes de los  

grupos, localización y delimitación de áreas de  operación, respecto del segundo elemento.38 

  

Se enfatiza (Sentencia C-291 de 2007) que si bien parte de  la doctrina ha esgrimido algunos 

criterios más exigentes para establecer la configuración de un conflicto armado, tales como: i) el 

reconocimiento explícito de los grupos enfrentados como insurgentes o como beligerantes, ii) que la 

disputa haya ingresado a la agenda del Consejo de Seguridad o la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, iii) la existencia de una organización semi-estatal a nivel de los grupos armados que enfrentan a 

las autoridades de jure, o iv) el ejercicio de autoridad estatal de facto sobre determinadas porciones del 

territorio por los grupos armados en cuestión; observando los postulados del Tribunal Penal para la 

 
Blaskic, sentencia del 3 de marzo del 2000: Fiscal vs. Dario Kordic y Mario Cerkez, sentencia del 26 de febrero de 2001; Fiscal vs. 
Dragoljub Kunarac y otros, sentencia de la Sala de Apelaciones 12 de junio de 2002; Fiscal vs. Stanislav Galic, sentencia del 5 de 
diciembre de 2003; Fiscal vs. Radoslav Brdjanin, sentencia del 1 de septiembre de 2004; Fiscal vs. Blagojevic y Jokic, sentencia del 
17 de enero de 2005; Fiscal vs. Sefer Halilovic, sentencia del 16 de noviembre de 2005; Fiscal vs. Enver Hadzihasanovic y Amir 
Kubura, sentencia del 15 de marzo de 2006; Fiscal vs. Momcilo Krajisnik, sentencia del 27 de septiembre de 2006. Ver casos en 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26742.pdf   
37 Ver sentencias de la Corte Constitucional C-291 de 2007, C-577 de 2014, C-069 de 2016, C-084 de 2016. 
38 La Corte Constitucional aborda estos planteamientos tomando en consideración los análisis de la jurisprudencia internacional 
en los siguientes casos: “Fiscal v. Dusko Tadic, No. IT-94-1-AR72, decisión de la Sala de Apelaciones sobre su propia jurisdicción, 
2 de octubre de 1995”; “Fiscal vs. Fatmir Limaj y otros, sentencia del 30 de noviembre de 2005”; “Fiscal vs. Zejnil Delalic y otros 
(caso Celebici), sentencia del 16 de noviembre de 1998”; “Fiscal vs. Zejnil Delalic y otros (caso Celebici), sentencia del 16 de 
noviembre de 1998”; “Fiscal vs. Fatmir Limaj y otros, sentencia del 30 de noviembre de 2005”. Ver Sentencias C-291-07, C-069/16, 
T-280A/16 de la Corte Constitucional colombiana. 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26742.pdf
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Antigua Yugoslavia39, se descarta de plano que dichos elementos se constituyan en requisitos 

indispensables para clasificar una situación particular de confrontación como un conflicto armado. 

  

Tomando en consideración lo expuesto, la Corte concluye que “para efectos de la aplicación 

del Derecho Internacional Humanitario, la existencia de un conflicto armado se determina 

jurídicamente con base en factores objetivos, independientemente de la denominación o calificación 

que le den los Estados, Gobiernos o grupos armados en él implicados”, esto es independiente del 

juicio subjetivo de las partes. 

 

Para el caso colombiano, las posturas asumidas por los gobiernos respecto a la calificación del 

contexto de confrontación han sido variadas, acudiendo a diversos argumentos, tanto de tipo político 

como a situaciones generadoras de escenarios de violencia, particularmente durante los gobiernos 

“Hacia un Estado Comunitario”40 2002-2006 y “Estado Comunitario: desarrollo para todos”41 2006-2010, 

se incorporaron denominaciones tales como “terrorismo”, “narcoterrorismo”, “criminalidad 

organizada”, “violencia terrorista”, “situación de amenaza narcoterrorista”, “violencia armada”, pero 

también haciendo alusión de forma tangencial y ambigua a “conflicto armado” y “conflicto interno”. Así 

por ejemplo, en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 se asevera que “La violencia ejercida por las 

organizaciones criminales de diversa índole es el principal desafío que afronta Colombia”, indicando 

seguidamente que “Colombia afronta uno de los conflictos armados de mayor duración en el mundo” 

donde “Las organizaciones armadas al margen de la ley han incrementado su tamaño, presencia en el 

territorio y las acciones terroristas contra la población civil y la infraestructura social y económica del 

país, a la vez que estrechan sus vínculos con negocios ilícitos, como el problema de drogas” al igual que 

dichas “organizaciones al margen de la ley recurren al terror en su afán por consolidar y controlar 

territorios de gran valor estratégico, y en acopiar los recursos que el escalamiento de la confrontación 

exige” para terminar sosteniendo “que cada vez son más frecuentes los actos violentos contra la 

población y bienes civiles, como las masacres, las violaciones e infracciones a los derechos humanos y al 

 
39 Para sustentar la postura se pone de presente lo abordado por el Tribunal Internacional para la Antigua Yugoslavia en el caso 
del Fiscal vs. Fatmir Limaj y otros, sentencia del 30 de noviembre de 2005. Ver en “Jurisprudencia penal internacional aplicable 
en Colombia” (2011, p. 112) https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26742.pdf  
40 Obtenido de https://colaboracion.dnp.gov.co/cdt/pnd/pnd.pdf  
41 Obtenido de https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/PND/PND_Tomo_1.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26742.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/cdt/pnd/pnd.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/PND/PND_Tomo_1.pdf
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Derecho Internacional Humanitario, los ataques a poblaciones e infraestructura con medios de 

destrucción masiva, el desplazamiento de la población civil”.42  

 

Profundizando en la postura expuesta, en el marco de la “Política de Defensa y Seguridad 

Democrática”43 del gobierno “Hacia un Estado Comunitario” se enfatiza sobre la calificación del 

escenario colombiano indicando que “El terrorismo como método para atentar contra la estabilidad del 

Estado es la mayor amenaza a la democracia en Colombia y el mundo. Las organizaciones armadas 

ilegales colombianas han convertido a los civiles en su blanco principal, mediante el uso de armas no 

convencionales y de atentados premeditados. Conductas como el secuestro o el asesinato de civiles, la 

destrucción de la infraestructura y el uso de explosivos contra la población han sido reconocidas por la 

comunidad internacional como lo que son: actos de terrorismo” (p. 20).  

 

En el mismo sentido, en el Plan Nacional de Desarrollo 2006 -201044 del gobierno “Estado 

Comunitario: desarrollo para todos” se afirmó que la política de seguridad democrática se constituía, 

entre otros aspectos, como: i) “Una política de recuperación de las libertades públicas, conculcadas por 

la acción terrorista de grupos armados por fuera de la ley” y ii) “El ejercicio del legítimo derecho a la 

defensa propia que toda democracia tiene cuando se ve amenazada por la violencia terrorista”; 

requiriendo de una “lucha frontal contra el narcotráfico, el terrorismo, el secuestro y, en general, toda 

forma de crimen organizado” avanzando  para el efecto en la “eliminación de las organizaciones del 

narcotráfico, en la neutralización del terrorismo, en la desmovilización y reincorporación de los alzados 

en armas y en la superación de la situación en materia de DD. HH. y DIH” (p. 19). 

 

En contraposición con estas posturas, la doctrina enfatiza sobre la existencia de un conflicto 

armado interno atendiendo a los elementos fácticos suscitados. Así, Uprimny (2005) sostiene que ante 

la tesis expuesta por los gobiernos referente a que “en Colombia no existe un conflicto armado sino una 

amenaza terrorista contra una democracia y contra la ciudadanía. Múltiples comentaristas y analistas 

 
42  Ver en Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado Comunitario”. P. 31. Obtenido de 
https://colaboracion.dnp.gov.co/cdt/pnd/pnd.pdf  
43 Presidencia de la República - Ministerio de Defensa Nacional. (2003). Política de Defensa y Seguridad Democrática. p. 20. 
Párrafo 27.  Obtenido de https://www.oas.org/csh/spanish/documentos/Colombia.pdf 
44  Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 “Estado Comunitario: desarrollo para todos“. Tomo I P. 19 a 39. 
https://www.dnp.gov.co/Plan-Nacional-de-Desarrollo/PND%202006-2010/Paginas/PND-2006-2010.aspx  

https://colaboracion.dnp.gov.co/cdt/pnd/pnd.pdf
https://www.oas.org/csh/spanish/documentos/Colombia.pdf
https://www.dnp.gov.co/Plan-Nacional-de-Desarrollo/PND%202006-2010/Paginas/PND-2006-2010.aspx
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han criticado esa tesis gubernamental, ya sea por ser contradictoria, pues en otros discursos el mismo 

gobierno parece reconocer la guerra, o ya sea por negar un hecho evidente, que es la existencia y 

persistencia del conflicto armado colombiano”45. Adicionalmente plantean (Uprimny & Saffon, 2008, p. 

167) que, si bien es cierto que el conflicto armado interno colombiano se caracteriza por ser muy 

complejo, tomando en consideración las “características específicas” y los “elementos propios del 

contexto en el cual se desarrolla”, tales como su larga duración, la multiplicidad y heterogeneidad de 

actores que incluye -FARC, ELN, paramilitares-, la magnitud y diversidad de las victimizaciones, los lazos 

con narcotráfico, entre otros, también se puede determinar que se configuran los elementos 

constitutivos de un conflicto armado interno, a la luz del derecho humanitario, tanto de las condiciones 

de confrontación como de los actores armados inmersos en el conflicto, precisando de forma detallada:  

 

según los análisis de las ciencias sociales y las definiciones del derecho internacional 

humanitario, en Colombia existe, sin lugar a dudas, un conflicto armado. De una parte, según las 

bases de datos más respetadas internacionalmente sobre guerras, para que pueda hablarse de 

conflicto armado en un Estado, (i) la violencia debe superar una cierta intensidad, esto es, 

ocasionar al menos un cierto número de víctimas; (ii) dicha violencia debe ser relativamente 

organizada, en el sentido de que existan combates; (iii) el actor armado que se enfrenta al 

Estado debe contar con una estructura militar básica, y (iv) éste debe ser capaz de ofrecer una 

resistencia armada que perdure al menos un cierto período. De otra parte, según los 

lineamientos del Derecho Internacional Humanitario, y en particular del Protocolo II de 1977, 

para que pueda hablarse de conflicto armado (i) deben existir enfrentamientos entre el Estado y 

actores armados disidentes, y éstos deben (ii) tener un mando responsable, (iii) ejercer un 

control territorial suficiente para realizar operaciones militares y (iv) aplicar las normas 

humanitarias” (Uprimny & Saffon, 2006, p. 195).46  

 

 
45  Uprimny, Rodrigo. (2005). ¿Existe o no conflicto armado en Colombia?. Obtenido de https://www.dejusticia.org/wp-
content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_63.pdf  
46 Uprimny & Saffon (2006), frente a las posturas gubernamentales en Colombia sobre la no configuración del conflicto armado 
interno, refieren que “Si no existe un conflicto armado sino una amenaza terrorista, ¿por qué todos estos esfuerzos por alcanzar 
la paz? y en especial, ¿por qué negociar con esas organizaciones terroristas? ¿Lo lógico no es acaso someter por la fuerza al 
terrorismo y no negociar con él?”. Estas preguntas dan cuenta de lo contradictoria que resulta la postura del Gobierno nacional 
en este tema, en especial si se tiene en cuenta que, al tiempo que niega la existencia del conflicto armado, no sólo adelanta 
negociaciones de paz, sino que invierte miles de millones de dólares en el fortalecimiento de las Fuerzas Militares, cuerpo estatal 
que tiene la función de luchar contra grupos armados propios de un conflicto interno” (p. 194).  

https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_63.pdf
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_63.pdf
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En similar sentido, la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (2005) reconoció que el escenario de confrontación vivido por Colombia desde hace 

muchos años, a pesar de tener varias dimensiones con multiplicidad de efectos, se configura en un 

conflicto armado interno donde “se interrelacionan diversos factores que tienden a nutrir su 

reproducción: las ideologías justificatorias de la violencia, las exclusiones políticas, económicas y 

sociales, la producción y el tráfico de drogas, el comercio ilícito y la proliferación de armas, el peso de 

otros intereses económicos y el empleo de la guerra como modus vivendi” (p. 3).47 

 

Lo revisado permite determinar que, si bien el gobierno colombiano acudió a calificar en los 

instrumentos de política pública como un contexto de violencia y terrorismo lo padecido por Colombia, 

lo fáctico vislumbra un conflicto armado interno, no siendo dable interpretar desde lo político un 

concepto con carácter jurídico sobre las normas humanitarias internacionales vinculantes.  

 

La discusión en gran medida fue zanjada con la expedición de La Ley 1448 de 2011, "por la cual 

se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno y se dictan otras disposiciones ", donde se reconoce de forma categórica que Colombia ha vivido 

durante muchos años un escenario de conflicto armado interno y las víctimas con ocasión de su 

ocurrencia tienen derechos a las medidas que conlleven a una reparación integral, diferenciando el 

acceso a dichas medidas para hechos ocurridos en el marco del conflicto a partir del 01 de enero de 

1985 y antes de esa fecha (art. 3).48 

 

 
47 Intervención del señor Michael Frühling, Director de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos en las Jornadas “La Unión Europea con Colombia: ¿cooperación por la paz y los derechos humanos?.  “Los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario son guías útiles para la superación del conflicto armado en Colombia 
y para la política de Cooperación Internacional”. Barcelona, 15 de abril de 2005. Obtenido de 
https://www.hchr.org.co/pronunciamientos/los-derechos-humanos-y-el-derecho-internacional-humanitario-son-guias-utiles-
para-la-superacion-del-conflicto-armado-en-colombia-y-para-la-politica-de-cooperacion-internacional/ 
48 La Ley 1448 de 2011 en el artículo 3 establece que se consideran víctimas a quienes hayan sufrido daños por hechos ocurridos 
con ocasión del conflicto armado interno; en el artículo 144 se dispone que el Centro de Memoria Histórica, diseñará, creará e 
implementará un Programa de Derechos Humanos y Memoria Histórica, el cual tendrá como principales funciones las de acopio, 
preservación y custodia de los materiales que recoja o de manera voluntaria sean entregados por personas naturales o jurídicas, 
que se refieran o documenten todos los temas relacionados con las violaciones contempladas en el artículo 3; en el artículo 145 
preceptúa que se debe fomentar a través de los programas y entidades existentes, la investigación histórica sobre el conflicto 
armado en Colombia y contribuir a la difusión de sus resultados, al igual que promover actividades participativas y formativas 
sobre temas relacionados con el conflicto armado interno, con enfoque diferencial. 
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Cabe destacar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana a través de los años 

ha planteado particularmente que: la situación de violencia vivida en Colombia es de un contexto de 

conflicto armado interno; la determinación de la configuración del conflicto armado debe realizarse 

observando las características particulares toda vez que “la complejidad del fenómeno exige que en 

cada caso concreto se evalúe el contexto en que se producen tales acciones y se valoren distintos 

elementos”; tomando en consideración el Derecho Internacional Humanitario aplicable al conflicto 

armado interno colombiano, el Estado tiene la obligación de proporcionar especial protección a las 

víctimas frente a las graves violaciones de sus derechos fundamentales generadas en el marco de la 

confrontación.49 

 

El Alto Tribunal constitucional en sus pronunciamientos iniciales puso de presente que el marco 

normativo humanitario debe cumplirse de forma ineludible  por las partes en conflicto armado, toda vez 

que  su obligatoriedad no deriva de la voluntad  de quienes participan en la confrontación sino de su 

“carácter consuetudinario”, de forma que dichas normas deben ser plenamente respetadas por cuanto 

además de ser normas imperativas de derecho internacional (ius cogens) son reglas obligatorias  en el 

ordenamiento jurídico interno, “puesto que las normas de derecho internacional humanitario preservan 

aquel núcleo intangible y evidente de los derechos humanos que no puede ser en manera alguna 

desconocido, ni siquiera en las peores situaciones de conflicto armado” (Sentencia C-225 de 1995). 

 

Posteriormente, entrada en vigencia la Ley 1448 de 2011, la jurisprudencia sostiene que la 

noción de conflicto armado interno para el caso colombiano debe entenderse en un “sentido amplio” 

considerando que es un “fenómeno complejo” con diversidad de actores y dinámicas, que requieren 

una evaluación acorde con el contexto y su evolución fáctica e histórica. Particularmente manifiesta la 

Corte Constitucional: 

 

[L]a noción de conflicto armado interno […] no se agota en la ocurrencia confrontaciones 

armadas, en las acciones violentas de un determinado actor armado, en el uso de precisos 

medios de combate, o en la ocurrencia del hecho en un espacio geográfico específico, sino que 

recogen la complejidad de ese fenómeno, en sus distintas manifestaciones y aún frente a 

 
49   Corte Constitucional, Sentencias C-291 de 2007, C-253A de 2012, C-781 de 2012, C-433 de 2017, entre otras 
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situaciones en donde las actuaciones de los actores armados se confunden con las de la 

delincuencia común o con situaciones de violencia generalizada. También surge de lo anterior, 

que a pesar de los esfuerzos del legislador por fijar criterios objetivos para determinar cuándo se 

está ante un situación completamente ajena al conflicto armado interno, no siempre es posible 

hacer esa distinción en abstracto, sino que con frecuencia la complejidad del fenómeno exige 

que en cada caso concreto se evalúe el contexto en que se producen tales acciones y se valoren 

distintos elementos para determinar si existe una relación necesaria y razonable con el conflicto 

armado interno” (Sentencia C-781 de 2012). 

 

Observando estas particularidades, para el caso colombiano se adopta una concepción amplia 

de conflicto armado, eliminando por completo la posibilidad de una lectura restrictiva asociada 

únicamente a ciertas situaciones desarrolladas por los actores de la confrontación (Corte Constitucional, 

Sentencia T-378 de 2022), de tal forma que la  expresión “con ocasión del conflicto armado” (Ley 1448, 

art. 3), se entiende jurisprudencialmente como equivalente a las acepciones “en el contexto del 

conflicto armado”, “en el marco del conflicto armado”, o “por razón del conflicto armado”, incluyendo 

una variedad de circunstancias más allá las acciones armadas, de la utilización de algunos medios o 

métodos en la confrontación  o de la operación geográfica, tomando en consideración, entre otros 

elementos, que 

“el conflicto armado en Colombia no se limita a las acciones de los grupos guerrilleros y de los 

grupos de autodefensa, razón por la cual, ubicarlo solo en ese contexto, conlleva un 

desconocimiento de la realidad y del derecho a la igualdad de las víctimas de otros grupos 

armados al margen de la ley que, no obstante haber mutado en sus objetivos o haberse 

reconstituido con finalidades distintas de aquellas que caracterizan el conflicto, como es la 

aparente lucha por el poder y la oposición a dicho objetivo político, continúan actuando en 

condiciones que, desde la perspectiva de las víctimas, replican la de los grupos ilegales 

tradicionales, como pueden ser, entre otras, tener una estructura jerarquizada, mando único, 

cierto control territorial, presencia armada y capacidad disuasiva de efecto continuado”. 

(Sentencia C-069 de 2016). 

 

Aunado a lo anterior, se precisa que, observando los elementos objetivos, pueden encontrarse 

conductas que se encuadran en el escenario de conflicto armado interno a la luz del Derecho 
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Internacional Humanitario y otros actos que se denominan en la normatividad colombiana como 

delincuencia común, los cuales jurisprudencialmente se entienden como aquellas conductas que no se 

inscriben dentro de los elementos definitorios del conflicto armado, que no se desenvuelven dentro del 

escenario del conflicto armado o no son producidos en razón o con ocasión del conflicto armado interno 

(Corte Constitucional, Sentencia T-087 de 2014). Pero también se pone de presente que en el medio 

existen zonas grises (Sentencia T-070 de 2021), que no pueden excluirse bajo una apreciación de tipo 

formal, sino que debe acudirse a un análisis particular de cada caso, además siendo necesario en 

aquellos casos donde exista incertidumbre respecto a la configuración de cierto hecho en el marco del 

conflicto armado interno dar prelación a la interpretación en favor de las víctimas y una interpretación 

pro homine, lo cual se sustenta en el siguiente sentido:  

“(…) cuando se estudia si un suceso ha ocurrido “con ocasión del conflicto armado interno”, ello 

se debe analizar desde un marco amplio, pues dicha expresión cobija diversas situaciones, en 

algunos casos incluso aquellas que podrían considerarse que son consecuencia de actos que, en 

principio, se denominan de delincuencia común. (…) 

Puntualmente, en relación con los hechos que pudieron haber sucedido como consecuencia de 

la delincuencia común, si estos se dieron en lugares donde se desarrollaron combates armados o 

que guardaban relación cercana y suficiente con el desarrollo del conflicto, si el crimen se 

moldeó o dependió del ambiente del conflicto, o si el perpetrador actuó en desarrollo o bajo la 

apariencia del conflicto, se debe entender que el hecho se dio con ocasión del conflicto armado 

interno; no es necesario que la causa directa haya sido el conflicto en sí mismo, pues basta con 

que su existencia haya influido en la generación del daño antijurídico (Corte Constitucional, 

Sentencia T-018 de 2021). 

 

En el análisis del conflicto armado interno colombiano, el Alto Tribunal constitucional plantea 

adicionalmente que la distinción entre víctimas de la violencia generada por delincuencia común o por 

el conflicto armado implica algunos retos y dificultades, porque no siempre es fácil de efectuar la 

distinción en la práctica, por la complejidad de los elementos inmersos en este fenómeno, razón por la  

cual sostiene que es indispensable realizar la valoración y ponderación de los distintos factores y 

elementos en cada caso concreto, analizando el contexto en que se genera la vulneración de los 

derechos de las víctimas, para determinar la relación de conexidad o relación cercana y suficiente con el 

conflicto armado interno (Sentencias T-412 de 2019 y T-004 de 2020), resaltando  principalmente del 
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escenario de colombiano que “las organizaciones armadas comparten y disputan territorios similares, 

ejercen control territorial sobre determinadas zonas, establecen relaciones de confrontación, o de 

cooperación dependiendo de los intereses en juego, participan de prácticas delictivas análogas para la 

financiación de sus actividades, así como de métodos, armamentos y estrategias de combate o de 

intimidación a la población, generando tanto enfrentamientos armados como situaciones de 

violencia generalizada de gran intensidad, en donde son frecuentes las violaciones de las normas 

internacionales de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario” (Sentencia C-069 de 

2016). 

A lo largo de los pronunciamientos jurisprudenciales la Corte Constitucional (Sentencias C-781 

de 2012, T-018 de 2021) ha reiterado que, para determinar la existencia de un conflicto armado interno 

deben revisarse las características particulares y propias de su desarrollo con el fin de establecer si ha 

trascendido el umbral de gravedad necesario para ser calificado como tal, observando la configuración 

de los dos criterios básicos decantados por la jurisprudencia internacional para el efecto: i) la intensidad 

del conflicto, validando entre otros factores, “la seriedad de los ataques, el incremento en las 

confrontaciones armadas, la extensión de las hostilidades a lo largo de un territorio y de un período de 

tiempo, el aumento en las fuerzas armadas estatales y en su movilización, así como la movilidad y 

distribución de armas de las distintas partes enfrentadas”, y ii) el nivel de organización de las partes, 

acudiendo entre otros criterios, a la “determinación de existencia de cuarteles, zonas designadas de 

operación, y la capacidad de procurar, transportar y distribuir armas”.  

 

Tomando en consideración los postulados de las normas humanitarias50, la jurisprudencia 

internacional51, la jurisprudencia de la Corte Constitucional revisada y los análisis de la doctrina, se 

puede extraer los siguientes elementos pertinentes para efectos de determinar la existencia de un 

conflicto armado interno:    

- Desarrollo de acciones al interior del Estado. Criterio según el cual debe validarse que el 

accionar de los grupos armados en confrontación no trasciende las fronteras estatales.52 

 
50 Artículo 3 Común a los Convenios de Ginebra y Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra. 
51 Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoeslavia. 
52 Para el caso colombiano, según lo plantea la Corte Constitucional en las Sentencias C-1022 de 1999 y C-269 de 2014, “(…) 
los límites del territorio colombiano se encuentran definidos por los correspondientes tratados internacionales”, sin 
embargo se clarifica que los “(…) propios Constituyentes también tenían claridad de que algunos límites, sobre todo en el 
campo marítimo, no estaban totalmente demarcados, por lo cual, en el momento mismo de redacción de la nueva 
Constitución [1991], se encontraban en curso negociaciones internacionales o proyectos de tratados para delimitar esas 
fronteras inciertas” 
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- Control de un territorio determinado. Requiere que las partes no gubernamentales desplieguen 

un control territorial, sobre un espacio físico, para poder movilizarse, mantener operaciones 

militares, así como ejercer acciones propias de la confrontación armada. 

 

- Trascendencia del “umbral de gravedad”. Aspecto que se puede constatar recurriendo a la 

validación de los dos criterios delineados jurisprudencialmente:  

 

(i) “Intensidad del conflicto”, acudiendo, entre otros, a “factores tales como la 

seriedad de los ataques y si ha habido un incremento en las confrontaciones armadas, la 

extensión de las hostilidades a lo largo de un territorio y de un período de tiempo, el 

aumento en las fuerzas armadas estatales y en su movilización, así como la movilidad y 

distribución de armas de las distintas partes enfrentadas”53 y 

(ii) Nivel de “organización de las partes”, apreciando “criterios tales como la 

existencia de cuarteles, zonas designadas de operación, y la capacidad de procurar, 

transportar y distribuir armas”54  

  

- Oposición de Fuerzas. Hace referencia a que los grupos no gubernamentales cuenten con la 

capacidad de confrontar a la estructura institucional del Estado en búsqueda de generar cambios 

sobre el orden constitucional y legal existente, generando estrategias y tácticas militares, llevando a 

cabo la planificación y coordinación de operaciones, así como el movimiento de tropas y la logística 

necesaria.55  

 

 
53 Corte Constitucional, Sentencia T-018 de 2021. 
54 Corte Constitucional, Sentencia C-084 de 2016  
55 Naciones Unidas (2011). Protección Jurídica Internacional de los Derechos Humanos durante los Conflictos Armados (p. 40). 
Por su parte, Vlacarcel Torres, Juan Manuel (2006) en “Responsabilidad internacional del Estado colombiano por violación al 
Derecho Internacional Humanitario”, Universidad Militar Nueva Granada, Volumen X No 19 enero – junio de 2007, plantea que 
“Las fuerzas opositoras pueden ser disidentes o insurrectas. Serán disidentes cuando se pueda establecer que pertenecían a las 
fuerzas estatales, pero decidieron sublevarse (…)  será insurrecto cuando la organización del grupo parte de la iniciativa civil o 
particular, en el sentido de conformar un grupo suficientemente organizado como para que tenga la viabilidad de tomarse el 
poder y cambiar la institucionalidad representada por el Estado contra el cual lucha” (p. 107). 
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-   Capacidad de negociación. Corresponde a la capacidad que tengan los grupos en confrontación                                            

para poner de presente una posición común, negociar y suscribir acuerdos de paz.56 

 

Considerando la dinámica del conflicto armado interno, la Corte Constitucional colombiana ha 

buscado una adaptación de los criterios para efectos de acreditar los hechos que tiene lugar en el marco 

del conflicto armado. Así, en los planteamientos jurisprudenciales de la Corte Constitucional, en las 

Sentencias C-069 de 2016, T-018 de 21 y T-070 de 2021, se encuentra que para efectos de determinar si 

un hecho se suscita en el marco del conflicto armado interno es pertinente observar, entre otros, los 

siguientes aspectos: 

 

- Que el hecho tenga una relación cercana y suficiente con el conflicto armado interno, bajo el 

entendido que dicha relación se presenta cuando el hecho es generado por el ambiente del 

desarrolla del conflicto o depende de este.57 

- Que la calificación del actor, como parte del conflicto armado o de la delincuencia común58, no 

puede ser el sustento para establecer si un determinado daño se enmarca o no dentro del conflicto 

armado, sino que son las circunstancias objetivas de los casos en concreto las que permiten 

encuadrar los hechos.59 

- Que la calificación del actor como grupo organizado al margen de la ley no debe ser un requisito 

para considerar que el daño guarda una relación cercana y suficiente con el conflicto armado 

interno.60 

 
56 Ver Corte Constitucional, Sentencias C-069 de 2016 y Sentencia C-577 de 2014. También ver Naciones Unidas (2011), p. 40. 
57 Para adelantar dicha validación la Corte Constitucional, en la Sentencia C-069 de 2016, refiere que se debe “[Tomar]en cuenta 
factores tales como la calidad de combatiente del perpetrador, la calidad de no combatiente de la víctima, el hecho de que la 
víctima sea miembro del bando opuesto, el hecho de que el acto pueda ser visto como un medio para lograr los fines últimos de 
una campaña militar, o el hecho de que el acto haya sido cometido como parte de los deberes oficiales del perpetrador, o en el 
contexto de dichos deberes”, al igual “que es suficiente establecer que ‘el perpetrador actuó en desarrollo o bajo la apariencia 
del conflicto armado’”, y que “el conflicto no debe necesariamente haber sido la causa de la comisión del crimen, sino que la  
existencia del conflicto debe haber jugado, como mínimo, una parte sustancial en la capacidad del perpetrador para cometerlo, 
en su decisión de cometerlo, en la manera en que fue cometido o en el objetivo para el que se cometió”. 
58 La Corte Constitucional en la Sentencia C-781 de 2012 expresa: “Por “delincuencia común” debe entenderse aquellas conductas 
que no se inscriban dentro de los anteriores elementos definitorios y, particularmente, que no se desenvuelvan dentro del 
conflicto armado interno. (…) En ese contexto, por “delincuencia común” debe entenderse aquellas conductas que no se inscriban 
dentro de los anteriores elementos definitorios y, particularmente, que no se desenvuelvan dentro del conflicto armado interno 
(…) Estima la Corte que las expresiones “delincuencia común” y “conflicto armado interno”, aluden a caracterizaciones objetivas, 
que no pueden ser desconocidas de manera arbitraria o por virtud de calificaciones meramente formales de los fenómenos a los 
que ellas se refieren”. 
59 Ver Corte Constitucional, Sentencia T-070 de 2021. 
60 Ver Corte Constitucional, Auto A373 de 2016 
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- Que en caso de duda respecto si un hecho ocurrió en el marco del conflicto armado interno, 

siempre debe darse prelación a la interpretación en favor de las víctimas. 61 

 

Precisamente, analizando las normas que se han expedido en el caso colombiano para conjurar 

los efectos de conflicto armado, y salvaguardar los derechos de las víctimas62, la Corte Constitucional 

además de delinear aspectos que llevan a determinar la configuración de un conflicto armado interno, 

bajo un sentido amplio de este concepto, ha referido a modo enunciativo los siguientes hechos que 

sostiene guardan una relación de conexidad suficiente con dicho conflicto: “(a) los desplazamientos 

intraurbanos; (b) el confinamiento de la población; (c) la violencia sexual contra las mujeres; (d) la 

violencia generalizada; (e) las amenazas provenientes de actores armados desmovilizados; (f) las 

acciones legítimas del Estado; (g) las acciones atípicas del Estado; (h) los hechos atribuibles a bandas 

criminales; (i) los hechos atribuibles a grupos armados no identificados; y (j) actos realizados por grupos 

de seguridad privada”; sin embargo puntualiza que “en todo caso debe existir una relación cercana, 

razonable y suficiente con el conflicto armado interno” (Corte  Constitucional, Sentencia T-834 de 2014 y 

Auto A331 de 2019). 

 

Por su parte, las autoridades encargas del reconocimiento administrativo de las víctimas del 

conflicto armado interno colombiano63, a partir del Ley 1448 de año 2011, han establecido y construido 

progresivamente una clasificación de los hechos víctimizantes que se generan con ocasión del conflicto, 

considerando refrentes normativos internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional 

humanitario y las dinámicas propias del conflicto armado interno colombiano, incluyendo los siguientes 

hechos: “Acto terrorista / Atentados / Combates / Enfrentamientos / Hostigamientos”, “Amenaza”, 

“Delitos contra la libertad y la integridad sexual en desarrollo del conflicto armado”, “Desaparición 

forzada”, “Desplazamiento forzado”, “Homicidio”, “Minas Antipersonal, Munición sin Explotar y 

Artefacto Explosivo improvisado”, “Secuestro”, “Tortura”, “Vinculación de Niños Niñas y Adolescentes a 

Actividades Relacionadas con grupos armados”, “Abandono o Despojo Forzado de Tierras”, “Perdida de 

 
61 Ver Corte Constitucional, Sentencias C-781 de 2012 y T-054de 2017 
62 Ley 1448 de 2011. 
63 De conformidad con la Ley 1448 de 2011, art. 154, en Colombia esta función se encuentra a cargo de la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.  
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Bienes Muebles o Inmuebles”, “Lesiones Personales Físicas”, “Lesiones Personales Psicológicas”, 

“Confinamiento”.64 

 

En consecuencia, es importante que la respuesta institucional observe los presupuestos 

jurisprudenciales expuestos, considerando la aplicación de una noción amplia de conflicto armado, de 

cara a la identificación de la población víctima de situaciones que quebrantan el marco normativo 

humanitario, y al restablecimiento y garantía de sus derechos, asumiendo en debida forma las 

obligaciones y responsabilidades desde la instancia administrativa.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
64 Ver https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/ La Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas mediante la resolución 00171 de 24 de febrero de 2016 definió el confinamiento como hecho 
victimizante en el marco de la Ley 1448 de 2011. 

https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/
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2. Terrorismo 
 

Las sociedades, en sus diferentes momentos históricos, se han visto enfrentadas o abocadas a 

vivir o sufrir el resultado de acciones denominadas terroristas, aunque con un significado y contenido 

diverso por los contextos y los tiempos, de forma tal que las tácticas terroristas han sido frecuentes en 

las relaciones humanas de todas las épocas, pero con distintas configuraciones y perfiles (Alonso-

Fernández, 1994). 

 

El término terrorismo, según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española65, se 

entiende como la “sucesión de actos de violencia ejecutados para infundir terror”, el cual deriva de la 

palabra latina “terror”, formado a partir del verbo terrere, que significa “miedo muy intenso” o “miedo 

extremo” como sinónimo de espantar, aterrorizar, pavor, pánico.  En este sentido, se entiende como un 

miedo invencible inesperado que asalta especialmente a las multitudes ante un peligro real o 

imaginario, generando un estado emocional del miedo extremo (Alonso-Fernández, 1994) o una 

“situación de falta absoluta de control respecto al peligro inminente que amenaza la supervivencia de la 

persona” (Kövecses, 1990, como se citó en Bericat, 2005). 

 

El término terrorismo, con su significado actual de método de terror, es un producto acuñado 

durante la Revolución Francesa con el propósito de condenar la época del terror, lo cual se concibe 

como el cuestionamiento a las acciones practicadas desde el poder, encontrando que desde “esos 

momentos de la historia se pueden encontrar rastros de luchas, enfrentamientos políticos y 

planteamientos ideológicos, que llevaron por diferentes vías a que el terror influyera en amplias capas 

de la sociedad de manera deliberada y como método para conseguir fines políticos” (Cárdenas, 2009, 

p.44).  

Así, el término “terror” aplicado más o menos técnicamente en el ámbito político, surge 

principalmente durante el periodo de gobierno revolucionario francés, aproximadamente entre 1793 y 

1794, donde los jacobinos acuden al terror como un instrumento de convicción política, actuando contra 

los representantes del poder, generando un cambio de sentido como término político en el siglo XIX, 

llegándose  a referir específicamente al uso no estatal de la violencia ejercida directamente contra los 

 
65 Obtenido de: https://dle.rae.es/terrorismo 
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individuos que obstaculizan la realización de ciertos objetivos políticos (Bordes, 2000, p.25). De esta 

forma, las acciones que se distinguen en esos momentos como terroristas adoptan una connotación 

diferente, pasando de concebirse como un ejercido desde el poder a relacionarse con acciones cuyas 

finalidades se insertan en ideologías relacionadas con temas económicos, políticos y religiosos, entre 

otros (Laqueur, 2003), razón por la cual la denominación de terrorismo “tenía una connotación positiva, 

pues sus objetivos eran la sustitución de un sistema político autocrático y corrupto, la modernización de 

la economía y, en suma, la creación de una nueva y mejor sociedad con base en los valores de libertad, 

igualdad y fraternidad” (Andrade, 2014, p. 4). 

 

De esta forma surge una categoría de acciones calificadas como terroristas, dependiendo entre 

otros aspectos principalmente de su finalidad política66, considerando que se constituye este terrorismo 

“cuando un grupo, tenga el poder gubernamental o esté fuera del gobierno, resuelve alcanzar un 

conjunto de objetivos ideológicos por métodos que no solo violan o ignoran las estipulaciones del 

derecho nacional o internacional, sino que además espera tener éxito principalmente mediante la 

amenaza o el uso de la violencia”  (O’Sullivan, 1987, p. 21). 

 

Pese a los análisis del término terrorismo desde diferentes disciplinas y en diversos momentos, 

no existe un consenso sobre lo que comprende dicho concepto (Hodge, 2018), por lo que se ha 

entendido como cualquier clase de violencia política, pero con “problemas interpretativos derivados de 

su referencia inevitable a componentes políticos sometidos a valoración” (Torres, 2018, p. 80). Sin 

embargo, la amplia revisión doctrinaria de los múltiples abordajes de la noción de terrorismo, ha 

encontrado coincidentes los siguientes elementos considerados como esenciales:  

 

1) el efecto que causa un miedo extremo, en grado de tentativa o de ejecución; 2) un ataque 

contra el Estado desde dentro del mismo; 3) el propósito estratégico con el que se usa la 

 
66 Alonso-Fernández (1994), plantea que se observa una gran acogida por asociar acciones denominadas terroristas a una postura 
de finalidad política en un sinnúmero de las “definiciones de terrorismo emitidas en los años sesenta, coleccionadas en gran parte 
por Martha Huitchinson, quien refiere algunas de ellas: un peculiar y violento tipo de lucha política (Pye, 1956) La amenaza o el 
uso de la violencia para fines políticas (Crozier, 1960) Un acto simbólico diseñado para influir en la conducta política mediante 
medios extranormales que implican el uso o la amenaza de la violencia (Thornton, 1964) El ensayo de gobernar o de oponerse al 
Gobierno mediante la intimidación (Thayer, 1965) El proceso de terror implica tres elementos: 1) un acto de amenaza de violencia, 
que 2) causa una relación emocional, y 3) produce efectos sociales, como ocurre en el despliegue de violencia sistemática que 
crea u miedo extremo para derribar el sistema de autoridad (Walter, 1969)”.  
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violencia política; 4) el supuesto aleatorio o la naturaleza indiscriminada de la violencia 

terrorista; 5) la naturaleza de los objetivos de la violencia terrorista y 6) el secretismo en el uso 

de la violencia política. En consecuencia, las interpretaciones canónicas sobre el terrorismo han 

puesto el énfasis en los fines (su vinculación con un designio político, casi siempre contestatario), 

los medios (en organización y recursos) y los efectos (las definiciones psicológicas vinculadas con 

el miedo), lo que en ocasiones ha implicado la elaboración de consideraciones legales o morales 

sobre su licitud o ilegitimidad (Schmid, 1994, como se citó en González, 2016). 

 

Otras posturas han planteado que las acciones terroristas se configuran por la concurrencia de: 

un acto o amenaza de violencia por parte de los perpetradores, acudiendo a una violencia 

indiscriminada que  origina un peligro colectivo para las personas, llegando incluso a emplear medios 

crueles o perversos; una reacción psicológica de la población; y unos efectos sociales; siendo la creación 

del terror el elemento central del fenómeno terrorista donde se puede distinguir “la víctima que el 

terrorismo se propone afligir, el blanco que quiera alcanzar y los resultados que desea obtener” (Ramón, 

1993, p. 64). 

 

En este sentido Alonso-Fernández (1994, p. 19) plantea que, una tentativa terrorista es 

concebida como aquella manipulación violenta generada a otros a expensas del miedo, el temor, el 

terror y el pánico, enfocada en fines estratégicos de destrucción física de sus adversarios y la 

intimidación general de la población o de un sector de ella acompañada de desorden político, social o 

económico, encontrando por tanto algunos rasgos básicos que identifican las conductas que se pueden 

enmarcar como terrorismo: i) que es una violencia criminal organizada, acudiendo  siempre a un modo 

de actuar violento y destructor; ii) que siembra alarma, miedo, confusión, pánico o el terror en la 

población, incidiendo sobre sus emociones y sentimientos, como consecuencia  y efecto de violencia 

generada,  propagada o proyectada; iii) que es una accionar más o menos ideológico, que persigue un 

fin que puede ser religioso, político o económico, de forma que quien ejerce el terrorismo tiene la 

concepción de que sus acciones no son criminales, sino que por el contrario están plenamente  

justificadas llegando al punto de concebir las conductas ejecutadas como socialmente aprobadas; y iv) 

que el accionar terrorista provenga de un movimiento colectivo o grupal motivado por el propósito 

ideológico; llegando con esto a concluir  que “cualquier actividad de violencia movida por el propósito 
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de inspirar temor y producir un clima de alarma, favorables para la causa ideológica, es terrorismo” (p. 

20). 

Lo anterior ha llevado a sostener que "el terrorismo, en el uso contemporáneo más aceptado del 

término, es fundamental e inherentemente político (Hoffman, 2006, como se citó en Hodge, 2020), sin 

embargo, también se ha puesto de presente que los “terroristas son criminales relacionados con el 

gobierno o enfrentados a él, que cometen o han cometido en un contexto político graves —e incluso los 

más graves—crímenes” (Prittwitz, 2018, p 109). 

 

Bordes (2002, p. 21) en el análisis de definiciones de terrorismo, plantea que encuentra tres 

énfasis diferenciados dependiendo de los elementos que se hagan preponderantes, de manera que 

algunas hacen hincapié en el medio, otras enfatizan en el fin y otras acentúan en la causa del accionar 

terrorista, que unido al contexto donde se desarrolla el accionar terrorista muestra que: 

 

Quienes insisten en la importancia del medio (el uso del terror) suelen ofrecer una definición 

condenatoria. Quienes insisten en el fin (la consecuencia de ciertos logros políticos) suelen 

ensalzar la actividad terrorista entendiéndola como emancipatoria. (…). Quienes apelan en su 

definición a las causas de la formación del terrorismo pueden ser partidarios (si la causa alegada 

es la percepción por parte del activista de la injusticia social y su deseo de remediarla por el 

único medio que considera variable) o detractores (si se cree que la causa del ingreso en un 

grupo clandestino armado está en algún tipo de desorden personal, emocional o psíquico).  (p. 

21)  

 

Aulestía (2005, p. 11) plantea a su vez que los elementos diferenciadores de los terrorismos son 

los actores y las intenciones de estos, de tal manera que para determinar la  configuración del 

terrorismo requiere validarse la existencia de: i) una violencia física generadora de un daño que debe ser 

evaluado objetivamente; ii) una justificación de orden ideológico sobre la cual los actores que llevan a 

cabo las acciones terroristas reivindican la ejecutoria, de forma que las acciones terroristas tienen que 

originarse en una organización con una cierta corriente ideológica; y iii) un pronunciamiento de los 

actores asumiendo la ejecución de las acciones generadoras del terror. 
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Otras posturas parten de un alcance más amplio respecto al estudio de las acciones que se 

conciben como terroristas, considerando preponderantemente la finalidad, sobre lo cual se sostiene que 

el terrorismo es un “método de acción donde se da una utilización intencional y sostenida de violencia o 

amenaza de utilizar la violencia para causar pánico, la cual es utilizada por individuos con diferentes 

convicciones en vista de fines que pueden ser también de muy diversa índole, es decir que puede ser 

ejercido el terrorismo por un grupo armado, por un Estado, por una secta religiosa, hasta por un 

individuo, buscando diversos fines de acuerdo a quien lo ejerza” (García, 2002, p. 25). 

 

Considerando la frecuencia, la habitualidad o sistematicidad de las acciones existen posiciones 

aseverando que las “acciones delictivas o criminales aisladas o únicas, con independencia de su mayor o 

menor gravedad penal y trascendencia social, su índole política o no y el calibre de su impacto 

destructor, como un secuestro, un asalto, una rebelión armada o un motín, son comportamientos 

ajenos al género del terrorismo” pero “cualquier organización de violencia criminal, clandestina o 

institucionalizada que se desarrolla de una forma habitual en el mismo ámbito geográfico 

aproximadamente o en el seno de la misma comunidad nacional y conduce a la siembra de terror u 

otros sentimientos timéricos análogos (…) merece con todo rigor la catalogación de fenómeno 

terrorista” (Alonso-Fernández, 1994, p. 20). 

 

Por otra parte, tomando como referente el contexto en el que se desarrollan las acciones, 

existen diversas posiciones para considerar cuales se son terroristas y cuáles no. Así, se encuentran 

posturas afirmando que la comisión de los acciones terroristas y la organización de actividades 

encaminadas a tales actos pueden y suelen suceder en conflictos armados de carácter no internacional 

(Alcaide, 2000), en tanto que “en un conflicto armado, incluso quien combate por la causa más noble, si 

sus medios o métodos buscan difundir el terror en la población civil, comete un crimen de guerra y, si no 

existe tal, comete un crimen internacional, en todo caso” (Condorelli, 2004, p. 39). 

 

La doctrina es enfática con relación a que los conceptos de terrorismo y conflicto armado tienen 

diferencias sustanciales, a tal punto que el “conflicto armado es una noción utilizada por el derecho 

humanitario para denominar las hostilidades colectivas que enfrentan las fuerzas o grupos armados 

organizados y dirigidos por un mando responsable”, y “el terrorismo es una noción de ética política” 
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sobre el cual “no existe un consenso sociológico y normativo en torno a su concepto” (Valencia, 2013, p. 

551), por tal razón se ha sostenido que: 

 

“En cualquier conflicto armado deben distinguirse la violencia terrorista y los actos bélicos 

legítimos; los primeros son prohibidos y los segundos son permitidos. En otras palabras, el 

terrorismo no se identifica con el uso de la fuerza. Este puede tener o no una dimensión de 

terror. El terrorismo nunca está autorizado como método de guerra, trátese de conflictos 

internacionales o no internacionales” (Valencia, 1994, p. 248). 

 

La inclusión del contexto en el análisis de las acciones consideradas terroristas ha generado 

posturas diversas, pretendiendo incluso dar aplicación del marco normativo humanitario a dichos 

hechos, aspecto que también se ha descartado toda vez que “conllevaría al reconocimiento a los 

terroristas del estatuto de combatiente” (Alcaide, 2000, p. 33). 

 

Como se ha observado en la revisión doctrinaria, “el uso del término terrorista depende de 

quién lo diga y desde dónde lo diga, con lo cual el término adquiere un carácter «polisémico»” (Baleta, 

2018, p. 379), sin embargo, dependiendo de las personas o grupos que lo generan; las finalidades 

políticas, económicas, religiosas, culturales; la intencionalidad, la sostenibilidad de las acciones, 

sistematicidad o violencia sostenida, población o grupo contra la cual se acciona y los contextos, se 

destacan principalmente las siguientes tipologías de terrorismo:  

 

i)  Terrorismo político, cuando el accionar terrorista pretende generar cambios en la 

organización o posicionamiento del poder, incidiendo significativamente al interior de una sociedad 

determinada, sea en el ámbito nacional o trascendiendo las fronteras estatales (De La Torre, 2008, p. 5) 

(Reinares, 2003); 

 ii) Terrorismo subversivo, entendiendo por tal aquel que busca generar estados de terror en la 

población como medio de lucha contra el poder instituido, con el fin de debilitarlo, consiguiendo un 

nivel de terror y miedo en colectivo de la población, aunque es una categoría que ha perdido vigencia 
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por los matices y mutaciones que se han generado con el tiempo debido a los cambios sociopolíticos 

(Alonso-Fernández, 1994, p. 103);  

iii) Terrorismo de Estado o institucionalizado, denominación que se refiere a aquellas acciones 

terroristas que se ejercen desde las estructuras oficiales o estatales hacia los ciudadanos, dejando de 

lado la protección de la población para protegerse así mismo, trasgrediendo las normas más simples que 

tiene el ser humano (Torres, 2007), sin tener como finalidad una rebelión per se (Noguera, 2013), pero 

configurándose en “violencia desmedida dirigida hacia cualquier forma de protesta social, ya sea 

mediante asesinatos selectivos o en masa (..), caracterizándose por la falta de discriminación en sus 

objetivos, dado que, bajo el modelo de terror estatal, cualquier individuo que se oponga al gobierno se 

considera un potencial enemigo que debe ser eliminado”, siendo los gobiernos quienes generan, crean e 

incentivan el miedo y el terror (Torres, 2023), de forma que es el Estado quien se constituye en el 

“factor principal de los graves crímenes cometidos” (Corte Interamericana de Derecho Humanos (CIDH)-

Cooperación Alemana (GIZ), 2018, p. 19), conllevando, como lo ha planteado la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, a la “instrumentalización del poder estatal como medio y recurso para cometer la 

violación de los derechos que debieron respetar y garantizar” (Alfonso 2015, p. 74)  

 

iv)  Terrorismo internacional, que hace alusión a aquellas actividades terroristas, con propósitos 

que pueden tener originen en el orden interno de un Estado, que están dirigidas contra el orden 

internacional, aspectos internacionales o trasnacionales, sobrepasando las fronteras de un Estado 

(Alcaide 2000, p. 53). Se concibe como una expresión genérica que abarca una diversidad de grupos con 

las más variadas razones y motivaciones, que favorece la alianza entre los diversos terrorismos, pero 

limita la comprensión de las situaciones que abarcan esta categoría (Ferrajoli, 2009). 

 

Teniendo presente esta variación de concepciones, la doctrina plantea que si bien el terrorismo 

tiene unas características que los diferencian de otro tipo de delitos o violencia, no es posible definirlo 

con elementos precisos y suficientes, puesto que unos son de difícil corroboración, como es el caso del 

temor justificado   y otros tiene una maleabilidad interpretativa, como lo es la finalidad de coaccionar, 

aspecto político preponderante que se le atribuye al terrorismo (Torres & Torres, 2024). 
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En ámbito internacional, la Asamblea General de las Naciones, particularmente en el informe del 

Relator Especial sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales en la lucha contra el terrorismo, presentado por Martin Scheinin en el año 2006, pone de 

presente que “el concepto de terrorismo no debe invocarse como excusa para evitar el examen 

individualizado de los casos”, resaltado que el análisis realizado permite establecer que “a nivel 

nacional, esta definición debería contener tres elementos acumulativos, a saber, el objetivo, el 

propósito y los medios, con especial atención al último de ellos, es decir, a la consideración de que el 

terrorismo es una opción táctica moralmente injustificable” (Párrafo 32), de tal forma que:  

 

“la especificidad de los delitos de terrorismo viene dada por la presencia de tres condiciones 

acumulativas: i) los medios utilizados, que cabe describir como mortales, o de violencia grave 

contra miembros de la población en general o sectores de ella, o toma de rehenes; ii) la 

intención, que consiste en provocar el miedo entre la población, destruir el orden público u 

obligar al Gobierno o a una organización internacional a hacer algo o dejar de hacerlo; y iii) la 

finalidad, que es promover un objetivo político o ideológico subyacente. Sólo cuando se cumplan 

estas tres condiciones se podrá tipificar un acto como delito de terrorismo; en caso contrario, no 

tendrá suficiente carácter distintivo respecto de un delito común” (Párrafo 44). 

 

En el análisis de los aportes realizados por el derecho chileno respecto al concepto de terrorismo 

se destaca que, como delito sui generis, se deben observar que se configuren o estén presentes al 

menos los siguientes elementos: “a) la finalidad política (alterar el orden constitucional), b) medios 

idóneos para causar terror (especialmente catastróficos), c) conductas que importen violencia grave 

(atentados contra la vida, la integridad física, la libertad y la propiedad pública), y d) la organización 

terrorista como elemento del tipo y no como fundante del injusto” (Villegas, 2016).  

 

Por otra parte, revisando la concepción sobre el terrorismo en el derecho comparado, la Corte 

Constitucional colombiana (Sentencia C-127 de 1993) encuentra que la Constitución española distingue 

el delito político del terrorismo, recogiendo el trato especial que al delito de terrorismo le ha dado la 

comunidad internacional, destacando que el Tribunal Constitucional español ha puesto de presente que: 
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El propio constituyente ha sido consciente de la existencia, como problema actual, del 

terrorismo y del propio peligro que el mismo implica para la vida y la integridad de las personas y 

para el propio orden democrático. Por ello ha introducido (…) una habilitación al legislador, para 

establecer un régimen específico de suspensión de determinados derechos fundamentales con 

la finalidad de facilitar las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o 

elementos terroristas, posibilidad de suspensión de derechos que la Constitución ha estimado 

como necesaria para el propio sostenimiento del Estado Democrático de Derecho, y que refleja, 

además, experiencias realizadas en los países europeos afectados también por fenómenos 

terroristas. esta prevención constitucional demuestra. sin necesidad de mayor argumentación 

adicional, el reconocimiento ex Constitutione de la razonabilidad y no arbitrariedad de la 

existencia de esa diferenciación de trato respecto al goce de determinados derechos 

constitucionales en ciertas situaciones cuando se trata de facilitar la investigación de unos 

delitos de especial gravedad en relación con la vida e integridad física de las personas y de 

especial trascendencia para la subsistencia del orden democrático constitucional.67 

 

En Colombia, particularmente la normativa penal, ha abordado la conducta de terrorismo en los 

siguientes momentos: i) el primero corresponde al Código Penal de 193668 donde castiga conductas que 

atentan contra la integridad colectiva y envuelven un peligro común (Capítulo I), sin hacer alusión 

expresa al terrorismo; ii) el Estatuto de Seguridad en 197869, que contempla lo referente a prácticas 

terroristas dirigidas a producir efectos políticos encaminados a desvirtuar el régimen republicano 

vigente, incorporando en la legislación penal la connotaciones de perturbación del orden público y 

 
67La Corte Constitucional Colombiana refiere la Sentencia 199 de 16 de diciembre de 1.987 del Tribunal Constitucional Español. 
“Jurisprudencia Constitucional. Tomo Decimonoveno. Boletín Oficial del Estado, pág. 568 y 569”. 
68 Ley 95 de 1936, “Sobre Código Penal”, refiere entre conductas contra “la salud y la integridad colectiva”: prender fuego en cosa 
mueble ajena; prender fuego en cosa inmueble o ajena; ocasionar incendio, sumersión o naufragio de una nave o de otra 
construcción flotante, o bien la caído deterioro de una aeronave de propiedad ajena; dañar o hacer inservibles, en todo o en 
parte, barreras, diques u otras obras destinadas a la defensa común contra las aguas o a su normal conducción, así como 
inundación o desastre; ocasionar desastre ferroviario o automoviliario; dañar o deteriorar vía férrea o automoviliaria o dañar o 
destruir máquinas, vehículos, instrumentos, aparatos u otros objetos necesarios para el servicio de ellas, siempre que de tal hecho 
se derive la posibilidad de un desastre;  arrojar cualquier objeto capaz de producir daño, o disparar armas de fuego contra 
vehículos en movimiento destinados a transporte público, o cambiar o alterar las señales que regulan el tránsito; romper, 
deteriorar, destruir o causar cualquier otro daño en las obras, instalaciones u otros elementos destinados a comunicaciones 
telegráficas o telefónicas, o a la producción, transmisión o distribución de energía eléctrica o de fuerza motriz, siempre que de 
tales hechos se derive un peligro común; cometer un hecho encaminado a derrumbar en todo o en parte un edificio, o causar un 
daño semejante, si de tal acto se deriva un peligro común; fabricar, adquirir o conservar dinamita u otra materia u objetos 
explosivos o inflamables, o gases o bombas mortíferas, o sustancias que sirvan para la composición o fabricación de ellos; entre 
otros. 
69 Decreto Legislativo 1923 de 1978, “Por el cual se dictan normas para la protección de la vida, honra y bienes de las personas y 
se garantiza la seguridad de los asociados”.  
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alteración del pacífico desarrollo de las actividades sociales (art. 4); iii)  el Código Penal de 198070, donde 

se establecen los delitos contra la seguridad pública, incluyendo de forma expresa la conducta 

terrorismo; iv) el Estatuto Antiterrorista de 198871 que introduce la noción de conductas terroristas o 

relacionadas con el terrorismo; v) el Decreto 2266 de 1991, mediante el cual se adopta como legislación 

permanente la noción de terrorismo referida en el Estatuto Antiterrorista de 1988, en ejercicio de la 

atribución conferida al Presidente de la República de Colombia, por el artículo transitorio 8º de la 

Constitución Política de 1991 y; vi)  el Código Penal colombiano vigente expedido mediante la Ley 599 de 

200072, modificado por la Ley 890 de 2004, donde se prevé el terrorismo, como delito contra la 

seguridad pública, concibiéndolo como aquella conducta que: 

“provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la población o a un sector de ella, 

mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o 

las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos 

o fuerzas motrices, valiéndose de medios capaces de causar estragos” (art. 343).  

 

Respecto de este marco normativo, la doctrina (Corporación Colectivo de Abogados José Alvear 

Restrepo, 2002) resalta entre los aspectos más relevantes: que el Código Penal de 1936, si bien 

contempló ciertas acciones, guardó silencio sobre el elemento subjetivo que debía motivar la ejecución 

de la conducta por parte del agente; el Estatuto de Seguridad de 1978 mezcló los delitos comunes con 

actividades políticas para imponerles idénticas sanciones y reprimir la insatisfacción de la población; en 

el Código Penal de 1980 se dispone el delito de terrorismo para castigar ciertas conductas, incorporando 

en su descripción un fin, unos medios y los posibles afectados, pero absteniéndose de distinguir al sujeto 

que pueda ejecutar dichas conductas, contemplando así el delito de terrorismo como común, sin negar 

del todo su posibilidad de conexidad con los delitos políticos clásicos; en el Estatuto Antiterrorista de 

1988 por su parte se  hace referencia a conductas terroristas o relacionadas con el terrorismo, 

 
70 El Decreto 100 de 1980, “Por el cual se expide el nuevo Código Penal”, en su artículo 187 refiere como conducta terrorista 
aquella generada “con el fin de crear o mantener un ambiente de zozobra, o de perturbar el orden público”, empleando “contra 
personas o bienes, medios de destrucción colectiva”. 
71 Decreto 180 de 1988, “Por el cual se complementa algunas normas del Código Penal y se dictan otras disposiciones conducentes 
al restablecimiento del orden público”, expedido atendiendo las facultades otorgadas  en el Estado de Sitio decretado en todo el 
territorio nacional mediante el Decreto 1038 de 1984, establece como terrorista aquella conducta que “provoque o mantenga 
en estado de zozobra o terror a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad 
física o la libertad de las personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de 
fluidos o fuerzas motrices valiéndose de medios capaces de causar estragos”. 
72 Se contempla una sanción diferenciada para quien provoque el “estado de zozobra o terror” “mediante llamada telefónica, 
cinta magnetofónica, video, casete o escrito anónimo” 
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introduciendo el elemento terror, crear o mantener, y el elemento subjetivo del fin terrorista sin 

especificar que los resultados tienen o no que producirse, sosteniendo también una abstracción sobre 

los instrumentos al referir al uso de “medios capaces de causar estragos”, configurándose lo que se 

denomina normas en blanco, con indeterminación de los tipos penales donde se puede configurar 

cualquier actuación, llevando a predominar el criterio subjetivo del juzgador, que también se extiende a 

la determinación y comprobación de los fines terroristas que se persiguen con el actuar.  

 

A su vez la jurisprudencia constitucional colombiana en sus primeros pronunciamientos 

(Sentencia C-127 de 1993), emitidos posterior a la entrada en vigencia de la Constitución Política de 

1991, ha puesto de presente que el  delito de terrorismo adoptado como legislación permanente en 

1991, contiene un tipo más extenso, toda vez que la regulación previa se restringía a mencionar los 

medios de destrucción colectiva que se usaban contra las personas o los bienes, sin embargo “se amplía 

a la posibilidad de poner en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas, las 

edificaciones, los medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas 

motrices” que son bienes jurídicos vulnerables que exigen protección y amparo, recogiendo un tipo 

abierto de terrorismo acorde con el derecho internacional, con una descripción general  de la conducta, 

sin precisar las circunstancias en que debe ejecutarse, ni indicar “la modalidad del comportamiento que 

ha de producirlo”. 

 

Cabe resaltar que la concepción de terrorismo prevista en el código penal colombiano del año 

2000 en la Ley 599 de 2000, es idéntica a la adoptada como permanente en el año 1991 mediante el 

Decreto 2266, donde el generador puede ser cualquier persona, quienes sufren el daño pueden ser las 

personas o los bienes, la finalidad debe estar enfocada en provocar o mantener un estado de terror o 

zozobra en la población o una parte de ella, para lo cual debe acudirse a medios capaces de causar 

estragos. 

 

El Tribunal Constitucional (Sentencia C- 127 de 1993), refiriendo posturas de la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia, puso de presente que la configuración del delito de terrorismo requiere unos 

elementos de carácter subjetivo y otros de carácter objetivo, así: i) es indispensable que exista por parte 

del sujeto agente el propósito de provocar o mantener un estado de zozobra o terror a la población o a 
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un sector de ella, para alterar la paz, la tranquilidad o el orden público; ii) es necesario que este 

propósito trate de realizarse con actos que ponen en peligro la integridad física, la libertad de las 

personas, las edificaciones, medios de comunicación o de transporte, procesamiento o conducción de 

fluidos o fuerzas motrices; iii) para el efecto debe hacer uso de medios capaces de causar estragos. 

Precisamente para referirse a las características de esta conducta sostiene que:  

 

“Frente a delitos "estáticos" o tradicionales, deben consagrarse tipos penales cerrados. Pero 

frente a delitos "dinámicos" o fruto de las nuevas y sofisticadas organizaciones y medios 

delincuenciales, deben consagrarse tipos penales abiertos. Así pues, el "terrorismo" es un delito 

dinámico y se diferencia por tanto de los demás tipos. Como conducta responde a unas 

características diferentes de cualquier tipo penal, por lo siguiente: Primero, es pluriofensivo pues 

afecta o puede llegar a afectar varios bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento penal. 

Segundo, obedece a organizaciones delincuenciales sofisticadas. Tercero, el terrorista demuestra 

con su actitud una insensibilidad frente a los valores superiores de la Constitución Política, que 

son un mínimo ético, al atentar indiscriminadamente contra la vida y dignidad de las personas. 

Es de tal gravedad la conducta terrorista que los beneficios constitucionalmente consagrados 

para el delito político no pueden extenderse a delitos atroces ni a homicidios cometidos fuera de 

combate o aprovechando la situación de indefensión de la víctima. El delito político es diferente 

al delito común y recibe en consecuencia un trato distinto. Pero, a su vez, los delitos, aún 

políticos, cuando son atroces, pierden la posibilidad de beneficiarse de la amnistía o indulto. 

 

Posteriormente la Corte Constitucional en la Sentencia C-537 de 2008, considerando lo previsto 

en el artículo 2º de la Convención Interamericana contra el Terrorismo73, y lo planteado por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos en el Informe sobre terrorismo y derechos humanos (2002), 

sostiene que: i) se reconocerse que no existe consenso internacional en torno a una definición de 

terrorismo dentro del derecho internacional, razón por la cual se ha acudido por parte de la comunidad 

 
73 La Convención Interamericana contra el Terrorismo fue aprobada en la primera sesión plenaria celebrada el 3 de junio de 
2002 en la ciudad de Bridgetown, Barbados, por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, la cual fue 
aprobada en Colombia mediante la Ley 898 de 2004 “por medio de la cual se aprueba la “Convención Interamericana contra el 
Terrorismo”, suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de dos mil dos (2002), en el Trigésimo Segundo 
Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos” 
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internacional a identificar determinados actos de violencia como constitutivos de terrorismo74; ii) se 

plantea que debe evaluarse un acto o situación por sus propios elementos y dentro de su contexto 

particular; iii) se sostiene que si bien el terrorismo no cuenta con definición concreta  dentro del 

derecho internacional, se pueden identificar características asociadas con frecuencia a incidentes 

terroristas que ofrecen parámetros suficientes para definirlo y evaluarlo, para lo cual referencia la 

definición práctica que la Asamblea general de las Naciones Unidas sobre la concepción de terrorismo, 

donde se describe como  “los actos criminales con fines políticos concebidos o planeados para provocar 

un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en personas determinadas 

(que) son injustificables en todas las circunstancias, cualesquiera sean las consideraciones políticas, 

filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de cualquier otra índole que se hagan valer para 

justificarlos”.  

 

Sobre el terrorismo la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia colombiana (CSJ, Sala de 

Casación Penal, SP13290-2014, 2014), ha destacado la necesidad de observar que: 

 

Este delito, cuyo bien jurídico protegido es la seguridad pública, requiere para su estructuración 

típica que el sujeto -no cualificado- i) realice una de las conductas alternativas: provocar o 

mantener en zozobra o terror a la población o parte de ella, ii) lo cual debe lograr a través de 

actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o las 

edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o 

fuerzas motrices, iii) utilizando para ese fin medios que tengan la capacidad de causar daños. 

 

Puntualiza también la Corte Suprema de Justicia que debe tenerse en cuenta que el terrorismo 

es una conducta punible instantánea, de resultado objetivo y de peligro real, este último aspecto bajo el 

entendido que requiere del uso de medios potencialmente dañinos encaminados a obtener la finalidad 

pretendida, generando terror y zozobra75 en la población, escenario en el cual los actos desarrollados 

 
74 Entre los actos que se destacan se encuentran “la toma de rehenes y el secuestro y destrucción de aeronaves civiles, los 
ataques contra la vida, la integridad física o la libertad de personas internacionalmente protegidas, incluyendo los agentes 
diplomáticos y, en el contexto de los conflictos armados, los actos o amenazas de violencia cuyo propósito primordial es 
sembrar el terror entre la población civil”. 
75 La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en la sentencia SP13290-2014 precisa que “La zozobra corresponde a 
una situación de intranquilidad, inquietud, aflicción, angustia, desazón, incertidumbre o desasosiego, mientras que el terror 
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generan peligro a las personas o bienes. Sostiene en este sentido que “no basta la verificación del uso de 

las armas de destrucción así como de su nítido carácter peligroso o dañino sobre los bienes subsidiarios 

protegidos -vida, libertad, integridad física o de las edificaciones, medios de comunicación, transporte, 

procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices-, sino que el elemento subjetivo del tipo debe 

aparecer consolidado, de tal forma que sea claro que el agente persigue provocar o fomentar un estado 

de incertidumbre colectiva frente a la garantía de gozar de la paz y tranquilidad pública propios del 

Estado Constitucional. 

 

Sumado a lo anterior, la Corte Suprema de Justicia sostiene que en el estudio de los hechos para 

determinar la configuración del terrorismo se hace necesario “verificar si se lesionó o puso en peligro de 

manera efectiva el bien jurídico de la seguridad pública, en tanto que en sede del tipo objetivo se 

impone verificar probatoriamente si corrió peligro “la vida, la integridad física o la libertad de las 

personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de 

fluidos o fuerzas motrices”, siempre que se hayan utilizado “medios capaces de causar estragos”.76 

 

Finaliza este Alto Tribunal de lo penal aclarando que el delito de terrorismo previsto en el 

artículo 343 de la Ley 599 de 2000 revisado no debe ser perpetrado “con ocasión y en desarrollo de 

conflicto armado”, toda vez que el hecho acaecido en dicho contexto se encuentra expresamente 

reglado en el artículo 144 del mismo Código Penal colombiano como “Actos de terrorismo”. 

 

Por su parte, la doctrina plantea que  si bien el principal objetivo del terrorismo es poner en 

jaque a los sistemas políticos a través de la violencia, dicha violencia o amenaza de violencia 

generalmente se dirige de forma deliberada contra población civil indefensa y vulnerable, destruyendo 

 
alude al miedo, pánico, temor, pavor o susto; sobra señalar que sin la acreditación de tales circunstancias no podrá tenerse por 
configurada la tipicidad del delito en comento” 
76 Con relación a los medios capaces de causar estragos que se refiere en el tipo penal, con el fin de esclarecer su configuración, 
la misma Corte Suprema de Justicia plantea que “Se entiende por estrago un daño, asolación, destrucción o devastación 
importante, de grandes proporciones, pero, es pertinente aclararlo, no todo proceder que causa estragos se adecua al tipo 
penal de terrorismo, en cuanto es necesario, de una parte, que ponga en peligro los objetos materiales definidos por el 
legislador, y de otra, que cause zozobra o terror en la población o parte de ella; en tal sentido, si un conductor en estado de 
embriaguez choca aparatosamente su vehículo con otros causando varias muertes y lesiones, no hay duda que se trata de una 
conducta que produjo estragos, lesionó la vida y la integridad de las personas, pero no provoca o mantiene el estado de 
zozobra o terror que requiere el tipo penal analizado” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en la sentencia 
SP13290-2014) 
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su voluntad e integridad, lo cual genera estragos tanto materiales como morales, sin embargo, los 

terroristas, que no se concentran en grupos específicos, “no buscan asesinar civiles, detonar 

instalaciones, ni secuestrar aviones comerciales, sino, a través de esos mecanismos, producir miedo, 

confusión y vulnerabilidad entre la población, a fin de perturbar a los Estados nacionales” (Hodge, 2019), 

de modo que el accionar terrorista se puede concebir  como aquella “especie de «acciones violentas 

propagandísticas» que cuestiona la legitimidad de un estado que enfrenta de manera desigual a unos 

«aparatos» con mayor poder de coacción y dominación, destinada más a conquistar la «mente y los 

corazones» que el territorio que ocupa determinado grupo social” (Baleta, 2018, p. 382). 

 

Considerando los abordajes realizados tanto por la doctrina como la jurisprudencia, se puede 

establecer para el caso de Colombia que la noción de “terrorismo” se asocia con aquellos hechos que no 

están relacionados o se desarrollan en el marco del conflicto armado interno, de tal forma que, si bien 

los perpetradores pueden tener la finalidad de producir el terror y zozobra en la población, mediante 

uso de medios que produzcan daños y violenten los derechos de la población, no tiene una relación 

cercana o suficiente con el conflicto armado, razón por la cual quienes padezcan un daño por estos 

hechos no son susceptibles de reconocimiento administrativo como víctimas del conflicto armado 

interno colombiano, para tener protección y acceso a las medidas previstas en marcos normativos que 

regulan la materia, como son la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley étnico 3643, 3644 y 3645 de 2011. 
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3.  Actos de terrorismo 
 

Los actos catalogados como terroristas, en el orden internacional y nacional, son muy diversos 

en lo correspondiente a las personas, organizaciones o grupos que los cometen, la finalidad de su 

comisión, las víctimas que estos producen y el contexto en el cual se llevan a cabo. A pesar de diversos 

esfuerzos adelantados por la comunidad internacional en busca de una definición de actos de 

terrorismo que contenga los elementos que permita diferenciarlos de cualquier otro acto de violencia, 

los consensos se han centrado particularmente en la finalidad de los actos que son catalogados como 

tal, que corresponde al elemento subjetivo de la intencionalidad de los autores (Valencia, 1994, p. 

247).77 

Los actos de terrorismo se han previsto en las normas de Derecho Internacional Humanitario 

como prohibiciones durante el desarrollo de los conflictos armados no internacionales o internos, 

específicamente en el Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, donde el artículo 4 dispone que 

están prohibidos estos actos en todo tiempo y lugar, y el artículo 13 preceptúa que quedan prohibidos 

los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil. 

 

En las revisiones doctrinarias se ha encontrado que en el marco normativo que conforma el 

Derecho Internacional Humanitario no existe una definición sobre actos de terrorismo, sin embargo, se 

observa la distinción que se procura entre aquella violencia permitida en los conflictos armados 

internos, con apego a las normas que regulan la guerra, de los actos de terrorismo. En tal sentido se 

resalta que se debe tener presente, por una parte, el principio de distinción, según el cual quienes 

participan en los conflictos armados deben “distinguir, en toda circunstancia, entre civiles y 

combatientes y entre objetivos civiles y militares”, con el propósito de que la población civil y los bienes 

protegidos por el Derecho Internacional Humanitario no sean objeto de ataques, y por otra se debe 

observar los métodos y los medios de combate, de tal manera que si bien las partes pueden hacer uso 

de la fuerza y ejecutar acciones violentas, eligiendo los medios y los métodos en el desarrollo del 

conflicto armado, deben contemplar que dicha posibilidad no es ilimitada toda vez que las normas 

humanitarias prohíben, entre otros, los actos de terrorismo (Andrade, 2014, p 27) 

 

 
77 El autor menciona que Alex Schmidt recopiló ciento nueve definiciones diferentes formuladas entre 1936 y 1981. 



63 
 

La doctrina también manifiesta que, si bien no existe una definición clara, concreta y precisa del 

concepto de acto terrorista, se puede decir que “el terror es el eje sobre el cual se cimientan los 

conceptos que tradicionalmente se leen o escuchan sobre terrorismo” (Torres, H. & Torres, H., 2024) 

 

Los actos de terrorismo se visualizan igualmente como estrategia desarrollada por los grupos 

subversivos con el propósito de obtener fines políticos en un contexto de conflicto armado, aspecto que 

ha llevado  a caracterizarlos por la “utilización circunstancial del terror para cumplir metas concretas 

comprendidas en el objetivo político global del grupo o para equilibrar las fuerzas en un momento 

específico”, aspecto que lo diferencia de terrorismo caracterizado por una “utilización sistemática de la 

violencia para amedrentar a la sociedad o al Estado” (Andrade, 2014, p 16). 

 

También se plantea, bajo el entendido que el Derecho Internacional Humanitario es plenamente 

aplicable a todas las partes que participan del conflicto armado, que es imprescindible tener en estricta 

consideración que tanto grupos armados no oficiales como fuerzas armadas de un Estado son 

susceptibles de cometer “actos de terrorismo” contra la población civil o personas que no participan de 

las hostilidades, ya que esta calificación no depende del sujeto que lo realiza sino de la acción ilícita que 

se comete” (Swinnen, 2018). 

 

Tomando en consideración que en el ámbito internacional el término actos de terrorismo se 

aborda como símil del término terrorismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su 

informe sobre terrorismo y derechos humanos (2002), ha puesto de presente que “los incidentes 

terroristas” pueden describirse en términos de: a) la naturaleza e identidad de quienes perpetran el 

terrorismo; b) la naturaleza e identidad de las víctimas del terrorismo; c) los objetivos del terrorismo y, 

d) los medios empleados para perpetrar la violencia del terror. 

 

Adicionalmente la misma Comisión en su pronunciamientos y estudios de casos, haciendo 

alusión a dictámenes de expertos, plantea que se debe tener en cuenta que respecto de la naturaleza de 

los delitos de terrorismo “existe un entendimiento en el ámbito internacional en el sentido de que la 

calificación de conductas como terroristas, debe estar reservada a aquellas conductas que realmente 

revistan de gravedad y que estén dirigidos contra la vida e integridad de las personas” llegando a referir 
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incluso posturas que plantean la exclusión de esta tipificación de aquellas conductas encaminadas  

únicamente sobre el bien  jurídico de la propiedad (CIDH Caso Norín Catrimán y otros Vs. Chile, 2013, ). 

 

En el ámbito internacional se han suscrito diversos convenios y protocolos encaminados a 

prevenir y castigar las conductas denominadas como terroristas, sin embargo, todos los instrumentos 

siguen careciendo de una definición, acudiendo a centrarse específicamente en ciertas conductas que se 

consideran constitutivas de hechos de terrorismo y a fortalecer las sanciones contra este tipo de 

conductas, de forma que la definición se deja en gran medida al espectro interno de los Estados. 78   

 

El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en el año 2004, y el Relator Especial sobre la 

promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el 

terrorismo, en el año 2010, frente a la noción de actos de terrorismo plantearon  que se deben tener en 

cuenta “tres características acumulativas, a saber: cometidos con la intención de causar la muerte o 

lesiones corporales graves o de tomar rehenes; con el propósito de provocar un estado de terror en la 

población en general, en un grupo de personas o en determinadas personas, intimidar a una población u 

obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto, o a abstenerse de realizarlo; 

y que constituyan delitos definidos en los convenios, las convenciones y los protocolos internacionales 

relativos al terrorismo y comprendidos en su ámbito” (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2023, 

p. 6). 

La doctrina internacional por su parte concibe que, si bien no se definen expresamente lo que se 

debe entender como actos de terrorismo, existe una prohibición en los escenarios de conflictos armados 

 
78 Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970, Convenio 
para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971, 
Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes 
diplomáticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973, Convención Internacional 
contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979, Convenio sobre 
la protección física de los materiales nucleares, firmado en Viena el 3 de marzo de 1980, Protocolo para la represión de actos 
ilícitos de violencia en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para 
la represión de actos Ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988, Convenio para 
la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, elaborado en Roma el 10 de marzo de 1988, Protocolo 
para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en 
Roma el 10 de marzo de 1988, Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, 
aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997, Convenio Internacional para la represión 
de la financiación del terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999, 
Convención Interamericana contra el Terrorismo”, suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres 3 de junio de 2002, la 
Convención internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear adoptada en abril de 2005 por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas. (Valencia, 2013, p. 555) 
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y, consecuentemente, en caso de ocurrencia se constituyen en crímenes de guerra. Específicamente se 

indica:  

Puede aducirse que la prohibición de los actos o las amenazas de violencia que tienen por objeto 

aterrorizar a la población civil está, además, respaldada por la prohibición más amplia de “los 

actos de terrorismo” en el artículo 4, párrafo 2, del Protocolo adicional II. Los “actos de 

terrorismo” están tipificados como crímenes de guerra en el Estatuto del Tribunal Penal 

Internacional para Rwanda y del Tribunal Especial para Sierra Leona. En su informe sobre el 

establecimiento de un Tribunal Especial para Sierra Leona, el Secretario General de las Naciones 

Unidas señaló que las violaciones del artículo 4 del Protocolo adicional II eran consideradas 

desde hacía tiempo como crímenes según el derecho internacional consuetudinario (Henckaerts 

& Doswald-Beck, 2007, p. 11) 

 

En los estudios de la jurisprudencia internacional se resalta que los tribunales internacionales, 

como es el caso del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, en el ámbito material de competencia, 

han fijado que tienen la facultad para perseguir los crímenes de guerra cometidos exclusivamente en el 

contexto de un conflicto armado interno, refiriendo entre las violaciones susceptibles de ser 

investigadas los actos de terrorismo (Ramelli, 2011, p. 354). 

 

Otra parte de la doctrina sostiene que los actos de terrorismo se pueden dar dentro o fuera del 

conflicto armado, de forma que, en caso de no presentarse un escenario de conflicto armado, se debe 

dar aplicación a la marco normativo de los derechos humanos y la legislación interna, pero en caso de 

ejecutarse durante el desarrollo del conflicto armado interno debe observarse el Derecho Internacional 

Humanitario, del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y las normas internas, a tal punto que 

“incluso si esos actos terroristas se producen fuera de las hostilidades, se sigue aplicando el derecho 

humanitario en lo que atañe al conflicto armado”, bajo el entendido que dichos actos no afectan 

carácter jurídico del conflicto armado (Valencia, 2013, p. 562).  

 

En el caso colombiano se encuentran tipificados los delitos contra personas y bienes protegidos 

por el Derecho Internacional Humanitario en el título especial denominado “Delitos contra personas y 

bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario”, consagrando diversos tipos penales que 
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sancionan las infracciones al marco normativo humanitario, entre los cuales se encuentran los actos de 

terrorismo, que deben interpretarse y dar aplicación observando lo reglado en el Derecho Internacional 

Humanitario, conforme con lo previsto en el artículo 93 de la Constitución Política y el principio de 

integración estipulado en el Código Penal Colombiano (art. 2). De esta manera, se encuentra que “el 

hecho de padecer una situación de conflicto armado no es excluyente ni contradictoria con el fenómeno 

del terrorismo, esto es, bien pueden existir actos de terrorismo en medio de un conflicto armado” 

(Valcárcel, 2008, p 367). 

 

Consecuente con lo anterior, en el artículo 144 del Código Penal Colombiano, modificado por el 

artículo 14 de la Ley 890 de 2004, se establece que comete actos de terrorismo “El que, con ocasión y en 

desarrollo de conflicto armado, realice u ordene llevar a cabo ataques indiscriminados o excesivos o 

haga objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o amenazas de violencia cuya finalidad 

principal sea aterrorizarla”. 

 

Es pertinente resaltar que los estudios realizados sobre el fenómeno del terrorismo son 

enfáticos respecto a que existe, particularmente desde el derecho penal, una imprecisión de la noción 

de acto terrorista o de terrorismo, a tal punto que diversas instancias de las Naciones Unidas han 

manifestado que “las leyes nacionales que tipifican delitos relacionados con el terrorismo suelen 

redactarse utilizando un lenguaje vago” llegando incluso a tener “injerencia innecesaria o 

desproporcionada en determinados derechos, como el derecho a la libertad de expresión, el derecho a 

la libertad de asociación y el derecho de reunión pacífica” aspecto que pone en tela de juicio el respecto 

a los principios de legalidad y seguridad jurídica (Asamblea General de Naciones Unidas, 2023, p. 5) 

 

Sobre la estructuración de la noción de actos de terrorismo adoptada en la norma penal 

colombiana se sostiene particularmente lo siguiente:   

Tal como están hoy estructurados estos conceptos se “encadena una serie de elementos 

imprecisos e insuficientes, desde el temor justificado, argumento tautológico, casi imposible de 

corroborar e inespecífico del delito terrorista mismo, la naturaleza de los medios y/o efectos de 

la conducta, que no refiere ningún contenido formal, la presencia de un plan premeditado, 

criterio objetivo (jurídicamente) inespecífico por sí mismo, hasta la finalidad coactiva del 
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concepto, único aspecto político de la definición y por lo mismo, el más maleable 

interpretativamente (Torres, H. & Torres, H., 2024, 94). 

 

No obstante, tomando en consideración el Derecho Internacional Humanitario, se puntualiza 

que se debe apreciar la diferenciación entre las hostilidades y los actos de terrorismo, destacando que 

las primeras son permitidas contra quienes participan en operaciones militares y los segundos están 

plenamente prohibidos su ejecución contra la población civil:  

“(..) los hechos que son hostilidades no siempre son actos terroristas y, por tanto, no están 

prohibidos por el derecho humanitario, es decir, son actos permitidos por esta normatividad. La 

participación directa en las hostilidades que implique actos contra combatientes u objetivos 

militares no necesariamente es un acto terrorista. “La principal divergencia es que, en términos 

jurídicos, un conflicto armado es una situación en que están permitidos ciertos actos de violencia 

(lícitos) y otros están prohibidos (ilícitos), mientras que cualquier acto de violencia designado 

como «de terrorismo» es siempre ilícito”. De esta manera, no todo acto realizado por un 

miembro de un grupo armado organizado al margen de la ley se puede calificar de terrorista. De 

ahí que sea fundamental restringir esos actos a aquellos que están específicamente destinados a 

producir pánico o zozobra entre la población civil” (Valencia, 2013, p. 566). 

 

Uno de los principales retos frente a los escenarios de confrontación es el reconocimiento del 

momento en que se está ante uno u otro hecho, puesto que durante el conflicto armado se pueden 

desarrollar acciones hostiles que, debido a su intensidad y los efectos que produzcan, se configurarían 

como actos de terror, de tal manera que “Si bien es evidente que cualquier operación militar 

probablemente provoque cierto grado de temor y ansiedad entre las personas civiles, el DIH prohíbe los 

actos o las amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil” (Melzer, 

2019, p. 94), en consecuencia “aun cuando un ataque lícito a un objetivo militar puede también 

aterrorizar a los civiles, estas disposiciones, relativas al desarrollo de las hostilidades, prohíben los 

ataques específicamente dirigidos a aterrorizar a los civiles” (Oficina del alto comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2008, p. 13). 
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En tal sentido, se debe tener presente que aquello que convierte a un hecho en un acto de 

terrorismo es que genera terror y zozobra, razón por la cual “Los actos a los que asignamos esta etiqueta 

son acontecimientos deliberados, explosiones y ataques llevados a cabo en lugares y momentos 

calculados para ser advertidos” (Torres, H. & Torres, H., 2024, p 97). Por este motivo también plantea la 

doctrina que “merecerían un trato más duro y reprochable los grupos de guerrilla que cometan actos de 

terrorismo en medio de una confrontación armada, puesto que vulneran no solo la seguridad pública, 

sino además los caros valores que protegen las normas que dan cuerpo al derecho internacional 

humanitario” (Valcárcel, 2008, p. 385). 

 

Así mismo han puesto de presente los analistas que los actos de violencia prohibidos por el 

marco normativo destinadas a sembrar el terror entre la población civil incluye el fuego masivo e 

indiscriminado de artillería y los bombardeos sistemáticos de ciudades, también “la agresión, la 

violación, el maltrato y la tortura de mujeres y niños, así como los asesinatos en masa”, hechos a los 

cuales los tribunales internacionales han sumado en sus pronunciamientos “los disparos deliberados e 

indiscriminados contra objetivos civiles, a los disparos ilícitos contra concentraciones de personas y al 

fuego prolongado y sistemático de artillería y de francotiradores contra zonas civiles” (Henckaerts & 

Doswald-Beck, 2007, p. 12) 

 

Adicional a lo anterior, las posturas doctrinarias son enfáticas en señalar que la comisión de un 

acto terrorista no puede llevar a calificar al sujeto generador del mismo como terrorista, porque tal 

calificativo sólo está reservado para quienes ejerzan de forma sistemática el terror contra la población 

civil, por tal razón se plantea que: 

 “Si no hay una práctica permanente o frecuente del uso del terror por parte de quien realice el 

hecho, no sería adecuado calificar a ese sujeto como terrorista. La realización de actos 

terroristas esporádicos o aislados cometidos por miembros de una parte en conflicto no lo 

convierte de manera automática en terrorista”, siendo por tanto necesario diferenciar entre el 

acto terrorista de quien ejecuta el actuar terrorista, de tal manera que los “Los actores del 

terrorismo pueden ser estatales o particulares, mientras que la acción terrorista, 

independientemente del sujeto, siempre es la misma: el uso indiscriminado de la violencia 

contra civiles” (…)“Resulta temerario afirmar sin matices que en Colombia el Estado es terrorista 

o que los grupos armados no estatales son terroristas. Cosa bien distinta es que el Estado a 
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través de sus agentes realice actos de terror, y que los grupos armados no estatales también los 

cometan” (Valencia, 2013, p. 568) 

 

En este sentido, como se plantea en análisis realizados por autores sobre este fenómeno, se 

debe diferenciar que unos hechos de terrorismo pueden tener ocurrencia por fuera del conflicto armado 

y otros en contextos de conflictos armados, siendo clave que se determine si los actos de terrorismo se 

han cometido por actores de la confrontación que tienen o han logrado obtener la capacidad para 

desarrollar un conflicto, dando lugar a la aplicación del marco normativo humanitario: 

Terrorist acts on any scale may occur outside situations of armed conflict. In the absence of 

activities amounting to an armed conflict, human rights law and domestic law apply to terrorist 

activity. The law of armed conflict provides a legal framework only if terrorism occurs within an 

armed conflict or when terrorist groups have achieved a sufficient capacity to wage a protracted 

armed conflict. The threat of terrorism by a limited number of persons who do not constitute a 

distinct armed group able to fight a ‘protracted armed conflict’ should, when it occurs within the 

context of an existing armed conflict or occupation, be dealt with in accordance with Article 5 of 

the Fourth Geneva Convention (Paulus & Vashakmadze, 2009). 

 

En los estudios de la jurisprudencia internacional sobre los actos de terrorismo como crímenes 

de guerra, particularmente del Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia, se destaca la 

concepción de tales actos como “1. Actos de violencia dirigidos en contra de la población civil, o de los 

civiles que directamente no participen en las hostilidades, causando la muerte o lesiones graves al 

cuerpo o a la salud. 2. El perpetrador intencionalmente hace de la población civil, o de los civiles que 

directamente no participen en las hostilidades, el objeto de esos actos de violencia. 3. Estos actos de 

violencia se cometen con el propósito principal de generar terror entre la población civil” (Mateus & 

Martínez, 2010, p. 389). 

 

Por su parte, la jurisprudencia constitucional colombiana resalta que se debe observar, en los 

escenarios de los conflictos armados, que las partes en confrontación tienen la responsabilidad 

fundamental de adoptar todas las medidas para proteger a la población civil de cualquier afectación, 

tomando en cuenta que “el principio de protección de la población civil tiene carácter medular para el 
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Derecho Internacional Humanitario”, y es el fundamento del “principio de distinción”, encaminado a 

“proteger a la población civil de los efectos de la guerra, ya que en tiempos de conflicto armado sólo es 

aceptable el debilitamiento del potencial militar del enemigo”, tomando en consideración que la 

“prohibición de los actos dirigidos a generar terror entre la población civil en el curso de conflictos 

armados internos está íntimamente relacionada con la proscripción general del terrorismo, sin 

identificarse con ella” y se “relaciona directamente con la garantía fundamental consagrada en el 

Artículo 4-2(d) del Protocolo Adicional II, que prohíbe los actos de terrorismo cometidos en el curso del 

conflicto armado, como parte del principio humanitario” (Corte Constitucional, Sentencia C-291 de 

2007). Es por esta razón “que esta población, como tal, no puede ser objeto de ataques militares, y 

quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla” (Corte 

Constitucional, Sentencia T-280A de 2016) 

 

Sumado a lo anterior, frente a las conductas de terrorismo el Alto Tribunal Constitucional ha 

puesto de presente que “La interpretación correcta debe encaminarse a resaltar en cada hecho punible 

el elemento subjetivo de la finalidad terrorista. Es decir, no basta que el sujeto pasivo aparezca 

relacionado en un catálogo, sino que se hace imprescindible que las motivaciones sean propias de 

terrorismo cuando contra esas personas se atente” (Corte Constitucional, Sentencia C-127 de 1993), 

resaltando además que “Las conductas constitutivas de actos de terrorismo configuran un delito atroz, 

que afecta gravemente bienes constitucionales que conforman los pilares del modelo de Estado 

adoptado por la Carta Política, en especial la vida, la integridad personal, la dignidad humana y la 

búsqueda de la paz y un orden justo” (Corte Constitucional, Sentencia C- 537 de 2008). 

 

En otro pronunciamiento de la Corte Constitucional (Sentencia C-1055 de 2003), realizado en el 

marco de la revisión oficiosa de la Ley 804 de 2003, "Por medio de la cual se aprueba el Convenio 

Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, adoptado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997”, fue enfática en clarificar que “no 

todo empleo de explosivos constituye acto terrorista, sino que es necesario que exista la intención o 

propósito de crear terror en la población en general, un grupo de personas, o determinada persona”, 

poniendo de presente la necesidad imperiosa de validar en cada hecho la parte subjetiva respecto al 

actor. 
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Así mismo, la Corte en la Sentencia T-364 de 2015, bajo el entendido que la acepción “atentados 

terroristas” se encuentran incluida en la denominación “actos de terrorismo”, y este a su vez es símil de 

“terrorismo”, resalta que frente al terrorismo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a 

puesto de presente algunos aspectos que lo caracterizan y determinan su configuración.79 Sobre el 

particular en la sentencia referida manifiesta:  

“la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido que el terrorismo es un 

“acto[s] de violencia que representan graves ataques contra los derechos esenciales del hombre. 

La forma más evidente de esta violencia es el terrorismo, crimen masivo que tiende a crear un 

clima de inseguridad y angustia, con el pretexto de imponer un mayor grado de justicia social 

para las clases menos favorecidas” 

 

Sumado a lo anterior afirma en la misma sentencia que, pese a las divergencias y retos que ha 

implicado llegar al consenso sobre la definición de terrorismo, “en la Convención Interamericana contra 

el Terrorismo se ha aceptado que hay actos de violencia considerados terrorismo, que incluyen la toma 

de rehenes, el secuestro, la destrucción de aeronaves civiles, ataques contra la vida y la integridad física 

de personas internacionalmente protegidas, en el marco de conflictos armados y los actos o amenazas 

de violencia cuyo propósito primordial es sembrar el terror entre la población civil”, y tomando como 

referencia los pronunciamiento de la Asamblea General de las Naciones Unidas, continua planteando 

que los actos terroristas pueden describirse en términos de: “a) la naturaleza e identidad de quienes 

perpetran el terrorismo; b) la naturaleza e identidad de las víctimas del terrorismo; c) los objetivos del 

terrorismo y d) los medios empleados para perpetrar la violencia del terror”. Analizando el contexto del 

caso colombiano, sostiene que al revisar la dinámica del conflicto armado interno y sus actores “se 

puede evidenciar una relación existente entre el narcotráfico, el conflicto armado y los atentados 

terroristas” encontrando que “tenían un fin político, fueron organizados con diferentes mandos de 

 
79 En la sentencia hace alusión a la caracterización del hecho de terrorismo por elementos tales como: “acciones, 
que incluyen formas de violencia como los secuestros. actores, incluidas personas u organizaciones. causas o 
luchas, en que la causa o lucha puede estar tan marcada por la violencia terrorista que la hacen indistinguible de 
ésta, o en que un movimiento puede cometer actos aislados de terrorismo o emprender estrategias terroristas. Es 
particularmente en este sentido que se ha planteado la falta de acuerdo en torno a una definición integral del 
terrorismo debido a que ciertos Estados han considerado que lo que con frecuencia se denominan “movimientos 
de liberación nacional” y sus metodologías deben ser excluidos de toda definición de terrorismo en razón de su 
asociación con el principio de libre determinación de los pueblos. situaciones en que la violencia terrorista es un 
problema particularmente grave o difundido en una región, Estado u otra zona. conflictos armados en el sentido, 
por ejemplo, de la denominada “guerra contra el terrorismo” posterior al 11 de septiembre de 2001” 
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control y su modo de operar pretendía sembrar el pánico en la población civil, por medio de actos como 

el secuestro, bombas,  homicidios, entre otros, que derivó en el padecimiento de miles de personas que 

sufrieron daños en su vida, integridad física o salud y a quienes el Estado les debe reconocer su calidad 

de víctima y hacerlos acreedores de medidas de reparación, justicia y verdad”. 

  

Por su parte el Consejo de Estado, ha realizado diversos abordajes de la noción de actos de 

terrorismo, tratando como símil, sin diferenciación, con términos como “atentados terroristas”, 

“terrorismo”, “ataques de terrorismo”, “acciones terroristas” entre otros.  

 

En sentencia del 29 de abril de 2015, la Sección Tercera del Consejo de Estado, con ponencia del 

Magistrado Hernán Andrade Rincón, observando los análisis realizados en investigaciones sobre el 

concepto de actos de terrorismo, lo preceptuado en el artículo 144 del Código Penal colombiano y el 

Derecho Internacional Humanitario según el cual “las hostilidades contra quienes participan en 

operaciones militares dentro del marco de un conflicto armado, son permitidas por el DIH” y se 

“proscribe la realización de actos de terror en contra de la población civil”, plantea que la noción de 

actos de terrorismo puede asociarse con aquellos hechos que además de tener el “propósito de crear 

temor generalizado en una colectividad, utilizan o amenazan con utilizar diversas formas de violencia 

contra la población civil” aspectos que los diferencian  de las “hostilidades propias de un conflicto 

armado”. En este sentido identifica algunos elementos característicos de los actos de terrorismo, así:  

i) El uso indiscriminado de la “violencia o de la amenaza de utilización de la misma, en contra de 

la vida, de la integridad física o de los bienes de particulares o de personas civiles, comoquiera que no 

distinguen entre un blanco deseado y terceras personas”. 

ii) La generación de consecuencias graves en cuanto a daños materiales o humanos, tomando 

especial atención que la “prohibición de los actos de terror contra la población civil se extiende a 

instalaciones o bienes que puedan provocar incidentalmente víctimas dentro de la población civil” 

 

Aunado a lo anterior, el Consejo de Estado en el mismo pronunciamiento hace unas precisiones 

que son relevantes considerar al momento de determinar que se está frente a un acto de terrorismo en 

el marco del conflicto armado interno, en el siguiente sentido: 
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“(…) un combatiente o quien participe directamente en las hostilidades pued[e] realizar actos 

terroristas si su accionar violento, en determinado momento, está dirigido a producir pánico 

entre la población civil; sin embargo, la realización de un acto terrorista no debe llevar a calificar 

al sujeto como terrorista (…) pues dicha catalogación debe reservarse a quienes utilicen de 

manera sistemática el terror contra los civiles. Así pues, la perpetración de actos terroristas 

esporádicos o aislados por integrantes de alguna de las partes en el conflicto, no convierte a 

ésta, de manera automática, en terrorista. 

 

(…) las actuaciones realizadas por grupos armados que actúan en el marco de las hostilidades 

propias de un conflicto armado no siempre deben calificarse como actos terroristas comoquiera 

que no necesariamente están prohibidas por el derecho humanitario, al contrario, pueden ser 

actos permitidos por dicha normatividad. (…) las hostilidades con el fin de realizar ataques en 

contra de combatientes o en contra de objetivos militares no necesariamente constituye un acto 

terrorista (…) Por consiguiente, no toda actuación desplegada por algún(os) miembro(s) de un 

grupo armado organizado al margen de la ley se puede calificar de terrorista y de allí la 

trascendencia que reviste el restringir esa catalogación a aquellos actos que están 

específicamente destinados a producir pánico o zozobra entre la población civil. 

 

(…) los actores del terrorismo pueden ser estatales o particulares, mientras que la acción 

terrorista, independientemente del sujeto que la realiza, siempre participará del elemento 

común (…): el uso indiscriminado de la violencia contra personas civiles”. 80 

 

En Sentencia de 27 de enero de 2016, de la Sección Tercera, con ponencia del Magistrado Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa, acogiendo el informe sobre terrorismo y derechos humanos de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2002), sostiene que: “el terrorismo puede ser 

 
80 El Consejo de Estado, Sección Tercera, en la Sentencia del 29 de abril de 2015 referida afirmó que “resulta esencial 
diferenciar el acto del actor, el delito de la persona, el terrorista del acto terrorista, hacer claridad respecto de que tanto fáctica 
como jurídicamente una cosa es el sujeto en sí y otra es la acción realizada por ese sujeto, comoquiera que la generalizada y en 
veces inapropiada utilización de la voz "terrorismo" califica acciones y descalifica actores, de manera que la distinción cobra 
importancia porque una –o varias– acción(es) terrorista(s) no necesariamente debe(n) conducir a catalogar al sujeto como 
terrorista. 



74 
 

perpetrado, a escala individual o colectiva, por una variedad de actores, incluyendo particulares o 

grupos, así como gobiernos, puede recurrir a distintos medios y grados de violencia, desde las meras 

amenazas concebidas para sembrar el pánico entre el público hasta las armas de destrucción masiva, y 

puede influir negativamente en una variedad de personas a quienes el derecho internacional acuerda 

protecciones particulares, como las mujeres, los niños y los refugiados” (Consejo de Estado, Sección 

Tercera, Exp. 39219, 2016). 

 

Frente a las posturas de la Sección Tercera del Consejo de Estado sobre la noción de actos de 

terrorismo investigaciones destacan que se denota una evolución en el sentido que resta interés sobre 

quien perpetró o protagonizó dichos actos, poniendo especial énfasis en nivel y tipo de violencia que se 

utiliza, la cual debe ser indiscriminada, abarcando diversas formas de “violencia física contra las 

personas, como el secuestro, la tortura o la ejecución extrajudicial; diversos ataques contra los bienes 

privados y públicos, como la destrucción de los mismos con materiales explosivos o incendiarios”, de tal 

manera que “para poder calificar un acto como “terrorista”, tal necesidad se deduce de la intimidación 

masiva, como quiera que lo que caracteriza al “terrorismo” es la aptitud para generar un clima de 

inseguridad y de terror” (Piñeros, 2017, p. 56-57). 

 

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en Sentencia de 14 de agosto 

de 2013, con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Salazar Otero, dentro del análisis de tipo penal de 

acto de terrorismo, previsto en el artículo 144 del Código Penal, reitera que es necesario para su 

estructuración que el sujeto, no cualificado: “i) realice una de las conductas alternativas: provocar o 

mantener en zozobra o terror a la población o parte de ella, ii) lo cual debe lograr a través de actos que 

pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o las edificaciones o medios de 

comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices, iii) utilizando para 

ese fin medios que tengan la capacidad de causar daños”. Sin embargo, también pone de presente que 

es pertinente observar que el acto delictivo este principalmente dirigido al amedrentamiento de la 

población acudiendo a actos que pongan en peligro la vida, integridad física o la libertad de las personas, 

puesto que además de ser una “conducta punible instantánea, de resultado objetivo, también es de 

peligro real, pues demanda el empleo de esos medios potencialmente dañinos a fin de obtener la 

finalidad propuesta, esta es, causar pánico en la comunidad, a condición de que los actos desplegados 

generen peligro a las personas o bienes mencionados en el tipo”. 
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Adicionalmente, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, con ponencia del 

Magistrado Eugenio Fernández Carlier pone de presente que al ser un tipo penal de peligro no requiere 

necesariamente que se produzca de forma efectiva la lesión a la vida o la integridad de la población civil 

“porque basta con generar temor o zozobra en la población con el empleo de elementos o medios 

potencialmente” (Sentencia SP3210-2017 de 2017). 

 

Como aspecto adicional a tener en cuenta se destaca (Torres, 2007 p. 65) que la Corte Suprema 

de Justicia Colombiana en sus pronunciamientos, de cara a determinar de configuración de hechos de 

terrorismo, ha observado que las acciones de los actores contra la población civil ajena al conflicto no 

constituyen actos de combate toda vez que dicha población no tiene la calidad de combatiente ni puede 

ser considerada como objetivo militar por quienes pretenden el cambio del establecimiento.   

 

Así mismo, la doctrina (Aponte, 2015, p. 119) resalta entre las sentencias de los Tribunales 

Especiales de Justicia y Paz la generada por la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá 

(2013), donde  analizando un caso sometido a estudio pone de presente que se configura el acto de 

terrorista, en los términos del artículo 144, dado que: i) el hecho (ataques) se cometió con ocasión y en 

desarrollo del conflicto armado; ii) dichos ataques fueron indiscriminados y excesivos, no se tuvieron en 

cuenta los principios de distinción y de proporcionalidad; iii) se ejecutaron con el fin de aterrorizarla.  

 

La Jurisdicción Especial para la Paz, Sala de Amnistía o Indulto (2023), acogiendo los postulados 

decantados por la Corte Suprema de Justicia afirma que “no solo basta que el sujeto activo provoque o 

mantenga en estado de zozobra o terror, sino que también es necesario que su intención sea la de 

generar dicha perturbación a la tranquilidad de la población”81 corroborando en tal sentido la necesidad 

de validar que el elemento subjetivo que caracteriza el hecho de terrorismo se constituya. Aunado a 

esto, esgrimiendo elementos que facilitan la determinación de estructuración de los hechos de 

terrorismo sostiene: 

 
81 La Sala Sala de Amnistía o Indulto de la Jurisdicción Especial para la Paz, trayendo a colación los pronunciamientos de la Corte 
Suprema de Justicia refiere que “La zozobra corresponde a una situación de intranquilidad, inquietud, aflicción, angustia, 
desazón, incertidumbre o desasosiego, mientras que el terror alude al miedo, pánico, temor, pavor o susto”. 
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“(…) es claro que para la configuración del tipo es necesario que los medios escogidos para 

provocar o mantener en estado de zozobra o terror deben ser capaces de generar tal fin. De lo 

contrario, no podría configurarse el tipo penal. No obstante, el delito de terrorismo no requiere, 

para su configuración, que se hayan generado daños o lesiones específicos, sino que basta con la 

puesta en peligro de los bienes jurídicos. En todo caso, puede ser que resulten comprometidos 

otros bienes jurídicos y, por tanto, se constituya un concurso heterogéneo con otras conductas” 

(JEP, Sala de Amnistía o Indulto, Rad. SAI-SUBB-AOI-D-001-2023). 

 

Para la Jurisdicción Especial para la Paz, Sala de Amnistía o Indulto, es determinante que se 

valide el estado de temor que generen los hechos en la población o parte de ella, para que se configure 

un hecho como terrorismo. Esto se puede evidenciar en el estudio de un caso sometido a su análisis 

donde sostuvo que “para la Sala no hubo una puesta en peligro de la sociedad o el colectivo. Es más, la 

Sala aclara que el delito de terrorismo es un delito común, cuyo verbo rector o conducta consiste en 

provocar o mantener estado de zozobra o terror a la población o a un sector; sin embargo, en este caso 

no se concretó pues ni siquiera se provocó —menos se mantuvo— en un estado de zozobra o terror a la 

población que vive aledaña a CATAM” (JEP, Sala de Amnistía o Indulto, Rad. SAI-AOI-D-001-2024). 

 

En lo correspondiente a la normatividad colombiana que se ha emitido para asistir y atender a 

las víctimas de los hechos de terrorismo, desde el ámbito administrativo, se encuentra que se ha 

centrado principalmente en la noción de “atentado terrorista”, considerando la afectación que de forma 

indiscriminada genera a la población. Así como antecedentes se encuentran el Decreto 444 de 199382 

que hizo alusión a la noción de “atentados terroristas” sin definirlo, pero por remisión a normas sobre 

atención hospitalaria entendiéndolos como “aquellos actos, provenientes de organizaciones criminales, 

que atenten en forma indiscriminada contra la población civil causando un daño en su integridad 

física”83. Otros referentes son la Ley 104 de 199384 y Ley 418 de 199785 que refieren el término 

 
82 Por el cual se dictan medidas de apoyo a las víctimas de atentados terroristas, el cual no se encuentra vigente. 
83 Decreto 263 de 1993 por el cual se dictan medidas tendientes a garantizar la atención hospitalaria, a las víctimas de atentados 
terroristas, art. 2. 
84 Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras 
disposiciones, derogada por el art. 131, Ley 418 de 1997. 
85 Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras 
disposiciones. 
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“atentado terrorista” sin precisar su definición, pero en esta última concibiéndolos como aquellos que 

generan perjuicios en la vida, o grave deterioro en la integridad personal o en bienes de personas de la 

población civil (art. 15) 

 

Pese a la referencia de estos marcos normativos a la denominación “atentados terroristas”, los 

reportes en documentos oficiales no registraban hechos o víctimas asociadas a este tipo de hecho 

victimizante, como se puede detallar en la figura 1.   

 

Figura 1. Universo por hechos victimizantes (histórico con corte año 2011). 

 

Fuente: Consejo Nacional de Política Económica y Social [CONPES 3712], p. 14, 2011) 

 

Si bien el reporte relaciona diversos hechos victimizantes, incluye homicidio, desaparición 

forzada, lesiones con o sin incapacidad permanente, secuestro, tortura, reclutamiento forzado de 

menores y delitos contra la libertad e integridad sexual, no registra datos sobre atentados terroristas, 

hecho contemplado normativamente, ni tampoco sobre “actos de terrorismo”. 
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En la Ley 1448 de 201186, "Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones", modificada por la 

Ley 2421 de 2024, igualmente se hizo alusión a la denominación “atentados terroristas” sin proponer 

una definición, pero se observa como elementos importantes que los concibe: i) como hechos que 

generan afectación en los derechos fundamentales a la vida, integridad personal, libertad personal, 

libertad de domicilio, residencia, y bienes, y , ii) que son hechos masivos (art. 48).   

 

La misma norma dispone que ante la ocurrencia  de este tipo de hechos las autoridades 

competentes87 deben realizar un acta y un censo con la descripción detallada de las circunstancias de 

tiempo, modo y lugar del evento masivo; un informe de verificación de las circunstancias que lo 

ocasionaron, un censo con identificación de las personas afectadas por el evento masivo, los cuales se 

deben remitir a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de las 

Víctimas88, para la inscripción Registro Único de Víctimas, que corresponde a un registro administrativo 

que comprende el universo total de víctimas del conflicto armado interno colombiano (Ley 1448 de 

2011, arts. 48 y 154). 

 

A su vez, en el marco normativo establecido en el año 2011 para atender, asistir y reparar a la 

población víctima del conflicto armado con pertenencia a comunidades étnicas, igualmente se acude a 

la noción de atentado terrorista, bajo una concepción de una victimización masiva o colectiva, sin 

precisar una definición. 

 

En este sentido, el Decreto Ley 4633 de 2011 (art. 74) dispone que en el evento en el que se 

presenten atentados terroristas que afecten a pueblos o comunidades indígenas, el Ministerio Público, 

la Alcaldía y la Autoridad de la comunidad indígena víctima, deben realizar un acta y un censo con una 

descripción detallada de las condiciones de modo, tiempo y lugar del evento masivo, así como un 

informe de verificación de las circunstancias que lo ocasionaron, así como elaborar un censo de las 

comunidades, familias y personas pertenecientes al pueblo o la comunidad indígena afectados en sus 

 
86 Modificada por la Ley 2421 de 2024, "Por la cual se modifica la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones sobre 
reparación a las víctimas del conflicto armado interno" 
87 De conformidad con el artículo 48 de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, los competentes son el 
Ministerio Público y la Alcaldía correspondiente. 
88 Entidad creada por el artículo 166 de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024. 
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derechos, relacionando nombre, pertenencia étnica y ubicación de las comunidades indígenas afectadas 

en sus derechos fundamentales a la vida, a la integridad cultural, al territorio y bienes; y número 

diferenciado de individuos pertenecientes a cada comunidad, para proceder a su registro. 

 

En lo que respecta a las comunidades víctimas del pueblo Rom, el Decreto Ley 4634 de 2011 

(art. 52) sostiene que en  el evento que se presenten atentados terroristas que afecten al pueblo Rom, la 

Alcaldía Municipal a través de la Secretaría de Gobierno, funcionario o autoridad que corresponda, y con 

el acompañamiento de la Personería Municipal, autoridad o Representante de las Kumpañy afectadas, 

deberá elaborar el censo de las familias y personas pertenecientes al pueblo Rom afectados en sus 

derechos que debe contener información sobre número, nombre y ubicación de las personas y las 

Kumpañy afectadas en sus derechos fundamentales a la vida, integridad cultural, a la libertad de 

circulación, a sus bienes, así como el número diferenciado de individuos pertenecientes a las Kumpañy 

para proceder a su registro.  

 

Se observa en los anteriores referentes normativos que se acude constantemente a la 

denominación de atentados terroristas, con una concepción de un hecho masivo, encaminado a generar 

terror en la población civil, sin referir una definición legal. 

 

Por su parte, el Manual Criterios de Valoración (2021)89, el Manual Operativo Gestión de la 

Declaración90  y Manual Operativo para la Toma de la Declaración en Línea91, instrumentos generados 

por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para 

la implementación de la Ley 1448 y los Decretos Ley Étnicos y que regulan la actuación administrativa 

para inscripción en el Registro Único de Víctimas, establecen entre la categorización de hechos 

 
89 Manual Criterios de Valoración, Versión 3. El Manual Criterios de Valoración es una herramienta que contiene la información 
mínima necesaria que guía el procedimiento mediante el cual la Subdirección de Valoración y Registro (SVR), de la Unidad para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (Unidad para las Víctimas) creada por la Ley 1448 de 2011 y reglamentada por los 
decretos 4800 de 2011, 1377 de 2014 y otros, realiza la valoración de las solicitudes de inscripción en el Registro Único de Víctimas 
(RUV) (p. 6), https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2021/07/manualcriteriosdevaloracionv3.pdf 
90 Que establece las directrices frente a las actividades realizadas en el procedimiento Gestión de la Declaración para el envió 
físico de los Formatos Únicos de Declaración (FUD) a las oficinas del Ministerio Público y Consulados tomen la declaración 
https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2020/01/22manualoperativogestiondeladeclaracionv1.pdf 
91 Que tiene por objeto brindar información detallada del diligenciamiento del FUD, en el aplicativo dispuesto por la Unidad para 
la Atención y Reparación Integral a las Victimas para la toma de la declaración en línea con el fin de orientar a los funcionarios de 
las oficinas del Ministerio Público y Consulados en la instalación y funcionamiento de la herramienta. 
https://www.unidadvictimas.gov.co/wpcontent/uploads/2020/01/23manualoperativoparalatomadeladeclaracionenlineav1.pdf 
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victimizantes el “Acto terrorista /Atentados /Combates /Enfrentamientos/Hostigamientos” bajo el 

entendido que estos son “Hechos que atentan contra la vida y la integridad personal, causando terror en 

la población y “pueden ser perpetrados a escala individual o masiva, por una gran variedad de actores 

(…) desde las meras amenazas concebidas para sembrar el pánico entre el público hasta las armas de 

destrucción masiva, y puede influir negativamente en una variedad de personas a quienes el derecho 

internacional acuerda protecciones particulares (…)”.92 

 

Conceptualizando y delimitando puntualmente el hecho victimizante de acto terrorista, en el 

mismo Manual de Criterios de Valoración se sostiene que “Los actos terroristas se han caracterizado por 

ser “actos criminales contra un Estado o cuya finalidad sea infundir terror a personas individuales, 

grupos de personas o al público en general” (p. 46). 

 

Adicionalmente, se destacan aspectos acogidos internacionalmente para caracterizar la noción 

de “actos de terrorismo” en el siguiente sentido: 

 

[…] la CIDH estableció que los actos de terrorismo “pueden ser perpetrados a escala individual o 

colectiva, por una gran variedad de actores” y que comprenden “desde meras amenazas 

concebidas para sembrar el pánico entre el público hasta las armas de destrucción masiva y 

puede[n] influir negativamente en una variedad de personas a quienes el Derecho Internacional 

acuerda protecciones particulares”. 

 

Asimismo, el Comité Especial creado para edificar la Convención General sobre el Terrorismo 

Internacional, estableció que comete el delito de terrorismo “quien ilícita o intencionalmente y 

por cualquier medio cause: la muerte o lesiones corporales graves a otra persona o personas; o 

daños graves a bienes públicos y privados, incluidos lugares de uso público, instalaciones 

públicas o gubernamentales, redes de transporte público, instalaciones de infraestructura o el 

medio ambiente; o daños a los bienes, lugares, instalaciones o redes mencionados a que se le 

hace referencia en el apartado precedente, cuando produzcan o puedan producir un gran 

 
92 El Manual Criterios de Valoración refiere como fuente del concepto la (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2002) 
(Manual Criterios de Valoración, 2021, p. 46) 
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perjuicio económico; si el propósito de tal acto es, por su naturaleza o contexto, intimidar a la 

población u obligar a un gobierno o una organización internacional a hacer o dejar de hacer 

algo” (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, 2008). 

 

En el mismo sentido, el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 

en su Resolución 1566 de 2004, se refirió a los actos terroristas como “actos criminales, inclusive 

contra civiles, cometidos con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves o de 

tomar rehenes con el propósito de provocar un estado de terror en la población en general, en 

un grupo de personas o en determinada persona, intimidar a una población u obligar a un 

gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de realizarlo” 

(Consejo de Seguridad de la ONU, 2004). (p. 47). 

 

Por otra parte, el Manual de Criterios de Valoración incorpora la noción “atentado” 

concibiéndolo como “Todo ataque dirigido contra una persona, sus derechos o bienes”. Sin embargo, en 

la búsqueda de dar una descripción que contribuya a la identificación de sus elementos característicos, 

se precisa que de conformidad con el marco normativo humanitario “el atentado podría ser entendido 

como aquella acción encaminada a causar afectaciones a los derechos de una o varias personas, quienes 

guardan relación en común por motivos ideológicos o políticos, con el fin de infundir terror a la 

comunidad en general y se encuentran prohibidos según el Protocolo II a los Convenios de Ginebra 

(1949)” (p. 47) . 

 

Bajo esta perspectiva, la institucionalidad encargada de adelantar en reconocimiento de las 

vítimas del conflicto armado colombiano, reporta en el Registro Único de Vìctimas93 la inclusión de 

92.585 personas cómo victimas de “Acto terrorista/Atentados/Combates/ Hostigamientos”, con corte al 

31 de enero de 2024, como se muestra en la tabla 1.  

 

 
93  La información del del Registro Único de Víctimas refleja la información recabada por la herramienta administrativa 
denominada el “Formato Único de Declaración - FUD”, que es de diligenciamiento exclusivo del Ministerio Público, donde se 
categoriza los hechos victimizantes, incluyendo en un solo universo al Acto terrorista / Atentados / Combates / Enfrentamientos 
/ Hostigamientos. 
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Tabla 1. Hechos víctimizantes reconocidos en el marco del conflicto armado colombiano (Corte enero de 

2024). 

Hecho Victimizante * 
Personas víctimas 

del conflicto 
armado 

Eventos **  

Acto terrorista / Atentados / Combates / Enfrentamientos / 
Hostigamientos 92.585 101.057 

Amenaza 674.852 727.733 

Delitos contra la libertad y la integridad sexual en desarrollo del 
conflicto armado 39.990 41.774 

Desaparición forzada 194.485 208.476 

Desplazamiento forzado 8.591.385 9.899.132 

Homicidio 1.100.422 1.197.941 

Minas Antipersonal, Munición sin Explotar y Artefacto Explosivo 
improvisado 12.340 12.664 

Secuestro 38.154 39.552 

Tortura 10.498 10.649 

Vinculación de Niños Niñas y Adolescentes a Actividades 
Relacionadas con grupos armados 9.719 10.468 

Abandono o Despojo Forzado de Tierras 39.549 45.146 

Perdida de Bienes Muebles o Inmuebles 127.940 137.766 

Lesiones Personales Físicas 17.161 17.319 

Lesiones Personales Psicológicas 15.218 15.343 

Confinamiento 138.042 206.910 

Sin información 51.380 53.842 

* Delitos o situaciones de los cuales las personas fueron víctimas 

** Ocurrencia de un hecho victimizante a una persona, en un lugar (municipio) y en una fecha 

determinada. 

Fuente: Red Nacional de Información https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-

de-victimas/ Corte: 31/01/2024 

 

En los datos referenciados en la tabla se puede observar que el Registro Único de Víctimas 

engloba las victimizaciones de “Acto terrorista / Atentados / Combates / Enfrentamientos / 

Hostigamientos”, por la concepción que se asume en Manual de Criterios de Valoración sobre esta 

categoría, sin que se pueda establecer las víctimas se encuentran reconocidas específicamente por el 

hecho “actos de terrorismo”. 

 

Sumado a lo anterior, en la herramienta institucional denominada “Guía metodológica para la 

formulación y actualización de planes de contingencia para la atención inmediata de víctimas del 

https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/
https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/
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conflicto armado en Colombia” establecida por la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas, si bien concibe el “Acto terrorista” como aquellos hechos que atentan contra la 

vida y la integridad de la persona, los cuales se entienden que causan terror y pueden ser perpetrados a 

escala individual o masiva, por una gran variedad de actores”, se precisa que “Teniendo en cuenta lo 

señalado en el Decreto 3990 de 200794, eventos terroristas corresponden a los provocados con bombas 

u otros artefactos explosivos, los causados por ataques terroristas a municipios, que generen a personas 

de la población civil la muerte o deterioro en su integridad personal” a su vez que se entiende por 

atentado “todo ataque dirigido contra una persona sus derechos o bienes”. (Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, 2022, p. 28). 

 

Aunado a esto, de cara al reconocimiento administrativo de las víctimas del conflicto armado, la 

Corte Constitucional ha incluido en su jurisprudencia la noción de narcoterrorismo, manifestando que  

“(…) se desprende que el modo de operar del narcoterrorismo tenía la finalidad de sembrar el pánico al 

interior de la población civil y perseguía a su vez fines políticos, por lo cual es responsabilidad del Estado 

a la luz de la Constitución y las obligaciones internaciones, generar medidas de asistencia y protección 

de estas víctimas y no invisibilizarlas al omitir reconocer la relación que tuvo el narcoterrorismo con el 

conflicto armado” (Corte Constitucional, T-364-15). 

 

La revisión anterior deja ver que existe un sinnúmero de denominaciones respecto a los hechos 

de terrorismo que pueden tener ocurrencia con ocasión del conflicto armado colombiano, sin que exista 

unicidad en la denominación y definición de los “actos de terrorismo” para su reconocimiento 

particularmente administrativo, lo cual dificulta la identificación  con claridad sobre los elementos que 

se deban considerar al momento de realizar su calificación, impactando en la identificación y  

determinación del universo de  las víctimas de este hecho, así como en la implementación de acciones 

establecidas normativamente como respuesta adecuada a las afectaciones padecidas por su 

materialización. Tomando en cuenta lo analizado de Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley Étnicos, así 

como en el CONPES 3712, se visualiza una herencia de centrar y mantener un reconocimiento 

 
94 El Decreto 056 de 2015, que deroga el Decreto 3990 de 2007, establece que para efectos de su aplicación considera como 
“eventos terroristas” “los provocados con bombas u otros artefactos explosivos, los causados por ataques terroristas a 
municipios, así como las masacres terroristas, que generen a personas de la población civil, la muerte o deterioro en su integridad 
personal”. 
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administrativo bajo la concepción de “atentados terroristas”, “atentados” o “ataques terroristas”, más 

no de una noción de “actos de terrorismo”. 

 

En este escenario, la calificación administrativa del hecho de actos de terrorismo, para la 

reconocimiento e inscripción de las víctimas en el marco del conflicto armado interno colombiano en el 

registro definido normativamente para el efecto, se encuentra permeada por los siguientes aspectos:  

- Por la variada concepción de acto de terrorismo que se ha adoptado, que dificulta la 

identificación y validación de los elementos objetivos y subjetivos que lo constituyen.  

- El establecimiento de un marco normativo que adoptan variedad de términos y 

conceptos que hacen más compleja la determinación y reconocimiento de las víctimas de los 

actos de terrorismo, por ejemplo, se incluyen las denominaciones de atentados terroristas, 

atentados, eventos terroristas, entre otros. 

- La variedad de denominaciones que ha adoptado por parte de la jurisprudencia de las 

Altas Cortes frente a los que pueden constituirse como actos de terrorismo. 

- La indefinición de los elementos constitutivos de los actos de terrorismo en los 

instrumentos de política pública que rigen el reconocimiento administrativo de las víctimas del 

conflicto armado interno colombiano.  

- La adopción y agrupación de categorías de hechos víctimizantes que invisibiliza la magnitud 

de los actos terroristas que han tenido ocurrencia en el marco o con ocasión del conflicto 

armado interno. 
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CAPITULO II.  RESPUESTA ESTATAL FRENTE A LAS VÍCTIMAS DE HECHOS TERRORISMO EN EL MARCO 

DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO. 
 

1. Definición de víctima del conflicto armado interno en Colombia. 
 

Sostiene la doctrina (Diaz, 2009) que “la noción de víctima está necesariamente vinculada a la 

definición de violaciones de los derechos humanos o crímenes o conductas reprochables […]” y “La 

definición de las violaciones de los derechos humanos o de los crímenes que dan lugar a reparación en 

el marco de un programa administrativo obedece a las particularidades de la represión o la guerra de 

que se trate, al poder que puedan ejercer distintos actores de la sociedad –incluidos los grupos de 

víctimas, los propios responsables de las violaciones, la comunidad de derechos humanos y los 

movimientos feministas, entre otros– y a consideraciones políticas sobre disponibilidad presupuestal” 

(p. 149). 

 

Bajo este entendido, la noción de víctima de conflicto armado que se construye y adopta, 

deviene, de manea general, de la dinámica del conflicto y las victimizaciones que genera daños a la 

población y la respuesta estatal que se pretende frente a quienes lo han sufrido.  

 

 En el caso colombiano, en los documentos generados por la Comisión Histórica del Conflicto y 

sus Víctimas 95 (2015) para contribuir al entendimiento del conflicto armado, se pone de manifiesto que:  

i) se trata […] de un conflicto prolongado, ya sea que se inicie desde la Violencia (o antes), desde la 

emergencia de las guerrillas post-revolución cubana o a partir los años ochenta del siglo pasado. En 

cualquiera de los tres casos, la confrontación armada en Colombia constituye una de las más antiguas 

del mundo”; ii) se trata de un conflicto complejo, debido al número de actores involucrados: el Estado, 

no siempre aglutinado alrededor de las mismas políticas y en muchas ocasiones fracturado entre 

instituciones y entre sus niveles central, regional y local; grupos guerrilleros con distinta orientación 

político-estratégica; y bandas paramilitares […]; iii) ha sido en esencia un conflicto discontinuo, pues 

 
95 La Comisión de Historia del Conflicto y sus Víctimas, fue creada por la Mesa de Paz entre el gobierno nacional de Colombia y 
las FARC, en el marco del “Acuerdo general para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”, 
instalada en La Habana – Cuba el 21 de agosto de 2014, con el objetivo de contribuir a la comprensión de la complejidad del 
contexto histórico del conflicto interno colombiano y para proveer insumos para las delegaciones en la discusión de los diferentes 
puntos del Acuerdo General.  
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aunque las llamadas guerrillas de “primera generación” decayeron, a partir de los años ochenta no solo 

renacieron sino que coincidieron con un desbordamiento de los grupos armados de extrema derecha; iv) 

ha sido un conflicto con enormes diferencias regionales. Tal como han mostrado distintas 

investigaciones, las heterogéneas formas de poblamiento y ocupación de la tierra, de relacionamiento 

de la población local con las autoridades nacionales, además de otros factores, han generado una 

multiplicidad de dinámicas en el conflicto armado […]; v) ha sido un conflicto atroz, pues la población 

civil ha sido la que ha resultado más damnificada en la confrontación; y vi) se trata de un conflicto con 

raíces políticas, en la medida en que involucra proyectos de sociedad que los actores percibieron como 

antagónicos y, por tanto, fundados en una “enemistad absoluta”.” 

 

Así como el conflicto que afecta a Colombia ha recibido, a través de su larga duración, una 

variedad de denominaciones, tomando en consideración, entre otros factores, la diversidad de actores, 

su forma de organización y operación, complejidades nacionales y regionales de diversa índole, 

motivaciones e intereses, antes referidos, quienes han padecido las consecuencias de ese accionar 

violento han sido concebidas como víctimas con variadas definiciones legales, con el fin de dar una 

respuesta desde el ámbito administrativo por parte del Estado y permitirles a quienes han visto 

afectados sus derechos por el conflicto ser destinatarios de acción humanitaria96 estatal, de las medidas 

de asistencia, atención, y reparación integral, sean estas individuales o colectivas, que se prevén desde 

las normas de justicia transicional97, haciendo efectivo el goce de sus derechos, de forma que se 

reivindique su dignidad y se logre la materialización del Estado Social de Derecho. 

 

 
96 “Es necesario observar que esta concepción tradicional de la acción humanitaria pone de relieve el componente de “ayuda”, 
que se hace más evidente y tangible en una crisis. Pero la acción humanitaria también abarca un componente de protección que 
implica una interacción continua y de largo plazo con los garantes de derechos (y las instituciones) que son responsables de 
preservar la seguridad, la integridad física y la dignidad de las personas afectadas por los conflictos armados y otras situaciones 
de violencia”. Guinote, F. S.  (s.f.). Preguntas y respuestas: el CICR y un análisis del “nexo acción humanitaria-desarrollo-paz (902), 
3. International Review of the Red Cross 
97 En la Ley 1448 de 2011, artículo 8, concibe por justicia transicional  “los diferentes procesos y mecanismos judiciales o 
extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad por garantizar que los responsables de las violaciones contempladas en 
el artículo 3º de la presente Ley, rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la reparación 
integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la 
desarticulación de las estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación nacional y la paz duradera y 
sostenible” 
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Inicialmente, en el Decreto 444 de 199398, expedido con el fin de velar porque se hagan 

efectivos los derechos constitucionales de las víctimas de los atentados terroristas, debido a la 

agravación significativa de la situación de orden en razón de las acciones terroristas de las 

organizaciones guerrilleras y de la  delincuencia organizada para la época, se establece que para los 

efectos de dicho decreto “se entiende por víctimas aquellas personas que sufren directamente 

perjuicios por razón de los atentados terroristas cometidos con bombas o  artefactos explosivos que 

afecten en forma indiscriminada a la  población” 99 (Decreto 444, art. 1, 1993).  

 

En la Ley 104 de 1993, norma que fue derogada en el año 1997 mediante el artículo 131 la Ley 

418, la cual tenía como objeto “dotar al Estado colombiano de instrumentos eficaces para asegurar la 

vigencia del Estado Social y Democrático de Derecho y garantizar la plenitud de los derechos y libertades 

fundamentales reconocidos en la Constitución Política”, para la búsqueda de la convivencia y la eficacia 

de la justicia, se estableció una noción de víctima, en el siguiente sentido: 

 

“Para los efectos de esta Ley se entiende por víctimas aquellas personas que sufren 

directamente perjuicios por razón de los atentados terroristas cometidos con bombas o 

artefactos explosivos y las tomas guerrilleras que afecten en forma indiscriminada a la 

población” (Ley 104, art. 18). 

 

A su vez en la misma Ley, como respuesta a las víctimas referidas, se dispuso lo siguiente:  

“En desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas 

de atentados terroristas, éstas recibirán asistencia humanitaria, entendiendo por tal la ayuda 

indispensable para atender requerimientos urgentes y necesarios para satisfacer los derechos 

constitucionales de dichas personas que hayan sido menoscabados por la acción terrorista (…)” 

(Ley 104, art. 19, 1993) 

 
98 “Por el cual se dictan medidas de apoyo a las víctimas de atentados terroristas”, expedido en el marco del Estado de Conmoción 
Interior declarado por medio del Decreto 1793 de 1992.  
99 De acuerdo con el Decreto 263 de 1993, expedido en el marco del Estado de Conmoción Interior declarado por medio del 
Decreto 1793 de 1992, que regulaba prestan servicios de salud para víctimas de atentados terroristas, entiende como tales 
“aquellos actos, provenientes de organizaciones criminales, que atenten en forma indiscriminada contra la población civil 
causando un daño en su integridad física” (artículo 2). 
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Esta normativa enmarca la noción de víctima centrada en atentados terroristas y las tomas 

guerrilleras, atendiendo a los hechos más frecuentemente que azotaban a Colombia para el momento, 

que afectaban de forma indiscriminada a la población y generaban victimizaciones con daños de grandes 

proporciones (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014, p. 102). 

 

Seguidamente, en el año 1995, con la expedición de la Ley 241100, mediante la cual se prorroga 

la vigencia, se modifica y adiciona la Ley 104 de 1993, se adopta el siguiente concepto de víctima:  

 

"Para los efectos de esta Ley se entiende por víctimas aquellas personas que sufren perjuicios 

por razón de los atentados terroristas cometidos con bombas o artefactos explosivos, ataques 

guerrilleros y combates que afecten en forma indiscriminada a la población y masacres 

realizadas en forma discriminada por motivos ideológicos o políticos contra un grupo de 

población civil en el marco del conflicto armado interno” (Ley 241, art. 10, 1995). 

 

Se observa en esta noción que, además de incluir situaciones propias del conflicto -

combates-, se introduce aspectos relevantes, tales como: i) Que las acciones referidas sean generadas 

por motivos ideológicos o políticos; ii) Que se adelanten contra un grupo de población civil; iii) Que se 

genere en el marco del conflicto armado interno. 

 

En 1997, mediante la Ley 387101, con un enfoque humanitario, se concibe legalmente la noción 

de víctima del desplazamiento interno por la violencia, indicando que se entiende por desplazado:  

“(…) toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando 

su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad 

física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 

amenazadas con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno; 

 
100 Norma que fue derogada mediante el artículo 131 la Ley 418 del año 1997. 
101 “Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y esta 
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia” 
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disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos 

Humanos, infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de 

las situaciones anteriores que puedan alterar drásticamente el orden público” (Ley 387 de 1997, 

art.  1). 

 

En la concepción que expone la norma citada, sobre del desplazamiento forzado interno, es 

evidente que se vislumbra su victimización desde múltiples escenarios de violencia. En este sentido,  la 

jurisprudencia constitucional sostiene que “dicho concepto debe ser entendido de manera amplia 

teniendo en cuenta que sus causas pueden ser diversas, indirectas, y con la participación concurrente de 

diversos actores, tanto ilegítimos como legítimos, de forma tal que el hecho generador del 

desplazamiento puede provenir tanto de grupos guerrilleros, paramilitares o del propio Estado, por 

consiguiente, la calidad de desplazado por la violencia no se adquiere a partir de situaciones 

directamente relacionadas con el conflicto armado interno, sino que puede configurarse por hechos 

indirectos entre los cuales se encuentra el hostigamiento o las amenazas realizadas por parte de grupos 

armados al margen de la ley, que generan un temor fundado en la persona que le obliga a desplazarse 

dentro o fuera de su población, sin que para ello el perpetrador de la acción deba tener motivaciones 

políticas o ideológicas específicas” (Corte Constitucional, Sentencia T-689 de 2014). 

 

Seguidamente mediante la Ley 418 de 1997102, que forma parte del “conjunto de regulaciones 

que el Estado colombiano ha producido […] para afrontar el conflicto armado”, tanto en lo que tiene que 

ver con las víctimas del mismo, como frente a los actores que operan o hacen parte de los grupos 

organizados al margen de la ley”103,  se dispone que para efecto de dicha ley: 

 

“(…) se entiende por víctimas, aquellas personas de la población civil que sufren perjuicios en su 

vida, grave deterioro en su integridad personal y/o bienes, por razón de actos que se susciten en 

 
102 La Ley 418 de 1997, “Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia 
y se dictan otras disposiciones”, tiene por objeto “dotar al Estado colombiano de instrumentos eficaces para asegurar la vigencia 
del Estado Social y Democrático de Derecho y garantizar la plenitud de los derechos y libertades fundamentales reconocidos en 
la Constitución Política y/o los Tratados Internacionales aprobados por Colombia”, prorrogada por las Leyes 782 de 2002, 1106 
de 2006, 1421 de 2010, 1738 de 2014, 1941 de 2018,  y modifica, adiciona y prorroga por la Ley 2272 de 2022. 
103 Corte Constitucional Sentencia C-914/10 
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el marco del conflicto armado interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y 

masacres entre otros” (Ley 418, art. 15, 1997)  

 

En esta definición cabe resaltar que se acude a considerar como víctimas a quienes sufren 

perjuicios por la ocurrencia de actos en el contexto de conflicto armado interno, dejando abierto el tipo 

de actos por los que pueden sufrir ese perjuicio, al hacer referencia a los atentados terroristas, 

combates, ataques y masacres, de forma enunciativa, más no restrictiva. 

 

A su vez, en la misma Ley 418 determinó que quienes sufrieran perjuicios “por causa de 

homicidios u otros atentados o agresiones contra la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad 

personales, cometidos por móviles ideológicos o políticos, o sean objetos de amenazas referentes a la 

comisión de atentados o agresiones de esta naturaleza, serán beneficiados por una ayuda humanitaria 

de emergencia, tendiente a mitigar o a impedir la agravación o la extensión de los efectos de los 

mismos” (art. 49). 

 

Posteriormente, en la modificación normativa realizada a través de la Ley 782 de 2002104, se 

incluye algunos ajustes al texto del artículo 15 de la Ley 418, frente a la noción de víctima, así:  

 

“(…) se entiende por víctimas de la violencia política, aquellas personas de la población civil que 

sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad personal o en sus bienes, por 

razón de atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres en el marco del 

conflicto armado interno. Son víctimas los desplazados en los términos del artículo 1o. de la Ley 

387 de 1997”. 

Así mismo, se entiende por víctima de la violencia política toda persona menor de edad que 

tome parte en las hostilidades” (Ley 782, art. 6, 2002). 

 

 
104 "Por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y se 
modifican algunas de sus disposiciones". 
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Mediante este ajuste normativo se precisa la noción de víctima de la violencia política, y los 

actos por los cuales se considera que puede ser víctima pasan, de forma enunciativa, a ceñirse a los 

atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres, sin embargo, se avanza incluyendo 

como víctimas a las personas consideradas como desplazadas según la Ley 387 y a los menores de edad 

que tome parte en las hostilidades. 

 

Posteriormente, la Corte Constitucional en su jurisprudencia generada, por revisión de 

constitucionalidad de las normas antes mencionadas, precisó dos aspectos: i) que también son 

destinatarios de los instrumentos de protección consagrados en dicha ley, las víctimas de los delitos de 

desaparición forzada y sus familias105; y ii) acudiendo a una interpretación sistemática de los artículos 15 

y 49 de la Ley 418, para precisar el concepto de víctima, manifiesta que el artículo 49 sólo prevé una 

ayuda humanitaria de emergencia, en cambio el artículo 15 es una norma de definición que delimita el 

concepto de víctima, de forma tal que en el artículo 15 existe una identificación del sujeto víctima desde 

dos puntos de vista, uno objetivo como personas de la “población civil” y subjetivo, basado en el 

sufrimiento de unos perjuicios que causan lesión en tres bienes jurídicamente tutelados: vida, integridad 

personal (por grave deterioro) y bienes, por razón de 5 tipos de actos o eventos criminales: “atentados 

terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres” (Corte Constitucional, Sentencia C-914 de 2010) 

 

Pocos años después, en la búsqueda de la consecución de la paz y reconciliación nacional, se 

expide la Ley 975 de 2005106, con el objeto de facilitar el avance en procesos de paz y de reincorporación 

a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, sea de forma individual o colectiva, 

regulando lo concerniente a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las 

personas vinculadas a estos grupos, como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y 

con ocasión de su pertenencia, que decidieran desmovilizarse, garantizando los derechos de las víctimas 

a la verdad, la justicia y la reparación (art. 1 y 2). 

 
105 La Corte Constitucional sustentando dicha postura en los siguientes argumentos: “(…) la diferenciación establecida en la 
descripción de los destinatarios del régimen de beneficios consagrado en el artículo 6º de la ley 782 de 2002, por la cual se 
modifica el artículo 15 de la ley 418 de 1997, configura un nítido trato discriminatorio frente a las víctimas de los delitos de 
desaparición forzada y sus familias. Porque no existe una justificación válida desde la perspectiva constitucional que explique por 
qué se niega a las víctimas de la desaparición forzada una protección efectiva por parte del Estado a través de los beneficios 
establecidos en la ley 418 de 1997 y sus modificaciones.” 
106 “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, 
que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 

humanitarios”. 
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En este instrumento, propio de una justicia transicional, donde se busca solventar “la existencia 

de una tensión entre el objetivo social de lograr un tránsito efectivo hacia la paz o la democracia, y los 

derechos de las víctimas a que las violaciones de derechos sean investigadas, enjuiciadas y castigadas 

por el Estado, y a que se logre una efectiva reparación” 107 (Corte Constitucional, Sentencia C-370 de 

2006), se adopta el concepto de víctima108 en el siguiente sentido:  

“(…) persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones 

transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o 

sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus 

derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan 

transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley 

(…)” (Ley 975, art. 5,2005). 

 

Como se puede observar en la exposición de motivos de proyectos de la Ley de Justicia y Paz, el 

legislador consideró importante que la definición de víctima tuviera un efecto jurídico claro y concreto, 

en el marco de aplicación de dicha Ley, razón por la cual optó por aquella definición que coincidiera con 

quienes tendrían derecho a participar en los procesos judiciales y a exigir las reparaciones del caso 

(Fiscalía General de la Nación, 2013, p. 6).  

 

Entre los aspectos por destacar de la definición de víctima prevista en la Ley 975 de 2005 se 

encuentran: i) que además de las personas individual consideradas, se incorpora la noción 

 
107 Corte Constitucional en la Sentencia C-370/06 igualmente sostiene que “El logro de una paz estable y duradera que sustraiga 
al país del conflicto por medio de la desmovilización de los grupos armados al margen de la ley puede pasar por ciertas 
restricciones al valor objetivo de la justicia y al derecho correlativo de las víctimas a la justicia, puesto que de lo contrario, por la 
situación fáctica y jurídica de quienes han tomado parte en el conflicto, la paz sería un ideal inalcanzable”. 
108 Artículo 5 de la Ley 975 de 2005, modificado por el artículo 2 de la Ley 1592 de 2012. En este artículo también se establece 
que “se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, 
primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. La condición de víctima se 
adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda procese o condene al autor de la conducta punible y sin 
consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima. Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros 
de la Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, 
psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de 
algún integrante o miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley. Asimismo, se tendrán como víctimas al 
cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la fuerza 
pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia 
de los actos ejecutados por algún integrante o miembros de los grupos organizados al margen de la ley”. 
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colectivamente; ii) que se centra en los daños directos que sufran estas personas; iii) se precisa que las 

acciones generadoras de esos daños deben ser realizadas por grupos armados organizados al margen de 

la ley, y; iv) por el ámbito de aplicación de la Ley 975, que los daños sean consecuencia de acciones que 

transgredan la norma penal, incorporando así los tipos penales definidos en el marco normativo 

colombiano. 

 

En el año 2008, el Gobierno colombiano considerando conveniente crear el “programa para la 

reparación administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley, con 

fundamento en el principio de solidaridad con las víctimas”109, soportado en lo previsto en la Ley 418 de 

1997 y Ley 975 de 2005, expidió el Decreto 1290110, precisando para efectos de su aplicación, una clase 

de violaciones, victimizaciones o hechos como conductas violatorias de los derechos fundamentales, así: 

i) Homicidio, ii) Desaparición forzada y secuestro, iii) Lesiones personales y psicológicas que produzcan 

incapacidad permanente, iv) Lesiones personales y psicológicas que no causen incapacidad permanente, 

v) Tortura, vi) Delitos contra la Libertad e Integridad Sexual, vii) Reclutamiento ilegal de menores, y viii) 

Desplazamiento forzado (Decreto 1290, art. 5, 2008). 

 

Como se puede observar en lo revisado hasta este punto, la regulación emitida por el Estado 

colombiano para afrontar el dinamismo del conflicto y atender a las víctimas, ha sido de construcción 

progresiva, pero fragmentada, respondiendo a ciertos hechos, con un enfoque hacia ciertas 

victimizaciones generadas en el escenario de la confrontación. 

 

En el marco normativo adoptado se encuentran diversas acepciones sobre víctima, asumiendo 

por una parte un contexto de conflicto armado y por otra, diversos escenarios de violencia, como se 

puede observar en resumen de la siguiente tabla. 

 

 
109 Según el artículo 2 del Decreto 1290 “se entiende por reparación individual administrativa el conjunto de medidas de 

reparación que el Estado reconozca a las víctimas de violaciones de sus derechos fundamentales, por hechos atribuibles a los 
grupos armados organizados al margen de la ley; sin perjuicio de la responsabilidad de los victimarios y de la responsabilidad 
subsidiaria o residual del Estado” 
110 Derogado por el art. 297 Decreto Nacional 4800 de 2011, pero observando el régimen de transición para solicitudes de 

indemnización por vía administrativa anteriores a la expedición del mismo Decreto, mencionado en el artículo 155. 
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Tabla 2. Evolución de la definición legal de víctima antes de 2011. 

Ley 104 de 1993 

(Artículo 18) 

-Derogada- 

Ley 241 de 1995 

(Artículo 10), 

modificatorio del 

artículo 18 de la 

Ley 104 de 19938 

-Derogada- 

Ley 387 de 1997 

(Artículo 1) 

Ley 418 de 1997 

(Artículo 15) 

Ley 782 de 2002 

(Artículo 6), 

modificatorio del 

artículo 15 de la 

Ley 418 

Ley 975 de 2005 

(Artículo 6, modificado 

por la Ley 1592 de 

2012) 

víctimas 

 

- personas  

 

- que sufren 

directamente 

perjuicios  

 

- por razón de:  

✓ atentad

os 

terrorist

as 

cometid

os con 

bombas 

o 

artefact

os 

explosiv

os y  

✓ las 

tomas 

guerrille

ras  

 

- que afecten en 

forma 

indiscriminada a la 

población 
 

 

víctimas  

 

- personas  

 

- que sufren 

perjuicios  

 

- por razón de: 

✓ atentad

os 

terrorist

as 

cometid

os con 

bombas 

o 

artefact

os 

explosiv

os, 

✓  ataques 

guerrille

ros y  

✓ combate

s  

 

- que afecten en 

forma 

indiscriminada a la 

población y 

 

- masacres 

realizadas en forma 

discriminada por: 

✓ motivos 

ideológi

cos o 

político

s 

✓  contra 

un 

grupo 

de 

Víctimas del 

desplazamiento 

interno por la 

violencia. 

Desplazado:   

 

- persona forzada a 

migrar dentro del 

territorio nacional 

abandonando su 

localidad de 

residencia o 

actividades 

económicas 

habituales 

 

- porque su vida, su 

integridad física, su 

seguridad o libertad 

personales han sido 

vulneradas o se 

encuentran 

directamente 

amenazadas  

 

- con ocasión de 

cualquiera de las 

siguientes 

situaciones: 

 

✓ Conflicto 

armado 

interno 

✓  disturbios 

y 

tensiones 

interiores 

✓  violencia 

generaliza

da 

✓  

violacione

s masivas 

Víctimas: 

 

 

-personas de la 

población civil 

 

- que sufren 

perjuicios en su 

vida, grave 

deterioro en su 

integridad 

personal y/o 

bienes  

 

 

- por razón de 

actos que se 

susciten en el 

marco del 

conflicto armado 

interno, tales 

como:  

✓ atenta

dos 

terroris

tas 

✓ combat

es 

✓ Ataque

s 

✓ masacr

es  

✓ entre 

otros 

 

Víctimas de la 

violencia política:  

 

-personas de la 

población civil  

 

- que sufran 

perjuicios en su 

vida, o grave 

deterioro en su 

integridad personal 

o en sus bienes 

 

-por razón de: 

✓ atenta

dos 

terroris

tas 

✓ combat

es 

✓  

secuest

ros 

✓ Ataque

s 

✓ masacr

es  

en el marco del 

conflicto armado 

interno.  

 

- son víctimas los 

desplazados en los 

términos del 

artículo 1o. de la 

Ley 387 de 1997.” 

 

- toda persona 

menor de edad que 

tome parte en las 

hostilidades 

 

Víctima 

 

-persona que individual 

o colectivamente  

 

- haya sufrido daños 

directos tales como: 

✓ lesiones 

transitorias 

o 

permanent

es que 

ocasionen 

algún tipo 

de 

discapacida

d física, 

psíquica y/o 

sensorial 

(visual y/o 

auditiva),  

✓ sufrimiento 

emocional 

✓  pérdida 

financiera o 

✓  

menoscabo 

de sus 

derechos 

fundament

ales. 

  

- Los daños deberán ser 

consecuencia de 

acciones que hayan 

transgredido la 

legislación penal, 

realizadas por grupos 

armados organizados al 

margen de la ley 
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Ley 104 de 1993 

(Artículo 18) 

-Derogada- 

Ley 241 de 1995 

(Artículo 10), 

modificatorio del 

artículo 18 de la 

Ley 104 de 19938 

-Derogada- 

Ley 387 de 1997 

(Artículo 1) 

Ley 418 de 1997 

(Artículo 15) 

Ley 782 de 2002 

(Artículo 6), 

modificatorio del 

artículo 15 de la 

Ley 418 

Ley 975 de 2005 

(Artículo 6, modificado 

por la Ley 1592 de 

2012) 

poblaci

ón civil  

 

- en el marco del 

conflicto armado 

interno 

de los 

Derechos 

Humanos 

✓  

infraccion

es al 

Derecho 

Internacio

nal 

humanitar

io  

✓ otras 

circunstan

cias 

emanadas 

de las 

situacione

s 

anteriores 

 

- que puedan alterar 

drásticamente el 

orden público. 

Sentencia C-914 de 

2010 de la Corte 

Constitucional. 

También son 

destinatarios de los 

instrumentos de 

protección 

consagrados en 

dicha ley: 

 

- las víctimas de los 

delitos de 

desaparición 

forzada y sus 

familias 

Fuente: Creación propia. 

 

Cabe resaltar que la concepción de víctima que se establece en el 2005, con la Ley 975, 

incorpora elementos que se venían introduciendo en el ámbito internacional, desde el año 1985, 

mediante la “Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del 

abuso de poder", adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 40/34, del 29 

de noviembre, en la cual se refiere a la noción de víctima, así: 

"Se entenderá por "víctimas" las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, 

inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo 

sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que 

violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de 

poder". (Naciones Unidas, 1985) 
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Observando estos marcos normativos Lozano (2009), identifica “dos momentos en el desarrollo 

de la noción de víctima en el caso colombiano: un primer momento, en que se pretendió asistir a las 

víctimas de actos de terrorismo (partiendo del Decreto 444 de 1993), y una segunda etapa, que se basa 

en las categorías de violencia política y conflicto armado, introducidas por la Ley 241 de 1995” (p. 247). 

 

Es evidente que el concepto de víctima, para el caso colombiano, ha sufrido una evolución a lo 

largo de la historia, y sus variaciones en el significado no son fortuitas, antes bien, reflejan los profundos 

cambios culturales y sociales (Rodríguez, s.f., p. 37). Dichas denominaciones dependen sin lugar a dudas 

del escenario en el cual se produjeron, las visiones de los procesos y valoraciones de acontecimientos 

históricos (Delgado, 2015). 

 

En este sentido, obedeciendo al dinamismo del contexto, se acude al concepto de violencia 

política, de cara al reconocimiento de las víctimas que se generan por los hechos acaecidos, que abarca 

no solo víctimas por causa o con ocasión del conflicto armado, como lo dispone la Ley 387 de 1997 para 

desplazamientos con ocasión de situaciones de conflicto armado interno, o La Ley 418 de 1997 para 

personas de la población civil que sufren perjuicios por razón de actos que se susciten en el marco del 

conflicto armado interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y masacres entre otros, 

sino aquellas generados por hechos que se enmarcan en los distintos grados de violencia, como son 

disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos u 

otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar drásticamente el orden 

público, como lo contempla la misma Ley 387111. 

 

La regulación adoptada en Colombia, hasta 2005, si bien prevé las medidas para la población 

afectada por los hechos resultado de la confrontación, o sobre las actuaciones que se pueden y deben 

adelantar frente a los actores, asumiendo disímiles definiciones de víctimas, refiriendo incluso a 

 
111 Cómo lo contempla la Ley 387 de 1997 en su artículo 1º “Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro 
del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad 
física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas con ocasión de 
cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, 
violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias 
emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar drásticamente el orden público”. 
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conflicto armado, no se hace manifiesto el reconocimiento respecto a un contexto de conflicto armado 

interno y la referencia a infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

 

No obstante, en el escenario internacional, a finales del mismo año 2005, se adelantó el ejercicio 

de estructurar y consolidar, una definición de víctima frente a violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario. 

Así, después de un ejercicio de estudios, análisis de expertos,  consultas y observaciones de Estados, la 

Asamblea de las Naciones Unidas, en su 64ª sesión plenaria, mediante la Resolución 60/147, sobre 

“Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 

humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, adoptó la siguiente definición de víctima: 

“(…) se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, 

incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menoscabo 

sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan 

una violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o una violación grave del 

derecho internacional humanitario” (Resolución 60/147, 2005). 

 

En el caso de Colombia, sólo hasta el 2011, con la expedición de la Ley 1448, "Por la cual se 

dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y 

se dictan otras disposiciones" y los Decretos Ley 4633112, 4634113 y 4635114, que regulan con un enfoque 

étnico, lo pertinente para víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas, al pueblo 

Rrom y  comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, respectivamente, se hace un 

reconocimiento explícito de la configuración del conflicto armado interno en el territorio colombiano, 

generándose un nuevo marco normativo y una definición de víctima que responde a esa concepción. 

 

 
112 Decreto Ley 4633 de 2011, “Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución 
de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas". 
113 Decreto Ley 4634 de 2011, “Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras 
a las víctimas pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano". 
114 Decreto Ley 4635 de 2011, “Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras 
a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras". 
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No obstante, frente a la entrada en vigor de este nuevo marco normativo, es preciso referir lo 

indicado por la Corte Constitucional, quien destaca que los temas previstos en normas prexistentes, 

aunque se prevén de forma distinta, mantienen su vigencia, indicando puntualmente: 

 

“La Sala destacó que la Ley 1448 de 2011 […] es una ley de carácter especial, pues regula 

respecto de los sujetos y personas determinados en su artículo 3° un conjunto de temas que en 

la mayoría de los casos se encuentran también previstos, aunque de distinta forma, en leyes 

preexistentes, las cuales no son derogadas ni afectadas de ninguna otra manera por la 

expedición de esta norma. En consecuencia, sus disposiciones se aplicarán durante su vigencia 

respecto de los sujetos antes señalados” (Corte Constitucional, Sentencia C-280 de 2013). 

 

Este aspecto se visualiza claramente en la misma Ley 1448 de 2011 cuando se dispuso por el 

legislador, que la institucionalidad115 creada por dicha norma debe “coordinar de manera ordenada, 

sistemática, coherente, eficiente y armónica las actuaciones de las entidades que conforman el Sistema 

Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas en lo que se refiere a la ejecución e implementación de 

la política pública de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas y asumirá las competencias 

de coordinación señaladas en las Leyes 387, 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008, y en las demás 

normas que regulen la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, 

justicia y reparación de las víctimas” (Ley 1448, art. 168, 2011).  

 

Según lo previsto por la Ley 1448 de 2011 (art. 3), modificada por la Ley 2421 de 2024, se 

consideran víctimas, para los efectos de dicha Ley: 

 “aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos 

a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 

 
115 De acuerdo con el artículo 159 de la Ley 1448 de 2011, el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
está constituido por el “conjunto de entidades públicas del nivel gubernamental y estatal en los órdenes nacional y territoriales 
y las demás organizaciones públicas o privadas, encargadas de formular o ejecutar los planes, programas, proyectos y acciones 
específicas, tendientes a la atención y reparación integral de las víctimas de que trata la presente ley". 
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Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 

Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. (…)" 116 

 

Se precisa que: 

“Para los efectos de la definición contenida en el presente artículo, no serán considerados como 

víctimas quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de 

delincuencia común" (Ley 1448 de 2011, art. 3, prg. 3). 

Y finaliza el legislador manifestando: 

“La definición de víctima contemplada en el presente artículo, en ningún caso podrá 

interpretarse o presumir reconocimiento alguno de carácter político sobre los grupos terroristas 

y/o armados ilegales, que hayan ocasionado el daño al que se refiere como hecho victimizante la 

presente ley, en el marco del Derecho Internacional Humanitario y de los Derechos Humanos, de 

manera particular de lo establecido por el artículo tercero (3º) común a los Convenios de 

Ginebra de 1949” (Ley 1448, art. 3, prg. 5, 2011)  

 

Por su parte, en los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635, expedidos con fundamento en facultades 

extraordinarias otorgadas al Presidente de la República117, se incorporó la concepción de víctima, para 

los efectos de cada uno de Decretos Ley, así: 

 

Tabla 3. Concepciones de víctima de conflicto armado en los Decretos Ley Étnicos. 

Decreto Ley 4633 de 2011 (Artículo 3) Decreto Ley 4634 de 2011 (Artículo 3) Decreto Ley 4635 de 2011 (Artículo 3) 

se consideran víctimas a los pueblos y 
comunidades indígenas como sujetos colectivos 
y a sus integrantes individualmente 
considerados  
 

Se consideran víctimas, para los efectos 
de este decreto, al pueblo Rrom o 
Gitano, las Kumpañy y a sus miembros 
individualmente considerados,  

 

Se consideran víctimas, para los efectos de 
este decreto, a las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, 
como sujetos colectivos y a sus miembros 
individualmente considerados,  

 
116 Se precisa en el Parágrafo 4, del mismo artículo 3, que las personas que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 1° 
de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas de reparación simbólica y a las garantías de no repetición previstas en la 
presente ley, como parte del conglomerado social y sin necesidad de que sean individualizadas. 
117 Se faculta para “Generar el marco legal de la política pública de atención, reparación integral y de restitución de tierras de las 
víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras de 
conformidad con la Constitución Nacional, los instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, 
las leyes, la jurisprudencia, los principios internacionales a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición", 
consultará a los pueblos étnicos a través de las autoridades y organizaciones representativas bajo los parámetros de la 
jurisprudencia constitucional, la ley y el derecho propio, con el fin de dar cabal cumplimiento al derecho fundamental de la 
consulta previa (Ley 1448, art. 205). 
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Decreto Ley 4633 de 2011 (Artículo 3) Decreto Ley 4634 de 2011 (Artículo 3) Decreto Ley 4635 de 2011 (Artículo 3) 

- que hayan sufrido daños  
 
-como consecuencia de violaciones graves y 
manifiestas de normas internacionales de 
derechos humanos, derechos fundamentales y 
colectivos, crímenes de lesa humanidad o 
infracciones al derecho internacional 
humanitario  
 
- por hechos ocurridos a partir del 1° de enero 
de 1985 y  
 
- que guarden relación con factores subyacentes 
y vinculados al conflicto armado interno. 

 
(…) 

 
Para los pueblos indígenas el territorio es 
víctima, teniendo en cuenta su cosmovisión y el 
vínculo especial y colectivo que los une con la 
madre tierra. Sin perjuicio de lo anterior, se 
entenderá que los titulares de derechos en el 
marco del presente decreto son los pueblos y 
comunidades indígenas y sus integrantes 
individualmente considerados. 

 
Parágrafo 1°. Las reparaciones en los casos de 
muerte y desaparición forzada se llevarán a cabo 
teniendo en cuenta los criterios establecidos en 
el parágrafo segundo del artículo 110 del 
presente decreto. 

 
Parágrafo 2°. Los niños, niñas y adolescentes de 
los pueblos y comunidades indígenas vinculados 
a los diferentes actores armados son víctimas y 
deben ser reparados individualmente y 
colectivamente la comunidad. Los pueblos y 
comunidades indígenas son víctimas de toda 
forma de reclutamiento forzado, por lo tanto, 
deben ser reparados colectivamente. 

 
Parágrafo tercero. Este decreto se aplicará sin 
desmedro de la imprescriptibilidad de los 
crímenes de lesa humanidad. 

- que hayan sufrido un daño en los 
términos definidos en este decreto  

 
- por hechos ocurridos a partir del 1º 
enero de 1985,  

 
- como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de 
violaciones graves y manifiestas a las 
Normas Internacionales de Derechos 
Humanos, 
 
- ocurridas en el marco del conflicto 
armado interno. 

 
(…) 

 
PARÁGRAFO 2º. El pueblo Rrom o las 
Kumpañy, como sujetos colectivos de 
derechos, son víctimas cuando se les 
hayan vulnerado sus derechos 
fundamentales y colectivos especiales 
dentro de los términos del presente 
decreto. 

 
(…). 

 
PARÁGRAFO 4º. En lo no previsto 
expresamente en este artículo para las 
víctimas individualmente consideradas 
pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano 
se aplicará lo dispuesto en el artículo 3º 
de la Ley 1448 de 2011. 

 
PARÁGRAFO 5º. Todas las disposiciones 
de este decreto se interpretarán en el 
sentido de que cualquier referencia a las 
víctimas de las pertenecientes al pueblo 
Rrom o Gitano se entiende circunscrita a 
las víctimas a que hace referencia este 
artículo. 

 
- que hayan sufrido un daño en los términos 
definidos en este decreto  

 
- por hechos ocurridos a partir del 1º de 
enero de 1985,  
 
- como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de 
violaciones graves y manifiestas a las Normas 
Internacionales de Derechos Humanos y  
 
- que guarden relación con factores 
subyacentes y vinculados al conflicto armado 
interno. 

 
(….) 

 
Para efectos de la reparación colectiva se 
tendrá en cuenta a la familia extensa, 
siguiendo las normas de parentesco y 
filiación de cada comunidad. 

 
(….) 

 
La condición de víctima se adquiere con 
independencia de que se individualice, 

aprehenda, procese o condene al autor de 
la conducta punible y de la relación familiar 
que pueda existir entre el autor y la víctima. 

 
Todas las disposiciones de este decreto se 
interpretarán en el sentido de que cualquier 
referencia a las víctimas de las comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras se entiende circunscrita a las 
víctimas a que hace referencia este artículo. 
(…) 

 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Posteriormente en la Ley 1957 del año 2019, Estatutaria de la Administración de Justicia en la 

Jurisdicción Especial para la Paz -JEP,  que busca materializar lo definido en el Acuerdo Final para la 

Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, suscrito entre el Gobierno 

Colombiano y las Farc-EP el 24 de noviembre del año 2016 y lo previsto en el Acto Legislativo 01 de 

2017, si bien no se incluye una noción de víctima, en el marco de esta norma se prevé que el 

reconocimiento hecho administrativamente, su inclusión en bases de datos, y el otorgamiento de asilo o 

refugio por una nación extranjera, por motivos relacionados directamente con el conflicto armado, 
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servirá como medio de prueba de la condición de víctima, para las conductas que se analicen en la 

Jurisdicción Especial para la Paz, así: 

“En la Jurisdicción Especial para la Paz, servirá como medio de prueba de la condición de víctima, 

el reconocimiento que de ella se hubiese hecho administrativamente, su inclusión en bases de 

datos, y el otorgamiento de asilo o refugio por una nación extranjera por motivos relacionados 

directamente con el conflicto armado” (Ley 1957, art. 15, prg. 1, 2019).  

 

Con relación al marco normativo revisado, particularmente de la Ley 1448 y los Decretos Ley 

4633, 4634 y 4635 de 2011, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha buscado perfilar la noción de 

víctima acudiendo, entre otras herramientas de interpretación contemporánea (López Medina, 2006), a 

partir de una interpretación sistemática de dichas normas legales y de la Constitución Política (Corte 

Constitucional, Sentencia T-364 de 2015). 

 

Este Alto Tribunal constitucional, frente a la noción de víctima de la Ley 1448 de 2011, sostiene 

que en el concepto básico de víctima necesariamente se supone la ocurrencia de un daño, como 

consecuencia de unos determinados hechos, y pese a que existen también otros criterios relevantes, el 

concepto de daño (que es amplio) es el más significativo de todos. Puntualmente sostiene lo siguiente: 

 

“(…) el inciso 1° de este artículo desarrolla el concepto básico de víctima, el que según este texto, 

necesariamente supone la ocurrencia de un daño como consecuencia de unos determinados 

hechos. Este precepto incluye también, entre otras referencias, las relativas al tipo de 

infracciones cuya comisión generará (para la víctima) las garantías y derechos desarrollados por 

esta ley, así como a la época desde la cual deberán haber ocurrido esos hechos […] Así, pese a 

que existen también otros criterios relevantes, el concepto de daño es el más significativo de 

todos, pues es de la acreditación de su ocurrencia que depende que las personas interesadas 

logren ser reconocidas como víctimas y accedan a los importantes beneficios establecidos en 

esta normativa. […] 

Ahora bien, es importante destacar que el concepto de daño es amplio y comprehensivo, pues 

abarca todos los distintos fenómenos usualmente aceptados como fuente generadora de 

responsabilidad, entre ellos el daño emergente, el lucro cesante, el daño moral en sus diversas 
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formas, el daño en la vida de relación, el desamparo derivado de la dependencia económica que 

hubiere existido frente a la persona principalmente afectada, así como todas las demás 

modalidades de daño, reconocidas tanto por las leyes como por la jurisprudencia, ahora o en el 

futuro. […]  si la ocurrencia de un daño de cualquier naturaleza es el requisito fundamental para 

ser reconocido como víctima, resulta incluso difícil imaginar situaciones en las que una persona 

que se ha visto afectada por un determinado hecho previsto en la norma, dirigido contra ella o 

contra uno de sus familiares, a partir de lo cual debería en justicia ser admitida como víctima, no 

pudiera lograr tal reconocimiento conforme a ese precepto”. (Corte Constitucional, Sentencia C-

052 de 2012) 

 

Adicional a lo anterior, la Corte en otro de sus pronunciamientos, avanza precisando que se 

acoge un concepto amplio de víctima o perjudicado, rechazando que se restrinja excesivamente la 

condición de víctima y se excluyan categorías de perjudicados sin fundamento en criterios 

constitucionales legítimos. Manifiesta para el efecto:  

 

“(…) la Corte Constitucional ha acogido un concepto amplio de víctima o perjudicado, al definirla 

como la persona ha sufrido un daño real, concreto y específico, cualquiera sea la naturaleza de 

éste y el delito que lo ocasionó. El daño sufrido no necesariamente ha de tener carácter 

patrimonial, pero se requiere que sea real, concreto y específico, y a partir de esta constatación 

se origina la legitimidad para que participe en el proceso penal para buscar la verdad y la justicia 

y ser titular de medidas de reparación. Igualmente que se ha entendido que no se ajusta a la 

Constitución las regulaciones que restringen de manera excesiva la condición de víctima y que 

excluyan categorías de perjudicados sin fundamento en criterios constitucionalmente legítimos” 

(Corte Constitucional, Sentencia C-250 de 2012) 

 

Continuando con el ejercicio de aclaración del ámbito de aplicación y acción de La Ley 1448, ha 

manifestado el Alto Tribunal en la Sentencia C-253A de 2012 que dicha ley no define ni modifica el 

concepto de víctima, sino que identifica, dentro del universo de las víctimas a aquellas que son 

destinatarias de las medidas especiales de protección que se adoptan en ella, acudiendo a  una especie 



103 
 

de definición operativa118, lo cual implica que se reconoce la existencia de víctimas distintas de aquellas 

que se consideran tales para los efectos de esta ley en particular y que serán las destinatarias de las 

medidas especiales contenidas en la ley, acudiendo a tres criterios con el fin de delimitar su ámbito de 

acción, contenidos en el artículo 3, así: 

i) el temporal, conforme al cual los hechos de los que se deriva el daño deben haber 

ocurrido a partir del 1º de enero de 1985;  

ii) el relativo a la naturaleza de las conductas dañosas, que deben consistir en infracciones 

al Derecho Internacional Humanitario (DIH) o violaciones graves y manifiestas a las normas 

internacionales de Derechos Humanos (DIDH), y,  

iii) en tercer lugar, uno de contexto, de acuerdo con el cual tales hechos deben haber 

ocurrido con ocasión del conflicto armado interno. 

 

Por tal razón, es enfática en sostener que “tal definición operativa del concepto de víctima (i) es 

ajena a la configuración de la condición fáctica bajo los estándares generales del concepto de víctima, y 

(ii) se restringe a la definición del universo de beneficiarios de la Ley 1448 de 2011” (Corte 

Constitucional, Auto 119 de 2013) 

 

Observando el análisis realizado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-069 de 2016, si 

bien precisa que “el artículo 3º de la referida normativa “no define la condición fáctica de víctima, sino 

que incorpora un concepto operativo de dicho término, para determinar su marco de aplicación en 

relación con los destinatarios de las medidas especiales de protección”, se evidencia que sobre las 

conductas dañosas y el contexto (conflicto armado interno) en el cual tienen ocurrencia,  se presentan 

retos importantes para establecer su configuración, debido a las complejidades de los escenarios de 

accionar de los actores y los móviles, que en muchos casos son de difícil identificación. 

 

Tomando en consideración que la Ley 1448, en el parágrafo 3 del artículo 3, establece que “Para 

los efectos de la definición contenida en el presente artículo, no serán considerados como víctimas 

 
118  Manifiesta la Corte, en la misma Sentencia C-253A de 2012, que de los antecedentes legislativos se desprende que la 
definición de víctima contenida en la ley tiene un alcance operativo, puesto que se orienta a fijar el universo de los destinatarios 
de las medidas especiales de protección previstas en ella. 
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quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común”, la 

Corte manifiesta que por “delincuencia común” debe entenderse aquellas conductas que no se inscriban 

dentro de los anteriores elementos definitorios y, particularmente, que no se desenvuelvan dentro del 

conflicto armado interno, precisando a su vez que expresiones “delincuencia común” y “conflicto 

armado interno”, aluden a caracterizaciones objetivas, que no pueden ser desconocidas de manera 

arbitraria o por virtud de calificaciones meramente formales de los fenómenos a los que ellas se 

refieren, exigiendo por tanto determinar el alcance de la expresión “conflicto armado interno”, para 

establecer qué actos pueden o no considerarse como producidos en razón o con ocasión del conflicto 

armado interno (Corte Constitucional, Sentencia C-253A de 2012). 

 

Continúa la Corte en la sentencia C-781 de 2012 deslindando el concepto de víctima previsto en 

la Ley 1448, afirmando que de lo previsto en el artículo 3 de la Ley 1448 -teniendo en cuenta los límites 

o exclusiones que ella contiene- las personas que hayan sufrido un daño como consecuencia de 

infracciones al DIH o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 

Humanos en condiciones distintas de las allí contempladas:  

i) no pierden su reconocimiento como víctimas,  

ii) no quedan privados de la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios que se han 

establecido en la legislación ordinaria para que se investiguen y persigan los delitos, se 

establezca la verdad, se sancione a los responsables y se repare de manera integral a las 

víctimas, 

iii) no tienen acceso a las medidas especiales de protección que se han adoptado en la ley, en el 

marco de un proceso de justicia transicional. 

 

Reafirma que para efectos de la Ley 1448 de 2011, se ha adoptado una definición operativa de 

“víctimas”, en la que se introdujeron factores que delimitan dicho universo de beneficiarios, frente al 

universo de posibles víctimas del conflicto armado, pero debido a las complejas  dinámicas del escenario 

de violencia119 que se viven, “la distinción entre víctimas de la violencia generada por delincuencia 

 
119 Sostiene la Corte Constitucional que “en el caso del conflicto armado colombiano, las organizaciones armadas comparten y 

disputan territorios similares, ejercen control territorial sobre determinadas zonas, establecen relaciones de confrontación, o de 
cooperación dependiendo de los intereses en juego, participan de prácticas delictivas análogas para la financiación de sus 
actividades, así como de métodos, armamentos y estrategias de combate o de intimidación a la población, generando tanto 
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común o por el conflicto armado no siempre resulta obvia y fácil de realizar, sino que con frecuencia 

requiere de un ejercicio de valoración y ponderación en cada caso concreto, de distintos factores del 

contexto del conflicto armado interno para determinar si existe esa relación cercana y suficiente 

amparada por la Ley 1448 de 2011” (Corte Constitucional, Sentencia C-781 de 2012)  

 

Sostiene también la Corte que una concepción amplia del conflicto armado interno en Colombia, 

que reconoce toda la complejidad real e histórica que ha caracterizado a la confrontación interna 

colombiana, es una garantía para brindar atención adecuada y oportuna a las víctimas y asegurar el goce 

efectivo de sus derechos, por el contrario, una noción estrecha de conflicto armado en la que se lo limita 

a un conjunto específico de acciones y actores armados, lo caracteriza por el uso de ciertas armas y 

medios de guerra, o lo circunscribe a áreas geográficas específicas, vulnera los derechos de las víctimas. 

Expresa en este sentido lo siguiente:  

 

“(…) existen elementos objetivos que permiten encuadrar ciertas conductas dentro del conflicto, 

y hay extremos en los que, por el contrario, también resulta claro que se está frente a actos de 

delincuencia común no cubiertos por las previsiones de la ley. En el medio existen zonas grises, 

que no es posible predeterminar de antemano, pero en relación con las cuales si es posible 

señalar que no cabe una exclusión a priori, con base en una calificación meramente formal, y 

que en el análisis de cada caso debe procederse, a tono con el objetivo mismo de la ley, con un 

criterio que tienda a proteger a las víctimas. Esto es, probada la existencia de una afectación 

grave de derechos humanos o de una infracción de las normas del derecho humanitario, en caso 

de duda sobre la inserción de la conducta lesiva en el marco del conflicto, debe darse 

prevalencia a la interpretación en favor de la víctima” (Corte Constitucional, Sentencia T-018 de 

2021). 

 

En la misma jurisprudencia constitucional el Alto Tribunal enfatiza que para determinar quiénes 

son víctimas por hechos ocurridos en el contexto del conflicto armado interno, es absolutamente 

 
enfrentamientos armados como situaciones de violencia generalizada de gran intensidad, en donde son frecuentes las violaciones 
de las normas internacionales de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario“ (…) y “Durante el trámite del 
proyecto de ley que culminó con la aprobación de la Ley 1448 de 2011, se debatió con amplitud la concepción de conflicto armado 
interno y la existencia de relaciones de colaboración y connivencia entre distintos actores armados y organizaciones 
delincuenciales”  (Sentencia C-781 de 2012) 
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necesario examinar en cada caso concreto si existe una relación cercana y suficiente con el conflicto 

armado interno120, porque que a pesar de los esfuerzos del legislador por fijar criterios objetivos para 

determinar cuándo se está ante un situación completamente ajena al conflicto armado interno, no 

siempre es posible hacer esa distinción en abstracto, sino que con frecuencia la complejidad del 

fenómeno exige que en cada caso concreto se evalúe el contexto en que se producen tales acciones y se 

valoren distintos elementos para determinar si existe una relación necesaria y razonable con el conflicto 

armado interno, sosteniendo puntualmente:  

 

“la noción de conflicto armado interno […], recoge un fenómeno complejo que no se agota en la 

ocurrencia confrontaciones armadas, en las acciones violentas de un determinado actor armado, 

en el uso de precisos medios de combate, o en la ocurrencia del hecho en un espacio geográfico 

específico, sino que recogen la complejidad de ese fenómeno, en sus distintas manifestaciones y 

aún frente a situaciones en donde las actuaciones de los actores armados se confunden con las 

de la delincuencia común o con situaciones de violencia generalizada” (Corte Constitucional, 

Sentencia C-781 de 2012) 

 

Tomando en consideración los aspectos referidos, la Corte en la sentencia T-378 de 2022 

concluye que la expresión “con ocasión del conflicto armado” no conlleva una lectura restrictiva del 

concepto “conflicto armado,” y por el contrario tiene un sentido amplio que no circunscribe el conflicto 

armado a situaciones de confrontación armada, o actividades de determinados actores armados o en 

ciertas zonas geográficas, y en esa medida resulta compatible con la protección constitucional de las 

víctimas.  

 

Sobre esta perspectiva en sentido amplio, Alto Tribunal en casos puntuales sometidos a su 

consideración, sostiene: 

 
120 Indica que con base en esta perspectiva ha reconocido como hechos acaecidos en el marco del conflicto armado, entre otros: 
i) los desplazamientos intraurbanos, ii) el confinamiento de la población; (iii) la violencia sexual contra las mujeres; iv) la violencia 
generalizada; v) las amenazas provenientes de actores armados desmovilizados; vi) las acciones legítimas del Estado; vi) las 
actuaciones atípicas del Estado; viii) los hechos atribuibles a bandas criminales; ix) los hechos atribuibles a grupos armados no 
identificados; y x) por grupos de seguridad privados. (Sentencia C-781 de 2012) 
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“(…) aun cuando el hecho victimizante por el cual el cual el actor reclama la inclusión en el RUV, 

haya sido perpetuado por grupos narcoterroristas, lo cierto es que a partir de una interpretación 

sistemática de la Ley 1448 de 2011 y de la Constitución Política, son víctimas quienes “sufran 

perjuicios por causa de homicidios u otros atentados o agresiones contra la vida, la integridad 

física, la seguridad o la libertad personales, cometidos por móviles ideológicos o políticos, o sean 

objeto de amenazas referentes a la comisión de atentados o agresiones de esta naturaleza”. 

Razón por la cual, la UARIV tiene la obligación de ajustar su evaluación para la inclusión en el 

Registro, a los postulados expuestos por la jurisprudencia constitucional y a su vez, garantizar las 

medidas de protección, asistencia y reparación previstas para las víctimas” (Corte Constitucional, 

Sentencia T-364 de 2015) 

 

Como resultado del amplio abordaje jurisprudencial121, la Corte Constitucional ha decantado 

unas reglas jurisprudenciales o reglas de interpretación para la aplicación del concepto de víctima del 

conflicto armado establecido por el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 

2024, que deben ser rigurosamente observadas en el estudio de casos concretos, así:  

(i) la norma contiene una definición operativa del término “víctima”, en la medida en que no 

define la condición fáctica de víctima, sino que determina un ámbito de destinatarios para las 

medidas especiales de protección contempladas en dicho estatuto legal;  

 

(ii) la expresión “conflicto armado interno” debe entenderse a partir de una concepción amplia, 

es decir, en contraposición a una noción estrecha o restrictiva de dicho fenómeno, pues ésta 

última vulnera los derechos de las víctimas; 

 

(iii) la expresión “con ocasión del conflicto armado” cobija diversas situaciones ocurridas en el 

contexto del conflicto armado. Por ende, se debe atender a criterios objetivos para establecer si 

un hecho victimizante tuvo lugar con ocasión del conflicto armado interno o si, por el contrario, 

se halla excluido del ámbito de aplicación de la norma por haber sido perpetrado por 

“delincuencia común”; 

 
121 Ver, entre otras las sentencias T-163-17, T-478/17, T-274/18, T-169/19, T-115/2020, T-070/2021, T-220/21, T-002/23 de la 
Corte Constitucional colombiana. 
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(iv) con todo, existen “zonas grises”, es decir, supuestos de hecho en los cuales no resulta clara 

la ausencia de relación con el conflicto armado. En tales eventos, es indispensable llevar a cabo 

una valoración de cada caso concreto y de su contexto para establecer si existe una relación 

cercana y suficiente con la confrontación interna. En estos casos, no es admisible excluir a priori 

la aplicación de la Ley 1448 de 2011; 

  

(v) en caso de duda respecto de si un hecho determinado ocurrió con ocasión del conflicto 

armado, debe aplicarse la definición de conflicto armado interno que resulte más favorable a los 

derechos de las víctimas; 

 

(vi) la condición de víctima no puede establecerse únicamente con base en la calidad o condición 

específica del sujeto que cometió el hecho victimizante; y 

  

(vii) los hechos atribuidos a los grupos post-desmovilización se considera ocurridos en el 

contexto del conflicto armado, siempre que se logre establecer su relación de conexidad con la 

confrontación interna (Corte Constitucional, Sentencia T-039 de 2023) 

 

No obstante, es importante destacar que, en la normatividad expedida en el año 2011, para dar 

respuesta a los daños generados por el conflicto, se abordó la definición de víctima desde una noción de 

colectivo, de comunidad y pueblo, como “sujetos colectivos”, teniendo en cuenta la diversidad étnica122 

 
122 Sobre la diversidad étnica y cultural la Corte Constitucional sostiene que existen, en la Constitución de 1991, un conjunto de 
preceptos que brindan una garantía especial al reconocimiento de todas las etnias y culturas que habitan en el territorio 
colombiano: “El artículo 8º cuyo tenor establece que el Estado protegerá la riqueza cultural de la Nación; el artículo 9º por medio 
del cual se garantiza el derecho a la autodeterminación de los pueblos; el artículo 10º donde se prescribe que las lenguas y 
dialectos de las comunidades étnicas también serán lengua oficial en su territorio y se establece la obligación de enseñanza 
bilingüe en aquellas comunidades con tradiciones lingüísticas propias; el artículo 63 en el cual se determina que las tierras 
comunales de grupos étnicos, las tierras de Resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación (…) son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables; el artículo 68 en el cual se dispone que quienes integran los grupos étnicos podrán ejercer su 
derecho a formarse con fundamento en cánones que respeten y desarrollen su diversidad cultural; el artículo 72 cuando se refiere 
al patrimonio cultural de la nación y determina que dicho patrimonio está bajo protección del Estado y cuando se pronuncia, 
igualmente, sobre el patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la diversidad nacional. (Sentencia T-
1105/08).  
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y cultural y cosmovisión123 existentes en Colombia. Así en la definición de víctima prevista la Ley 1448 de 

2011 en su artículo 3 considera como tal a personas que “colectivamente” hayan sufrido el daño; el 

Decreto Ley 4633 de 2011 por su parte, en el artículo 3, precisa que “Se consideran víctimas a los 

pueblos y comunidades indígenas como sujetos colectivos y a sus integrantes individualmente 

considerados”, contemplando también que  “Para los pueblos indígenas el territorio es víctima, teniendo 

en cuenta su cosmovisión y el vínculo especial y colectivo que los une con la madre tierra; a su vez en el 

Decreto Ley 4634 de 2011, en su artículo 3, indica “Se consideran víctimas […] al pueblo Rrom, las 

Kumpañy y a sus miembros individualmente considerados”; y el Decreto Ley 4635 de 2011, en el artículo 

3, preceptúa que “se consideran víctimas […] a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 

palenqueras, como sujetos colectivos y a sus miembros individualmente considerados”. Sumado a lo 

anterior, en los decretos 4633 y 4635, frente al criterio del contexto, se puntualiza que los que los 

hechos deben guardar “relación con factores subyacentes y vinculados al conflicto armado interno”. 

 

Este nuevo escenario normativo pone de presente la importancia de observar y comprender las 

expresiones étnicas establecidas para identificar los “sujetos colectivos” sobre los cuales se prevén 

victimizaciones que generen daños con ocasión del conflicto armado interno. 

 

Sobre el particular la jurisprudencia resalta que el Decreto 4633, “(…) hace eco de la cosmovisión 

de los grupos indígenas y, en ese sentido, señala que el territorio también es considerado como 

víctima, en virtud del lazo especial y colectivo que existe entre éste y la comunidad, por lo que “sufre un 

daño cuando es violado o profanado por el conflicto armado”, así como cuando se vulnera “el equilibrio, 

la armonía, la salud y la soberanía alimentaria de los pueblos indígenas”. Bajo ese enfoque, se reconoce 

el derecho fundamental al territorio de las comunidades y el deber estatal de reparar integralmente esta 

garantía mediante “el reconocimiento, la protección y la restitución de los derechos territoriales”, así 

como la “devolución y retorno de los sujetos colectivos e individuales afectado” (Corte Constitucional, 

Sentencia SU-92 de 2021). 

 

 
123 La Corte constitucional, para las comunidades y pueblos indígenas, entiende la cosmovisión como “su percepción sobre el 
desarrollo y la economía o, en términos amplios, su modo de vida bueno” (Sentencia SU092/21) 
124  Decreto Único Reglamentario 1071 de 2015, Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, artículo 2.14.7.1.2. 
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Sobre el concepto de “territorio” la misma jurisprudencia ha precisado que este “involucra no 

solamente la idea geográfica de una porción de tierra, sino también la soberanía como ejercicio de 

poder, y así el dominio, autoridad y gobierno sobre los recursos humanos y materiales; esto es, el 

territorio indígena en nuestro orden constitucional involucra actividades políticas, económicas, sociales, 

jurídicas y culturales” (Corte Constitucional, T-236 de 2012). 

 

Respecto a la noción de comunidades indígenas, en el ordenamiento jurídico colombiano, con 

fines de dotación de títulos de tierras, se define como “el grupo o conjunto de familias de ascendencia 

amerindia, que tienen conciencia de identidad y comparten valores, rasgos, usos o costumbres de su 

cultura, así como formas de gobierno, gestión, control social o sistemas normativos propios que la 

distinguen de otras comunidades […]”124.  Sin embargo, en el ámbito constitucional, la Corte 

Constitucional sostiene  en la sentencia T-380 de 1993 que “La comunidad indígena es un sujeto 

colectivo”, reiterando en la  sentencia SU-510  de 1998 que “cada comunidad indígena es un verdadero 

sujeto colectivo”, y como tales son titulares de derechos fundamentales, entre los cuales se resalta, “el 

derecho a la subsistencia, derivado de la protección constitucional a la vida (C.P., artículo 11); el derecho 

a la integridad étnica, cultural y social, el cual se desprende no sólo de la protección a la diversidad y del 

carácter pluralista de la nación (C.P., artículos 1° y 7°)”  sino, también, de la prohibición de toda forma 

de desaparición forzada (C.P., artículo 12); el derecho a la propiedad colectiva (C.P., artículos 58, 63 y 

329); y, el derecho a participar en las decisiones relativas a la explotación de recursos naturales en sus 

territorio”. Igualmente en la sentencia C-054  de 2023 el Alto Tribunal manifiesta que las comunidades 

indígenas gozan de un estatus constitucional especial, toda vez que forman una circunscripción especial 

para la elección de senadores y representantes (arts. 171 y 176 CP); ejercen funciones jurisdiccionales 

dentro de su ámbito territorial de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que 

no sean contrarios a la Constitución y la ley (art. 246 CP); se gobiernan por Consejos Indígenas según sus 

usos y costumbres, de acuerdo con la Carta y la ley (art. 330 CP); y sus territorios o resguardos son de 

propiedad colectiva y de naturaleza inalienable, imprescriptible e inembargable (arts. 63 y 329 CP). No 

obstante, la doctrina (Semper, 2006, p. 765) ha sostenido que “En general, el tribunal utiliza el concepto 

de comunidad indígena para asegurar los derechos colectivos de los indígenas como grupo, sin recurrir 

al concepto más amplio e internacionalmente vinculante de pueblo indígena”.  

 
124  Decreto Único Reglamentario 1071 de 2015, Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, artículo 2.14.7.1.2. 
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Frente a los pueblos indígenas, la jurisprudencia indica que “Una de las principales garantías [..] 

es la autonomía o libre determinación [autodeterminación], al fundamentarse en el reconocimiento de 

la coexistencia de diversas concepciones del mundo (pluralismo), además del carácter instrumental que 

tiene al permitirles que mediante el control de sus estructuras sociales, formas de organización, 

creencias y costumbres preserven los elementos que las identifican y, de esta forma, se garantice su 

supervivencia” que por tal razón “la autodeterminación de los pueblos indígenas corresponde al 

derecho a establecer “[…] sus propias instituciones y autoridades de gobierno; a darse o conservar sus 

normas, costumbres, visión del mundo y opción de desarrollo o proyecto de vida; y de adoptar las 

decisiones internas o locales que estime más adecuadas para la conservación o protección de esos fines” 

(Corte Constitucional, Sentencia C-054 de 2023).   

 

Así mismo, en concordancia con lo sostenido por el máximo Juez constitucional, en instancias de 

la Jurisdicción Especial para la Paz se contempla que en Colombia “los Pueblos Indígenas se reconocen 

como Sujetos Colectivos de derechos, autónomos, con formas de vida y sistemas de comprensión del 

mundo diferentes de los de la cultura occidental y titulares de derechos fundamentales”, los cuales 

“mantienen diversas y particulares formas de relacionarse y concebir el mundo, así como principios, 

valores, normas e instituciones que se fundamentan y explican de acuerdo con la concepción del origen 

y permanencia en el tiempo (cosmogonía), [con] idiomas propios, oficiales en sus territorios, en los 

cuales se recoge la memoria, la espiritualidad, la sabiduría y el conocimiento colectivo que 

milenariamente han construido” y que a su vez al “interior de cada Pueblo, de acuerdo con su 

cosmovisión, existen sistemas propios de salud, educación, justicia, gobierno, entre otros; que atienden 

a un principio de integralidad, y se encuentran fundados en las Leyes de Origen y Natural, la Palabra de 

Vida, el Derecho Mayor o Derecho Propio de los Pueblos”125  (JEP, Auto SRVBIT – Caso 002, 2019). 

 

En lo referente a comunidades negras, la Ley 70 de 1993126, que tiene entre sus propósitos 

“establecer mecanismos para la protección de la identidad cultural y de los derechos de las 

 
125 Según lo mencionado por Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y Determinación de los Hechos y Conductas, 
de la Jurisdicción Especial para la Paz, tomando como referencia los datos de Departamento Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística. Censo Nacional de Población y Vivienda 2018, en Colombia existen 115 Pueblos Indígenas, los cuales 
mantienen 65 idiomas propios.  (Auto SRVBIT – Caso 002 – 079 del 12 de noviembre de 2019) 
126 Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política de Colombia. 
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comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el fomento de su desarrollo económico y social, 

con el fin de garantizar que estas comunidades obtengan condiciones reales de igualdad de 

oportunidades frente al resto de la sociedad colombiana”, entiende como Comunidad Negra “el 

conjunto de familias de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten una 

historia y tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan 

y conservan conciencia de identidad que las distinguen de otros grupos étnicos” (Ley 70, art. 2, 1993). 

 

La jurisprudencia ha sostenido que “las comunidades negras del país [..], en sucesivas 

oportunidades, ha sido reconocido por el legislador como un grupo étnico especial. En efecto, tanto la 

Ley 70 de 1993 (que desarrolla el artículo Transitorio 55 de la Carta), como la Ley 99 del mismo año 

(sobre protección del medio ambiente), así como la Ley 199 de 1.995 (que organiza el Ministerio del 

Interior), parten de tal reconocimiento para otorgar una serie de derechos a las mencionadas 

colectividades, definidas en el artículo 2-5 de la Ley 70/93 [..] Este reconocimiento genera, como 

consecuencia inmediata, el que las comunidades negras adquieran la titularidad de derechos colectivos 

similares a los de las comunidades indígenas, con las diferencias impuestas por sus especificidades 

culturales y su régimen legal propio. Lo que es más importante, se hacen acreedores a los derechos que 

consagra el Convenio 169 de la O.I.T” (Corte Constitucional, Sentencia C-169 de 2001). Adicionalmente 

argumenta que, en la Constitución de 1991127 “se consolidó el discurso de la “alteridad de la comunidad 

negra” […], como auto-reconocimiento en relación con un territorio y unos usos y costumbres propios y 

se contribuyó al proceso de etnización y al reconocimiento de la misma como un sujeto político en el 

imaginario nacional”, y que en las diversas sentencias la Corte Constitucional “además de resaltar a 

estas comunidades como sujetos colectivos titulares de derechos de diversa índole, se les han extendido 

diferentes disposiciones constitucionales inicialmente reservadas a los pueblos indígenas” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-253 de 2013). 

 

En este sentido, al concebir a los -sujetos colectivos- como víctimas, normativamente se ha 

establecido lo que se percibe como daño para los sujetos étnicos, en el siguiente sentido:  

 

 
127 Artículo 55 transitorio de la Constitución Política de Colombia de 1991. 
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i) Daño individual: comprende las afectaciones físicas, materiales, psicológicas, espirituales y 

culturales, así como la vulneración al lazo de la víctima con su comunidad, pueblo y territorio, lo 

cual se determina desde la cosmovisión de cada pueblo indígena y comunidad (Decreto Ley 

4633, art. 41, 2011). 

 

ii) Daño colectivo: se produce cuando se vulneran masiva y sistemáticamente, en su dimensión 

material e inmaterial, los derechos los derechos de los integrantes de la colectividad y bienes de 

los pueblos y comunidades, desde una mirada holística de los daños y afectaciones, 

independientemente de la cantidad de personas individualmente afectadas (Decreto Ley 4633, 

art. 42, 2011; Decreto Ley 4634, art. 6, 2011; Decreto Ley 4635, art. 6, 2011). 

 

iii) Daño individual con efectos colectivos: Corresponde al daño sufrido por una víctima 

individualmente considerada, perteneciente a un pueblo o comunidad, que pone en riesgo su 

estabilidad social, cultural, organizativa, política, ancestral o la capacidad de permanencia 

cultural y pervivencia como pueblo, razón por la cual se asimila al daño colectivo y el pueblo o la 

comunidad a la que pertenece el afectado se considera víctima (Decreto Ley 4633, art. 43, 2011; 

Decreto Ley 4634, art. 7, 2011; Decreto Ley 4635, art. 7, 2011). 

 

iv) Daño a la integridad cultural: corresponde a la afectación y profanación sobre los sistemas de 

pensamiento, organización y producción que fundamentan la identidad, otorgan sentido a la 

existencia individual y colectiva, y diferencian de otros pueblos o comunidades, comprendiendo 

el ámbito material y los sistemas simbólicos128  o de representaciones que configuran lo 

intangible y espiritual (Decreto Ley 4633, art. 44, 2011; Decreto Ley 4634, art. 8, 2011; Decreto 

Ley 4635, art. 8, 2011).  

 

 
128 El Decreto Ley 4633 de 2011, en su artículo 44 y el Decreto Ley 4633 de 2011 en el artículo 8, establecen que los “sistemas se 
manifiestan a través de la cosmovisión; los rituales y ceremonias; el ordenamiento y manejo espacial y temporal del territorio: 
los sitios sagrados; el idioma; las pautas de parentesco y alianza; las formas de crianza; los órdenes de género y generacionales; 
el gobierno propio; la transmisión del conocimiento: y el ejercicio y la reproducción de la salud y educación propias; el 
conocimiento reservado; el conocimiento y prácticas médicas: los sistemas de producción, distribución, autoabastecimiento, 
consumo, intercambio, comercialización y roles de trabajo; los usos alimentarios cotidianos y rituales; el patrimonio cultural; los 
patrones estéticos, y las estrategias y redes comunicacionales, entre otros”. 



114 
 

v) Daño al territorio y al ambiente. Se produce cuando el territorio es violado o profanado por el 

conflicto armado interno y sus factores vinculados y subyacentes y vinculados, bajo la 

comprensión del territorio como integridad viviente y sustento de la identidad y armonía, 

conforme con la cosmovisión de los pueblos o comunidades y en virtud del lazo especial y 

colectivo que sostienen con el mismo, al igual que cuando se afectan los ecosistemas naturales, 

la sostenibilidad y sustentabilidad del territorio de las comunidades y la relación indisoluble 

entre territorio, naturaleza e identidad cultural (Decreto Ley 4633, art. 45, 2011; Decreto Ley 

4635, art. 9, 2011). 

 

vi) Daño a la autonomía e integridad política y organizativa: se configura cuando se afecta la 

autonomía e integridad política y organizativa de los pueblos y las organizaciones indígenas 

como resultado de: i) omisión de consultas previas o realización de manera inapropiada, ii) 

ejercicio de prácticas vulneratorias, por prebendas, cooptaciones o manipulaciones, iii) actos de 

irrespeto a las autoridades tradicionales por parte de los actores armados (Decreto Ley 4633, art. 

46, 2011). 

 

vii) Daño por restricción a la libre circulación: para el caso del pueblo Rrom, o las Kumpañy se 

configura cuando existe restricción o imposibilidad, de los miembros individualmente 

considerados, de circular libremente por el territorio nacional, que ocasiona pérdida de 

capacidad de generar ingresos económicos y de ejercer las prácticas culturales e identitarias 

(Decreto Ley 4634, art. 9, 2011). 

 

viii) Daño por racismo y discriminación racial: se configura cuando se producen actos de violencia 

y discriminación racial con ocasión o por efecto del conflicto armado, teniendo en cuenta que se 

presume que uno de los efectos del conflicto sobre las comunidades es la agudización del 

racismo y la discriminación racial (Decreto Ley 4635, art. 10, 2011). 

 

Los elementos antes mencionados, son determinantes al momento de establecer si un hecho 

específico se constituye en una victimización de un sujeto colectivo, con ocasión del conflicto armado, 

en los términos de los Decretos Ley Étnicos 4633, 4634 y 4635 de 2011.  
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Del ordenamiento jurídico transicional analizado y la jurisprudencia generada por la Corte 

Constitucional, revisada previamente, respecto a la noción de víctima del conflicto armado en el marco 

de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, se puede resaltar lo siguiente: 

 

- Se reconoce la necesidad de establecer parámetros objetivos para determinar quiénes son 

víctimas del conflicto armado. 

 

- Se incorpora una especie de “definición operativa” de víctima para determinar quiénes serán 

las destinatarias de las medidas especiales contenidas en la ley, observándose tres criterios que 

delimitan su ámbito de acción: i) temporal, hechos ocurrido a partir del 1º de enero de 1985; ii) 

naturaleza de las conductas dañosas, infracciones al Derecho Internacional Humanitario o 

violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos; y iii) 

contexto, hechos ocurridos con ocasión del conflicto armado interno. 

 

- Se acoge un concepto amplio de víctima, al considerarla como la persona que ha sufrido un 

daño real, concreto y específico, concepto básico que supone necesariamente la ocurrencia de 

un daño, como consecuencia de unos determinados hechos, por tanto, a pesar de existir otros 

criterios relevantes, el concepto de daño (que es amplio y comprehensivo) es el más significativo 

de todos, de tal forma, que de la acreditación del daño (que debe ser real, concreto y específico) 

depende que las personas interesadas logren ser reconocidas como víctimas. 

  

- Se acude a un concepto amplio de “conflicto armado”, observando la complejidad real e 

histórica que ha caracterizado la confrontación interna colombiana, reconociendo que se trata 

de víctimas del conflicto armado cuando los hechos acaecidos guardan una relación de 

conexidad suficiente con este, requiriendo de un ejercicio de valoración y ponderación en cada 

caso concreto, de distintos factores del contexto del conflicto armado interno, para determinar 

si existe una relación cercana y suficiente, evaluando el contexto en que se producen tales 
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acciones y  valorando distintos elementos para determinar si existe una relación necesaria y 

razonable con el conflicto armado interno. 

 

- En caso de duda sobre la inserción de la conducta lesiva en el marco del conflicto armado, debe 

darse prevalencia a la interpretación en favor de la víctima, no siendo dable una exclusión a 

priori, sino un análisis de cada caso acorde con el objetivo mismo de la ley, con un criterio 

enfocado a proteger a las víctimas. 

 

- Para determinar quiénes son víctimas del conflicto, se debe realizar una evaluación a partir de 

una interpretación sistemática de la Ley 1448 de 2011, los Decretos Ley étnicos y de la 

Constitución Política, observando los postulados que se ha expuesto por la jurisprudencia.  

 

- Aunado a lo anterior, tomando en cuenta la noción de víctima que se incorpora en las normas 

étnicas, respecto a los sujetos colectivos, sean estos, pueblos y comunidades indígenas, pueblo 

Rrom, las Kumpañy, comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, es necesario 

observar, de acuerdo con los expuesto por la jurisprudencia, que son sujetos titulares de 

derechos fundamentales de diversa índole, con autodeterminación, con diversas concepciones 

sobre el mundo y la vida, cosmovisión, cosmogonía, su vínculo con el territorio y derechos 

territoriales, entre otros aspectos relevantes y propios de cada pueblo y comunidad, los cuales 

son elementos fundamentales para determinar la ocurrencia del daño como consecuencia de un 

hecho con ocasión del conflicto armado.  
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2. Reconocimiento administrativo de las víctimas de hechos de terrorismo en Colombia 
 

El reconocimiento administrativo de las víctimas del conflicto armado en Colombia, ha tenido 

diferentes momentos, correlativamente con la vigencia de las normas y la concepción o definición de 

víctima que se ha adoptado en cada uno de los marcos normativos. Sin embargo, se pueden diferenciar 

dos grandes momentos, uno de reconocimiento bajo los marcos normativos anteriores al año 2011 y 

otro posterior con la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, y 

los Decretos Ley étnicos 4633, 4634 y 4635 de 2011, que se entran a revisar. 

 

2.1 Reconocimiento administrativo de las víctimas antes de la Ley 1448 de 2011. 
 

Como antecedente se encuentra el Decreto 444 de 1993, el cual en su artículo 4 estableció que 

cuando ocurran atentados terroristas, cometidos con bombas o artefactos explosivos que afecten en 

forma indiscriminada a la población, el organismo competente129, debía elaborar el censo de 

damnificados, que incluyera la información necesaria, en formatos establecidos.  

 

A su vez, frente al reconocimiento administrativo de víctimas de atentados terroristas, otro 

antecedente se encuentra en la Ley 104 de 1993, la cual dispuso  en el artículo 21 que cuando ocurra un 

atentado terrorista, cometidos con bombas o artefactos explosivos que afecten en forma indiscriminada 

a la población, debía elaborarse el censo de damnificados, incluyendo la información necesaria para 

efectos de la aplicación de dicha Ley, en los formatos establecidos, contemplando también que las listas 

de damnificados podía ser revisadas en cualquier tiempo para verificar la calidad de víctimas de las 

personas que figuraban como damnificados. 130 

 

Posteriormente la Ley 387 de 1997, que regula lo referente a víctimas de desplazamiento, tanto 

a las víctimas de conflicto armado como de otros escenarios de violencia, estableció que tenían derecho 

a recibir los beneficios consagrado en dicha Ley, las personas colombianas en condición de 

 
129 Según el Decreto 444 de 1993 el responsable era el Comité Local para la Prevención y Atención de Desastres o a falta de éste, 
la oficina que hiciere sus veces (art. 4).  
130 Según la Ley 104, artículo 21, la elaboración del censo estaba a cargo del Comité local para la Prevención y Atención de 
Desastres o a falta de éste, la oficina que hiciere sus veces, y la revisión y verificación de calidad de víctima a cargo Fondo de 
Solidaridad y Emergencia Social. 
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desplazamiento, que: i) en los casos individuales realizaran una la declaración de esos hechos ante la 

autoridad competente131 y para desplazamientos masivos132 se efectuara una declaración y una 

recolección de información por las entidades encargadas133,  y ii) la valoración de dicha declaración 

conllevara a determinar que era procedente la inscripción como víctima de desplazamiento forzado, que 

se materializaba mediante  acto de registro de la condición de desplazado en el Registro Único de 

Población Desplazada134. Para el efecto, se adoptó el “Registro Único de Población Desplazada”135, 

concebido como una “herramienta técnica” en el cual, además de efectuar la inscripción de la 

declaración rendida por las personas desplazadas, se pretendía identificar a la población afectada por el 

desplazamiento y sus características y mantener información actualizada de la población atendida, así 

como realizar el seguimiento de los servicios que el Estado prestaba a la población desplazada por la 

violencia (Decreto 2569, art. 4, 2000). 

 

Seguidamente en Ley 418 de 1997, si bien no creó un registro, estableció que cuando ocurriera 

alguno de los eventos contemplados en dicha ley, esto es actos tales como atentados terroristas, 

combates, ataques y masacres entre otros - que se susciten en el marco del conflicto armado interno-, 

se debía elaborar el censo de los damnificados, que tuviera como mínimo la identificación de la víctima, 

ubicación y descripción del hecho y enviarlo a la entidad competente136 (art. 18), para el acceso a las 

medidas humanitarias137 debido al daño especial sufrido por las víctimas. 

 

 
131 De conformidad con la Ley 387 de 1997, artículo 32, la declaración debía realizarse ante la Procuraduría General de la Nación, 
la Defensoría del Pueblo, las Personerías Municipales o Distritales. 
132 Según lo previsto en la Ley 387, artículo 12, se entiende por desplazamiento masivo, el desplazamiento conjunto de diez (10) 
o más hogares, o de cincuenta (50) o más personas. Se entiende por hogar, el grupo de personas, parientes, o no, que viven bajo 
un mismo techo, comparten los alimentos y han sido afectadas por el desplazamiento forzado por la violencia. 
133 La Ley 387 de 1997 en su artículo 13 preveía que Cuando se produzcan desplazamientos masivos, el Comité Municipal, Distrital, 
las autoridades municipales y el Ministerio Público, tanto de la zona expulsora como de la receptora de la población desplazada, 
actuarán en forma unida para establecer la identificación y cuantificación de las personas que conformaron el desplazamiento 
masivo. 
134 Ley 387 de 1997, artículos 9, 10 y 13. 
135 El Registro Único de Población Desplazada se crea mediante el Decreto 2569 de 2000, artículo 4. En virtud de la Ley 1448 de 
2011, artículo 154, el Registro Único de Población Desplazada se integra al Registro Único de Víctimas que opera la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
136 Ley 418 de 1997, artículo 18, estableció la necesidad de un censo. La entidad a la cual se debía enviar el censo era a Red de 
Solidaridad Social, después denominada de Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción 
Social, sin embargo, en virtud de la Ley 1448 de 2011, artículo 170 y el Decreto 4802 de 2011, artículo 42, las funciones 
relacionadas con víctimas de la violencia fueron asumidas por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas. 
137 Ley 418, artículo 16, estableció que, en desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las 
víctimas, éstas recibirán asistencia humanitaria. 
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Posteriormente, el Decreto 1290 de 2008138, mediante el cual se creó el Programa de Reparación 

Individual por vía Administrativa para las Víctimas de los Grupos Armados Organizados al Margen de la 

ley, determinó que el Comité de Reparaciones Administrativas, a través de la entidad competente139, 

llevaría un “registro de las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley” que 

hubieren sido beneficiarios de reparación, y de las medidas de reparaciones otorgadas, con el fin de 

contribuir a la construcción y conservación de la memoria histórica (art. 24), estableciendo para ello un 

procedimiento para el reconocimiento administrativo de la calidad de víctima y aplicación de la 

reparación individual por vía administrativa (art. 20 a 29). Dicho procedimiento contemplaba entre sus 

pasos, de manera general: i) una solicitud140 de los interesados en la reparación individual, ii) verificación 

de información de la solicitud y acreditación de la calidad de víctima a cargo de la entidad 

competente141, iii) reconocimiento de la calidad de víctima, teniendo en cuenta alguno o algunos de los 

criterios detallados en el mismo Decreto142, encaminados a determinar las circunstancias de modo, 

tiempo y lugar de ocurrencia de los hechos, así como entrevistas y fuentes humanas, documentales y 

técnicas ; iv) resolver la solicitud, y v) registrar las medidas de reparaciones otorgadas en el “registro de 

las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley” establecido para el efecto. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, se encuentra que el reconocimiento administrativo por parte del 

Estado colombiano frente a las víctimas, antes de la Ley 1448 de 2011, se realizó en dos escenarios: 

  

i) mediante la Ley 418 de 1997 (prorrogada por las Leyes 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 

2010, 1738 de 2014, 1941 de 2018, 2272 de 2022) bajo una concepción inicial de víctimas de 

conflicto armado (art. 15), o víctimas de la violencia política a partir de la modificación realizada 

por la Ley 782 de 2002 (art. 6), que sufrieron perjuicios en su vida, grave deterioro en su 

 
138 Derogado por el artículo 297 del Decreto 4800 de 2011. 
139 El Decreto 1290, artículo 24, establece la competencia en la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional-Acción Social, entidad responsable en ese momento transformada posteriormente en Departamento para la 
Prosperidad Social por el Decreto 4155 de 2011. 
140 La cual debía estar en formulario definido para el efecto, realizada bajo la gravedad de juramento y con destino al Comité de 
Reparaciones Administrativas. 
141 Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social-, transformada posteriormente en 
Departamento para la Prosperidad Social por el Decreto 4155 de 2011. 
142  En el Decreto 1290, artículo 24, se detallan los criterios, precisando que la enumeración que se hace es meramente 
enunciativa. 
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integridad personal y/o bienes, por alguno de los siguientes actos: atentados terroristas, 

combates, secuestros, ataques y masacres;   

ii)  Mediante el Decreto 1290 de 2008 que crea el programa de reparación individual por vía 

administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley (art. 1), 

con dos universos de víctimas:  

a) personas que con anterioridad a la expedición de dicho Decreto hubieren sufrido 

violación en sus derechos fundamentales por acción de los grupos armados organizados al 

margen de la ley (Ley 975, art. 1, 2005), con daños directos tales como lesiones transitorias 

o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial 

(visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus 

derechos fundamentales, por acciones que hayan transgredido la legislación penal (Ley 975, 

art. 5, 2005);  

b) personas de la población civil que sufren perjuicios en su vida, grave deterioro en su 

integridad personal y/o bienes, por razón de actos que se susciten en el marco del conflicto 

armado interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y masacres entre 

otros (Decreto 1290, art. 2, 2008) 

 

Se puede observar que el reconocimiento administrativo de la calidad o condición de víctima se 

previó en cada marco normativo atendiendo a sus particularidades, por consiguiente, el universo de 

víctimas y hechos registrados corresponden a los criterios que incorporan cada una de las definiciones 

de víctimas reguladas, y los registros construidos y alimentados contaban con las clasificaciones o 

categorizaciones que se definieron e implementaron en cada momento,  acorde con la naturaleza 

jurídica estipuladas, sean de tipo humanitario o indemnizatorio (Lozano Acosta, 2009, p. 251). 

 

El reconocimiento administrativo de las víctimas, de la violencia política o el conflicto armado, 

resultado de la aplicación de los marcos normativos antes de año 2011 mencionados, y su impacto, se 

puede evidenciar en el Documento CONPES 3712 de 2011, referente al “Plan de financiación para la 

sostenibilidad de la ley 1448 de 2011”, proferido el 1 de diciembre de 2011, donde se adelanta una 

revisión de las victimizaciones ocurridas hasta esa fecha, para efectos de generar un costeo. En este 

Documento se pone en evidencia, entre otros aspectos, que se encuentran dificultades asociadas a 
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determinar con precisión el universo de víctimas, así: i) los registros de información en Colombia no 

datan desde 1985, ii) la mayoría de las entidades oficiales que poseen información relevante para el 

estimativo del universo, no cuentan con una caracterización del contexto en el que sucedieron los 

hechos delictivos, razón por la cual determinar que éstos hayan sucedido en el marco del conflicto 

armado, genera una serie de dificultades que no son superables, iii) puede haber una inexactitud en la 

configuración del universo, generado a partir de distintos factores como desconocimiento de los 

derechos por parte de las mismas víctimas o, inclusive, la prevención frente a la denuncia de los delitos, 

así como víctimas que aún no hayan sido registradas, iv) los datos estadísticos relacionados con el 

conflicto armado en Colombia pueden ser inconsistentes, tener limitaciones en su cobertura o, 

simplemente, no existir; llegando a concluir que las cifras resultantes del ejercicio de estimación del 

universo víctimas son indicativas, sujetas a verificación y revisarse en avance el Registro Único de 

Víctimas (RUV). (Consejo Nacional de Política Económica y Social [CONPES 3712], p. 10-11, 2011). 

 

2.2 Reconocimiento administrativo de las víctimas a partir de la Ley 1448 de 2011. 
 

A partir de la entrada en vigencias de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, y 

los Decretos Ley Étnicos 4633, 4634 y 4635, se dispuso la existencia de un Registro Único de Víctimas 

(Ley 1448, art. 154, 2011), que “es una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de 

registro de las víctimas”143, procedimiento que deben surtir todas las víctimas que soliciten el registro 

por cualquier hecho victimizante, y refleja el reconocimiento administrativo de las víctimas con ocasión 

del conflicto armado interno colombiano 

 

Si bien es una herramienta que surge a partir del año 2011 con la Ley 1448, es importante tener 

presente que en Colombia ya existían diversos registros, en atención a los marcos normativos que se 

venían implementando, y que aún siguen vigentes. Por tanto, la implementación del Registro Único de 

Víctimas previsto en la regulación del año 2011, trajo consigo unos retos importantes. De una lado, una 

transición  y armonización de registros históricos de las víctimas, como se puede evidenciar en algunas 

normas: i)  En los artículos 63, 64, 65 y 67 de la Ley 1448 de 2001 se establece que “Hasta tanto el 

Registro Único de Víctimas entre en operación, se mantendrá el funcionamiento del Registro Único de 

 
143  Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011, Por el cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones, 
incorporado posteriormente en el Decreto 1084 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
de Inclusión Social y Reconciliación”, Artículo 2.2.2.1.1. 
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Población Desplazada”144,  ii) En el artículo 154 de la Ley 1448 se establece que el Registro Único de 

Víctimas se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que maneja la Agencia Presidencial 

para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de 

desplazamiento, que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y que 

dicha Agencia “deberá operar los registros de población víctima a su cargo y existentes a la fecha de 

vigencia de la […] Ley, incluido el Registro Único de Población Desplazada, mientras se logra la 

interoperabilidad de la totalidad de estos registros y entre en funcionamiento el Registro Único de 

Víctimas garantizando la integridad de los registros actuales de la información”, iii) En el artículo 24 del 

Decreto 4800 de 2011 se indicó que “serán fuentes del Registro Único de Víctimas los registros y 

sistemas de información de víctimas existentes, en especial aquellos que reposen, entre otras, en las 

entidades que enlistó145, iv) El artículo 155 del Decreto 4800 de 2011146 contempló que “Las solicitudes 

de indemnización por vía administrativa formuladas en virtud del Decreto 1290 de 2008, que al 20 de 

diciembre de 2011 no hayan sido resueltas por el comité de reparaciones administrativas, se tendrán 

como solicitudes de inscripción en el registro único de víctimas” y “Las solicitudes de indemnización por 

vía administrativa presentadas después de la promulgación de la Ley 1448 de 2011 en el marco de la Ley 

418 de 1997, con sus respectivas prórrogas y modificaciones, se regirán por las reglas establecidas en el 

presente decreto”.  

 

A su vez, el Registro Único de Víctimas encontró al iniciar su operación,  que los registros de los 

marcos normativos anteriores no contaban con una caracterización del contexto en el que sucedieron 

los hechos, que generaba dificultades para determinar su ocurrencia en el marco del conflicto armado 

(Documento CONPES 3712, 2011, p 10) y además no permitían precisar con exactitud el universo de 

víctimas de pertenencia étnica por los diferentes hechos victimizantes, dado que no incluían la variable 

étnica (Documento CONPES 3726, 2012, p. 18). 

 

 
144 Ley 1448 de 2011, artículos 63 y 64, parágrafo 2; artículos 65 y 67, parágrafo 3. 
145 El Decreto 4800, en su artículo 24, mencionó como fuentes de información del Registro Único de Víctimas los registros  y 
sistemas de las siguientes entidades: Vicepresidencia de la República - Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas 
Antipersonal, Unidad Nacional de Protección, Ministerio de Defensa Nacional, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas, Fiscalía General de la Nación, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
Consejo Superior de la Judicatura 
146 Ahora Artículo 2.2.7.3.10. del Decreto 1084 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
de Inclusión Social y Reconciliación” 
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Entre los aspectos que es pertinente resaltar del Registro Único de Víctimas, adoptado en la Ley 

1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, se encuentran los siguientes: 

 

I) En la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley Étnicos 4633, 4634 y 4635 se identifican dos 

procedimientos que deben surtir las víctimas para la inscripción, inclusión, incorporación o registro en el 

Registro Único de Víctimas, lo cual genera, como acto declarativo, su reconocimiento administrativo de 

víctimas del conflicto armado interno colombiano.  

 

a) En primer lugar, se encuentra el procedimiento de registro de personas víctimas, 

previsto en los artículos 155 (modificado por el artículo 77 de la Ley 2421 de 2024) y 156 de Ley 

1448 de 2011, el cual se puede resumir en los siguientes pasos: i) solicitud de registro, mediante 

la presentación de una declaración por parte de las víctimas ante el Ministerio Público, a través 

de un instrumento diseñado para el efecto, que es de uso obligatorio por parte de las entidades 

que reciben la declaración; ii) La valoración de la declaración147, donde se realiza la verificación 

de los hechos victimizantes contenidos en la declaración, acudiendo a consultarlas bases de 

datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las 

Víctimas, y  por mandato de la misma ley, que acoge lo manifestado por la Corte Constitucional 

en su jurisprudencia,  respetando los principios constitucionales de dignidad, buena fe, 

confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial, así como el enfoque diferencial, y en 

aquellos casos que se  pretenda controvertir la declaración rendida, la entidad responsable tiene 

la carga de la prueba; y iii) adopción de la decisión148 frente a la solicitud de registro, que puede 

ser de otorgar o denegar el registro, con fundamento en la información contenida en la 

declaración, así como la información recaudada en el proceso de verificación.  

 

b) En segundo lugar, se identifica un procedimiento para inscripción de “sujetos colectivos” 

víctimas, que son los “pueblos y comunidades indígenas” a la luz del Decreto Ley 4633, el 

“pueblo Rrom y sus Kumpañy” según del Decreto Ley 4633 y las “comunidades negras, 

 
147 Que se encuentra a cargo de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
148 Ley 1448 de 2011, artículo 155. En este artículo también se establece que “En el evento en que la víctima mencione el o los 
nombres del potencial perpetrador del daño que alega haber sufrido para acceder a las medidas de atención, asistencia y 
reparación previstas en la presente ley, este nombre o nombres, en ningún caso, serán incluidos en el acto administrativo 
mediante el cual se concede o se niegue el registro”. 
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afrocolombianas, raizales y palenqueras en virtud del Decreto Ley 4633. El procedimiento para 

sujetos colectivos se puede resumir en los siguientes pasos: i) Solicitud de inscripción en el 

registro, que consiste en solicitud de incorporación del “pueblo o comunidad indígena 

victimizada” (Decreto Ley 4633, art. 188, 2011), el “Pueblo Rrom o de la kumpania afectada” 

(Decreto Ley 4634, art. 114, 2011) o “Comunidad negra, afrocolombiana, raizal y palenquera” 

(Decreto Ley 4635, art. 149, 2011) en el componente étnico del Registro Único de Víctimas, lo 

cual se realiza ante Ministerio Público por medio de declaración; ii) verificación de los hechos 

victimizantes, consistente en realizar la verificación de los hechos referidos en la declaración, 

consultando las bases de datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención 

y Reparación a las Víctimas, las herramientas de análisis y seguimiento de contexto, la Red 

Nacional de Información, sistemas y registros de información del Ministerio del Interior, así 

como otras fuentes de información que resulten pertinentes para contrastar y ampliar la 

información institucional; iii) adopción  de la decisión, frente a la solicitud de incorporación en el 

componente étnico del Registro Único , que puede ser de otorgar o denegar el registro del 

sujeto colectivo, con fundamento en la información contenida en solicitud de registro, así como 

la información recaudada en el proceso de verificación y la otorgada por el Ministerio del 

Interior. 

 

Para la solicitud de inscripción se ha definido procedimentalmente dos instrumentos en los 

cuales se consigna los datos básicos que permitan la obtención de la información necesaria para una 

correcta valoración y que faciliten la determinación de las medidas de asistencia, atención y reparación 

que se adecuen al daño sufrido y las necesidades de cada víctima, incorporando un enfoque diferencial 

(Decreto Único Reglamentario 1084, art. 2.2.2.3.3, 2015). 

   

- Formato Único de Declaración (FUD). Este instrumento incorpora: información básica149; 

caracterización del hogar (con enfoque diferencial); anexos150 según el hecho victimizante que 

 
149  Incluye lugar de declaración, Información del declarante, datos de contacto, datos de contacto alternos. 
https://www.unidadvictimas.gov.co/wpcontent/uploads/2020/01/23manualoperativoparalatomadeladeclaracionenlineav1.pdf 
150 En la implementación de la Ley 1448 de 2011, operativamente se han definido los siguientes anexos para recabar información 
de los hechos victimizantes ocurridos con ocasión del conflicto armado interno Anexo 1: Acto terrorista /Atentados /Combates 
/Enfrentamientos/Hostigamientos; Anexo 2: Amenaza; Anexo 3: Delitos contra la libertad y la integridad sexual en desarrollo del 
conflicto armado; Anexo 4: Desaparición forzada; Anexo 5: Desplazamiento Forzado; Anexo 6: Homicidio – Masacre; Anexo 7: 
Minas antipersonal, Munición sin explotar y Artefacto explosivo improvisado; Anexo 8: Secuestro; Anexo 9: Tortura; Anexo 10: 
Vinculación de Niños, Niñas y Adolescentes a actividades relacionadas con grupos armados; Anexo 11: Despojo y/o abandono 
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se declare y; narración de hechos donde se incorpora y debe detallar la información de las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se dieron los hechos objeto de la declaración.  

- Formulario Único de Declaración de Sujeto Colectivo (FSC).  

 

II) Introdujo un componente especial étnico, con reglas particulares, respecto a “los pueblos y 

comunidades indígenas como sujetos colectivos y a sus integrantes individualmente considerados” 

(Decreto Ley 4633, art. 183, 2011), al “pueblo Rrom, las Kumpañy y a sus miembros individualmente 

considerados” (Decreto Ley 4634, art. 111, 2011) y a “comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 

palenqueras, como sujetos colectivos y a sus miembros individualmente considerados” (Decreto Ley 

4635, art. 146, 2011). 

 

Por una parte se previó que el Registro Único de Víctimas debe incorporar de manera específica 

la información relativa a las víctimas y violaciones, al igual que la información “sobre el pueblo y la 

comunidad, su ubicación y las variables de caracterización de daños y afectaciones”, para el caso del 

Decreto 4633, la información de “la Kumpania, la ubicación de su asentamiento y las variables de 

caracterización de daños y afectaciones”, para el caso del Decreto 4634 y la información de “la 

comunidad, su ubicación y las variables de caracterización de daños y afectaciones étnico-territoriales”, 

para el caso de Decreto 4635.  

 

Por otra parte, se disputo el Registro Único de Víctimas debe contar con un componente étnico 

donde se inscriban como “sujetos colectivos”: i) los pueblos y comunidades indígenas que hayan sufrido 

un daño, ii) el Pueblo Rrom o de la kumpania afectada (Decreto Ley 4634, art. 114, 2011), iii) las 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras que hayan sufrido un daño colectivo, 

cultural, territorial o ecológico. 

 

III) Acorde con la concepción de víctimas del conflicto armado interno regulada en el marco 

normativo del 2011 (art. 3), y revisada en el apartado anterior, el Registro Único de Víctimas refleja el 

reconocimiento administrativo de víctimas, mediante el acto de inscripción o inclusión de:  

• Personas (Ley 1448, art. 3, 2011) 

 
forzados de bienes muebles e inmuebles; y confinamiento. Obtenido de: https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-
content/uploads/2020/01/23manualoperativoparalatomadeladeclaracionenlineav1.pdf 
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• “Sujetos colectivos”, no étnicos (Ley 1448, arts. 3 y 152, 2011), que incluye: 

-  Grupos y organizaciones sociales y políticos 

- Comunidades determinadas a partir de un reconocimiento jurídico, político o social que se haga 

del colectivo, o en razón de la cultura, la zona o el territorio en el que habitan, o un propósito 

común. 

• “Sujetos colectivos” étnicos (Decretos Ley 4633, 4634 y 4635, art. 3, 2011), que incluye: 

 - Pueblos y comunidades indígenas 

 - Pueblo Rrom, las Kumpañy 

 - Comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 

    

IV) Reconoce que a las víctimas del conflicto armado interno se les debe brindar especial trato y 

protección, al establecer  que en las actuaciones que se adelanten en relación con el registro de las 

víctimas, además de hacerse de acuerdo con los principios y el procedimiento establecido en el Código 

Contencioso Administrativo, se debe garantizar los principios constitucionales del debido proceso, 

buena fe y favorabilidad, las pruebas requeridas serán sumarias, al igual que la solicitud de registro debe 

ser decidida en el menor tiempo posible, en el marco de un trámite administrativo ágil y expedito, en el 

cual el Estado tendrá la carga de la prueba, teniendo la víctima el derecho a obtener respuesta oportuna 

y eficaz en los plazos establecidos, así como a aportar documentos u otros elementos de prueba que 

deben ser valorados y tenidos en cuenta por las autoridades al momento de decidir (Ley 1448, art.158, 

2011). 

 

V) Se establece una obligación de debido manejo y cuidado frente al Registro Único de Víctimas, 

por parte de los administrados y la administración, a tal punto que la misma Ley tipificó que quien 

obtenga el registro como víctima, alterando o simulando deliberadamente las condiciones requeridas 

para su inscripción, u ocultando las que la hubiesen impedido, incurrirá en prisión, al igual que  el 

servidor público que teniendo conocimiento de la alteración o simulación fraudulenta, facilite, o efectúe 

la inscripción en el registro de las víctimas, incurrirá en prisión e inhabilidad para el ejercicio de derechos 

y funciones públicas (Ley 1448, art. 199, 2011). 
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VI) Considerando lo establecido en el artículo 15 de la Constitución Política, con el fin de 

proteger el derecho a la intimidad de las víctimas y su seguridad, la Ley 1448 y los Decretos Ley Étnicos 

dispusieron que toda la información suministrada por la víctima y aquella relacionada con la solicitud de 

registro es de carácter reservado.151 

 

 

Teniendo en cuenta la clasificación de victimizaciones establecidas para el reconocimiento 

administrativo e inscripción de las víctimas del conflicto armado interno, el Registro Único de Víctimas 

cuenta con los siguientes hechos: “Acto terrorista / Atentados / Combates / Enfrentamientos / 

Hostigamientos”152, Amenaza, “Delitos contra la libertad y la integridad sexual en desarrollo del conflicto 

armado”, Desaparición forzada, Desplazamiento forzado, Homicidio, “Minas Antipersonal, Munición sin 

Explotar y Artefacto Explosivo improvisado”, Secuestro, Tortura, “Vinculación de Niños Niñas y 

Adolescentes a Actividades Relacionadas con grupos armados”, “Abandono o Despojo Forzado de 

Tierras”, “Perdida de Bienes Muebles o Inmuebles”, Lesiones Personales Físicas, Lesiones Personales 

Psicológicas”, “Confinamiento”.153  

 

El Registro Único de Víctimas, como registro oficial de las víctimas del conflicto armado interno 

colombiano, se ha instituido y contribuye para: i) establecer el universo de víctimas del conflicto armado 

interno en el marco de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024,  y los Decretos Ley 

4633, 4634 y 4635 de 2011; ii) que las víctimas   accedan a los servicios estatales, como es el caso de 

salud (Ley 1448, art. 52, 2011), accedan a las medidas de asistencia (Ley 1448, arts. 63, 64 y 65, 2011), 

accedan a las medidas de reparación que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y 

simbólica (Ley 1448, art. 69, 2011), accedan a los beneficios contemplados materia de asistencia 

crediticia (Ley 1448, art. 128, 2011); iii) identificar y diagnosticar las circunstancias que ocasionaron y 

ocasionan el daño a las víctimas (Ley 1448, art. 153, 2011); iv) garantizar al Sistema Nacional de 

Atención y Reparación a las Víctimas una rápida y eficaz información nacional y regional (Ley 1448, art. 

153, 2011); v) permitir al Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas adoptar las 

 
151 Ley 1448, artículo 156, parágrafo 1. Decreto Ley 4633 de 2011, artículo 188, parágrafo 1. Decreto Ley 4634 de 2011, artículo 
114, parágrafo 2. Decreto Ley 4635 de 2011, artículo 149, parágrafo 1. 
152 Particularmente por el hecho de Acto terrorista/Atentados/Combates/ Hostigamientos se registra la inclusión de 92.585 
personas víctimas, con corte al 31 de enero de 2024, sin embargo, no se discrimina o específica las víctimas correspondientes a 
actos de terrorismo y atentados. Obtenido de: https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/ 
153 Obtenido de: https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/ 
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medidas para la atención inmediata, elaborar planes para la atención y reparación integral de las 

víctimas inscritas (Ley 1448, art. 153, 2011); vi) orientar la canalización oportuna y eficiente de los 

recursos humanos, técnicos, administrativos y económicos que sean indispensables para el 

cumplimiento de los planes, proyectos y programas de atención, asistencia y reparación integral de las 

víctimas en sus niveles nacional y territorial (Ley 1448, arts. 159, 161, 162, 163 164 y 165, 2011); vii) 

orientar el diseño de estrategias que permita articular la oferta pública de políticas nacionales, 

departamentales, distritales y municipales, en materia de ayuda humanitaria, atención, asistencia y 

reparación integral (Ley 1448, art. 170, 2011); viii) orientar la definición de herramientas y mecanismos 

que permita garantizar la participación efectiva de las víctimas en el diseño, implementación, ejecución 

y seguimiento al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas que se creen con ocasión de 

la misma (Ley 1448, art. 170, 2011); y ix) servir de fuente de información para elaborar documentos de 

política que determinen metas, presupuesto, mecanismos de seguimiento, destinación y ejecución de 

los recursos de acuerdo con las obligaciones de las entidades contempladas en la ley (Ley 1448, art. 175, 

2011). 

 

   Como registro oficial también se le confiere aportes fundamentales para: i) el esclarecimiento 

de la verdad sobre casos de graves violaciones a los derechos humanos y Derecho Internacional 

Humanitario acaecidos en un contexto de violencia (Rivas, 2018) y ii) guiar el diseño institucional, las 

decisiones políticas, jurídicas o administrativas y orientar la política pública para asistir y reparar 

integralmente a las víctimas del conflicto armado interno de forma efectiva (Rivas, 2016). 

 

Respecto al Registro Único de Víctimas y el reconocimiento administrativo de la condición de 

víctima, la Corte Constitucional en su amplia jurisprudencia ha resaltado algunos aspectos 

fundamentales que es pertinente su observancia y los cuales seguidamente se desarrollan. 

 

- La condición de víctima es un hecho fáctico. Tal como lo ha concebido y reiterado la 

jurisprudencia, la condición de víctima es un hecho fáctico, que no depende de declaración o de 

reconocimiento administrativo alguno, toda vez que se ha consolidado en Colombia una concepción 

material de la condición de víctima del conflicto armado, en el sentido que el acto constitutivo de la 

condición de víctima encuentra su fundamento en hechos y circunstancias fácticas de donde deriva el 

daño ocasionado por graves violaciones de Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional 
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Humanitario (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 2012). De esta forma, la condición de víctima de 

la violencia política esta soportada en el padecimiento de hechos como atentados terroristas, combates, 

secuestros, ataques, masacres, homicidios, esto es, en una serie de actos que en el marco del conflicto 

armado interno afectan derechos fundamentales como la vida, la integridad física, la seguridad o la 

libertad personal (Corte Constitucional, Sentencias C-914 de 2010 y T-017 de 2021). 

 

Sin embargo, como la misma jurisprudencia lo manifiesta, es necesario que normativamente se 

fijen unos requisitos formales mínimos para hacer operativas las leyes, con el fin de garantizar una 

accesibilidad y lograr dar un manejo más eficaz y adecuado de las medidas, de diversa índole, que se 

disponen en cada una, para proteger y hacer efectivos los derechos de las víctimas del conflicto, pero 

evitando imponer condiciones de difícil o imposible cumplimiento por parte de las víctimas, o exigir 

requisitos de trámite o de procedibilidad que puedan derivar en una revictimización, teniendo en cuenta 

su especial condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta, por consiguiente, mientras que el acto 

constitutivo de la condición de víctima, encuentra su fundamento en hechos y circunstancias fácticas, las 

inscripciones y registros son actos declarativos que se exigen como requisitos formales para facilitar, 

más nunca para obstaculizar, el acceso de las víctimas a los beneficios contemplados por la ley para el 

goce efectivo de sus derechos a la atención y a la reparación (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 

2012). 

 

Se ha reconocido que “es la realidad la que da a las víctimas su carácter y les permite exigir ser 

tratadas como tales y no los censos […] tampoco las certificaciones […], así unos y otras faciliten los 

reconocimientos” […] porque el derecho internacional humanitario impone a los Estados Partes el deber 

de investigar la vulneración de los derechos fundamentales acaecidos en su territorio, al igual que la 

obligación de reparar los daños ocasionados a la población civil, dentro del marco del conflicto armado, 

por vulneraciones del derecho a la vida, a la dignidad, a la libertad y a las garantías judiciales, sin 

restricciones fundadas en la modalidad y forma utilizado por los infractores, a la vez que reclama para 

las víctimas y sus derechohabientes recursos sencillos que les permitan acceder a la reparación de los 

daños causados, con prontitud y eficacia […] por tanto los censos y las certificaciones elaboradas por las 

autoridades del lugar, sobre el acaecimiento de los hechos y los móviles de los mismos, sin duda facilitan 

las reclamaciones y pueden ser de utilidad para asuntos que atañen a la administración, pero no tienen 

el alcance de otorgar a las víctimas esta calidad y no pueden ser utilizados, en consecuencia, para negar 
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la asistencia y el reconocimiento que su situación reclama  (Corte Constitucional, Sentencia T-188 de 

2007). 

 

Sostiene que el análisis de las acciones perpetradas en el escenario de conflicto muestra que los 

homicidios u otros atentados o agresiones contra la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad 

personales cometidos por móviles ideológicos o políticos  (artículo 49 de la Ley 418 de 1997) no 

constituyen hechos notorios, a diferencia de los atentados terroristas, combates, ataques y masacres 

entre otros (artículo 15 de la Ley 418 de 1997) a efectos de la certificación, y por ende “es claro que en 

un homicidio selectivo, en el que, por la naturaleza de los hechos, no haya lugar a hacer un censo de 

damnificados, no cabe expedir una certificación que tenga como base ese censo”, por consiguiente “si 

bien las autoridades locales no deben elaborar un censo de damnificados y no pueden certificar los 

móviles que guiaron la afectación a los derechos a la vida, a la integridad física o a la libertad, sí pueden, 

cuando así se les requiera por parte interesada, hacer una descripción de los hechos acerca de los cuales 

han tenido noticia a través de medios fidedignos y de las circunstancias conexas (Corte Constitucional, 

Sentencia T-017 de 2010). 

 

- Inscripción en el Registro Único de Víctimas un derecho fundamental de las víctimas. Como 

resultado de un análisis sistemático de las normas que regulan el Registro Único de Víctimas, concluye la 

jurisprudencia Constitucional que la inscripción en dicho Registro se constituye en un derecho 

fundamental de las víctimas del conflicto armado interno colombiano, indicando:  

 

“[…] el RUV es una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de 

víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas 

medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos. Por 

ende, ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a 

la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar, en los términos del artículo 3º 

de la Ley 1448 de 2011 [...]” (Corte Constitucional, Sentencia T-163 de 2017) 

 

 “[…] la Corte Constitucional ha reconocido la importancia del Registro Único de Víctimas en 

múltiples pronunciamientos y ha resaltado que la inscripción en el RUV constituye un derecho 
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fundamental de las víctimas. Ello, por cuanto la inclusión de una persona en el RUV implica, 

entre otros beneficios: (i) la posibilidad de afiliación al Régimen Subsidiado de salud por el solo 

hecho de la inclusión en el RUV. Así mismo, permite la priorización para el acceso a las medidas 

de reparación y particularmente a la medida de indemnización, así como a la oferta estatal 

aplicable para avanzar en la superación de la situación de vulnerabilidad, si es el caso; (ii) implica 

el envío de la información relativa a los hechos delictivos que fueron narrados como 

victimizantes para que la Fiscalía General de la Nación adelante las investigaciones necesarias; y 

(iii) en general, posibilita el acceso a las medidas de asistencia y reparación previstas en la Ley 

1448 de 2011, las cuales dependerán de la vulneración de derechos y de las características del 

hecho victimizante […]” (Corte Constitucional, Sentencia T-274 de 2018) 

 

Tomando en consideración que la inscripción en el Registro Único de Víctimas se constituye en 

un derecho fundamental, y observando los avances normativos realizados en el 2011, la misma 

jurisprudencia ha estructurado unas reglas que deben ser observadas durante el proceso de la 

inscripción, así: 

  

“(i) la falta de inscripción en el RUV de una persona que cumple con los requisitos necesarios 

para su inclusión, no solo afecta su derecho fundamental a ser reconocido como víctima, sino 

que además implica la violación de una multiplicidad de derechos fundamentales como el 

mínimo vital, la unidad familiar, la alimentación, la salud, la educación, la vivienda, entre otros; 

(ii) los funcionarios encargados del registro deben suministrar información pronta, completa y 

oportuna sobre los derechos involucrados y el trámite que debe surtirse para exigirlos; (iii) para 

la inscripción en el RUV únicamente pueden solicitarse los requisitos expresamente previstos por 

la ley; (iv) las declaraciones y pruebas aportadas deben tenerse como ciertas en razón del 

principio de buena fe, salvo que se pruebe lo contrario; y (v) la evaluación debe tener en cuenta 

las condiciones de violencia propias de cada caso y aplicar el principio de favorabilidad , con 

arreglo al deber de interpretación pro homine”  (Corte Constitucional, Sentencia T-163 de 2017) 

 

 

- La inscripción en el Registro Único de Víctimas es un procedimiento guiado por principios. 

Sobre el procedimiento que deben surtir las personas y sujetos colectivos víctimas para su inscripción o 
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incorporación en el componente étnico de Registro Único de Víctimas, se han generado varios 

pronunciamientos jurisprudenciales desde una óptica constitucional para la garantía y efectividad de los 

derechos de las víctimas durante su reconocimiento, que seguidamente se analizan.  

  

Ha puesto de presente que, de acuerdo con los dispuesto en la Constitución Política de 

Colombia (arts. 93 y 94), los derechos y deberes en ella consagrados “deben interpretarse a la luz de los 

tratados internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario” de tal  forma 

que las autoridades deben “ejercer sus funciones o facultades discrecionales o regladas” con plena 

observancia de estas, teniendo en cuenta que “la enunciación de los derechos y garantías contenidos en 

la Carta Política y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de 

otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos” (Corte 

Constitucional, Sentencia T-444 de 2008), por consiguiente, las disposiciones legales relacionadas con las 

víctimas del conflicto armado interno deben interpretarse considerando los preceptos de la 

Constitución, el Derecho internacional de los derechos humanos y el Derecho Internacional 

Humanitario,  bajo los cuales es necesario dar plena aplicabilidad al principio de favorabilidad; al 

principio de buena fe y el derecho a la confianza legítima, así como al principio de prevalencia del 

derecho sustancial propio del Estado Social de Derecho (Corte Constitucional, Sentencia C-914 de 2010).  

 

Como elemento fundamental se resalta que la Ley parte del reconocimiento de la dignidad de 

todas las personas que han sufrido las consecuencias del conflicto armado interno y, en función de ello, 

consagra: i) el principio de buena fe, que está encaminado a liberar a las víctimas de la carga de probar 

su condición ya que se dará especial peso a la declaración de la víctima, y se presumirá que lo que ésta 

aduce es verdad, de forma que en caso de duda será el Estado quien tendrá la obligación de demostrar 

lo contrario; ii) el principio de igualdad, el cual implica que no habrá discriminación dependiendo de 

quién fue el victimario; y iii) enfoque diferencial, que se traduce en la adopción de una serie de medidas 

encaminadas a enfrentar la situación de vulnerabilidad acentuada de algunas víctimas en razón de su 

edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad (Corte Constitucional, Sentencia C-253A de 

2012). 

 

Sumado a lo anterior, se resalta que las disposiciones legales relacionadas con las víctimas del 

conflicto armado interno deben interpretarse tomando en cuenta el principio de favorabilidad;   el 
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derecho a la confianza legítima; y  el principio de prevalencia del derecho sustancial propio del Estado 

Social de Derecho, tomando en consideración que “la condición de víctima es una situación fáctica 

soportada en el padecimiento, de forma tal que la institucionalidad “está obligada a efectuar una 

interpretación de las normas aplicables acorde con los tratados internacionales de derechos humanos y 

derecho internacional humanitario” y con  el principio de la “primacía de lo sustancial sobre lo formal, 

razón por la cual no le es posible exigir requisitos irrazonables o desproporcionados o imponer barreras 

de acceso a los beneficios que otorga la ley a las víctimas” (Corte Constitucional, Sentencia C-781 de 

2012). 

 

Frente al principio de confianza legítima se predica que el mismo se constituye en un límite a la 

actuación del Estado frente a los administrados, toda vez que impone a la administración un ejercicio de 

sus potestades sin defraudar la confianza debida a quienes con ella se relacionan, protegiendo a los 

administrados frente a cambios bruscos e intempestivos efectuados por las autoridades, siendo por 

tanto un principio éticamente deseable y jurídicamente exigible, de forma tal que: 

 

 “la aplicación del principio de confianza legítima, presupone la existencia de expectativas serias 

y fundadas, cuya estructuración debe corresponder a actuaciones precedentes de la 

administración, que, a su vez, generen la convicción de estabilidad en el estadio anterior. Sin 

embargo, de ello no se puede concluir la intangibilidad e inmutabilidad de las relaciones jurídicas 

que originan expectativas para los administrados. Por el contrario, la interpretación del principio 

estudiado, debe efectuarse teniendo en cuenta que no se aplica a derechos adquiridos, sino 

respecto de situaciones jurídicas modificables, sin perder de vista que su alteración no puede 

suceder de forma abrupta e intempestiva, exigiéndose, por tanto, de la administración, la 

adopción de medidas para que el cambio ocurra de la manera menos traumática para el 

afectado  

  

[..] el principio de la confianza legítima es una manifestación concreta del principio de la buena 

fe, que conjuntamente con el  respeto por el acto propio previene a los “operadores jurídicos de 

contravenir sus actuaciones precedentes y de defraudar las expectativas que generan en los 

demás, a la vez que compelen a las autoridades y a los particulares a conservar una coherencia 
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en sus actuaciones, un respeto por los compromisos adquiridos y una garantía de estabilidad y 

durabilidad de las situaciones que objetivamente permitan esperar el cumplimiento de las reglas 

propias del tráfico jurídico” (Corte Constitucional, Sentencia T-698 de 2010). 

 

Adicionalmente se pone de presente que el examen de las peticiones de inscripción en el 

Registro Único de Víctimas debe atender a los parámetros jurisprudenciales y aplicar adicionalmente los 

principios pro homine, geo-referenciación o prueba de contexto, in dubio pro víctima (aplicando la duda 

en favor de la víctima), credibilidad del testimonio coherente de la víctima, complementando con el 

deber de hacer una lectura a la luz del conflicto armado y la diversidad étnica y cultural” (Corte 

Constitucional, Sentencia T-169/19).  

 

Particularmente sobre el principio de interpretación pro homine154, si bien la doctrina (Núñez, 

2002) plantea que es un principio de un contenido complejo y que tiene algunos elementos que le son 

propios y otros que se mezclan o confunden con otros elementos interpretativos vinculados a la teoría 

de los derechos fundamentales, en casos de población víctima del conflicto armado interno, la Corte 

Constitucional colombiana afirma que este principio: 

 

“impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus 

derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la 

dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos 

humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional” […] criterio de 

interpretación que se fundamenta en las obligaciones contenidas en los artículos 1° y 2º de la 

Constitución […] y en el artículo 93, según el cual los derechos y deberes contenidos en la 

Constitución se deben interpretar de conformidad con los tratados sobre derechos humanos 

ratificados por Colombia. […] estos criterios configuran parámetro de constitucionalidad, pues 

 
154 La Corte Constitucional afirma que “Prueba de su especial importancia se evidencia con la consagración de esta cláusula 
hermenéutica en diversos instrumentos internacionales. Así por ejemplo, el principio pro homine aparece consagrado en  
instrumentos internacionales como: la Declaración Universal de Derechos Humanos (Art. 30), Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (Art. 5)[277], Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Art. 5) Convención Americana 
(Art.29)[279], Convención sobre los Derechos del Niño (Art. 41), Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
(Art.4), Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Art. 23)[282], entre otros. Así lo 
ha advertido esta Corporación en varias de sus decisiones a propósito del carácter imperativo de los derechos humanos y su 
obligatoriedad, resultado de la integración de esta preceptiva al bloque de constitucionalidad” (Sentencia C-313 de 2014) 
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impiden que de una norma se desprendan interpretaciones restrictivas de los derechos 

fundamentales […] impone que “sin excepción, entre dos o más posibles análisis de una 

situación, se prefiera [aquella] que resulte más garantista o que permita la aplicación de forma 

más amplia del derecho fundamental” (Corte Constitucional, Sentencia C-438 de 2013). 

 

Bajo una interpretación constitucional adecuada para garantizar los derechos de las víctimas del 

conflicto armado interno se concibe que el acceso al Registro Único de Víctimas no solo garantiza el 

debido proceso administrativo, sino otros derechos fundamentales de las víctimas a la atención, 

asistencia humanitaria y reparación integral, por tanto, en ese deber de garantía, se debe observar 

rigurosamente las siguientes  reglas jurisprudencialmente recogidas: i) La carga de la prueba en los 

relatos que se consideran contrarios a la verdad le corresponde a la administración, de forma tal que al 

momento de valorar los enunciados de la declaración se debe tener en cuenta la presunción de buena 

fe, y de estimarse que el relato o las pruebas son contrarios a la verdad, se debe demostrar que ello es 

así, dado que la presunción de la buena fe supone una inversión de la carga de la prueba, 

correspondiendo a la autoridad demostrar que los hechos esenciales de la narración no son ciertos y 

que, por tal razón, el solicitante no se encuentra en las circunstancias descritas; ii) Es irrelevante la 

incoherencia en la declaración respecto de circunstancias diferentes al hecho victimizante alegado, de 

tal manera que si la administración advierte una incompatibilidad entre los enunciados de la 

declaración, para efectos de rechazar la inclusión en el RUV, tiene que verificar que sí se trate de una 

incompatibilidad referida al hecho victimizante alegado y no a otros hechos accidentales o accesorios; 

iii) Es suficiente la prueba sumaria para acreditar el hecho victimizante, por consiguiente, si al momento 

de valorar existen razones objetivas y fundadas para considerar la ocurrencia del hecho victimizante que 

el solicitante describe, la administración debe tomar en consideración el principio de buena fe, no 

siendo necesario que la persona aporte plena prueba sobre su dicho, bastando una prueba siquiera 

sumaria del acaecimiento de los hechos para determinar que una persona sí se encuentra en la situación 

señalada; iv) Prohibición de negar la inscripción en el registro con fundamento en el desconocimiento de 

los hechos descritos, toda vez que el desconocimiento por parte de la administración de los hechos 

descritos en la declaración no es prueba suficiente de la no ocurrencia del acontecimiento, porque los 

hechos victimizantes pueden ir desde su notoriedad a nivel nacional hasta su reserva a ámbitos 

privados; v) Obligación de interpretar el derecho aplicable de manera favorable a la persona que ha sido 

victimizada, puesto que de acuerdo con el principio de favorabilidad, los enunciados legales o 
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reglamentarios deben interpretarse de la manera que mejor convenga a las personas que han sufrido 

violaciones con ocasión del conflicto armado interno o que se han visto obligadas a huir de su lugar 

habitual de trabajo o residencia (Corte Constitucional, Sentencia T-010 de 2021)  

 

- El derecho fundamental al debido proceso administrativo orienta las actuaciones para la 

inscripción de las víctimas. Respecto al debido proceso administrativo que se debe observar para la 

inclusión en el Registro Único de Víctimas, manifiesta la Corte que el mismo: i) se encuentra consagrado 

por el artículo 29 de la Constitución y comprende el “conjunto de etapas, exigencias o condiciones 

establecidas por la ley, que deben concatenarse al adelantar todo proceso administrativo”; ii) fue 

previsto con el fin de limitar el ejercicio del poder público, evitar la arbitrariedad y asegurar que todas 

las actuaciones se sujeten al procedimiento previsto en la ley; ii)  constituye una garantía aplicable a 

todas las actuaciones de las autoridades, en las cuales se debe propender por el cumplimiento del 

principio de legalidad desde el inicio del respectivo procedimiento hasta su terminación; iii) genera el 

deber del Estado de ofrecer una motivación respecto de sus propios actos, en la que se presenten las 

razones de la decisión de la administración y se garantice la seguridad jurídica, y las personas pueden 

verificar que aquellas se ajustan a la regulación y criterios previamente dispuestos en la ley para 

encausar al funcionario público encargado de tomar la decisión que impacta sus derechos y obligaciones 

(Corte Constitucional, Sentencia T-446 de 2023). 

 

En este mismo sentido, observando que el trámite para realizar la inscripción en el RUV 

constituye una actuación administrativa, el Alto Tribunal pone de presente que: i) la administración 

tiene el deber de motivar sus decisiones exponiendo de manera suficiente los argumentos que 

sustentan su determinación, ya sea que esta consista en negar o autorizar el registro; ii) la motivación 

del acto administrativo debe estar fundamentada en la valoración y las pautas establecidas en la ley y la 

jurisprudencia; iii) la entidad debe verificar que la solicitud sea presentada mediante un formulario 

único, por la persona que haya sufrido una vulneración de sus derechos en las circunstancias temporales 

descritas en la ley, para después comparar la información contenida en la solicitud de registro con la 

información recaudada en el proceso de verificación; iv) esta función debe desarrollarse bajo los 

siguientes parámetros generales: a) garantizar una aplicación correcta del derecho vigente en lo relativo 

a la definición de víctima, b) incorporar un análisis detenido y cuidadoso de los diversos criterios 

técnicos y de contexto, a partir de las previsiones legales y las reglas definidas por la jurisprudencia 
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constitucional, c) asegurar un examen previo en búsqueda de la verdad de lo ocurrido que permita 

adoptar una decisión fundada en la realidad; y d)  notificar diligentemente sus decisiones (Corte 

Constitucional, Sentencia T-220 de 2021). 

 

Precisa que los elementos que se deben contemplar para decidir las solicitudes de registro, 

observando la normatividad que regula la materia, son los siguientes: (i) jurídicos, esto es, los aspectos 

contenidos en la normatividad aplicable vigente; (ii) técnicos, que resulten de la indagación en las bases 

de datos con información que ayude a esclarecer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

acontecieron los hechos victimizantes; y (iii) de contexto; es decir , la recaudación de información y 

análisis sobre dinámicas, modos de operación y eventos relacionados directamente con el conflicto 

armado, en una zona y tiempo específicos”;  siendo “la valoración adecuada de estos elementos de 

decisión lo que sustenta las decisiones administrativas de inclusión en el RUV, y “una insuficiente 

evaluación de los mismos constituye una falta en el debido proceso establecido”; por consiguiente, las 

víctimas no deben asumir una carga probatoria exhaustiva en relación con los hechos declarados, toda 

vez que una de las formas en que se proyecta el principio de buena fe es a través de la inversión de la 

carga de la prueba, correspondiéndole al Estado demostrar que las afirmaciones y declaraciones de la 

persona víctima del conflicto no coinciden con la verdad, a la vez que en los casos de duda, en aplicación 

de los principios de buena fe y el principio pro personae, deben tenerse por ciertas las afirmaciones de 

las víctimas del conflicto armado (Corte Constitucional, Sentencia T-070 de 2021). 

 

Así, siendo el debido proceso un derecho fundamental y un principio inherente al Estado de 

Derecho, cuyas características esenciales son el ejercicio de funciones bajo parámetros normativos 

previamente establecidos y la erradicación de la arbitrariedad, que opera como mecanismo de 

protección a la autonomía y libertad del ciudadano y límites al ejercicio del poder público (Corte 

Constitucional, Sentencia C-034 de 2014), en el proceso de inclusión en el Registro Único de Víctimas se 

debe garantizar el debido proceso administrativo de las víctimas solicitantes: (i) efectuando la 

indagación necesaria para valorar adecuadamente todas las circunstancias fácticas presentadas en la 

petición de inclusión en el RUV, recaudando elementos probatorios suficientes y teniendo debidamente 

en cuenta aquellos señalados por el declarante, (ii) valorando adecuadamente los elementos relevantes 

para adoptar su decisión, contrastando la información contenida en la solicitud con la recaudada en el 

proceso de verificación. (iii) expidiendo actos administrativos que tengan una motivación clara, precisa y 



138 
 

suficiente, que sustente y pondere los elementos derivados del estudio técnico y del recaudo de 

información relevante que conduzcan a negar o incluir en el registro (Corte Constitucional, Sentencia T-

220 de 2021). 

 

De la revisión realizada sobre el marco normativo y la jurisprudencia generada sobre el 

particular, se puede resaltar lo siguiente:  

-  Los derechos y deberes consagrados en las normas sobre víctimas deben interpretarse a la luz 

de los tratados internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario. 

 

- El acto constitutivo de la condición de víctima es un hecho fáctico, que encuentra su 

fundamento en hechos y circunstancias fácticas, de donde deriva la afectación de derechos 

fundamentales como la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad personal. 

 

- Es pertinente que se fijen unos requisitos formales mínimos para hacer operativas las leyes, 

con el fin de garantizar una accesibilidad y lograr dar un manejo más eficaz y adecuado de las 

medidas, para hacer efectivos los derechos de las víctimas, pero evitando imponer cargas o 

condiciones de difícil o imposible cumplimiento por las víctimas. 

 

- Las inscripciones y registros son actos declarativos que se exigen como requisitos formales para 

facilitar el acceso de las víctimas goce efectivo de sus derechos a la atención y a la reparación. 

 

- En el proceso de reconocimiento administrativo de las víctimas se deben observar los 

principios legal y jurisprudencialmente previstos, como son favorabilidad, buena fe, derecho a la 

confianza legítima, prevalencia del derecho sustancial propio del Estado Social de Derecho, pro 

homine, debido proceso, entre otros. 
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3. Derechos de las víctimas de hechos terroristas en el marco del conflicto armado 

 

El conflicto armado interno colombiano ha sobrellevado para las víctimas un sufrimiento y 

violación de sus derechos fundamentales, con múltiples efectos y consecuencias, frente a las cuales, de 

conformidad con la Constitución de 1991, existe un deber de protección de sus derechos, por 

el  compromiso del Estado Social y Democrático de Derecho de respetar, proteger y garantizar  los 

derechos de toda la sociedad, tal como requieren la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

el Preámbulo de la Constitución, y en particular lo dispuesto en los artículos 1, 2, 5, 86, 87, 88 y 241-1, 

93, 94, 229 y 215-2 (Corte Constitucional, sentencia C-839 de 2013). 

 

Los derechos de las víctimas del conflicto armado, que subyacen de la noción de Estado Social 

de Derecho que funda el Estado Colombiano y la búsqueda incansable por la reivindicación de la 

dignidad humana (Constitución Política, artículo 1), son fundamentales y tienen protección 

constitucional, razón por la cual el Estado tiene como deber garantizar su protección y el estableciendo 

medidas que les permitan a los afectados conocer la verdad de lo ocurrido, acceder de manera efectiva 

a la administración de justicia, ser reparados de manera integral y garantizar que los hechos 

victimizantes no se vuelvan a repetir (Corte Constitucional, Sentencia T-083 de 2017). 

 

Como lo refiere la jurisprudencia constitucional, los derechos de las víctimas a la verdad, a la 

justicia, a la reparación y a las garantías de no repetición, encuentran sustento en diversos principios y 

preceptos constitucionales, principalmente: “i) en el mandato según el cual los derechos y deberes se 

interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 

Colombia (artículo 93 CP); ii) en que el Constituyente ha otorgado rango constitucional a los derechos de 

las víctimas (artículo 250 numerales 6 y 7 CP); iii) en el deber de las autoridades en general, y las 

judiciales en particular, de propender por el goce efectivo de los derechos de todos los residentes en 

Colombia y la protección de los bienes jurídicos (artículo 2 CP); iv) en el principio de dignidad humana 

que promueve los derechos a saber qué ocurrió, y a que se haga justicia (artículo 1 CP); v) en el principio 

del Estado Social de Derecho que promueve la participación y fundamenta la intervención de las 

víctimas tanto en los procesos judicial como administrativos para obtener su reparación; vi) en el 
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derecho de acceso a la administración de justicia, del cual se derivan garantías como la de contar con 

procedimientos idóneos y efectivos para la determinación legal de los derechos y las obligaciones, la 

resolución de las controversias planteadas ante los jueces dentro de un término prudencial y sin 

dilaciones injustificadas, la adopción de decisiones con el pleno respeto del debido proceso, así como la 

existencia de un conjunto amplio y suficiente de mecanismos para el arreglo de controversias; vii) 

claúsula general de responsabilidad del Estado (artículo 90 CP); viii) en el derecho de acceso a la 

administración de justicia (artículos 29 y 229 C.N.); ix) en el derecho a no ser objeto de tratos crueles 

inhumanos o degradantes (artículo 12); x) así como en la obligación estatal de respeto y garantía plena 

de los derechos, el debido proceso y el derecho a un recurso judicial efectivo, consagrados en los 

artículos 1, 8 y 25 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, los cuales no pueden ser 

suspendidos en estados de excepción y, en consecuencia, integran el bloque de constitucionalidad en 

sentido estricto” (Corte Constitucional, Sentencias C-715 de 2012, C-753 de 2013, SU254 de 2013, T-702 

de 2016, T-083 de 2017, T-718 de 2017). 

 

Los tres derechos básicos de las víctimas del conflicto, a la verdad, la justicia y la reparación, 

como derechos fundamentales que deviene de los daños soportados, se caracterizan por su 

interrelación, donde el derecho a la reparación como un derecho complejo se encuentra en una relación 

de conexidad e interdependencia con los derechos a la verdad y a la justicia, de forma tal que no es 

posible garantizar la reparación sin verdad y sin justicia, a la vez que la verdad contribuye al adecuado 

juzgamiento de quienes incurrieron en conductas dañosas, y también aporta en la búsqueda de la 

reparación y a la no repetición de hechos similares, razón por la cual, para lograr la materialización de 

estos derechos, a las víctimas les subyace:  

“(i) un derecho a que el Estado adopte normas que precisen el alcance de los derechos a la 

verdad, a la justicia y a la reparación, así como las condiciones que permiten su exigibilidad; (ii) 

un derecho a que el Estado adopte normas que establezcan las condiciones para la investigación, 

juzgamiento y sanción de los responsables y hagan posible la búsqueda de la verdad; (iii) un 

derecho a que el Estado adopte normas que garanticen adecuadamente la reparación de las 

víctimas; (iv) un derecho a que existan instituciones judiciales o administrativas, así como 

procedimientos efectivos ante unas y otras, para propiciar la búsqueda de la verdad y obtener la 

reparación en sus diversos componentes; y (v) un derecho a que no se impida u obstaculice el 
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ejercicio de las acciones previstas en el ordenamiento a efectos de obtener la verdad, la justicia y 

la reparación” (Corte Constitucional, Sentencia C-588 de 2019). 

 

En el Estado social de derecho colombiano, el respeto a la vida, la integridad, la honra, al buen 

nombre de las víctimas, así como la autonomía de los pueblos y comunidades víctimas, son el 

fundamento axiológico de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral por los daños y 

afectaciones resultantes del conflicto armado interno, para lograr su recuperación como ciudadanos en 

ejercicio pleno de sus derechos y deberes (Ley 1448, art. 4, 2011; Decreto Ley 4633, art. 20, 2011; 

Decreto Ley 4634, art. 22, 2011; Decreto Ley 4635, art. 24, 2011). 

 

Tomando en consideración el Derecho Internacional, el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, encuentra la jurisprudencia que 

 

 “entre los instrumentos internacionales más relevantes que reconocen los derechos de las 

víctimas a la reparación, a la verdad y a la justicia, se encuentran la Declaración Universal de 

Derechos Humanos –art.8-, la Declaración Americana de Derechos del Hombre –art. 23-, la 

Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del 

abuso del poder –arts.8 y 11-,  el Informe Final sobre la impunidad de los autores de violaciones 

de los derechos humanos, el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra –art. 17-, el 

Conjunto de Principios para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la 

lucha contra la impunidad o “principios Joinet” –arts. 2,3,4 y 37-, la Convención Americana de 

Derechos Humanos, la Declaración de Cartagena sobre Refugiados, adoptada en el seno de la 

Organización de Estados Americanos (OEA), que extendió las normas de los refugiados a las 

situaciones de violencia generalizada y a los desplazados internos - parte III, párrafo 5-, la 

Declaración de San José sobre Refugiados y Personas Desplazadas, y la Convención Sobre el 

Estatuto de los Refugiados de Naciones Unidas y su Protocolo Adicional” (Corte Constitucional, 

Sentencias C-715 de 2012). 

 

En las normas de carácter transicional previstas en Colombia, se reconoce que: i) quien sea 

considerado víctima del conflicto armado tiene derecho a la verdad, justicia, reparación y a que las 
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infracciones al Derecho Internacional Humanitario o las violaciones graves y manifiestas a las normas 

internacionales de Derechos Humanos no se vuelvan a repetir (Ley 1448, arts. 9 y 28, 2011; Decreto Ley 

4634, art. 39, 2011; Decreto Ley 4635, art. 31 y 36, 2011); ii) las personas, los pueblos y comunidades y 

sus integrantes, que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 1° de enero de 1985 tienen 

derecho a la verdad, medidas de reparación simbólica y a las garantías de no repetición, como parte del 

conglomerado social y sin necesidad de que sean individualizadas, así como  la aceptación pública de los 

hechos, del perdón público y del restablecimiento de la dignidad de las víctimas y de los pueblos y 

comunidades indígenas que promuevan la reparación histórica155; y iii) la aplicación o interpretación 

nunca podrá ir en desmedro ni restringir los derechos a la verdad, a la justicia, a la reparación integral y 

a las garantías de no repetición de los pueblos indígenas y sus integrantes como víctimas individuales y 

colectivas, por el respeto debido a la ley de origen, ley natural, derecho mayor o derecho propio de los 

pueblos indígenas (Decreto 4633 de 2011, artículo 7). 

 

Por otra parte, se ha previsto que las personas, los pueblos y comunidades víctimas, colectiva e 

individualmente considerados, tienen derechos al acceso a las medidas de atención, asistencia y 

reparación (Ley 1448, art. 24, 2011; Decreto Ley 4633, art. 32, 2011; Decreto Ley 4634, art. 47, 2011; 

Decreto Ley 4635, art. 39, 2011), medidas que tienen la finalidad de contribuir a que las víctimas 

sobrelleven su sufrimiento y, en la medida de lo posible, al restablecimiento de los derechos que les han 

sido vulnerados, constituyéndose como herramientas transicionales para responder y superar las 

 
155 Ley 1448 de 2011, artículo 3, parágrafo 4,establece que “las personas que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 
1° de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas de reparación simbólica y a las garantías de no repetición previstas en 
la ley, como parte del conglomerado social y sin necesidad de que sean individualizadas”; el  Decreto 4633 de 2011, artículo 3 
dispone que “los pueblos y comunidades indígenas y sus integrantes que hayan sido víctimas por hechos ocurridos con 
anterioridad al 1° de enero de 1985 serán sujetos de medidas de reparación simbólica consistentes en la eliminación de todas las 
formas de discriminación estructural, de no repetición de los hechos victimizantes, de la aceptación pública de los hechos, del 
perdón público y del restablecimiento de la dignidad de las víctimas y de los pueblos y comunidades indígenas que promuevan la 
reparación histórica”;  el Decreto 4633 de 2011, artículo 3, parágrafo 3 preceptúa que “Las personas y las Kumpañy del pueblo 
Rrom o Gitano que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 1° de enero de 1985, tienen derecho a la verdad, medidas 
de reparación simbólica, y a las garantías de no repetición previstas en el presente decreto-ley, como parte del conglomerado 
social. Estas medidas deberán implementarse con la participación de las víctimas de la respectivas Kumpañy y sus representantes, 
y procurarán la privacidad y reserva de la información”; y el Decreto 4635 de 2011, artículo 3, parágrafo 2 contempla que “Las 
personas que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 1° de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas de 
reparación simbólica y a las garantías de no repetición previstas en el presente Decreto, como parte del conglomerado social y 
sin necesidad de que sean individualizadas” 
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infracciones al Derecho Internacional Humanitario o las violaciones graves y manifiestas a las normas 

internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno (Ley 1448, 

art. 9, 2011). 

 

Por tanto, las víctimas del conflicto armado interno, individual o colectivamente consideradas, 

igualmente cuentan con los derechos a la asistencia y atención, la primera encaminada a restablecer la 

vigencia efectiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna y 

garantizar su incorporación a la vida social, económica y política, y la segunda consistente en la acción 

de dar información, orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a la víctima, con miras a 

facilitar el acceso y cualificar el ejercicio de los derechos a la verdad, justicia y reparación (Ley 1448, art. 

49, 2011), derechos que para el caso de los pueblos y comunidades indígenas también están 

encaminados al fortalecimiento de la autonomía y propenden por contribuir a la eliminación de sus 

condiciones estructurales de discriminación, exclusión y vulnerabilidad, así como a la recuperación y 

reproducción de su identidad e integridad, étnica y cultural, y al pleno ejercicio de sus derechos 

fundamentales y colectivos (Decreto Ley 4633, art. 20, 2011; Decreto Ley 4634, art. 22, 2011). 

 

Sumado a lo anterior, con fundamento en los fines esenciales del Estado, particularmente de 

facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan (Constitución política, art. 2), las 

víctimas cuentan el derecho fundamental a la participación real, oportuna y efectiva en las decisiones 

que las afecten (Ley 1448, art. 4, 2011; Decreto Ley 4633, art. 20, 2011; Decreto Ley 4634, art. 22, 2011; 

Decreto Ley 4635, art. 24, 2011), principalmente en el diseño, implementación, ejecución y seguimiento 

al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas creados para su atención, asistencia y 

reparación integral, así como la evaluación de la política a nivel nacional, departamental, municipal y 

distrital (Ley 1448, art. 192, 2011), para lo cual se les debe garantizar: i) contar con información, asesoría 

y acompañamiento necesario (Ley 1448, art. 4, 2011), ii) hacer uso de los mecanismos democráticos 

previstos en la Constitución y la ley (Ley 1448, art. 192, 2011), iii) la disposición de los medios e 

instrumentos necesarios para la elección de sus representantes en las instancias de decisión y 

seguimiento (Ley 1448, art. 192, 2011), iv) el diseño de espacios de participación adecuados para la 

efectiva participación de las víctimas en los niveles nacional, departamental y municipal (Ley 1448, art. 

192, 2011), v) la participación efectiva de mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores víctimas 

(Ley 1448, art. 193, 2011), y vi) la participarán real y efectiva de pueblos y comunidades étnicas en las 
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decisiones que les afecten, obteniendo la tutela efectiva del goce de sus derechos (Decreto Ley 4633, 

art. 20, 2011; Decreto Ley 4634, art. 22, 2011, Decreto Ley 4635, art. 24, 2011). 

 

3.1 Derecho a la verdad 

Con respecto a la garantía del derecho a la obtención de la verdad tanto individual como 

colectivamente, la jurisprudencia constitucional colombiana, con el fin de mostrar el alcance de dicho 

derecho, ha referido lo expuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2024), en el 

“Informe sobre el Proceso de Desmovilización en Colombia”, donde se señala: 

 La Corte Interamericana ha establecido en su jurisprudencia que el derecho a la verdad se 

encuentra subsumido en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los órganos 

competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos y el juzgamiento de los responsables 

conforme a los parámetros de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

 

 En cualquier caso, el goce de este derecho a conocer la verdad sobre la comisión de crímenes de 

derecho internacional no se limita a los familiares de las víctimas. La Comisión y la Corte 

Interamericana han manifestado que las sociedades afectadas por la violencia tienen, en su 

conjunto, el irrenunciable derecho de conocer la verdad de lo ocurrido, así como las razones y 

circunstancias en las que delitos aberrantes llegaron a cometerse, a fin de que esos hechos no 

vuelvan a ocurrir en el futuro. La sociedad en su conjunto tiene derecho a conocer la conducta 

de quienes se hayan involucrado en la comisión de violaciones graves a los derechos humanos o 

el derecho internacional humanitario, especialmente en caso de pasividad o sistematicidad; 

comprender los elementos de carácter objetivo y subjetivo que contribuyeron a crear las 

condiciones y circunstancias dentro de las cuales conductas atroces fueron perpetuadas e 

identificar los factores de índole normativa y fáctica que dieron lugar a la aparición y el 

mantenimiento de las situaciones de impunidad; contar con elementos para establecer si los 

mecanismos estatales sirvieron de marco a la consumación de conductas punibles; identificar a 

las víctimas y sus grupos de pertenencia así como a quienes hayan participado de actos de 

victimización; y comprender el impacto de la impunidad”. 

 



145 
 

Dentro de los mecanismos para la definición de la verdad, se destacan dos vertientes: la primera, 

referida a los instrumentos tradicionales de justicia según el ordenamiento jurídico de cada 

Estado, los cuales, según las características del conflicto, pueden ser acondicionados para 

conseguir la paz; la segunda, es la que se logra a través de los mecanismos extrajudiciales o no 

judiciales institucionalizados, como las comisiones de la verdad. (Corte Constitucional, Sentencia 

C-370 de 2006) 

 

El derecho a la verdad es concebido como la posibilidad que tienen las víctimas de conocer lo 

que realmente sucedió en su caso, de que se revele de manera plena y fidedigna los hechos dentro de 

los cuales fueron cometidos los delitos, que conlleva consigo el deber de recordar, el derecho 

inalienable a la verdad, y el derecho a saber, que: i)  comporta el derecho de cada pueblo a conocer la 

verdad acerca de los acontecimientos sucedidos y las circunstancias que llevaron a la perpetración de 

los crímenes, ii) consiste en el conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión como parte de 

su patrimonio, y por ello se deben adoptar medidas adecuadas en aras del deber de recordar que 

incumbe al Estado,   iii) determina que, independientemente de las acciones que las víctimas, así como 

sus familiares o allegados puedan entablar ante la justicia, tiene el derecho imprescriptible a conocer la 

verdad, acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones; con la consecuente derivación 

de medidas apropiadas para asegurar dicho derecho, que pueden incluir: a) procesos no judiciales que 

complementen la función del poder judicial, b) creación de una comisión de la verdad u otra comisión de 

investigación con objeto de establecer los hechos relativos a esas violaciones de manera de cerciorarse 

de la verdad e impedir la desaparición de pruebas, c) garantizar la preservación de los archivos relativos 

a las violaciones de los derechos humanos y el derecho humanitario y la posibilidad de consultarlos 

(Corte Constitucional, Sentencia C-579 de 2013). 

 

El derecho la verdad se predica tanto para las víctimas como para la sociedad en su conjunto, 

configurándose un derecho con una dimensión individual y una dimensión colectiva: i) en la dimensión 

individual las víctimas y los perjudicados por graves violaciones de derechos humanos tiene el derecho 

inalienable a saber la verdad de lo ocurrido, fundamentado en el principio de dignidad humana, en el 

deber de memoria histórica y de recordar, y en el derecho al bueno nombre y a la imagen, los cual 

implica que las víctimas y sus familiares conozcan la verdad sobre los hechos, los responsables y las 

consecuencias de lo sucedido, que incorpora el derecho a conocer la autoría del crimen, los motivos y 
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las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos delictivos, así como el patrón 

criminal; ii) en la dimensión colectiva significa que la sociedad debe conocer la realidad de lo sucedido, 

su propia historia, la posibilidad de elaborar un relato colectivo a través de la divulgación pública de los 

resultados de las investigaciones, e implica la obligación de contar con una “memoria pública” sobre 

graves violaciones de derechos humanos (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 2012). 

 

Sumado a lo anterior, la misma jurisprudencia constitucional colombiana encuentra entre otros 

criterios relevantes del derecho a la verdad que: i) constituye un derecho imprescriptible que puede y 

debe ser garantizado en todo tiempo; ii) su garantía permite una coincidencia entre la verdad procesal y 

la verdad real; iii) se encuentra intrínsecamente relacionado y conectado con el derecho a la justicia y a 

la reparación, ya que la verdad sólo es posible si se proscribe la impunidad y se garantiza, a través de 

investigaciones serias, responsables, imparciales, integrales y sistemáticas por parte del Estado, con el 

consecuente esclarecimiento de los hechos y el conocimiento de lo sucedido para las víctimas y sus 

familiares, que constituye un medio de reparación; iv) revisten especial importancia los mecanismos 

alternativos de reconstrucción de la verdad histórica, como comisiones de la verdad de carácter 

administrativo, que en casos de vulneraciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos, deben 

servir a los fines constitucionales (Corte Constitucional, Sentencia C-099 de 2013). 

 

Sostiene la doctrina (Naqvi, 2006) que el derecho a la verdad,  como concepto jurídico en los 

ámbitos  nacional, regional e internacional, hace referencia a la obligación de los Estados de 

proporcionar información a las víctimas, a sus familiares o a la sociedad en su conjunto sobre las 

circunstancias en que se cometieron las violaciones graves de los derechos humanos, para ayudarles en 

el proceso de recuperación de su dignidad, así como ayudando a las sociedades a comprender las causas 

subyacentes de los conflictos; acudiendo al establecimiento de comisiones de la verdad o comisiones 

investigadoras y a la aplicación de procedimientos, como los juicios públicos, la divulgación de 

documentos del Estado, la gestión adecuada de los archivos respectivos y el acceso del público a la 

información. 

 

No obstante, la misma doctrina pone de presente que la efectividad del derecho a la verdad y el 

esclarecimiento de lo sucedido en materia de violaciones graves a los derechos humanos es un proceso 



147 
 

difícil y traumático en términos de seguridad para quienes deben emprender la importante labor, 

principalmente en el caso colombiano, donde la garantía de este derecho resulta ser más compleja 

debido a que no se ha puesto fin al conflicto armado y se está llevando a cabo un proceso de transición 

incompleto (Sierra Porto, 2009). 

 

Respecto al derecho a la verdad, en la normativa transicional se prevé que las víctimas, sus 

familiares y la sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e inalienable a que se conozca, 

difunda y comunique  la verdad acerca de los motivos, condiciones y las circunstancias de modo, tiempo 

y lugar en que se cometieron las infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 

graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos y, de ser el caso, la relación de 

las mismas con su pertenencia étnica (Ley 1448, art. 23, 2011; Decreto Ley 4634, art. 45, 2011; Decreto 

Ley 4635, art. 37, 2011),  no obstante, también prevé que para lograr dicho propósito el Estado 

correlativamente tiene: i) el deber de Memoria que se traduce en propiciar las garantías y condiciones 

necesarias para que la sociedad puedan avanzar en ejercicios de reconstrucción de memoria como 

aporte a la realización del derecho a la verdad del que son titulares las víctimas y la sociedad en su 

conjunto (Ley 1448, art. 143, 2011, Decreto Ley 4634, art. 87, 2011; Decreto Ley 4635, art. 93, 2011); ii) 

el deber de  garantizar la reconstrucción y visibilización de la historia desde la mirada indígena, 

reconociendo públicamente las violaciones, exclusiones y discriminaciones profundizadas e 

invisibilizadas, y garantizando el acceso libre y permanente a los documentos y demás medios o fuentes 

de información que consideren necesarios para el esclarecimiento de la verdad de las violaciones 

(Decreto Ley 4633, art. 12, 2011); iii) el deber  de garantizar el derecho inalienable e imprescriptible de 

los pueblos indígenas a conocer la verdad sobre las vulneraciones históricas y actuales a sus derechos 

humanos e infracciones al DIH, honrando el significado que la palabra representa para los pueblos 

indígenas, y tomado en con consideración que el ejercicio pleno y efectivo del derecho a la verdad 

proporciona una salvaguarda fundamental contra la repetición de tales violaciones (Decreto Ley 4633, 

art. 31, 2011). 
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3.2 Derecho a la justicia 

 

El derecho a la justicia, según la jurisprudencia colombiana, trae consigo la posibilidad de que las 

víctimas puedan hacer valer sus derechos mediante recursos justos y eficaces, para conseguir que sus 

agresores seas juzgados y obtener una reparación, requiriendo una respuesta efectiva a sus deseos de 

justicia, razón por la cual la materialización de este derecho “incorpora una serie de garantías para las 

víctimas de los delitos que se derivan en unos correlativos deberes para las autoridades, que pueden 

sistematizarse así: (i) el deber del Estado de investigar y sancionar adecuadamente a los autores y 

partícipes de los delitos; (ii) el derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo; (iii) el deber de 

respetar en todos los juicios las reglas del debido proceso” (Corte Constitucional, Sentencia C-579 de 

2013).  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos por su parte, ha puesto de presente que existe 

una conexión intrínseca entre los deberes de los Estados de respetar, garantizar y hacer efectivos los 

derechos humanos y la protección judicial efectiva, de forma tal que para una garantía plena los 

derechos de las víctimas, no basta con investigar los hechos y juzgar a los responsables, sino que es 

necesario, además, que la actividad estatal se oriente hacia la reparación a la parte lesionada, así: 

 

“Los Estados tienen la obligación de combatir la impunidad por todos los medios legales 

disponibles ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos 

y la total indefensión de las víctimas y sus familiares. En el sistema interamericano, esta 

obligación de los Estados se encuentra reflejada en los artículos XVIII y XXIV de la Declaración 

Americana y en los artículos 1(1), 2, 8 y 25 de la Convención Americana. Conforme a estas 

normas y su interpretación autorizada, los Estados miembros de la OEA tienen el deber de 

organizar el aparato gubernamental y todas las estructuras a través de las cuales se ejerce el 

poder público de manera que sean capaces de garantizar jurídicamente el libre y pleno ejercicio 

de los derechos humanos y de prevenir, investigar, juzgar y sancionar su vulneración.  Esta 

obligación es independiente de que los autores de los crímenes sean agentes del poder público o 

particulares. Toda vez que se trate de delitos de acción pública o perseguibles de oficio, el Estado 

es el titular de la acción punitiva y es responsable de promover e impulsar las distintas etapas 

procesales, en cumplimiento de su obligación de garantizar el derecho a la justicia de las víctimas 



149 
 

y sus familiares, con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser 

infructuosa” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2004). 

 

Frente al derecho a la justicia, con ocasión de violación de derechos humanos e infracciones del 

Derecho Internacional Humanitario, en Colombia se han generado reglas jurisprudenciales que buscan la 

materialidad de dicho derecho, entre las cuales se destacan las siguientes: 

 (…)  (iii) la obligación de establecer mecanismos de acceso ágil, oportuno, pronto y eficaz a la 

justicia para la protección judicial efectiva de los derechos de las víctimas de delitos; (iv) el deber 

de investigar, procesar y sancionar judicialmente a los responsables de graves violaciones de 

derechos humanos (…); (v) el respeto del debido proceso y de que las reglas de procedimiento se 

establezcan con respeto del mismo; (...) (viii) el mandato constitucional de velar porque los 

mecanismos judiciales internos tanto de justicia ordinaria, como de procesos de transición hacia 

la paz, no conduzcan a la impunidad y al ocultamiento de la verdad; (..) (x) la determinación de 

límites frente a figuras de exclusión de responsabilidad penal o de disminución de las penas en 

procesos de transición, en cuanto no es admisible la exoneración de los responsables de graves 

violaciones a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, y por tanto el deber 

de juzgar y condenar a penas adecuadas y proporcionales a los responsables de los crímenes 

investigados, salvo procesos de justicia transicional en los cuales se investiguen a fondo las 

violaciones de derechos humanos y se restablezcan los derechos mínimos de las víctimas a la 

verdad y a la reparación integral y se diseñen medidas de no repetición destinadas a evitar que 

los crímenes se repitan; (xi) la legitimidad de la víctima y de la sociedad, en casos de graves 

violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario para hacerse 

parte civil dentro de los procesos penales con el fin de obtener la verdad y la reparación del 

daño; (xii) la importancia de la participación de las víctimas dentro del proceso penal, de 

conformidad con los artículos 29, 229 de la Constitución y 8 y 25 de la Convención 

Interamericana sobre Derechos Humanos; (xiii) la garantía indispensable del derecho a la justicia 

para que se garantice así mismo el derecho a la verdad y a la reparación de las víctimas”(Corte 

Constitucional, Sentencias C-715 de 2012 y C-099 de 2013). 

 

Sobre el derecho a la justicia la doctrina sostiene que este “consiste en la facultad que tiene la 

colectividad o directamente la víctima para hacer valer sus derechos mediante acciones judiciales, 
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administrativas o de otra índole que ofrezca el derecho interno o internacional en vigor”, conllevando  

unos efectos prácticos entre los que se destaca: “1) la imprescriptibilidad de las acciones penales en 

materia de violaciones a las normas sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario; 2) 

restricciones severas a la práctica de las amnistías; 3) limitaciones al derecho de asilo; 4) restricciones a 

las competencias de los tribunales militares y 5) principio de inamovilidad de los jueces”156 (Sierra Porto, 

2009). 

Las Naciones Unidas por su parte, en su esfuerzo para delinear los derechos de las víctimas, 

debido a que las violaciones del derecho internacional de los derechos humanos y graves violaciones del 

derecho internacional humanitario, por su carácter de gravedad, constituyen una afrenta a la dignidad 

humana, mediante la Resolución 60/147, adoptada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005, 

aprobó los “Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas 

de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional 

Humanitario a interponer Recursos y obtener Reparaciones” en los cuales se establece que las 

obligaciones resultantes del derecho internacional para asegurar el derecho al acceso a la justicia y a un 

procedimiento justo e imparcial deberán verse reflejadas en el derecho interno, de forma tal que  los 

Estados deben: “a ) Dar a conocer, por conducto de mecanismos públicos y privados, información sobre 

todos los recursos disponibles contra las violaciones manifiestas de las normas internacionales de 

derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario; b ) Adoptar medidas 

para minimizar los inconvenientes a las víctimas y sus representantes, proteger su intimidad contra 

injerencias ilegítimas, según proceda, y protegerlas de actos de intimidación y represalia, así como a sus 

familiares y testigos, antes, durante y después del procedimiento judicial, administrativo o de otro tipo 

que afecte a los intereses de las víctimas; c ) Facilitar asistencia apropiada a las víctimas que tratan de 

acceder a la justicia; d ) Utilizar todos los medios jurídicos, diplomáticos y consulares apropiados para 

que las víctimas puedan ejercer su derecho a interponer recursos por violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos o por violaciones graves del derecho internacional 

humanitario”. 

 

 
156 Ver el “Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
contra la impunidad”, Informe de Diane Orentlicher, experta independiente encargada de actualizar el conjunto de principios 
para la lucha contra la impunidad, sobre “Medidas restrictivas incorporadas a determinadas normas del derecho que se justifican 
por la lucha contra la impunidad”, principios 22 a 33, Comisión de Derechos Humanos dela Naciones Unidas (8 de febrero de 
2005) E/CN.4/2005/102/Add.1 Obtenido de 
https://documents.un.org/doc/undoc/gen/g05/109/03/pdf/g0510903.pdf?token=MLei4JSFXeJSrWBezQ&fe=true 
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Con relación al derecho a la justicia, la normativa transicional expedida en Colombia en el año 

2011, dispone que el Estado: i) debe adelantar investigaciones efectivas que conduzca al esclarecimiento 

de las violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos e 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario, la identificación de los responsables, y su respectiva 

sanción (Ley 1448, art. 24, 2011; Decreto Ley 4634 , art. 47, 2011; Decreto Ley 4635, art. 39, 2011), ii) 

debe adoptar las medidas conducentes a garantizar la participación efectiva de las víctimas en las 

investigaciones, procesos y procedimientos judiciales para contribuir a la efectividad del derecho a la 

justicia (Ley 1448, art. 195, 2011), iii) en el caso de los pueblos indígenas y sus integrantes, en 

coordinación con las autoridades indígenas, debe emprender investigaciones rápidas, efectivas, idóneas, 

minuciosas, independientes e imparciales de las violaciones graves y manifiestas de normas 

internacionales de derechos humanos, derechos fundamentales y colectivos, crímenes de lesa 

humanidad o infracciones al derecho internacional humanitario, adoptando las medidas apropiadas 

respecto de sus autores, mediatos e inmediatos, especialmente en la esfera de la justicia penal, para 

que sean procesados, juzgados y condenados debidamente (Decreto Ley 4633, art. 32, 2011) 

 

 

3.3 Derecho a la reparación 

 

Las víctimas de hechos cometidos con ocasión del conflicto armado tienen derecho a la 

reparación de acuerdo con la afectación o el daño sufrido, a través de medidas que permitan 

reestablecer su situación, sin discriminación alguna, en condiciones de igualdad, que hace posible el 

reconocimiento de su estatus como ciudadanos y la recuperación de la confianza en las instituciones 

que resulta de importancia fundamental para alcanzar la paz (Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, 2004). 

En las normas constitucionales transitorias, incorporadas en marco de justicia transicional 

adoptado por Colombia, se pone de presente la importancia y centralidad de la garantía del derecho a la 

reparación de las víctimas  del conflicto armado interno, previendo que el Estado debe garantizarles 

dicho derecho a quienes hayan sufrido daños, individual o colectivamente como resultado de graves 

violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, reparación 

que debe ser integral, adecuada, diferenciada y efectiva, con una priorización en la distribución de las 

medidas de reparación, una búsqueda de la igualdad en el acceso y la equidad en la distribución de los 
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recursos disponibles, siempre dando preferencia en la atención a los sujetos de especial protección 

constitucional (Constitución Política, art. transitorio 18). 157 

 

La materialización del derecho de las víctimas a la reparación, según el marco normativo 

transicional de 2011, requiere que la misma sea adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por 

el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones, derecho que incorpora medidas de 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 

individual, colectiva, material, moral y simbólica,  las cuales deben ser implementadas dependiendo de 

la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, con plena aplicación de un 

enfoque diferencial y haciendo prevalecer siempre la favorabilidad para la víctima (Ley 1448, art. 25 y 

69, 2011;  Decreto Ley 4633, art. 15, 2011). 

 

Para la garantía plena del derecho a la reparación de las víctimas del conflicto interno es 

pertinente la observancia de los principios que se han contemplado normativamente y reglas que se han 

decantado jurisprudencialmente, así:  

 

Las medidas de reparación deben regirse por dos principios, el de integralidad y el de 

proporcionalidad […] (i) El principio de integralidad, supone que las víctimas sean sujetos de 

reparaciones de diferente naturaleza, que respondan a los distintos tipos de afectación que 

hayan sufrido, lo cual implica que estas diferentes reparaciones no son excluyentes ni exclusivas, 

pues cada una de ellas obedece a objetivos de reparación distintos e insustituibles. […] todas las 

medidas de reparación que se analizan de manera individual poseen, sin embargo, una 

dimensión de integralidad, la cual se compone de una integralidad interna, que supone que los 

criterios y la ejecución de las medidas tienen coherencia con el sentido y naturaleza de esta. Y 

 
157 El artículo transitorio 18 de la Constitución Política Colombiana forma parte del cuerpo normativo constitucional incorporado 
por el Acto Legislativo 1 de 2017, “por medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución para la 
terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones”, que en sus VIII 
capítulos prevé lo referente al Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición; Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad, la Convivencia y la no Repetición y Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en 
razón del conflicto armado; Jurisdicción Especial para la Paz; Reparación Integral en el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición; Extradición; Participación en Política; Normas aplicables a los miembros de la fuerza pública para la 
terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera; y Prevalencia del acuerdo final para la 
terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera. 
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una externa, entre las diferentes medidas, dado que el significado que adquieren es 

interdependiente de su relación. (ii) Por su parte, sobre el principio de proporcionalidad, se 

aduce que la reparación a las víctimas debe estar en consonancia con la altura del impacto de las 

violaciones de los derechos humanos. Una reparación, debe tener en cuenta el restablecimiento 

de los derechos de las víctimas, la mejora de sus condiciones de vida, asimismo, la investigación 

y juzgamiento de los autores de las conductas punibles, de lo contrario dicha medida perdería su 

eficacia y sentido”, lo cual “exige que la medida sea proporcional a la gravedad de las violaciones 

y al daño sufrido por la víctima” (Corte Constitucional, Sentencia C-579 de 2013 y Sentencia T-

418 de 2015). 

 

Como principios generales a observar para una reparación integral de los pueblos indígenas, el 

pueblo Rrom, y comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, individual y 

colectivamente considerados, se encuentran:  

 

i) el enfoque diferencial étnico en las medidas que se adopten, con fundamento en el principio 

de tratamiento especial y diferenciado a que tienen derecho los pueblos y las comunidades y sus 

miembros individualmente considerados (Decreto Ley 4634, art. 19, 2011; Decreto Ley 4635, art. 

18, 2011) 

 

ii) la interpretación de las normas, procedimientos y mecanismos diseñados para la reparación, 

en función de la pertenencia étnica y cultural y los derechos colectivos de las comunidades y 

pueblos (Decreto Ley 4634, art. 19, 2011; Decreto Ley 4635, art. 18, 2011) 

 

iii) el respeto a la ley de origen, ley natural, derecho mayor o derecho propio de los pueblos 

indígenas, al derecho propio de la Kriss Rromani, así como derecho propio de las comunidades 

negras, de forma tal   que se debe tomar debidamente en consideración: a) la prevalencia del 

principio pro homine y los derechos humanos, fundamentales, colectivos e integrales de los 

pueblos indígenas contenidos en el bloque de constitucionalidad, sin desmedro de la autonomía 

y jurisdicción especial indígena (Decreto Ley 4633, art. 7, 2011), b) la Kriss Rromaní, haciendo 

prevalecer el principio pro personae y los derechos fundamentales, individuales, colectivos e 
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integrales del pueblo Rrom. (Decreto Ley 4634, art. 18, 2011), c) la coordinación armónica con 

las normas del derecho propio de las comunidades y de la legislación especial para comunidades 

negras (Decreto Ley 4635, art. 20, 2011)  

 

iv) el restablecimiento del equilibrio y la armonía de dichos pueblos vulnerados históricamente 

en sus dimensiones material e inmaterial, entendiendo que de esta última forman parte, entre 

otros, los fundamentos espirituales, culturales, ancestrales y cosmogónicos, (Decreto Ley 4633, 

art. 5, 2011; Decreto Ley 4634, art. 17, 2011) 

 

v) la incorporación, como parte del proceso de restablecimiento, de medidas y acciones 

transformadoras, diferenciadas, justas y adecuadas dirigidas a fortalecer la autodeterminación y 

las instituciones propias, garantizar el goce efectivo de los derechos territoriales y el 

restablecimiento de los mismos, en caso de que hayan sido vulnerados (Decreto Ley 4633, art. 5, 

2011; Decreto Ley 4634, art. 17, 2011; Decreto Ley 4635, art. 34, 2011) 

 

vi) la garantía de pervivencia física y cultural de los pueblos y comunidades: a) en el caso 

indígena con medidas y acciones  de reparación conforme a su plan de vida oral o escrito, su 

ordenamiento ancestral, su cosmovisión y/o ley de origen, ley natural, derecho mayor o derecho 

propio, propendiendo por eliminar las condiciones y situaciones de vulnerabilidad y riesgos, en 

especial las descritas por la jurisprudencia nacional e internacional (Decreto Ley 4633, art. 6, 

2011), b) en el caso del pueblo Rrom, conforme a su O lasho lungo drom o el Plan del Buen Largo 

Camino, oral o escrito, su ordenamiento ancestral, su cosmovisión y al sistema normativo propio 

o la Kriss Rromaní (Decreto Ley 4634, art. 17, 2011), propendiendo por la conservación, 

reproducción y trasmisión de los valores, tradiciones, prácticas e instituciones que sustentan la 

pervivencia e integridad étnica y cultural de dicho pueblo (Decreto Ley 4634, art. 21, 2011), y c) 

para las comunidades negras, con medidas orientadas a favorecer pervivencia física y cultural 

(Decreto Ley 4635, art. 18, 2011) 

 

vii) el ajuste de las medidas a los estándares nacionales e internacionales de reparación integral 

a los pueblos indígenas y del pueblo Rrom, de manera que garanticen las condiciones para que 
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estos puedan tener un buen vivir con garantías de seguridad, autonomía y libertad (Decreto Ley 

4633, art. 6, 2011; Decreto Ley 4634, art. 17, 2011). 

 

viii) la reparación de los derechos territoriales de los pueblos, que comprende el reconocimiento, 

la protección y la restitución de los derechos territoriales e incluye el saneamiento espiritual 

conforme a las tradiciones culturales y ancestrales de cada pueblo, atendiendo la especial 

relación colectiva y espiritual que tienen los pueblos indígenas con su territorio, por ser factor 

esencial para el equilibrio y la armonía con la naturaleza, la permanencia cultural y la pervivencia 

como pueblos (Decreto Ley 4633, art. 8, 2011)   

 

ix) la inclusión de la dimensión colectiva, de forma tal que para la implementación de las 

medidas y acciones encaminadas a la reparación integral y el restablecimiento del equilibrio y la 

armonía de los pueblos y comunidades indígenas, así como del del pueblo Rom y las Kumpañy y 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, siempre se debe tener  en cuenta 

la dimensión colectiva de las violaciones a los derechos fundamentales, colectivos e integrales de 

los pueblos, las comunidades y sus integrantes (Decreto Ley 4633, art. 14, 2011; Decreto Ley 

4634, art. 40, 2011; y Decreto Ley 4634, art. 79, 2011) 

 

x) la inclusión de una reparación con carácter transformador, de manera que no se limite al 

resarcimiento del daño material y espiritual, o al restablecimiento de la situación anterior al 

hecho victimizante, sino que también se complemente con acciones que contribuyan a la 

eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los 

hechos victimizantes (Decreto Ley 4633, art. 28, 2011; Decreto Ley 4634, art. 33, 2011, Decreto 

Ley 4635, art. 34, 2011) 

 

xi) La interpretación y aplicación de las normas referentes a las víctimas pertenecientes a los 

pueblos y comunidades indígenas, al pueblo Rrom y comunidades negras, afrocolombianas, 

raizales y palenqueras fundamentada en los principios y disposiciones contenidos en la 

Constitución, la ley, la jurisprudencia y los tratados internacionales que resulten más favorables 

al restablecimiento y vigencia de los derechos de los pueblos y comunidades y al goce efectivo 
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de los derechos e intereses de las mismas (Decreto Ley 4633, art. 34, 2011; Decreto Ley 4634, 

art. 36, 2011; Decreto Ley 4635, art. 21, 2011) 

 

xii) la observancia del principio de progresividad que hace referencia al compromiso de iniciar 

procesos e implementar medidas que paulatinamente conlleven al goce efectivo de los Derechos 

Humanos, de los derechos de los pueblos y comunidades y de los colectivos, respetando los 

principios de no discriminación y de igualdad, obligación que se suma al reconocimiento de unos 

contenidos mínimos o esenciales de satisfacción de esos derechos que el Estado debe garantizar 

a todas las personas, e ir acrecentándolos (Ley 1448, art. 17, 2011; Decreto Ley 4633, art. 36, 

2011; Decreto Ley 4634, art. 38, 2011, Decreto Ley 4635, art. 22, 2011) 

 

xiii) El reconocimiento de una identidad étnica y cultural y el derecho a la diferencia de los 

pueblos y las comunidades étnicas como parte constitutiva de la nación, con unas características 

identitarias y una cultura propia que ameritan un tratamiento diferencial, que implica la 

necesidad de implementar mecanismos, medidas y procedimientos que garanticen la 

pervivencia de su integridad e identidad étnica y cultural y el respeto sus usos y costumbres. 

(Decreto Ley 4634, art. 20, 2011; Decreto Ley 4635, art. 23, 2011) 

 

xiv) La observancia de la indivisibilidad de los derechos de los pueblos indígenas, de los derechos 

del pueblo Rom y de los derechos de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 

palenqueras, de manera que en la definición de las medidas de reparación integral frente a las 

violaciones a todos los derechos individuales y colectivos se entenderán de manera 

interdependiente y se analizarán bajo la óptica de los daños que se hayan producido o 

produzcan en la integridad étnica y cultural de los pueblos y comunidades, así como en los 

efectos diferenciales en las personas de especial reconocimiento y protección (Decreto Ley 4633, 

art. 30, 2011; Decreto Ley 4634, art. 35, 2011, Decreto Ley 4635, art. 45, 2011) 

 

El Alto Tribunal colombiano en su jurisprudencia, tomado como referente el Derecho 

Internacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la jurisprudencia internacional, así 

como la normatividad transicional interna, ha fijado los siguientes parámetros, reglas y estándares, que 
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es pertinente observar para efectos de la garantía del derecho a la reparación a las víctimas del conflicto 

armado interno colombiano: 

 

 “(i) su reconocimiento expreso frente a víctimas de violaciones de DD.HH., (ii) se encuentra 

regulado por el Derecho Internacional, (iii) debe ser integral, (iv) incluye la restitución plena 

(restitutio in integrum), es decir, el restablecimiento de la víctima a la situación anterior al hecho 

de la violación, (v) de no ser posible tal restablecimiento pleno es procedente la 

compensación, (vi) incluye además medidas tales como la rehabilitación, la satisfacción y 

garantías de no repetición, (vii) tiene una dimensión individual y colectiva, (viii) la individual 

incluye medidas como la restitución, la indemnización y la readaptación o rehabilitación; (ix) la 

colectiva se obtiene a través de medidas de satisfacción y carácter simbólico o que se proyecten 

a la comunidad, (x) también incluye el reconocimiento público del crimen cometido y el reproche 

de tal actuación, (xi) desborda el campo de la reparación económica, e incluye también la verdad 

y la justicia, (xii) debe diferenciarse de la asistencia y de servicios sociales y de la ayuda 

humanitaria brindada por parte del Estado y (xiii) las políticas públicas para hacerlo efectivo 

deber ser articuladas y complementarias” (Corte Constitucional, Sentencias C-715 de 2012, C-

099 de 2013, C-579 de 2013, C-912 de 2013, T-418 de 2015, C-161 de 2016) 

 

En el ordenamiento jurídico colombiano, aplicable a las víctimas individual o colectivamente 

consideradas158, para obtener la reparación integral por daños sufridos, se encuentran dos vías: una 

judicial y otra administrativa, que la jurisprudencia constitucional colombiana las particulariza de la 

siguiente forma:  

 

 
158 Ley 975 de 2005 Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para 
acuerdos humanitarios; Ley 1957 de 2019, Estatutaria de la Administración de Justicia en la Jurisdicción para la Paz; Ley 1448 de 
2011,  Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se 
dictan otras disposiciones; Decreto Ley 4633 de 2011 Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación 
integral y de restitución de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas; Decreto 
Ley 4634 de 2011, Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras a las víctimas 
pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano; Decreto Ley 4634 de 2011 Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación integral y de restitución de tierras a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras. 
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“[…] Estas diferentes vías de reparación a víctimas presentan diferencias Importantes: i) la 

reparación en sede judicial hace énfasis en el otorgamiento de justicia a personas 

individualmente consideradas, examinando caso por caso las violaciones. En esta vía se 

encuentra articulada la investigación y sanción de los responsables, la verdad en cuanto al 

esclarecimiento del delito, y las medidas reparatorias de restitución, compensación y 

rehabilitación de la víctima. Propia de este tipo de reparación judicial, es la búsqueda de la 

reparación plena del daño antijurídico causado a la víctima. ii) Mientras que por otra parte, la 

reparación por la vía administrativa se caracteriza en forma comparativa (i) por tratarse de 

reparaciones de carácter masivo, (ii) por buscar una reparación, que si bien es integral, en 

cuanto comprende diferentes componentes o medidas de reparación, se guía 

fundamentalmente por el principio de equidad, en razón a que por esta vía no resulta probable 

una reparación plena del daño, ya que es difícil determinar con exactitud la dimensión, 

proporción o cuantía del daño sufrido, y (iii) por ser una vía expedita que facilita el acceso de las 

víctimas a la reparación, por cuanto los procesos son rápidos, económicos y más flexibles en 

materia probatoria. Ambas vías deben estar articuladas institucionalmente, deben guiarse por el 

principio de complementariedad entre ellas, y deben garantizar en su conjunto una reparación 

integral, adecuada y proporcional a las víctimas” (Corte Constitucional, Sentencia SU254 de 

2013, Sentencia T-054 de 2017) 

 

Frente a la reparación por vía administrativa, dentro del ordenamiento jurídico transicional, se 

establece la reparación colectiva para los sujetos colectivos víctimas, por cualquiera de los siguientes 

eventos: i) El daño ocasionado por la violación de los derechos colectivos; ii) La violación grave y 

manifiesta de los derechos individuales de los miembros de los colectivos; iii) El impacto colectivo de la 

violación de derechos individuales (Ley 1448 de 2011,artículo 151); considerando que reconocen como 

sujetos de la reparación colectivo: 1) Grupos y organizaciones sociales y políticos; y 2) Comunidades 

determinadas a partir de un reconocimiento jurídico, político o social que se haga del colectivo, o en 

razón de la cultura, la zona o el territorio en el que habitan, o un propósito común (Ley 1448,art. 151, 

2011).  

 

Si bien el Registro Único de Víctimas no confiere la calidad de víctima (por ser un hecho fáctico), 

bajo el ordenamiento transicional, se considera que una vez la víctima sea incluida en el Registro tiene el 
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derecho de acceder a las medidas de reparación previstas normativamente, dependiendo de la 

vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, según el caso (Ley 1448, art. 

156, 2011). 

 

- Derecho a la restitución. Este derecho, que encuentra su fundamento en la Declaración 

Universal de Derechos Humanos (art. 1, 2, 8 y 10), en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (art.1, 2, 8, 21, 24 y 25),  en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2, 3 y 

14) y los Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas 

desplazadas159, es concebido como el componente preferente y principal del derecho fundamental a la 

reparación integral de las víctimas del conflicto armado, a tal punto que, se ha precisado que la 

reparación del daño ocasionado por la infracción de los derechos requiere, siempre que sea posible, la 

plena restitución que consiste en el restablecimiento de la situación anterior a la violación160, incluyendo 

la restitución de las tierras usurpadas o despojadas, y sólo de no ser esto posible se debe determinar las 

medidas para que, además de garantizar el respeto de los derechos conculcados, se reparen las 

consecuencias producidas por las infracciones y se establezca el pago de una indemnización como 

compensación por los daños ocasionados (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 2012). En este 

sentido, se define el derecho a la restitución como aquella “facultad que tiene la victima despojada o 

que se ha visto obligada a abandonar de manera forzada la tierra, para exigir que el Estado le asegure, 

en la mayor medida posible y considerando todos los intereses constitucionales relevantes, el disfrute 

de la posición en la que se encontraba con anterioridad al abandono o al despojo” (Corte Constitucional, 

sentencia C-795 de 2014).  

 
159 Ver en https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/Publicaciones/2008/6325.pdf 
160  El máximo Tribunal Constitucional colombiano sostiene que “sobre el derecho a la restitución de las víctimas como 
componente preferente y principal del derecho a la reparación integral se desprenden algunos principios que deben orientar la 
política pública en materia de restitución a víctimas, tales como: (i) La restitución debe establecerse como el medio preferente 
para la reparación de las víctimas al ser un elemento esencial de la justicia restitutiva. (ii) La restitución es un derecho en sí mismo 
y es independiente de que se las víctimas despojadas, usurpadas o que hayan abandonado forzadamente sus territorios retornen 
o no de manera efectiva. (iii) El Estado debe garantizar el acceso a una compensación o indemnización adecuada para aquellos 
casos en que la restitución fuere materialmente imposible o cuando la víctima de manera consciente y voluntaria optare por ello. 
(iv)Las medidas de restitución deben respetar los derechos de terceros ocupantes de buena fe quienes, de ser necesario, podrán 
acceder a medidas compensatorias, (v) La restitución debe propender por el restablecimiento pleno de la víctima y la devolución 
a su situación anterior a la violación en términos de garantía de derechos; pero también por la garantía de no repetición en cuanto 
se trasformen las causas estructurales que dieron origen al despojo, usurpación o abandono de los bienes. (vi) En caso de no ser 
posible la restitución plena, se deben adoptar medidas compensatorias, que tengan en cuenta no solo los bienes muebles que 
no se pudieron restituir, sino también todos los demás bienes para efectos de indemnización como compensación por los daños 
ocasionados. (vii) El derecho a la restitución de los bienes demanda del Estado un manejo integral en el marco del respecto y 
garantía de los derechos humanos, constituyendo un elemento fundamental de la justicia retributiva, siendo claramente un 
mecanismo de reparación y un derecho en sí mismo, autónomo e independiente (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 2012). 
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Las medidas que se adopten frente a las víctimas del conflicto armado interno, en virtud de este 

derecho, “deben ser suficientes, efectivas, rápidas y proporcionales a la gravedad del crimen y a la 

entidad del daño sufrido y estar destinadas a restablecer la situación en que se encontraba la víctima 

antes de verse afectada” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2004). 

 

La restitución se considera la forma de reparación por antonomasia, buscando que las víctimas 

vuelvan a la situación que mantenían antes de la ocurrencia de los hechos violatorios de sus derechos, 

buscando el restablecimiento de esa situación previa (Ramelli, 2003, p. 327). 

 

Sobre el derecho a la restitución de la población víctima del conflicto armado, regulado en las 

normativas transicionales colombianas, se destaca: i) que se entiende por tal la realización de medidas 

para el restablecimiento de la situación anterior a las infracciones al Derecho Internacional Humanitario 

o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos (Ley 1448, art. 

71, 2011), ii) que las medidas de restitución también se aplican a las afectaciones territoriales de los 

pueblos y comunidades, iii) que la restitución material se constituye en uno de sus fines esenciales con 

el fin de posibilitar el retorno a los territorios de origen y se constituye en uno de los fines esenciales de 

la reparación, iv) que las medidas orientadas al restablecimiento del goce efectivo de los derechos 

territoriales se deben realizar de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política, la jurisprudencia 

y el bloque de constitucionalidad, v) que la restitución es la medida preferente de reparación de los 

derechos territoriales, salvo que el territorio o parte de él se encuentre degradado ambientalmente, 

bajo amenaza o riesgo inminente de inundación o desastre natural, casos en los cuales se debe evaluar y 

decidir las medidas alternativas a adoptar, previo consentimiento libre e informado entre la comunidad, 

vi)  que en ningún caso la restitución de los derechos territoriales podrá ser compensada 

monetariamente (Decreto Ley 4633, art. 142, 2011; Decreto Ley 4633, art. 107 y 108, 2011). 

  

- Derecho a la indemnización. Consiste en compensar a la víctima o sus familiares por los 

perjuicios resultantes del crimen, requiriendo que el Estado se esfuerce por resarcir a la víctima cuando 

el responsable de la conducta ilícita no haya podido o no haya querido cumplir sus obligaciones 

(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2004), teniendo que acudir a una cantidad financiera 
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evaluable de todos los perjuicios sufridos, en particular los daños materiales y morales, incluyendo la 

pérdida de oportunidades (Ramelli, 2003, p 328), siendo necesaria una justa indemnización o 

compensación pecuniaria con un monto tal que repare todas las consecuencias de las violaciones 

ocurridas y los perjuicios sufridos por la parte lesionada (Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, 2021, p 5). 

 

En el abordaje realizado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos frente a este 

derecho de las víctimas, se precisa que es importante “tomar en consideración que en muchos casos de 

violaciones a derechos humanos […] no es posible la restitutio in integrum, por lo que, teniendo en 

cuenta la naturaleza del bien afectado, la reparación se realiza, inter alia, según la jurisprudencia 

internacional, mediante una justa indemnización o compensación pecuniaria” adoptando también 

aquellas medidas para “asegurar que no se repitan hechos lesivos” (Cuadernillos de Jurisprudencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2021, p 5). 

 

La Corte Constitucional colombiana, refiriendo la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, respecto al derecho de a la indemnización, sostiene: 

 

“la Corte Interamericana ha establecido que (a) la indemnización debe estar orientada 

a  procurar la restitutio in integrum de los daños causados por el hecho violatorio de los 

derechos humanos; (b) que en caso de imposibilidad de una restitución íntegra debe proceder el 

pago de una “justa indemnización” que funja como compensación de los daños; (c) que la 

indemnización debe compensar tanto los daños materiales como los morales; (d) que los 

perjuicios materiales incluyen tanto el daño emergente como el lucro cesante; y que (e ) el daño 

moral “resulta principalmente de los efectos psíquicos que han sufrido los familiares”, cuya 

reparación debe ajustarse a los principios de equidad. (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 

2011) 

 

Bajo  el entendido que respecto de las víctimas del conflicto armado debe hacerse efectiva una   

indemnización justa, apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada 

caso, el Alto Tribunal sostiene además que deben evaluarse económicamente todos los perjuicios que 
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sean consecuencia de las graves violaciones de las normas internacionales de derechos humanos o de 

infracciones graves del Derecho Internacional Humanitario, tales como: a) El daño físico o mental; b) La 

pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; c) Los daños 

materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d) Los perjuicios morales; e) Los gastos de 

asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales 

(Corte Constitucional, Sentencia C-579 de 2013). 

 

Por su parte, para la estimación de la indemnización administrativa, prevista en el ordenamiento 

jurídico colombiano como parte de las medidas transicionales encaminadas a que las víctimas 

sobrelleven su sufrimiento, para que logren el restablecimiento de los derechos que les han sido 

vulnerados y superen el estado de vulnerabilidad en que se encuentran junto con su núcleo familiar (Ley 

1448, art. 9, 2011), se consideran criterios como la naturaleza y el impacto del hecho victimizante, el 

daño causado y el estado de vulnerabilidad actual de la víctima, desde un enfoque diferencial, en 

procura de la justa compensación por los daños tanto materiales y morales generados (Decreto 1084, 

art. 2.2.7.3.3, 2015). 

 

Se contempla la posibilidad de reconocimiento por concepto de indemnización administrativa161 

los siguientes montos máximos: i) Por homicidio, desaparición forzada y secuestro, hasta cuarenta (40) 

salarios mínimos mensuales legales; ii) Por lesiones que produzcan incapacidad permanente, hasta 

cuarenta (40) salarios mínimos mensuales legales, iii) Por lesiones que no causen incapacidad 

permanente, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales; iv) Por tortura o tratos inhumanos y 

degradantes, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales; v) Por delitos contra la libertad e 

integridad sexual, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales; vi) Por reclutamiento forzado 

de menores, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales; vii) Por desplazamiento forzado, 

hasta diecisiete (17) salarios mínimos mensuales legales; precisando que si respecto de una misma 

víctima concurre más de una violación tendrá derecho a que el monto de la indemnización 

 
161 En el Decreto 1084 de 2015, artículo 2.2.7.3.5, se establece aspectos particulares, entre otros, sobre distribución de la 
indemnización (artículo 2.2.7.3.5), deducción de los montos pagados con anterioridad (artículo 2.2.7.3.9), régimen de transición 
para solicitudes de indemnización por vía administrativa anteriores al 20 de diciembre de 2011 (artículo 2.2.7.3.10), 
acompañamiento para la inversión adecuada de los recursos (artículo 2.2.7.3.12), indemnización por vía administrativa para 
víctimas de desplazamiento forzado (artículo 2.2.7.3.14), indemnización para niños, niñas y adolescentes víctimas a través de la 
constitución de un encargo fiduciario, con el objeto salvaguardar el acceso a la indemnización por vía administrativa de los niños, 
niñas y adolescentes víctimas del conflicto armado interno, mediante la custodia del valor total (artículo 2.2.7.3.15). 
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administrativa se acumule hasta un monto de cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales y en 

aquellos casos que una persona pueda solicitar indemnización por varias víctimas, tendrá derecho a la 

indemnización administrativa  por cada una de ellas (Decreto 1084, art. 2.2.7.3.5, 2015).  

 

El acceso a la medida de indemnización administrativa se da siempre y cuando la persona 

víctima se encuentre inscrita en el Registro Único de Víctimas162 (Ley 1448, art. 156, 2011), 

materializándose en pagos parciales o un solo pago total, atendiendo a criterios de vulnerabilidad y 

priorización, sin sujetarse al orden en que sea formulada la solicitud de entrega, sino a los criterios 

contemplados en desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad163 para una reparación 

efectiva y eficaz (Decreto 1084, art. 2.2.7.3.6, 2015), pero su reconocimiento y entrega no implica la 

renuncia de las víctimas al acceso de la reparación por vía judicial (Decreto Ley 4633, art. 112, 2011). 

 

Respecto de los pueblos y comunidades indígenas, pueblo Rrom y sus Kumpañy y comunidades 

negras, afrocolombianas, palenqueras y raizales, en las normas transicionales se prevén tanto 

indemnizaciones individuales como indemnizaciones colectivas o a título colectivo. Para la 

indemnización individual de integrantes de los pueblos y comunidades164, incorporados en el Registro 

 
162 Según lo previsto en la Ley 1448 de 2011, artículo 156, una vez la víctima sea registrada, accederá a las medidas reparación 
previstas en dicha Ley, dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante.  
163 La Corte Constitucional sostiene que “La reparación integral, de la cual forma parte el componente indemnizatorio o de 
reparación económica, debe realizarse de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva. Las medidas orientadas a 
la reparación integral están regidas por los principios de progresividad, que implica el reconocimiento de unos contenidos 
mínimos o esenciales de satisfacción de este derecho que el Estado debe garantizar a todas las personas, e ir acrecentándolos 
paulatinamente. La gradualidad, implica la responsabilidad del Estado de diseñar herramientas operativas de alcance definido en 
materia presupuestal y que permitan la implementación escalonada de los programas de reparación, respetando el principio de 
igualdad. La reparación debe cumplirse además en un marco de sostenibilidad fiscal con el fin de garantizar, en su conjunto, la 
continuidad, progresividad, viabilidad y su efectivo cumplimiento” (Sentencia C-161 de 2016). 
164 Según lo previsto en el Decreto Ley 4633 de 2011, artículo 11, en los casos de muerte o desaparición forzada de integrantes 
de los pueblos y comunidades indígenas, la indemnización individual tiene como criterios para determinar su beneficiario los 
siguientes: a) En primer término y de forma concurrente el parentesco como cónyuge, compañero o compañera permanente y 
familiares en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa; b) Subsidiariamente, se entregarán en forma 
concurrente a los parientes directos definidos de acuerdo con la organización o filiación social o familiar que se conserve al 
interior de los pueblos y comunidades indígenas y, atendiendo a la especificad de cada pueblo. Por su parte, el Decreto Ley 4635 
de 2011, parágrafo 2, respecto a víctimas individuales negras, afrocolombianas, palenqueras y raizales, establece que la 
indemnización por muerte o desaparición forzada se dará por una sola vez y no podrá ser concurrente, teniendo derecho a ella, 
de forma prioritaria y concurrentemente, el cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de 
consanguinidad o primero civil de la víctima directa. 
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Único de Víctimas165, por daños individuales con efectos colectivos, se contemplan, entre otros, los 

siguientes elementos: 

 

i) Cuando un integrante de un pueblo o comunidad indígena sea destinatario de una 

indemnización a título individual se debe adoptar medidas para prevenir la desintegración social 

y cultural, buscando la complementariedad entre indemnizaciones individuales y colectivas que 

contribuya al fortalecimiento del proyecto de vida comunitario (Decreto Ley 4633, art. 109, 

2011). 

 

ii) El propósito general de las indemnizaciones individuales es fortalecer el proyecto de vida de la 

comunidad o pueblo indígena al que pertenece y en particular restablecer los daños y 

afectaciones materiales, espirituales, psicológicas y sociales de las víctimas de manera justa, 

proporcional y adecuada, atendiendo al principio rector de la dignidad (Decreto Ley 4633, art. 

109, 2011). 

 

iii) Son determinantes para estimar los montos de la indemnización individual de integrantes de 

un pueblo o comunidad indígena: la naturaleza del hecho victimizante, el daño causado y el 

estado de vulnerabilidad de la víctima, atendiendo a la afectación diferencial por la pertenencia 

a un pueblo o comunidad indígena, así como en atención a su edad, sexo y otras condiciones de 

vulnerabilidad específica (Decreto Ley 4633, art. 111, 2011). 

 

iv) Las víctimas individuales de los pueblos indígenas tienen acceso prioritario y diferencial a las 

indemnizaciones administrativas individuales, sin perjuicio de lo previsto para otras 

comunidades étnicas, en razón de las circunstancias de discriminación, exclusión y violaciones 

sistemáticas de sus derechos (Decreto Ley 4633, art. 113, 2011) 

 

 
165 El Decreto Ley 4633 de 2011, articulo 110, dispone que se “entregará la indemnización individual a los integrantes de los 
pueblos y comunidades indígenas que hayan sufrido un daño en los términos del artículo 3° del presente decreto, una vez estén 
incorporados en el Registro Único de Víctimas”. 
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v) Cuando un integrante del pueblo Rrom o Kumpañy sea destinatario de una indemnización a 

título individual, es relevante articular de manera armónica con todas las demás medidas de 

satisfacción, verdad, justicia, rehabilitación y no repetición con el fin de lograr una adecuada 

reparación integral (Decreto Ley 4633, art. 76, 2011) 

 

vi) Los criterios diferenciales para determinar las indemnizaciones a víctimas individuales Rrom o 

Gitanas, negras, afrocolombianas, palenqueras y raizales, son el grado de vulneración, la 

afectación diferencial, la equidad aplicable a la distribución del monto total asignado al universo 

de víctimas y el impacto producido por los daños producidos a la víctima (Decreto Ley 4633, art. 

7, 2011; Decreto Ley 4635, art. 80, 2011) 

 

Sobre la indemnización a título colectivo de los pueblos y comunidades étnicas, se resalta los siguientes 

elementos:  

i) Se contempla indemnizaciones colectivas en casos de violaciones de derechos colectivos, 

ocurrencia de un daño colectivo, como de daños individuales con impactos, efectos o daños 

colectivos (Decreto Ley 4633, art. 109, 2011; Decreto Ley 4634, art. 76, 2011; Decreto Ley 4635, 

art. 79, 2011). 

  

ii) Las indemnizaciones por daños generados a los pueblos y comunidades deben ser 

preferentemente colectivas, haciendo parte integral de los Planes Integrales de Reparación 

Colectiva -PIRC (Decreto Ley 4633, art. 109, 2011; Decreto Ley 4634, art. 76, 2011), de tal forma 

que contribuya de manera efectiva a la reparación integral de los pueblos y comunidades, con la 

finalidad de proteger la identidad y la integridad de los pueblos y comunidades, teniendo en 

cuenta, entre otros, los siguientes criterios: a) que los fondos se destinen preferentemente para 

programas, planes o medidas de fortalecimiento cultural, social, político y organizativo y del plan 

de vida escrito u oral de los pueblos y comunidades en el caso indígena o del Plan del Buen Largo 

Camino del Pueblo Rrom; b) que los montos de las indemnizaciones colectivas se definan en los 

procesos de consulta previa de los PIRC, respondiendo de manera adecuada a las prioridades, 

programas y planes que se identifiquen para lograr una reparación integral de los pueblos y 

comunidades; c) que se contemple un mecanismo de rendición de cuentas de las autoridades y 
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organizaciones que ejecuten estos recursos ante los  pueblos y comunidades; d) que se 

contemple un mecanismo para que se haga seguimiento a que la ejecución de los recursos 

responda efectivamente a los objetivos, planes y programas concertados en el pueblo o 

comunidad; e) para la administración de la reparación colectiva se deben constituir fondos 

comunitarios administrados166 por sus autoridades (Decreto Ley 4633, art. 109 y 114, 2011; 

Decreto Ley 4634, art. 76 y 78, 2011; Decreto Ley 4634, art. 81, 2011). 

 

 

- Derecho a la rehabilitación. Conlleva la realización de acciones tendientes a la recuperación de 

las víctimas que sufren traumas físicos y sicológicos como consecuencia del delito, por el daño causado, 

las cuales buscan restablecer la salud de las víctimas, incluyendo tanto los aspectos puramente 

somáticos, como los relacionados con su bienestar emocional o su salud mental, aspectos igualmente 

necesarios para vivir y desarrollar una existencia digna (Corte Constitucional, Sentencia T-418 de 2015), 

requiriendo de la adopción de medidas pertinentes para la atención médica y psicológica, así como la 

prestación de otros servicios sociales necesarios para esos fines (Corte Constitucional, Sentencia C-588 

de 2019). 

 

Como parte de las medidas de rehabilitación, además de la financiación de atención médica, 

psicológica o psiquiátrica, que requieran las víctimas de violaciones de derechos humanos o infracciones 

al Derecho Internacional Humanitario y sus familiares, en casos que devengan en desaparición y muerte 

de la víctima, se deben emprender todas las acciones que permitan encontrar, exhumar, identificar, así 

como trasladar y entregar los restos mortales en el lugar que determinen los familiares, dando una 

adecuada sepultura, según sus costumbres y creencias religiosas (Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Caso Niños de la Calle, citado en Ramelli, 2003, p 328).  

 

 
166 Según lo previsto en el Decreto 4633 de 2011, artículo 114, parágrafo 2 “En aquellos casos en donde el pueblo o la comunidad 
no cuente con una organización política y organizativa que le permita administrar de manera adecuada los recursos que hacen 
parte de la indemnización colectiva como elemento integral de los PRI, se formará, si el pueblo o comunidad lo consciente, un 
Comité ad hoc del cual harán parte un representante de las autoridades u organizaciones indígenas elegido por el pueblo o 
comunidad, un representante del gobierno y un representante del Ministerio Público elegido de común acuerdo que tomará las 
medidas necesarias para la adecuada destinación de los recursos de acuerdo con los objetivos de cada PRI”. 
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El derecho a la rehabilitación, como medida de reparación, según el ordenamiento transicional, 

corresponde a aquellas estrategias, planes, programas y acciones de carácter jurídico167, médico, 

psicológico168 y social, encaminadas al restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de las 

víctimas (Ley 1448, art. 135, 2011), incluyendo tanto las medidas individuales y colectivas que 

contribuyan a que las víctimas puedan desempeñarse en su entorno familiar, cultural, laboral y social y 

ejercer sus derechos y libertades básicas (Ley 1448, art. 136, 2011). 

 

Respecto a los pueblos y comunidades étnicas, se prevé que las víctimas tienen derecho a la 

rehabilitación física, piscológica y social y cultural, con medidas adecuadas, concertadas e 

interculturales, de forma que: 

i) La rehabilitación física está encaminada a que las víctimas individuales de violaciones a su 

integridad física recuperen la salud en su sentido integral, a través del apoyo a la medicina y 

prácticas tradicionales, la prestación de servicios médicos especializados, terapias, y todos 

aquellos establecidos normativamente, garantizando la inclusión de un enfoque étnico 

diferencial (Decreto Ley 4633, art. 116, 2011; Decreto Ley 4634, art, 81, 2011; Decreto Ley 4634, 

art. 84, 2011). 

 

ii) La rehabilitación piscológica permite que las víctimas colectivas e individuales de violaciones a 

su integridad psicológica y espiritual recuperen el equilibrio, a través del apoyo a la medicina y 

prácticas tradicionales, entre otros (Decreto Ley 4633, art. 117, 2011; Decreto Ley 4634, art. 80, 

2011; Decreto Ley 4634, art. 85, 2011). 

 
167 Las víctimas individuales y colectivas, deben contar con acompañamiento jurídico para puedan ejercer de manera efectiva sus 

derechos constitucionales, existiendo el deber en las entidades de contar con personal permanente y especializado en 
acompañar, asesorar y capacitar a las víctimas (Decreto Ley 4633 de 2011, artículo 119; Decreto Ley 4634 de 2011, artículo 82) 
168 La Ley 1448 de 2011, artículo 137, prevé la existencia de un programa de atención psicosocial y salud integral a víctimas   que 
debe observar, entre otros aspectos: i) que los servicios de atención propendan por la detección y acercamiento a las víctimas; 
ii) que se garantice una atención de calidad con profesionales con formación técnica específica y experiencia relacionada, 
especialmente cuando se trate de víctimas de violencia sexual; iii) que se incluya terapia individual, familiar y acciones 
comunitarias, en función del tipo de violencia y del marco cultural de las víctimas; iv) que se garantice a las víctimas el acceso 
gratuito a los servicios, el acceso a medicamentos en los casos en que esto fuera requerido y la financiación de los gastos de 
desplazamiento cuando sea necesario; v) que se brinde una atención preferencial, dando prioridad a los servicios que no estén 
contemplados en el programa; vi) que la atención se sujete a las necesidades particulares de las víctimas y afectados, y al concepto 
emitido por el equipo de profesionales; vii) que se cuente un mecanismo de ingreso e identificación que defina la condición de 
beneficiario del programa y permita el acceso a los servicios de atención; viii) que los mecanismos de prestación de servicios 
estén constituidos por profesionales en psicología y psiquiatría, con el apoyo de trabajadores sociales, médicos, enfermeras, 
promotores comunitarios entre otros profesionales, en función de las necesidades locales, garantizando la integralidad de acción. 
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iii) La rehabilitación social y cultural por su parte, contribuye al restablecimiento del tejido social 

y cultural afectado, adoptando medidas interculturales como el apoyo a los espacios de 

ceremonias y ritos colectivos e individuales, y de recuperación de tradiciones y prácticas 

culturales; la garantía de reuniones internas y colectivas de reflexión, análisis y búsqueda de 

soluciones a los problemas colectivos y, en general, medidas de fortalecimiento de la 

gobernabilidad y el empoderamiento de personas de especial protección constitucional (Decreto 

Ley 4633, art. 118, 2011; Decreto Ley 4634, art. 79, 2011; Decreto Ley 4634, art. 86, 2011). 

 

En general, los mecanismos establecidos para la rehabilitación de pueblos y comunidades 

étnicas: i) deben ser permanentes; ii) deben tener como finalidad el restablecimiento de la autonomía 

individual y colectiva de las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades para desempeñarse en 

el entorno familiar, cultural, productivo y social y ejercer sus derechos constitucionales; iii) deben 

promover el fortalecimiento de las autoridades, organizaciones, profesionales y expertos indígenas, 

pueblo Rrom y negros, afrocolombianos, palenqueros y raizales, para la prestación de los servicios que 

se requieran; iv) deben disponer de intérpretes y traductores de las lenguas nativas de las víctimas; v)  

deben garantizar que el apoyo psicosocial sea culturalmente sensible a las necesidades del grupo étnico 

y de sus miembros; vi) deben contemplar los factores de cultura, identidad, medicina tradicional y 

participación (Decreto Ley 4633, art. 115, 2011; Decreto Ley 4634, art. 79, 2011; Decreto Ley 4635, art. 

83, 2011). 

 

- Medidas de satisfacción. El derecho a las medidas de satisfacción propende por la 

redignificación de las víctimas, a través de medidas simbólicas destinadas a la reivindicación de su 

memoria y de su dignidad (Corte Constitucional, Sentencia C-912 de 2013), constituyéndose en actos 

encaminadas a reparar moralmente la memoria de las víctimas y a recordar lo sucedido (Ramelli, 2003, 

p 328). 

 

Sobre la satisfacción la Corte Constitucional colombiana ha sido enfática en sostener que la 

misma debe incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las siguientes 

medidas: 
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a) Medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones; b) La verificación de los 

hechos y la revelación pública y completa de la verdad; c) La búsqueda de las personas 

desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las personas 

asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo 

explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad; d) Una 

declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos 

de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; e) Una disculpa pública que 

incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades; f) La aplicación 

de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones; g) 

Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; h) La inclusión de una exposición precisa de las 

violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y 

del derecho internacional humanitario, así como en el material didáctico a todos los niveles” 

(Corte Constitucional, Sentencia C-579 de 2013) 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en su jurisprudencia (Caso 19 Comerciantes Vs. 

Colombia, Sentencia de 5 de julio de 2004) ha reconocido la importancia de erigir monumentos o actos 

de preservación de la memoria de las víctimas como medida de satisfacción. 

 

La Corte estima que el Estado debe erigir un monumento en memoria de las víctimas. Este 

Tribunal considera necesario que la elección del lugar en el cual se erija el monumento sea 

acordada entre el Estado y los familiares de las víctimas. En dicho lugar, mediante una ceremonia 

pública y en presencia de los familiares de las víctimas, Colombia deberá poner una placa con los 

nombres de los 19 comerciantes y la mención expresa de que su existencia obedece al 

cumplimiento de la reparación ordenada por la Corte Interamericana. Esta medida también 

contribuirá a despertar la conciencia para evitar la repetición de hechos lesivos como los 

ocurridos en el presente caso y conservar viva la memoria de las víctimas. (Cuadernillos de 

Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2021, p 114). 
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Frente a las víctimas del conflicto armado interno, conforme con el ordenamiento jurídico 

transicional colombiano, existe el deber de realizar medidas de satisfacción169 consistente en acciones 

tendientes a restablecer su dignidad y difundir la verdad sobre lo sucedido, que proporcionan bienestar 

y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima (Ley 1448, art. 139, 2011), particularmente los miembros 

de las organizaciones armadas al margen de la ley, que en desarrollo de procesos de paz se hayan 

beneficiado con las medidas de indulto, amnistía, auto inhibitorio, preclusión de la investigación o 

cesación de procedimiento, están obligados a enaltecer la memoria de sus víctimas a través de la 

ejecución de las medidas de satisfacción y de reparación simbólica (Ley 1448, art. 196, 2011). 

 

Para las víctimas de pueblos y comunidades étnicas se contempla el derecho a  las medidas de 

satisfacción170 tendientes a restablecer las condiciones culturales, sociales, económicas y territoriales, al 

 
169 La Ley 1448 de 2011, artículo 139, enunciativamente destaca las siguientes medidas: a. Reconocimiento público del carácter 
de víctima, de su dignidad, nombre y honor, ante la comunidad y el ofensor; b. Efectuar las publicaciones a que haya lugar 
relacionadas con el literal anterior; c. Realización de actos conmemorativos; d. Realización de reconocimientos públicos; e. 
Realización de homenajes públicos; f. Construcción de monumentos públicos en perspectiva de reparación y reconciliación; g. 
Apoyo para la reconstrucción del movimiento y tejido social de las comunidades campesinas, especialmente de las mujeres. h. 
Difusión pública y completa del relato de las víctimas sobre el hecho que la victimizó, siempre que no provoque más daños 
innecesarios ni genere peligros de seguridad; i. Contribuir en la búsqueda de los desaparecidos y colaborar para la identificación 
de cadáveres y su inhumación posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de las entidades competentes 
para tal fin; j. Difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad hechas por los victimarios; k. Investigación, juzgamiento 
y sanción de los responsables de las violaciones de derechos humanos. l. Reconocimiento público de la responsabilidad de los 
autores de las violaciones de derechos humanos. 
170 En los Decreto Ley 4633 de 2011, artículo 120; Decreto Ley 4634 de 2011, artículo 84; Decreto Ley 4635 de 2011, artículo 90, 
se contemplan de forma enunciativa las siguientes medidas, que pueden incluirse en los Planes Integrales de Reparación 
Colectiva: i) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que esa revelación no 
provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de los pueblos, las víctimas, individuales o colectivas, de sus 
familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas 
violaciones; ii) La difusión de la verdad debe hacerse en castellano y en las lenguas y con las formas de expresión de las víctimas; 
iii) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños y niñas secuestrados o reclutados forzosamente y 
de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo 
explícito o presunto de la víctima, su pueblo o las prácticas culturales de su pueblo y familia; iv) La realización de una declaración 
oficial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de las víctimas, individuales o colectivas, y de las personas 
estrechamente vinculadas a ellas; v) Difusión en diarios de masiva circulación y cadenas radiales de las decisiones judiciales que 
reivindiquen los derechos de los pueblos y comunidades, con el fin de que toda la sociedad conozca esos contenidos; vi) La 
celebración de conmemoraciones y homenajes a las víctimas de pueblos y comunidades, en cuya planeación y puesta en marcha 
participarán las víctimas; vii) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas 
internacionales de Derechos Humanos y del DIH, así como del material didáctico a todos los niveles; viii) La adopción de medidas 
de reparación simbólica para preservar la memoria histórica, la aceptación pública de los crímenes por el victimizante, la solicitud 
de perdón por parte de los perpetradores y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas; ix) La realización de acciones para 
fortalecer o propiciar la creación de medios y estrategias comunicacionales convencionales y no convencionales de espectro 
masivo para la información y divulgación entre pueblos y culturas; x) Desarrollar conjuntamente con los pueblos una cartografía 
oficial que incluya territorios colectivos, espacios etnolingüísticos y culturales homogéneos, y toponimias tradicionales; xi) La 
traducción a idiomas vernáculos (en medio oral, gráfico o escrito), de casos emblemáticos en que se haya victimizado a los pueblos 
y comunidades; xii) La inclusión en el currículo escolar de programas de enseñanza en los cuales se narre la victimización que 
sufrieron las comunidades en el conflicto armado y la discriminación y vulnerabilidad a la que han estado sujetos históricamente; 
xiii) Creación y difusión de campañas para medios de comunicación sobre el valor de la diferencia cultural, la importancia de 
erradicar todas las manifestaciones de racismo y de respetar los derechos de las comunidades, campañas que deben propender 



171 
 

igual que  difusión de la verdad sobre los hechos acaecidos en el modo, tiempo y lugar que los pueblos 

estimen adecuados para su sociedad y cultura, lo cual busca proporcionar bienestar a los pueblos y 

comunidades, contribuyendo a mitigar el dolor colectivo e individual de las víctimas (Decreto Ley 4633, 

art. 120, 2011; Decreto Ley 4634, art. 84, 2011; Decreto Ley 4635, art. 90, 2011). 

 

 

- Garantía de no repetición. En los análisis internacionales sobre el derecho a la garantía de no 

repetición se encuentra que el mismo se concibe con un carácter esencialmente preventivo cuya 

materialización se puede dar a través de medidas muy diversas171, de tal forma que las políticas públicas 

destinadas a prevenir las violaciones graves de los derechos humanos deben ajustarse, definiendo 

instrumentos adecuados que posibilite hacerla efectiva, principalmente se encuentra que:                                         

 

Los tribunales regionales de derechos humanos y los órganos de tratados de derechos humanos 

han dictado, cada vez más a menudo, órdenes relativas a las garantías de no repetición. Por 

ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado ampliamente sus 

atribuciones correctivas y ordenó medidas de reparación destinadas no solo a las víctimas, sino 

también a las comunidades y a la sociedad en general. Entre los notables progresos realizados 

 
a que los ciudadanos entiendan el valor de la diferencia cultural y del pluralismo; xiv) Servicios multidisciplinarios de salud para 
las mujeres víctimas de violación sexual; xv) Programas participativos para coadyuvar a la reinserción plena en la comunidad de 
las mujeres indígenas víctimas de violación sexual; xvi) Campaña de concientización y sensibilización sobre la prohibición y los 
efectos de la violencia y discriminación contra las mujeres; xvii) Apoyo para la reconstrucción del movimiento y tejido social de 
las víctimas; xviii) Reconocimiento de la labor adelantada por los defensores de los derechos de las comunidades y de las víctimas; 
ixx) Construcción de monumentos públicos que enaltezcan a las víctimas; xx) Contribuir en la búsqueda de los desaparecidos y 
colaborar para la identificación de cadáveres y su inhumación posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través 
de las entidades competentes para tal fin; xxi) Fortalecimiento de programas interculturales en materia de tradiciones propias; 
xxii) Difusión de campañas que muestren la no participación del pueblo y la comunidad en el conflicto armado; xxiii) Investigación, 
juzgamiento y sanción de los responsables de las violaciones de Derechos Humanos; entre otros. 
 
171 En el “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición, 
Pablo de Greif”, presentado al Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, el 07 de septiembre de 2015, en el 30º período 
de sesiones, se pone de presente que “Desde el punto de vista conceptual, hay que distinguir entre las garantías de no repetición 
y los otros tres elementos fundamentales de un enfoque integral de la justicia de transición, a saber: la verdad, la justicia y la 
reparación. Mientras que estos tres elementos hacen referencia a medidas, las garantías de no repetición son una función que 
es posible cumplir a través de medidas muy variadas. En los textos fundacionales se observa ya esta variedad cuando mencionan, 
entre otras cosas, la reforma de las instituciones, el desmantelamiento de los grupos armados no oficiales, la derogación de la 
legislación de emergencia que sea incompatible con los derechos fundamentales, la investigación de los antecedentes de los 
miembros de las fuerzas de seguridad y el poder judicial, la protección de los defensores de los derechos humanos y la formación 
en derechos humanos de los miembros de las fuerzas de seguridad” (p.7). Obtenido de 
https://documents.un.org/doc/undoc/gen/g15/202/07/pdf/g1520207.pdf?token=YXWPmIj8MbuCfXZ2ah&fe=true 

 

https://documents.un.org/doc/undoc/gen/g15/202/07/pdf/g1520207.pdf?token=YXWPmIj8MbuCfXZ2ah&fe=true
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por la Corte cabe destacar la práctica de exigir a los Estados que adopten medidas para preservar 

la memoria de la víctima o difundir las partes pertinentes de sus sentencias con fines educativos 

[…] [..] ordenó al Estado que modificara la legislación. […] “organizar todo el aparato 

gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el 

ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y 

pleno ejercicio de los derechos humanos (Naciones Unidas, 2015, p.6-7) 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos precisa en su jurisprudencia que para hacer 

efectiva la garantía de no repetición es necesario que el Estado adopte medidas de carácter positivo que 

aseguren que hechos lesivos no se repitan (Corte IDH, Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, Sentencia de 

7 de junio de 2003). 

 

La doctrina refiere que las garantías de no repetición constituyen modalidades de reparación 

colectiva a las víctimas, siendo necesario que el Estado adopte medidas adecuadas para que no vuelvan 

a ser objeto de violaciones que vulneren su dignidad, acudiendo por ejemplo medidas de ajustes 

institucionales, disolución de grupos, derogación de leyes y jurisdicciones de excepción, desvinculación 

del servicio de miembros de la fuerza pública sindicados de cometer violaciones de derechos humanos 

su juzgamiento por tribunales civiles independientes e imparciales (Ramelli, 2011, p.  74). 

 

Por su parte el Alto Tribunal constitucional colombiano ha puesto de presente que las garantías 

de no repetición, deben estar encaminadas a asegurar que las organizaciones o grupos que perpetraron 

los crímenes sean desmontadas y las estructuras que permitieron su comisión removidas, a fin de evitar 

que se repitan a futuro las vulneraciones continuas, masivas y sistemáticas de derechos humanos y las 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario (Corte Constitucional, Sentencia C-912 de 2013), 

emprendiendo todas las acciones adecuadas a la naturaleza y magnitud de la ofensa, impidiendo que se 

vuelvan a realizar conductas que afectaron los derechos de las víctimas (Corte Constitucional, Sentencia 

T-130 de 2016). Reitera en su jurisprudencia que la garantía de no repetición se relacionada de forma 

directa con la obligación del Estado de prevenir la ocurrencia de graves violaciones de derechos 

humanos, requiriendo de la adopción de variadas medidas sean jurídicas, políticas, administrativas y 
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culturales que promuevan de forma efectiva la salvaguarda de los derechos de las personas y sujetos 

víctimas, para lo cual se debe:  

 

(i) Reconocer a nivel interno los derechos y ofrecer garantías de igualdad; (ii) Diseñar y poner en 

marcha estrategias y políticas de prevención integral; (iii) Implementar programas de educación 

y divulgación dirigidos a eliminar los patrones de violencia y vulneración de derechos, e informar 

sobre los derechos, sus mecanismos de protección y las consecuencias de su 

infracción; (iv) Introducir programas y promover prácticas que permitan actuar de manera eficaz 

ante las denuncias de violaciones a los DDHH, así como fortalecer las instituciones con funciones 

en la materia; (v) Destinar recursos suficientes para apoyar la labor de prevención; (vi) Adoptar 

medidas para erradicar los factores de riesgo, lo que incluye el diseño e implementación de 

instrumentos para facilitar la identificación y notificación de los factores y eventos de riesgo de 

violación; (vii) Tomar medidas de prevención específica en casos en los que se detecte que un 

grupo de personas está en riesgo de que sus derechos sean vulnerados (Corte Constitucional, 

Sentencia C-579 de 2013). 

 

En este sentido, en el marco normativo transicional previsto en Colombia se ha establecido 

diversidad de medidas como garantías de no repetición, entre otras, asociadas a las instituciones y los 

funcionarios; pedagogía, capacitación y comunicación en derechos humanos y derecho internacional 

humanitario; verificación de hechos y sanción de responsables; fortalecimiento del sistema de alertas 

tempranas, derogatoria de normas que hayan permitido la ocurrencia de las violaciones, generación de 

campañas de prevención y reprobación de la violencia, desmovilización y el desmantelamiento de los 

grupos armados, en general  los planes y programas que conforman la política pública de prevención y 

protección (Ley 1448, art. 149, 2011).  

 

Para los pueblos y comunidades étnicas, las garantías de no repetición, además de medidas las 

medidas externas que se implementen, deben contemplar medidas internas de fortalecimiento propio 

encaminadas a evitar que las violaciones graves de derechos humanos se vuelvan a perpetrar, 

adoptando de forma coordinada con las autoridades propias de los sujetos colectivos, entre otras, las 

siguientes medidas: protección a las autoridades, representantes y organizaciones; prevención y sanción 
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contra cualquier trato discriminatorio a personas, pueblos y organizaciones; educación permanente a 

todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos de los pueblos y comunidades, así como 

sobre los códigos de conducta, normas éticas, usos y costumbres, respeto a la Ley de Origen, la Ley 

Natural, el Derecho Mayor, el Derecho Propio, la diversidad y autonomía y las normas internacionales a 

los funcionarios público, los medios de información, de los servicios médicos, psicológicos y sociales, y 

personal de empresas comerciales; disposición de medidas especiales de prevención a las víctimas que 

tengan como propósito la superación de los estereotipos que favorecen la discriminación en cualquiera 

de sus manifestaciones, en especial contra la pueblos y las comunidades; creación de pedagogía social 

que promueva los valores constitucionales que fundan la reconciliación, la comprensión particular de la 

victimización padecida por los miembros de las comunidades y contribuya a garantizar el respeto por la 

pluralidad étnica y cultural; reunificación de los sujetos colectivos étnica y culturalmente diferenciados 

que hayan sido separados a causa del conflicto armado; fortalecimiento de la participación efectiva del 

pueblos y comunidades en sus escenarios comunitarios, sociales y políticos, para el ejercicio y goce 

efectivo de sus derechos culturales; reintegración con respeto a la diversidad cultural de niños, niñas y 

adolescentes pertenecientes a sujetos colectivos étnica y culturalmente diferenciados, que hayan 

participado en los grupos armados; establecimiento de mecanismos efectivos de desminado en los 

territorios; así como difundir información a través de canales y emisoras institucionales de la 

importancia de los pueblos y comunidades en la protección y conservación de la biodiversidad, los 

recursos y los servicios ambientales y del valor de la diversidad cultural (Decreto 4633, art. 126, 2011; 

Decreto 4634, art. 90, 2011; Decreto 4635, art. 99, 2011). 

 

3.4 Asistencia 

 

Tal como lo plantea la doctrina (Uprimny y Saffon, 2009), las víctimas requieren y tiene derecho 

a una respuesta frente a las afectaciones generadas por las graves violaciones de derechos humanos e 

Infracciones del Derecho internacional Humanitario mediante una asistencia humanitaria que se centre 

en el presente inmediato172, paliando los efectos de la crisis que conlleva el padecimiento de un hecho 

acaecido con ocasión del conflicto armado interno. 

 
172 Buscando diferenciar las medidas estales frente a las víctimas de conflicto y la población en general, en un escenario de justicia 
transicional, se sostiene por parte de la doctrina que “la reparación, cuando asume esencialmente la visión restitutiva, tiene una 
mirada hacia el pasado, pues debe evaluar el daño que tiene que ser enfrentado; la asistencia humanitaria se centra en el 
presente inmediato, pues se trata de paliar los efectos de una crisis; finalmente, las políticas sociales buscan en el presente 
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Con este propósito, en el ordenamiento jurídico transicional colombiano se ha previsto la 

asistencia como una medida a la cual tienen derecho las víctimas del conflicto armado, que se 

encuentran incluidas en el Registro Único de Víctimas173 (Ley 1448, art. 156, 2011), bajo el entendido 

que esta comprende el “conjunto de medidas, programas y recursos de orden político, económico, 

social, fiscal, entre otros, a cargo del Estado, orientado a restablecer la vigencia efectiva de los derechos 

de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna y garantizar su incorporación a la vida 

social, económica y política” (Ley 1448, art. 49, 2011), incluyendo, entre otras medidas, asistencia 

funeraria174 (Ley 1448, art. 50, 2011), educación175 (Ley 1448, art. 51, 2011), asistencia en salud176 con 

servicios de asistencia médica, quirúrgica y hospitalaria (Ley 1448, art. 52 a 58, 2011). Particularmente 

para los pueblos y comunidades étnicas, la asistencia es entendida como el conjunto integrado de 

medidas, programas de política pública y recursos financieros e institucionales, dirigidos a asegurar el 

goce efectivo de los derechos fundamentales y colectivos de las víctimas, por su condición de 

vulnerabilidad manifiesta y por su pertenencia a los pueblos y comunidades, que debe responder a las 

necesidades especiales, a la legislación humanitaria, a la jurisprudencia de la Corte Constitucional y al 

impacto desproporcionado que han producido las violaciones en sus individuos y la pervivencia como 

pueblos, con el objetivo de garantizar su tejido social, restableciendo la vigencia efectiva de los 

derechos, brindando las condiciones para llevar una vida digna, garantizando sus derechos 

socioeconómicos y culturales, logrando su incorporación a la vida social, económica, cultural y política, 

de conformidad con la Ley de Origen, Ley Natural, el Derecho Mayor o Derecho Propio y el bloque de 

 
asegurar el contenido mínimo de los DESC, pero tienen la mirada puesta también en el futuro, ya que se fundan en la idea de la 
satisfacción progresiva del contenido total del derecho” (Uprimny y Saffon, 2009, p.47), Obtenido de 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r25595.pdf  
173 La Ley 1448 de 2011, artículo 156, establece que “una vez la víctima sea registrada, accederá a las medidas de asistencia y 
reparación previstas en la presente ley dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, 
salvo las medidas de ayuda humanitaria y atención de emergencia en salud, a las cuales se podrá acceder desde el momento 
mismo de la victimización. El registro no confiere la calidad de víctima, y la inclusión de la persona en el Registro Único de Víctimas, 
bastará para que las entidades presten las medidas de asistencia, atención y reparación a las víctimas que correspondan según 
el caso”. 
174 Respecto de la asistencia funeraria se dispone que esta debe prestarse inmediatamente o en el menor tiempo posible desde 
que los familiares tengan conocimiento de la muerte o identificación de los cuerpos o restos de la víctima de desaparición forzada 
(Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, artículo 2.2.6.3.1.).  
175 El Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, artículo 2.2.6.2.1, sobre las medidas en materia de educación establece que se 
debe “Asegurar el acceso, así como la exención de todo tipo de costos académicos en las instituciones oficiales de educación 
preescolar, básica y media y promover la permanencia de la población víctima en el servicio público de la educación, con enfoque 
diferencial y desde una mirada de inclusión social y con perspectiva de derechos”. 
176 Respecto al servicio de salud para las víctimas el Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, reglamenta la filiación de víctimas 
al sistema general de seguridad social en salud (artículo 2.2.6.2.1), el Protocolo de atención integral en salud con enfoque 
psicosocial (Artículo 2.2.6.1.2.), el Cubrimiento de servicio de la atención en salud (artículo 2.2.6.1.3.) y Monitoreo y seguimiento 
de la atención en salud (artículo 2.2.6.1.4.). 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r25595.pdf
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constitucionalidad, así como garantizando las condiciones para el retorno a los territorios a los que 

pertenecen y su reubicación, en condiciones de seguridad, voluntariedad y dignidad (Decreto Ley 4633, 

art. 72, 2011; Decreto Ley 4634, art. 13, 2011; Decreto Ley 4635, art. 14, 2011). 

 

Respecto a la medida de asistencia y su diferenciación e interrelación con las demás medidas 

para la reparación integral en el ordenamiento transicional colombiano, la jurisprudencia constitucional 

colombiana sostiene que se debe observar el principio de distinción entre reparación, servicios sociales 

y asistencia humanitaria, precisando: 

 

“[…] La reparación integral a las víctimas debe diferenciarse de la asistencia y servicios sociales y 

de la ayuda humanitaria brindada por parte del Estado, de manera que éstos no pueden 

confundirse entre sí, en razón a que difieren en su naturaleza, carácter y finalidad. Mientras que 

los servicios sociales tienen su título en derechos sociales y se prestan de manera ordinaria con 

el fin de garantizar dichos derechos sociales, prestacionales o políticas públicas relativas a 

derechos de vivienda, educación y salud, y mientras la asistencia humanitaria la ofrece el Estado 

en caso de desastres; la reparación en cambio, tiene como título la comisión de un ilícito, la 

ocurrencia de un daño antijurídico y la grave vulneración de los derechos humanos, razón por la 

cual no se puede sustituirlas o asimilarlas, aunque una misma entidad pública sea 

responsable  de cumplir con esas funciones, so pena de vulnerar el derecho a la reparación. 

[…] No obstante la clara diferenciación que debe existir entre los servicios sociales del Estado, las 

acciones de atención humanitaria y las medidas de reparación integral, ésta no implica ignorar la 

necesaria articulación y complementariedad de las distintas políticas públicas. En ese orden de 

ideas, el Estado debe garantizar todas las medidas, tanto de atención como de reparación a la 

población desplazada y, en general a las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, 

hasta el restablecimiento total y goce efectivo de sus derechos” (Corte Constitucional, 

Sentencia C-715 de 2012.Tambien en Sentencias C-099 de 2013, C-912 de 2013, C-161 de 2016). 

 

Precisando el alcance y naturaleza de las medidas de asistencia, se encuentra que las mismas se 

consideran complementarias a las medidas de reparación porque aumentan su impacto en la población 

beneficiaria, tienen un efecto reparador, son adicionales a las desarrolladas en el marco de la política 
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social para la población vulnerable, incluyen criterios de priorización así como características y 

elementos particulares que responden a las necesidades propias y específicas de las víctimas, por lo 

tanto, no sustituyen o reemplazan a las medidas de reparación y no se deben descontar los costos en 

que se incurra de la indemnización a que tienen derecho las víctimas del conflicto (Ley 1448, art. 25, 

prg. 1, 2011). 

 

3.5 Ayuda humanitaria  

 

Sobre la ayuda humanitaria, a la cual tienen derecho las víctimas de infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 

Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno, en la normatividad generada 

transicionalmente en Colombia, se precisan los siguientes aspectos: i) se debe brindar de acuerdo con 

las necesidades inmediatas que guarden relación directa con el hecho victimizante; ii) tienen el objetivo 

de socorrer, asistir, proteger y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de 

abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de emergencia, transporte de 

emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas; iii) se debe brindar con enfoque diferencial; 

iv) debe otorgarse en el momento de la violación de los derechos o en el momento en el que las 

autoridades tengan conocimiento de la misma (Ley 1448, art. 47, 2011); y frente a las víctimas de 

pueblos y comunidades;  v) debe observarse la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la 

materia; vi) requiere adecuarse a las especificidades culturales de cada pueblo y comunidad, así como a 

las características culturales y a las necesidades propias de las víctimas  (Decreto Ley 4633, art. 73, 2011; 

Decreto Ley 4634, art. 51, 2011; Decreto Ley 4635, art. 13, 2011). 

 

El Alto Tribunal Constitucional afirma que “el deber estatal de brindar ayuda humanitaria de 

emergencia no se funda […] en una obligación de naturaleza reparatoria a cargo del Estado, sino que se 

trata de una prestación asistencial dirigida a mejorar las condiciones mínimas de existencia de las 

víctimas, con fundamento en el principio de solidaridad social” (Corte Constitucional, Sentencia C-912 de 

2013). 
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Para la medida de ayuda humanitaria o atención humanitaria, bajo la concepción que no 

constituye reparación y en consecuencia tampoco es descontada de la indemnización administrativa o 

judicial a que tienen derecho las víctimas (Ley 1448, art. 25, prg. 2, 2011), se diferencian dos universos 

de víctimas: i) las víctimas de hechos diferentes al desplazamiento forzado, que tienen derecho a las 

ayudas humanitarias (Ley 1448, art. 47, 2011), y ii) las víctimas del desplazamiento forzado177que tienen 

derecho a la atención humanitaria (Ley 1448, art. 60 a 68, 2011).  

 

Las víctimas de hechos diferentes al desplazamiento forzado, entre los cuales se encuentran los 

hechos de atentados terroristas y “actos de terrorismo” perpetrados con ocasión del conflicto armado, 

tienen el derecho a dos tipos de ayuda: i) ayuda humanitaria inmediata, la cual cubre los componentes 

de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y 

psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio, siempre que las víctimas 

se encuentren en situación de vulnerabilidad acentuada como consecuencia del hecho (Decreto 1084, 

art.  2.2.6.4.1, 2015);  y ii) ayuda humanitaria de emergencia para hechos victimizantes diferentes al 

desplazamiento forzado, prevista en el artículo 49 de la Ley 418 de 1997178, que se debe suministrar por 

una sola vez, de acuerdo con la afectación derivada del hecho victimizante y de las circunstancias de 

tiempo, modo y lugar del mismo, la cual, en los casos en que la victimización obedezca a múltiples 

hechos, está dirigida a mitigar la afectación derivada de los mismos de manera integral (Decreto 1084, 

art. 2.2.6.4.2, 2015). 

 

 
177  La Ley 1448 de 2011, artículos 60 a 68, establece tres fases o etapas para la atención humanitaria de las víctimas de 
desplazamiento forzado: 1) Atención Inmediata; 2) Atención Humanitaria de Emergencia; y 3) Atención Humanitaria de 
Transición, que son reglamentadas mediante el Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, artículos 2.2.6.5.1.1 a   2.2.6.5.5.11, 
teniendo en cuenta aspectos como la temporalidad de ocurrencia de los hechos, las carencias en alimentación y alojamiento, 
sostenibilidad, gradualidad, oportunidad, aplicación del enfoque diferencial y la articulación de la oferta institucional, así como 
la vulnerabilidad derivada del desplazamiento. A su vez, para los pueblos y comunidades étnicas en el Decreto Ley 4633 de 2011, 
artículos 91 a 98 y el Decreto Ley 4635 de 2011, artículos 65 a 70, se prevé la necesidad de “diseñar e implementar los 
procedimientos y componentes de la Atención Humanitaria con enfoque étnico, de modo que sean flexibles y adecuados a las 
características culturales y necesidades propias de las víctimas afectadas por el desplazamiento forzado” previendo igualmente 
las tres etapas o fases de atención: 1) Atención Inmediata; 2) Atención Humanitaria de Emergencia; y 3) Atención Humanitaria 
de Transición. 
178 El artículo 49 de la Ley 418 de 1997, prorrogada por las Leyes 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010, 1738 de 2014, 1941 
de 2018 y  2272 de 2022 establece que “Quienes sufran perjuicios por causa de homicidios u otros atentados o agresiones 
contra la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad personales, cometidos por móviles ideológicos o políticos, o sean 
objetos de amenazas referentes a la comisión de atentados o agresiones de esta naturaleza, serán beneficiados por una ayuda 
humanitaria de emergencia, tendiente a mitigar o a impedir la agravación o la extensión de los efectos de los mismos. 
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La Corte Constitucional colombiana ha buscado distinguir las concepciones sobre asistencia 

humanitaria, que se contemplan en los marcos normativos que permanecen vigentes, una de las cuales 

tienen derecho las víctimas de atentados terroristas. Así señala “la asistencia humanitaria que se 

entrega con base en lo dispuesto por la ley 418 de 1997, se consagró en favor de las víctimas de la 

violencia política como una ayuda indispensable para sufragar los requerimientos esenciales, a fin de 

satisfacer los derechos que le han sido menoscabados por atentados terroristas, combates, secuestros, 

ataques y masacres en el marco del conflicto armado interno. Distinta es la asistencia humanitaria que 

se entrega a favor de la población desplazada por la violencia en virtud del artículo 1º de la Ley 387 de 

1997, que consagra una ayuda de emergencia, temporal e inmediata encaminada a acciones de socorro, 

asistencia y apoyo la población desplazada, a fin de mitigar las necesidades básicas de alimentación, 

salud, atención sicológica, alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno y 

salubridad pública” (Corte Constitucional, Sentencia T-572 de 2008). 

 

La misma jurisprudencia precisa sobre el derecho a la asistencia humanitaria: i) que es un 

derecho de las víctimas de los conflictos armados internos que se deriva del derecho a la vida; ii) se 

extrae del Derecho Internacional Humanitario (DIH) y del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (DIDH); iii) tiene una vinculación directa con otros derechos fundamentales de los individuos 

como el derecho a la vida, a la salud y a la dignidad humana; iv) comprende toda ayuda prestada por el 

Estado o por los organismos internacionales para cubrir las necesidades básicas de las víctimas y 

preservar su vida; v) el Estado es el primer obligado a asegurar la asistencia humanitaria a las víctimas 

que se encuentren bajo su jurisdicción; vi) el Estado no puede negar o impedir la entrega por cuerpos 

humanitarios imparciales que la ofrezcan, en virtud del principio de libre acceso a las víctimas; vii) en la 

gestión de la ayuda humanitaria se deben observar los principios de humanidad, imparcialidad y 

neutralidad179, entendiendo que el primero busca que la asistencia sea prestada con respeto de la 

dignidad humana a través de la protección de la vida y el alivio del sufrimiento, el segundo pretende que 

se asista a las víctimas en función de sus necesidades, de forma no discriminatoria, brindando una 

mayor protección a los más vulnerables, y el tercero procura evitar que en la labor de asistencia 

humanitaria favorezca a alguna de las partes que se encuentren en conflicto; viii) se debe dar 

aplicabilidad a un enfoque diferencial, debido a la existencia de grupos particulares en un mayor grado 

 
179 Sostiene la Corte Constitucional que estos principios son desarrollados por la doctrina JEAN PICTET y recogidos en la 

Resolución 46/182 de la Asamblea General de Naciones Unidas (Sentencia C-438 de 2013) 
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de vulnerabilidad, de tal manera que la ayuda humanitaria debe contribuir efectivamente a que cada 

víctima pueda solventar sus necesidades – mediatas o inmediatas, directas o indirectas – brindando una 

mayor protección a las más vulnerables (Corte Constitucional, Sentencia C-438 de 2013). 

 

3.6 Atención 

 

La atención a las víctimas del conflicto armado se concibe como la acción de dar información, 

orientar y acompañar jurídica y psicosocialmente, para facilitar el acceso y cualificar el ejercicio de los 

derechos a la verdad, justicia y reparación (Ley 1448, art. 49, 2011), observando siempre el principio de 

enfoque diferencial, teniendo en cuenta las características particulares de cada población en razón de su 

edad, género, orientación sexual, situación de discapacidad y pertenencia étnica (Decreto 1084, art. 

2.2.6.6.1, 2015), así como protegiendo la cultura, respetando los usos y costumbres de los pueblos y 

comunidades étnicas, previniendo todo tipo de prácticas de discriminatorias (Decreto Ley 4634, art. 50, 

2011). 

 

3.7 Participación 

 

Otro de los derechos que se erige para las víctimas del conflicto armado corresponde a la 

participación efectiva en el diseño, implementación, ejecución y seguimiento al cumplimiento de la 

política pública de víctimas, así como a los planes, proyectos y programas que se implementen (Ley 

1448, art. 192, 2011), para lo cual el Estado, entre ostros aspectos, debe: i) garantizar el uso de los 

mecanismos democráticos del ordenamiento jurídico colombiano, ii) permitir a las víctimas y sus 

organizaciones informarse, intervenir, presentar observaciones, recibir retroalimentación y coadyuvar 

de manera voluntaria en el ciclo de la política pública de víctimas, iii) garantizar los recursos técnicos, 

logísticos y presupuestales necesarios que aseguren la creación y sostenimiento de las mesas de 
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participación180 de las víctimas, iv) garantizar los espacios legalmente constituidos181 en los cuales se 

adoptan decisiones de política pública y donde las víctimas intervienen, por su propia iniciativa, 

mediante sus voceros o representantes (Decreto 1084, art.  2.2.9.1.1, 2.2.9.1.2 y 2.2.9.1.2, 2015), v) 

propiciar la participación efectiva de mujeres182, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores víctimas 

(Ley 1448, art. 193, 2011). 

 

Las mesas de participación a nivel municipal y distrital, departamental y nacional, la conforman 

representantes por hechos victimizantes, por organizaciones de víctimas y por las organizaciones 

defensoras de víctimas, así: i) hechos victimizantes contra la vida y la libertad (homicidios, masacres, 

secuestro, desaparición forzada); ii) hechos victimizantes contra la integridad física; iii) hecho de 

violencia sexual; iv) hecho victimizante de Desaparición Forzada; v) hecho victimizante de Minas 

Antipersonas (MAP), Municiones sin Explotar (MUSE) y Artefactos Explosivos Improvisados (AEI); vi) 

hecho de desplazamiento forzado; vii) representantes de víctimas LGBTI; viii) representantes  de 

organizaciones de mujeres víctimas; ix) representantes de víctimas jóvenes (entre 18 y 28 años); x) 

representantes de víctimas de personas mayores (más de 60 años); xi) representantes de víctimas en 

condición de discapacidad; xii) representantes de los sujetos de reparación colectiva; xiii) representantes 

 
180 En el marco normativo se establen mesas de participación municipales y distritales, mesas de participación departamentales, 
mesa de participación nacional. Las mesas de participación municipales y distritales son aquellos “espacios temáticos de 
participación efectiva de las víctimas en el ámbito municipal y distrital, las cuales se conformarán a partir de la inscripción 
realizada en cada jurisdicción municipal y distrital, con las organizaciones de víctimas y las organizaciones defensoras de los 
derechos de las víctimas” (Decreto 1084 de 2015, artículo 2.2.9.3.1), por su parte las mesas de participación departamentales 
son “espacios temáticos de participación efectiva de las víctimas en el ámbito departamental, las cuales se conformarán teniendo 
en cuenta las inscripciones de las organizaciones de víctimas y las organizaciones defensoras de los derechos de las víctimas, 
reportadas a las defensorías regionales por parte de las personerías de los municipios y distritos de cada jurisdicción 
departamental, sin perjuicio de la inscripción que puedan realizar las organizaciones de víctimas y las organizaciones defensoras 
de derechos de las víctimas, directamente ante las defensorías regionales” (Decreto 1084 de 2015, artículo 2.2.9.3.2), y la mesa 
de participación nacional “es el espacio temático de participación efectiva de las víctimas a nivel nacional y se conformará con un 
vocero elegido por cada una de las mesas departamentales” (Decreto 1084 de 2015, artículo 2.2.9.3.3). 
181 Normativamente se ha establecido los siguientes espacios de participación de las víctimas para adoptar decisiones de política 
pública: 1. Las mesas municipales o distritales de participación de víctimas, en primer grado; 2. Las mesas departamentales de 
participación de víctimas, en segundo grado; 3. La mesa nacional de participación de víctimas, en tercer grado; 4. El Consejo 
Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas; 5. Los comités territoriales de 
justicia transicional; 6. La comisión de seguimiento y monitoreo; 7. El comité ejecutivo para la atención y reparación a las víctimas; 
8. El Consejo Directivo del Centro de Memoria Histórica; 9. Los subcomités técnicos (Decreto 1084 de 2015Artículo 2.2.9.1.3.) 
182 En escenarios que se han dispuesto para lograr la participación de las víctimas del conflicto armado, la Corte Constitucional 
encuentra que se mantienen barreras que impiden la participación efectiva de las mujeres en las decisiones que las afecten, de 
forma tal que (i) vulnera sus derechos fundamentales; (ii) promueve su silenciamiento e invisibilización en la sociedad, 
estimulando la pervivencia de situaciones históricas de discriminación y violencia; (iii) las obliga a seguir sufriendo una relación 
de poder desigual que les impone decisiones adoptadas sin tener en cuenta su opinión ni su proyecto de vida; (iv) implica un 
desconocimiento de la Constitución por parte de las autoridades al no garantizar su participación adecuada y efectiva, ni adoptar 
medidas afirmativas para que la igualdad sea real; y (v) atenta contra el carácter participativo y pluralista de la República que 
impone la integración de todos los sectores que históricamente han sido excluidos del sistema de toma de decisiones (Corte 
Constitucional, Sentencia T-245 de 2022). 
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de comunidades indígenas; xiv) representantes de la Consultiva de Alto Nivel (o la instancia que haga sus 

veces); xv) representantes de comunidades Rrom; xvi) representantes de las víctimas en el Exterior; xvi) 

miembros acompañantes de Organizaciones Defensoras de Víctimas -ODV- (Resolución 1668, art. 36 a 

46, 2020). Sin embargo, en los espacios de participación efectiva de las víctimas no se prevé la 

representatividad por los hechos victimizantes de acto terrorista o atentado terrorista, que forman 

parte del Registro Único de Víctimas. 
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CAPITULO III.  ELEMENTOS PARA CALIFICACIÓN DE ACTOS TERRORISTAS EN EL MARCO DEL CONFLICTO 
ARMADO INTERNO, RETOS Y EFECTOS  
 

1. Elementos para establecer la ocurrencia de actos terroristas con ocasión del conflicto armado interno 
en Colombia 

 

En el escenario del conflicto armado colombiano, se han suscitado una serie de hechos o 

acciones que su categorización o calificación depende inexorablemente de la definición del escenario de 

violencia que se considere, no obstante, determinar su ocurrencia -enmarcarlo como uno u otro tipo de 

hecho- es un mayor desafió cuando existe una divergencia de las concepciones, como es el caso de las 

diferentes acepciones sobre los hechos de terrorismo.  

  

Es comprensible una variación de concepción entre diversos momentos o marcos normativos 

que regulen una materia, sin embargo, la variación en calificación de una misma situación fáctica entre 

las diferentes instancias del Estado, o la omisión de su contemplación, bajo unos mismos presupuestos 

normativos, repercuten sobre el tratamiento de los hechos y la respuesta institucional que se deba dar a 

las víctimas de estos hechos, acorde con el orden normativo interno y los preceptos que se introducen a 

través del bloque de constitucionalidad183. 

 

Durante el reconocimiento administrativo de las víctimas de los actos de terrorismo en el marco 

del conflicto armado interno colombiano, la indefinición en ámbito internacional y en el interno, 

 
183 La Corte Constitucional en su jurisprudencia, particularmente en la Sentencia C-225 de 1995, ha sostenido que “El bloque de 
constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido 
normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución”. Igualmente precisó con 
claridad en la sentencia C-067 de 2003: “[e]l hecho de que las normas que integran el bloque de constitucionalidad tengan 
jerarquía constitucional hace de ellas verdaderas fuentes de derecho, lo que significa que los jueces en sus providencias y los 
sujetos de derecho en sus comportamientos oficiales o privados deben atenerse a sus prescripciones. Así como el preámbulo, los 
principios, valores y reglas constitucionales son obligatorios y de forzoso cumplimiento en el orden interno, las normas del bloque 
de constitucionalidad son fuente de derecho obligatoria para todos los asociados. (…) El hecho de compartir la jerarquía del texto 
formal de la Carta convierte a los dispositivos del bloque en “eje y factor de unidad y cohesión de la sociedad”.  A  su  vez indicó 
que existen dos acepciones de la noción de “bloque de constitucionalidad”: una en sentido estricto, que incluye “aquellos 
principios y normas que han sido normativamente integrados a la Constitución por diversas vías y por mandato expreso de la 
Carta, por lo que entonces tienen rango constitucional, como los tratados de derecho humanitario” ; y otra en sentido lato, que 
se refiere a “aquellas disposiciones que tienen un rango normativo superior al de las leyes ordinarias, aunque a veces no tengan 
rango constitucional, como las leyes estatutarias y orgánicas, pero que sirven como referente necesario para la creación legal y 
para el control constitucional” (Sentencia C-582 de 1999). De esta forma, “la imperatividad de las normas humanitarias y su 
integración en el bloque de constitucionalidad implica que el Estado colombiano debe adaptar las normas de inferior jerarquía 
del orden jurídico interno a los contenidos del derecho internacional humanitario, con el fin de potenciar la realización material 
de tales valores” (Sentencia C-225 de 1995). 
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también tiene una repercusión preponderante. Las diferentes nociones sobre los hechos de terrorismo 

(atentados terroristas, actos de terrorismo, actos narcoterroristas) que se vislumbran en el caso 

colombiano, obedece a una construcción normativa histórica con diferentes concepciones sobre la 

violencia vivida a través de los años y sobre el reconocimiento de existencia de un conflicto armado. 

 

Toma especial relevancia, y es pertinente traer a colación, aspectos analizados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia T-1094 de 20004 para casos de desplazamiento, que pueden aportar en el 

abordaje del hecho “actos de terrorismo”, de cara a determinar la ocurrencia en el marco del conflicto 

armado interno colombiano. En dicho pronunciamiento la Corte hace énfasis en los siguientes aspectos: 

i) las normas que regulan lo relacionado con víctimas de conflicto armado interno deben ser 

interpretadas de la forma que sea más favorable a la protección de los derechos de las víctimas; ii) las 

víctimas, además de gozar de su derecho fundamental a la dignidad  y de la protección de sus derechos 

constitucionales, merecen especial protección del Estado; iii) desde la recepción de la declaración, sobre 

los hechos de que fueron víctimas, las autoridades debe tomar conciencia de la vulnerabilidad y estado 

de indefensión184 en que se encuentran; iv)  al analizar los casos se debe observar el principio 

constitucional de la buena fe, bastando una prueba siquiera sumaria, principalmente en situaciones de 

temor generalizado ocasionado por la violencia existente, conllevando la inversión de la carga de la 

prueba, correspondiendo a las autoridades probar plenamente la no ocurrencia del hecho; v) debe 

observarse que por posibles secuelas mentales generadas por el hecho victimizante las personas no 

puedan recordar los hechos con total nitidez y coherencia; vi) en muchas ocasiones la víctima es el único 

testigo del hecho, las causas de la victimización son silenciosas y casi imperceptibles para las personas 

que no está siendo víctima o para las entidades gubernamentales; vii)  la victimización puede ser 

causada por hechos sutiles o clandestinos como la amenaza verbal de alguno de los grupos, la iniciación 

de reclutamiento de jóvenes, el clima de temor generalizado que se vive en determinados territorios 

que es percibido por sus habitantes como una tensa calma, y sobre los cuales no se deja rastro para ser 

 
184 Entre otros factores que la Corte considera relevantes tomar en consideración se destacan: “a.) Que la mayoría de las personas 
[victima]s provienen de ambientes donde la educación a la que tuvieron acceso es exigua -motivo por el cual el grado de 
analfabetismo es alto. b) Que en muchas ocasiones quien es [víctima] proviene de contextos en los cuales se ha educado a las 
personas en una especie de "temor reverencial" hacia las autoridades públicas. c) Que en el momento de rendir un testimonio 
ante las autoridades, el grado de espontaneidad y claridad con el que podrían hacerlo se reduce considerablemente. d) Que a las 
circunstancias del entorno de origen de [las víctimas], se añaden las secuelas de la violencia. No es fácil superar el trauma causado 
por los hechos generadores [de la víctimización]. Esta situación puede conllevar traumas sicológicos, heridas físicas y afectivas de 
difícil recuperación, además de la inminente violación de derechos humanos que se da desde que la persona es víctima […] que  
pueden influir en el desenvolvimiento […] al momento de rendir la declaración. e) El temor de denunciar los hechos que dieron 
lugar al desplazamiento hace que no exista espontaneidad en su declaración. 
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corroborados por las autoridades. viii) en virtud de los principios de celeridad y eficacia de la 

administración no se debe buscar llegar a la certeza de la ocurrencia de los hechos, como si se tratara de 

la tarea de un juez dentro de un proceso, siendo necesario que las autoridades observen en el conjunto 

probatorio, los indicios y dar la aplicación del principio de buena fe. 

 

Para efectos de determinar si un hecho victimizante se configura como acto de terrorismo en el 

contexto de conflicto armado interno colombiano, es pertinente considerar elementos que lo 

constituyen, tanto subjetivos como objetivos, que se abordan seguidamente. 

 

i) Ocurrencia del hecho en el marco o con ocasión del conflicto armado interno. Establecer si 

un hecho victimizante tuvo lugar en el contexto del conflicto armado interno requiere de un análisis 

respecto al escenario donde fue perpetrado, validando si efectivamente se configura como parte del 

conflicto, particularmente en el caso colombiano que tiene una complejidad de escenarios de violencia, 

con variedad de formas de operar, presencia en diversas zonas geográficas, sean rurales o urbanas, con 

actores que se interrelacionan con diferentes estructuras armadas, hasta con el narcotráfico.  

 

Tal como lo plantea la Corte Constitucional (Sentencia T-378 de 2022), esta dinámica requiere 

un abordaje desde la concepción amplia de conflicto armado interno, eliminando una lectura que se 

limite a determinadas situaciones desarrolladas por los actores en confrontación, sin restringirse a los 

grupos guerrilleros, grupos de autodefensa, paramilitares, u otra denominación que adopten a través 

del tiempo. En este sentido, es necesario tener presente para la valoración de un hecho concreto que la 

expresión “con ocasión del conflicto armado interno” adoptada en el marco normativo sobre víctimas 

previsto en Colombia mediante la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, tal como lo ha 

analizado la Corte Constitucional, además de tenerse como equivalente a las acepciones “en el contexto 

del conflicto armado”, “en el marco del conflicto armado”, o “por razón del conflicto armado” 

(Sentencia T-378 de 2022), abarca diversas situaciones,  incluso algunas que sin un análisis juicioso 

podrían catalogarse como consecuencia del actuar de delincuencia común o asociarse a un escenario 

distinto al conflicto armado interno (Sentencia T-018 de 2021).  
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Para el efecto, es importante determinar si el hecho que se analiza o valora, tiene una relación 

cercana o suficiente con el conflicto armado interno, entendiendo por tal, aquel que puede ser 

generado como resultado del ambiente o dinámica en el que desarrolla el conflicto o depende de alguna 

manera del mismo. En tal sentido es pertinente revisar factores como la calidad de combatiente del 

actor o perpetrador -sin que ello sea sustento único para establecer que se enmarca o no en el conflicto 

armado interno-, que las víctimas sean población civil y no miembros de los grupos armados en 

confrontación, que el acto se constituya en un medio para obtener los propósitos del grupo, que la 

existencia de la confrontación armada haya sido determinante o sustancial sobre la motivación del actor 

en la ejecución del hecho, en la forma en que se llevó a cabo, así como el propósito con el cual se 

materializó, sin embargo, son las circunstancias objetivas de la situación fáctica en concreto las que 

permiten dilucidar si un  determinado hecho se generó con ocasión del conflicto (Corte Constitucional, 

Sentencia C-069 de 2016). 

 

ii) Naturaleza e identidad de los actores. Considerando que la dinámica de conflicto amado en 

el caso colombiano involucra una variada participación de actores, incluyendo las fuerzas estatales, es 

primordial que se adelante la verificación de la identidad de los actores generadores de los hechos, toda 

vez que pueden ser perpetrados por actores armados no oficiales, al igual que por parte de las fuerzas 

armadas del Estado, incluidos aquellos que tengan alguna conexidad o relación de actuar con dichos 

grupos o fuerzas, de forma que cualquiera de estos pueden llegar a ejecutar “actos de terrorismo” 

contra la población civil o personas que ya no participan de las hostilidades.  

 

Debe tenerse presente que la calificación del hecho no deviene de la denominación que se 

asigne a los sujetos que lo ejecutan, sino como lo plantea Swinnen (2018) de la configuración de la 

acción. La doctrina (Valencia, 2013, p. 568) ha sido categórica en manifestar que el hecho de que un 

miembro de los actores armados del conflicto ejecute actos terroristas de forma esporádica y aislada no 

conlleva a que se lo catalogue de forma automática como terrorista. 

 

Bajo esta perspectiva, los hechos de “actos de terrorismo” pueden ser perpetrados por una 

variedad de actores del conflicto, sean estatales o no estatales. No obstante, también deben 

contemplarse aquellos que tengan un actuar relacionado con las múltiples formas y dinámicas que se 
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suscitan en el conflicto, aspecto que se debe revisar en cada caso puntual de forma objetiva. Como 

ejemplo de la importancia de una valoración adecuada de los hechos para determinar que un actor es 

parte del conflicto o tiene una relación cercana o suficiente con el mismo, se encuentra el abordaje 

realizado por la Corte Constitucional en la Sentencia T-364 de 2015 donde, después de un análisis 

objetivo de los elementos encontrados, concluye que el modo de operar del narcoterrorismo tenía la 

finalidad de sembrar el pánico al interior de la población civil y perseguía a su vez fines políticos, por 

tanto no le estaba dado al Estado invisibilizar esta situación, omitiendo reconocer la relación del 

narcoterrorismo con el contexto de conflicto armado. Este aspecto deja ver con claridad que los actores 

a considerar, para determinar si un acto de terrorismo tuvo ocurrencia en marco o con ocasión del 

conflicto armado, va más allá de los actores que directamente ejecutan hostilidades, esto atendiendo 

que la noción amplia de conflicto armado que se ha adoptado en Colombia descarta la posibilidad que 

sólo se consideren algunas acciones como desarrolladas por los actores de la confrontación (Corte 

Constitucional, Sentencia T-378 de 2022), sino que busca comprender la interrelación y participación de 

distintos actores, que sea cual fuere en nivel de participación, influyen en la generación de los hechos. 

 

La importancia de tener una claridad frente a los actores también se puede encontrar en los 

abordajes realizados por la doctrina (Noguera, 2013, p. 135), cuando asevera que, para el caso 

colombiano, tanto los miembros del paramilitarismo como los agentes estatales inmersos en el actos de 

terrorismo no persiguen un cambio estructural del sistema, sino que su finalidad es la preservación del 

statu quo en todas sus manifestaciones, de forma que no está limitado la perpetración de dichos actos 

exclusivamente a los grupos armados o subversión,  sino a aquellos actores que hacen parte de la 

confrontación, incluyendo quienes buscan defender al  Estado. 

 

En este sentido, la identificación de los actores que contribuyen a la perpetración de cualquiera 

de los medios de violencia, sea miembro de los grupos armados parte del conflicto o tenga una 

conexidad e interrelación cercana o suficiente con los mismos, es determinante para establecer la 

configuración de un acto de terrorismo en el marco del conflicto armado interno colombiano.   
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iii) Intencionalidad del actor de provocar o mantener terror y zozobra en la población civil. La 

intencionalidad o finalidad del actor -sea estatal o no estatal- de infundir el terror o zozobra entre la 

población civil, que es un elemento subjetivo, es sin lugar a dudas de los más preponderantes para 

concebir un acto como terrorista, sin embargo, es pertinente precisar que la calificación del hecho no 

depende exclusivamente del perpetrador que lo realiza, sino que juegan un papel fundamental la acción 

vulneradora de los derechos de la población civil (Swinnen, 2018). 

 

Se requiere identificar el propósito de los perpetradores con la ejecución de la conducta frente a 

la población que no hace parte del conflicto armado, que debe corresponder a la finalidad principal de 

aterrorizarla, de manera tal que el actuar este enfocado o tenga la clara intención de generar o 

mantener un estado de temor en la población civil en general o parte de ella, lo cual implicaría la 

determinación de la existencia de un plan premeditado con una finalidad específica, aspecto que 

algunos autores lo catalogan como interpretativamente maleable (Torres, H. & Torres, H., 2024). 

 

En este sentido, el abordaje de un hecho en el marco del conflicto armado para calificarlo como 

acto de terrorismo supone escudriñar en el uso intencional de la violencia por parte del actor, o la 

amenaza de su uso, contra su objetivo instrumental en que se convierte la población civil, con el 

objetivo primordial de comunicar un mensaje donde el impacto psicológico creado sea de miedo e 

inseguridad (Alzate, 2018, p. 38).  

 

Es absolutamente necesario la observancia del conjunto probatorio con el cual se cuente, tanto 

el aportado como el recabado sobre un hecho concreto, poniendo especial cuidado en los indicios que 

permitan desentrañar la intencionalidad de generar un ambiente de terror en la población civil. En este 

sentido es necesario prestar especial cuidado a los planteamientos de la Corte Constitucional en su 

jurisprudencia (Sentencia T-689/14, 2014) donde sostiene que en el caso colombiano  existe una 

participación concurrente de diversos actores, tanto ilegítimos como legítimos, de forma tal que la 

intencionalidad puede provenir tanto de grupos guerrilleros, paramilitares o del propio Estado, o 

configurarse amenazas realizadas por parte de grupos armados al margen de la ley, que ocasionen  un 

escenario de temor fundado en la población civil.  
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Bajo esta perspectiva, si un hecho, que se genere por actores del conflicto armado interno, tiene 

un propósito propio de hostilidades contra su adversario y no la intencionalidad de dirigirse contra la 

población para producirle terror, no puede catalogarse como “acto de terrorismo” y no sería un acto 

prohibido por el derecho internacional humanitario, siempre y cuando el accionar no sea desmedido, 

indiscriminado y excesivo, y su ejecución no se traduzca en una percepción de temor y zozobra entre la 

población civil.  

  

Es necesario que se tome en consideración el elemento subjetivo -finalidad de generar terror-, 

constituyéndolo en un criterio de verificación obligatorio por parte de operador jurídico, evitando su 

omisión o remisión a un hecho victimizante diferente que puede ser el medio utilizado por el actor para 

generar el temor como fin último. Esto contribuye igualmente para que no se siga circunscribiendo 

administrativamente los “actos de terrorismo” a los “atentados terroristas” exclusivamente, que son 

hechos más evidentes y perpetrados de forma indiscriminada, y concebidos como masivos en el marco 

normativo colombiano, cuyas características, que se pueden extraer de las descripciones de la Ley 1448 

de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, los Decretos Ley Étnicos y el Manual de Criterios de 

Valoración185,  permite diferenciarlos uno y otro como se pueden observar en la siguiente tabla. 

 

Tabla 4. Características de los atentados terroristas y actos de terrorismo según el marco normativo para 

asistir, atender y reparar a la población víctima del conflicto armado en Colombia. 

Hecho Medio  Modo objetivo Intensión  Afectación Sobre 

Atentado 

terrorista 

Bombas  

Artefactos 

explosivos 

Indiscriminado 

Masivo 

Población 

civil  

 

Infundir terror 

Generar 

afectaciones 

Personas 

Derechos 

Bienes 

Integridad cultural, el 

territorio o la libertad de 

circulación de las 

comunidades étnicas 

 
185  Manual Criterios de Valoración, Versión 3. Tomado de https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-
content/uploads/2021/07/manualcriteriosdevaloracionv3.pdf 



190 
 

Hecho Medio  Modo objetivo Intensión  Afectación Sobre 

Actos de 

terrorismo 

Secuestro 

Homicidios 

Amenazas 

Afectación 

integridad física 

Selectivo a 

escala 

individual  

Escala masiva 

Población 

civil  

 

Causar terror o 

zozobra 

Intimidar 

La vida o integridad de una 

persona, grupos de personas o 

población civil en general. 

 

Bienes públicos y privados. 

Fuente: Elaboración propia 

 

En este escenario, es inexorable que se realizase una verificación del elemento subjetivo 

respecto del actor de los hechos que se declaran por las víctimas, con el fin de encontrar la finalidad 

última o propósito buscado con su ejecución. Pues un análisis centrado por el operador jurídico en la 

noción de “atentados terroristas” o restrictivamente en los medios, para la decisión de inscripción en el 

Registro Único de Víctimas, genera la invisibilización de la magnitud del fenómeno de los “actos de 

terrorismo” en el marco del conflicto armado interno colombiano.  

 

La concepción administrativa utilizada para el reconocimiento administrativo de las víctimas del 

conflicto armado interno, corrobora lo planteado por la doctrina frente a la confusa utilización de los 

términos actos terrorista y atentado terrorista que se utiliza, en el siguiente sentido: 

  

“se debe tener en cuenta que muchos textos utilizan indiscriminadamente los términos acto y 

atentado para expresar la misma idea. Pero, es claro en doctrina, sobre todo penal, la distinción 

entre el término "acto" como hecho realizado, terminado y consumado que induce terror 

colectivo y el término "atentado" como intención, generalmente, no llevada hasta el final, pero 

comenzada y luego interrumpida por decisión del mismo autor o de una causa extraña a su 

voluntad. Para diferenciar los dos términos, es preciso acudir a la definición consagrada en el 

Diccionario de la Real Academia Española, encontrando que existen diferentes acepciones para 

estos, aplicables al objeto de la discusión así: Acto: Del latín actus, que significa hecho o acción, 

diferente de atentado, da: participio pasado de atentar, agresión al Estado o a una persona 

constituida en autoridad; desacato grave a los mismos. También se define como una agresión 

contra la vida o la integridad física o moral de una persona. Este proviene del verbo atentar: Del 

latín attentare, de attinere, tener, detener. Emprender o ejecutar alguna cosa ilegal o ilícita. 
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Intentar, especialmente hablando de un delito. Cometer atentado. Atentatorio, ria: De atentar. 

Que lleva en sí la tendencia, el conato o la ejecución del atentado. Por ello resulta confuso y 

peligroso confundir los términos acto y atentado terrorista, puesto que en el fondo los dos no 

siempre conllevan a las mismas resultados y consecuencias, así ellos engendren sanciones 

penales” (Molina, 2003) 

 

Por otra parte, si bien el alcance del estudio no está enfocado en determinar la configuración 

penal de hechos de “actos de terrorismo”, la descripción del tipo penal nos permite recabar aspectos 

que contribuyen a establecer los elementos para determinar administrativamente la configuración de 

los “actos de terrorismo”. 

 

Tabla 5. Elementos del tipo actos de terrorismo previsto en el artículo 144 del Código Penal Colombiano 

(Ley 599 de 2000).  

Contexto  Acto Medio Población 

objeto 

Finalidad 

principal 

Con ocasión y en 

desarrollo de 

conflicto 

armado 

Realizar u 

ordenar 

llevar a cabo. 

  

- Ataques indiscriminados o 

excesivos  

- Represalias  

- Actos de violencia  

 - Amenazas de violencia 

Población 

civil 

Aterrorizar 

Fuente: Elaboración propia 

 

Como se puede observar, considerando la regulación interna adoptada en Colombia, es 

indispensable que, durante la valoración de los hechos para adoptar la decisión administrativa de 

inscripción en el Registro Único de Víctimas, se aborde la intencionalidad del actor, porque aterrorizar a 

la población civil es la finalidad principal y determinante para que se configure un acto de terrorismo en 

el escenario de conflicto armado interno. 
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Por esta razón la misma Corte Constitucional (Sentencia C-1055 de 2003) ha sido contundente 

en precisar que el uso de explosivos que se haga por parte de un grupo armado en el marco del conflicto 

armado interno no necesariamente se traduce en que se constituya en un acto de terrorismo, sino que 

es indispensable que se tenga la intención o el propósito de generar el terror o la zozobra en 

determinada persona, en un grupo de personas o en la población civil de manera general. 

 

iii) Uso indiscriminado de la violencia o amenaza de utilización contra la población civil. Otro 

de los elementos a tener presente en la calificación de un hecho como acto de terrorismo, para tomar la 

decisión administrativa de inclusión de los afectados en el Registro único de Víctimas, es la validación 

del uso indiscriminado de la violencia o amenaza de utilización. En este sentido, la noción de actos de 

terrorismo se vincula con hechos perpetrados por parte de los actores del conflicto armado en los cuales 

se acude a utilizar o amenaza con la utilización de múltiples formas de violencia contra la población civil. 

 

Los actos de violencia ejercidos o que se amenazan usar, deben estar dirigidos contra la vida, la 

integridad física o los bienes de población civil, ocasionando graves consecuencias tanto humanas como 

materiales, sin embargo, estos deben diferenciarse de las acciones correspondientes a las hostilidades 

del conflicto armado interno que se adelantan con el fin de incidir o diezmar a los actores de la 

confrontación. Por este motivo, la doctrina ha sido insistente (Valencia, 2013) en que no todo acto 

ejercido por miembros de los actores del conflicto puede llegar a calificarse como actos de terrorismo, 

debiendo restringirse a aquellos actos que están particularmente orientados a generar terror o zozobra 

en la población civil. 

 

Es pertinente observar, para determinar la configuración de este elemento, que los medios que 

se usan tengan la capacidad de producir  afectación o daños graves, sea que afecte o pongan en peligro 

la vida, la integridad física o la libertad de la población civil o que ponga en peligro real las edificaciones, 

bienes públicos y privados, incluidos lugares de uso público, instalaciones públicas o gubernamentales o 

medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices, el 

medio ambiente (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal (Sentencia de 14 de agosto de 

2013), incluyendo además  la toma de rehenes, el secuestro, la destrucción de aeronaves civiles y los 

actos o amenazas de violencia cuyo propósito primordial es sembrar el terror entre la población civil que 
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se debe valorar en los casos en concreto (Corte Constitucional, Sentencia T-364 de 2015), debiendo 

constatarse por parte de quien adelante el análisis de los hechos que los medios utilizados por los 

actores en el marco o con ocasión del conflicto armado tengan la capacidad -peligro real- de conllevar a 

la población civil o parte de ella a un estado de temor y zozobra. 

 

Sobre los hechos que llegan a constituirse en actos de terrorismo, es pertinente observar que 

estudios sobre la jurisprudencia del máximo Tribunal en lo contencioso administrativo en Colombia   

(Piñeros, 2017, p. 56) encuentran que estos pueden abarcar, por una parte la violencia física ejercida 

sobre las personas, tales como el secuestro, la tortura o la ejecución extrajudicial, y por otra los ataques 

en cualquiera de sus niveles contra los bienes privados y públicos, que generan daño o destrucción con 

el uso de materiales explosivos o incendiarios, quedando evidente que los hechos pueden materializarse 

a escala individual o colectiva pero con una intencionalidad  clara de producir de la intimidación en la 

población civil. 

 

Considerando lo anterior, debe tenerse presente que los actos de violencia dirigidos contra de la 

población civil para infundir el terror pueden ir desde meras amenazas hasta el uso de armas de 

destrucción masiva capaces de ocasionar afectaciones considerables en la salud, lesiones graves o la 

muerte, cuestión que ha llevado a la Sección Tercera del Consejo de Estado (Exp. 39219, 2016) a 

sostener que los actos de terrorismo pueden implicar el uso de diversos medios y grados de violencia 

con el propósito de influir negativamente en la población civil o parte de ella que gozan de especial 

protección por el marco normativo humanitario. 

 

También, tiene especial relevancia en el estudio de los casos puntuales observar que, los actos 

de terrorismo al ser el temor el aspecto central, no requiere obligatoriamente la materialización de la 

lesión a los derechos a la vida o la integridad de la población civil, sino que la configuración se concreta 

con la generación efectiva del temor o zozobra por el uso de los medios potencialmente dañinos, razón 

por la cual la Jurisdicción Especial para la Paz (Sala de Amnistía o Indulto, Rad. SAI-SUBB-AOI-D-001-

2023) ha precisado que para la configuración los actos de terrorismo no es necesario que se generen los 

daños o lesiones específicos, sino que basta con la puesta en peligro los bienes jurídicos, que incluso al 
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estar comprometidos otros bienes jurídicos puede constituirse un concurso heterogéneo con otras 

conductas. 

 

Sobre los medios usados, que conllevan la concurrencia de infracciones conjuntas con los actos 

de terrorismo, y puede aportar elementos para el abordaje administrativo del reconocimiento de las 

víctimas de estos hechos, es relevante traer a colación lo manifestado por la Corte Constitucional en la 

Sentencia C-577 de 2014, donde se refiere que:  

“si en un caso concreto los operadores judiciales encontraren que la finalidad de los ataques a la 

población civil –que normalmente se da a través de otros delitos como el desplazamiento 

forzado– tenían como fin último aterrorizarla, podrían imputar los respectivos delitos –en su 

esencia, crímenes de guerra– en concurso material heterogéneo con el delito de actos de 

terrorismo en conflicto armado”. 

 

De esta forma, los actores del conflicto suelen acudir a varios medios, que se constituyen en una 

diversidad de hechos victimizantes de conformidad con la norma interna colombiana, sin embargo, tal 

como lo plantea la doctrina (Torres, H. & Torres, H., 2024, p 97), es  necesario observar que un hecho se 

configura como acto de terrorismo debido a la generación del terror y zozobra, de forma tal que dichos 

actos deben ser premeditados, para ser ejecutados en unas circunstancias de modo, tiempo y lugar 

precisamente definidos, para ser advertidos, con el fin de generar el impacto deseado.  

 

Así, para una valoración adecuada de los hechos se debe analizar los métodos y los medios 

usados por los perpetradores, toda vez que, si bien en el marco del conflicto armado interno los actores 

determinan el tipo de acciones violentas a usar, dicha potestad debe tener en cuenta los principios de 

distinción y de proporcionalidad que limitan su actuar, por las prohibiciones de las normas humanitarias, 

que consideran lesivos los actos indiscriminados y excesivos, debiendo observarse de manera integral 

que la violencia sea indiscriminada en cualquiera de sus formas. 

 

Es clave que se diferencie los actos propios de las hostilidades en el desarrollo del conflicto 

armado de los actos de terrorismo que se ejecuten con ocasión de dicho conflicto. Si bien es un reto 
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diferenciar cuando se configura uno u otro hecho, porque la violencia ejercida mediante las  acciones 

hostiles y operaciones militares por su severidad e intensidad  pueden generar temor y efectos en la 

población civil, es la finalidad principal de aterrorizar a la población civil, buscada por el actor, la que lo 

califica a un acto como terrorismo y lo convierte en un hecho atroz que infringe  gravemente los 

postulados constitucionales colombianos a la vida y la integridad personal, así como a la búsqueda de la 

paz y un orden justo (Corte Constitucional, Sentencia C- 537 de 2008). 

 

iv) Percepción de terror o zozobra por parte de la población civil víctima. El otro elemento 

subjetivo que constituye la noción de actos de terrorismo corresponde a la percepción de terror o 

zozobra por parte de la población civil como consecuencia de los hechos de violencia suscitados en el 

marco del conflicto armado.  

 

Frente a este elemento, que incorpora un abordaje de tipo psicológico desde la víctima, es 

pertinente considerar, como lo indica la doctrina (Torres & Torres, 2024, p. 97), que aunque tiene un 

grado de dificultad su corroboración, debe tenerse en cuenta que éste se percibe de forma diferente por 

cada persona, dependiendo de aspectos como las condiciones psíquicas y culturales que hacen que una 

misma situación fáctica produzca en una persona mayor temor, miedo o zozobra que en otra, no 

obstante este aspecto subjetivo debe validarse con detenimiento para establecer si un hecho ocurrido 

en el marco o con ocasión del conflicto armado se configura o no como acto de terrorismo desde la 

mirada de la población civil afectada. 

 

Con el propósito de tener una adecuada comprensión de este elemento, es importante 

considerar lo indicado por Reinares (2003, p. 16) con respecto a que la ejecución del acto de terrorismo 

lo que busca es condicionar el comportamiento y actitudes de la población civil en el escenario de 

conflicto armado, de tal manera que se puede calificar como terrorista aquel acto de violencia en 

cualquiera de sus formas  que ocasione un impacto psíquico sobre dicha población o una parte de ella, 

sin importar la magnitud de consecuencias materiales que ellos produzcan. 

 

Por tanto, en necesario que se verifique, en lo que atañe al reconocimiento administrativo para 

el Registro único de Víctimas y de acuerdo con las condiciones particulares de cada caso, que la 
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población que no forma parte del conflicto,  fue sometida a un estado zozobra o terror, que en el caso 

de la primera  implica examinar aspectos como  la “intranquilidad, inquietud, aflicción, angustia, 

desazón, incertidumbre o desasosiego” y en el caso del terror se debe constatar el “miedo, pánico, 

temor, pavor o susto” padecido por las víctimas que declaran los hechos acecidos (Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia SP13290-2014). Por tanto, cuando un hecho perpetrado a 

través de cualquier medio de violencia en el marco o con ocasión del conflicto armado no provoca el 

elemento terror o zozobra, no es dable catalogarlo como acto de terrorismo.  

 

Esto se reafirma, con un pronunciamiento de la Justicia Especial para la Paz (JEP, Sala de 

Amnistía o Indulto, Rad. SAI-AOI-D-001-2024) quien al analizar un caso de activación de carga explosiva 

en zona de un Comando Aéreo de Transporte Militar- CATAM, por parte de actores del conflicto 

armado, concluyó que no se configura el hecho bajo la noción de acto de terrorismo puesto que “no se 

concretó pues ni siquiera se provocó —menos se mantuvo— en un estado de zozobra o terror a la 

población aledaña”, toda vez que el “verbo rector o conducta consiste en provocar o mantener estado 

de zozobra o terror”. 

 

En este sentido, este elemento subjetivo debe ser analizado en la valoración de los casos 

expuestos por las víctimas, debido a que es determinante para que se enmarque bajo la concepción de 

actos de terrorismo como hecho victimizante susceptible de reconocimiento administrativo, porque si 

bien la intencionalidad de un actor mediante la materialización o amenaza de ejecución de una acción 

puede ser la de generar terror o zozobra, es factible que la población civil no lo perciba como tal, lo cual 

llevaría desestimar de plano su configuración. 

 

v) La naturaleza e identidad de las víctimas. Considerando que el Derecho Internacional 

Humanitario procura por la protección de la población civil en el marco de los conflictos armados, para 

salvaguardarla de los efectos de la guerra y, que el principio de distinción entre combatientes y civiles es 

la base que funda este marco normativo, para que un hecho se configure como acto de terrorismo se 

requiere que quien sufra los daños -reales, concretos y específicos-, por cualquiera de los medios de 

violencia usados para producir terror, sea la población civil o parte ella. 
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En tal sentido, los actos de violencia indiscriminada y excesiva, deben ser lesivos, entre otros, de 

los derechos a la vida, libertad e integridad de la población civil, como resultado del quebrantamiento 

de los principios de distinción y de proporcionalidad por parte de los atores del conflicto. Por esta razón, 

observando tanto el ordenamiento humanitario internacional como la regulación interna sobre víctimas, 

la validación de terror o zozobra vivida por la población que no forma parte del conflicto es 

determinante para establecer la configuración de este elemento que también constituye la noción de 

actos de terrorismo en el escenario de conflicto armado interno.  

 

Sumado a lo anterior, se requiere tener especial atención sobre la normatividad colombiana 

emitida para atender asistir, atender y reparar a la población víctima del conflicto armado interno, como 

lo son la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, y los Decretos Ley Étnicos, que 

incorpora una definición operativa de víctima del conflicto armado interno (art. 3) y excluye la 

posibilidad de contemplar la configuración de actos de terrorismo en escenarios de violencia por fuera 

del conflicto armado, porque no tiene una relación cercana o suficiente con dicho  conflicto, aspecto 

que imposibilita su inclusión en el Registro Único de Víctimas. Así, tal como lo sostiene la doctrina 

(Rocha, 2022, p. 174) para que se califique un hecho como acto de terrorismo es necesario que la 

población civil sea el objeto de cualquier medio de violencia o amenaza de esta, con la intencionalidad 

producirle terror o zozobra, diferenciándolas así de víctimas en otros contextos como el bandidaje, 

insurrecciones no organizadas de corta duración, o terrorismo que no esté relacionado con el conflicto 

armado. 

 

Se debe tener presente a su vez lo correspondiente a la victimización de sujetos colectivos, 

previsto en el marco normativo colombiano en los Decretos Ley Étnicos del año 2011, por la afectación o 

daño colectivos a la integridad cultural o al territorio que pueden sufrir las comunidades étnicas, 

tomando en consideración su la diversidad étnica, cultural y la cosmovisión. En tal sentido, si el 

colectivo, que puede corresponder a los pueblos y comunidades indígenas, las comunidades negras o 

pueblo Rrom, resulta afectado por diversos hechos de violencia perpetrados por cualquiera de los 

actores del conflicto armado, con la intención de generar terror o zozobra  en el colectivo y esto es 

percibido por dichos pueblos y comunidades , generándoles intranquilidad, aflicción, angustia, desazón, 

incertidumbre, desasosiego, miedo, pánico, temor, pavor o susto, se configuran los elementos para 

darle la calificación de actos de terrorismo. 
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Sumado a lo anterior, teniendo en cuenta que la determinación de los elementos se realiza con 

el propósito del reconocimiento administrativo de los hechos de actos de terrorismo de cara a inclusión 

en el Registro Único de Víctimas que opera en Colombia para las víctimas de conflicto armado, se debe 

observar otro criterio que configura la definición operativa de víctima previsto en el artículo 3 de la Ley 

1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, que concierne a la temporalidad de ocurrencia del 

acto, esto es que hayan tenido ocurrencia a partir del 1º de enero de 1985, aspecto restringido por el 

legislador al establecer el universo de víctimas que tienen derecho a acceder a las medidas de atención, 

asistencia y reparación integral. De esta forma, para el caso colombiano puede reconocerse 

administrativamente como víctimas de actos de terrorismo, la población civil afectada por hechos 

perpetrados con la intencionalidad de generar terror o zozobra que hayan tenido ocurrencia a partir del 

1 º de enero de 1985. 
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2. Retos en la calificación de los actos de terrorismo para el reconocimiento administrativo en 
Colombia. 
 

Si bien no existe un consenso sobre la definición de acto terrorista y por tanto tampoco de sus 

elementos, por percibirse a nivel internacional e interno como un concepto abierto, para una respuesta 

estatal con la garantía y efectividad de los derechos de las víctimas, es indispensable acudir a los 

elementos analizados en el apartado anterior, que puedan guiar la valoración y ser validados 

adecuadamente durante el trámite administrativo de reconocimiento e inscripción de sus víctimas.   

 

No obstante, la labor de análisis de los hechos para ser calificados o no como actos de 

terrorismo, en el caso colombiano enfrenta unos retos particulares que seguidamente se entran a 

revisar. 

 El reconocimiento de las víctimas del conflicto armado a partir de la Ley 1448 de 2011, 

modificada por la Ley 2421 de 2024, y los Decretos Ley Étnicos (con la categorización de personas 

víctimas, colectivos víctimas y sujetos colectivos víctimas), para el caso de los hechos de terrorismo, 

mantiene la herencia histórica centrada en los atentados terroristas, los cuales se conciben como 

hechos masivos que pueden afectar a las personas en sus derechos fundamentales a la vida, integridad 

personal, libertad personal, libertad de domicilio, residencia, y bienes, según lo dispone el artículo 48 de 

la Ley 1448 de 2011, adicionado por el artículo 20 de la Ley 2421 de 2024.  

 

De esta manera, se encuentra que el reconocimiento de las víctimas de actos de terrorismo, y la 

inscripción en el Registro Único de Víctimas, previsto el artículo 154 de la Ley 1448 de 2021, modificado 

por el artículo 48 de la Ley 2421 de 2024, hoy por hoy se reduce a lo que se entiende por atentados 

terroristas, puesto que el instrumento -FUD- mediante el cual se recaba la información base para la 

valoración de los hechos, carece de la posibilidad de obtener información que permita determinar  la 

configuración de los elementos propios de los acto de terrorismo, sobre todo de aquellos que son 

subjetivos. Así, por ejemplo, la identificación la intencionalidad del actor de generar terror y en 

contraposición el terror percibido por la víctima se encuentra limitada, lo cual conlleva a la consecuente 

imposibilidad de valorar y determinar cuáles hechos suscitados en el escenario del conflicto armado 

interno se configuran en actos de terrorismo, y son susceptibles de reconocimiento administrativo como 

tales. La falta de información pertinente, tanto sobre la intencionalidad del actor como la percepción de 
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la víctima, por ausencia de recaudo desde el instrumento de declaración -FUD o FSC (para sujetos 

colectivos)-, genera que la comprensión del elemento subjetivo preponderante, el terror, sólo queda 

sometido al entendimiento y discernimiento de quien estudia el caso, de lograr intuirlo. 

 

Sumado a esto, la población víctima afectada por hechos que pueden llegar a constituirse en 

actos de terrorismo, por su vulnerabilidad y estado de indefensión o por desconocimiento, no tienen la 

posibilidad o están en capacidad de dar a conocer a las autoridades, con la especificidad requerida, las 

circunstancias de modo en que se perpetraron los hechos, que permitan a quien valore el caso constatar 

o inferir que se configuran los elementos para calificarlos como actos de terrorismo. 

 

Al encontramos en un escenario en el cual las víctimas no siempre reivindican la reparación de 

los daños causados (Torres Ávila, 2012, p. 64) es totalmente dable que por parte de las víctimas no se 

reivindique el reconocimiento de la victimización por actos de terrorismo de que fueron objeto y les 

generaron daños, sean estos individuales o colectivos. Esto da lugar a una invisibilización de la magnitud 

de las víctimas de conductas terroristas que se han dado con ocasión del conflicto armado, incluyendo 

las generadas en un contexto de “conexidad suficiente”, “relación cercana y suficiente” o “relación con 

factores subyacentes y vinculados” a este. 

 

Lo anterior, incide sustancialmente en el debido reconocimiento de las víctimas de este hecho y, 

por tanto, en la identificación del universo de víctimas de los actos de terrorismo, frente a las cuales el 

Estado debe adoptar las medidas de verdad, justicia y reparación, y demás que le corresponden, de 

acuerdo con el marco normativo transicional vigente para su protección. 

 

La indeterminación sobre los elementos primordiales que se deben tener en cuenta en el 

estudio de los actos de terrorismo y reconocimiento de sus víctimas, puede generar el subregistro de 

estos hechos, dejando ver además que los hechos revisados y valorados previamente sin tener en 

cuenta dichos elementos, carecen de una evaluación objetiva e integral que permitiera determinar la 

totalidad de las victimizaciones por actos de terrorismo.  
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Así, la falta de claridad conceptual y de identificación de los elementos para calificar los hechos 

de terrorismo y lograr su reconocimiento, además de limitar o ser un obstáculo para conocer la 

verdadera magnitud de los hechos de acto de terrorismo con ocasión del conflicto interno colombiano, 

ha conllevado a un  reconocimiento y la valoración de ciertos hechos bajo la lógica restrictiva de 

atentados terroristas, por su visibilidad objetiva y constatación, lo cual deja ver que los registros oficiales 

cuenta con una identificación y magnitud distorsionadas sobre este fenómeno, que tiene efectos sobre 

la definición  e implementación de políticas públicas frente a las víctimas de los actos de terrorismo en 

particular. 

 

De otro lado, en dado caso se cuente con descripción o información que dé cuenta sobre el 

temor o zozobra vivida por la víctima frente a un hecho, dilucidar la configuración de un acto terrorista 

sólo desde la percepción de la víctima, es un reto igualmente complejo, puesto que de alguna manera 

una persona siente terror frente a un hecho dañoso para sí o para la comunidad, pero se desconoce si la 

real intensión del perpetrador estaba encaminada a generar ese efecto de la población civil. No 

obstante, quien estudia un caso particular bajo estas premisas tendría que acudir a diferentes fuentes 

que le permitan constatar la intencionalidad del actor. Pero no se debe perder de vista que, ante 

situaciones de duda sobre la ocurrencia de los hechos, la misma debe resolverse en favor de las 

víctimas, en virtud del principio de buena fe que se debe aplicar con el fin de salvaguardar los derechos 

de la población víctima afectada y garantizar su protección. 

 

Considerar un análisis y revisión de los hechos sobre los cuales se ha adoptado una decisión 

administrativa, que no incluyó la validación de los elementos determinantes del acto de terrorismo, 

implicaría un ejercicio de recaudación de información y revaloración de los hechos, para tener una 

aproximación a la real victimización por actos de terrorismo, pero dicha medida se convierte en un 

ejercicio casi irrealizable, por el número de víctimas del conflicto que supera los nueve millones186, así 

como por la seguridad jurídica que ha implica la adopción de dichas decisiones.   

 

No obstante, hacia futuro se pueden adaptar normas, manuales, instrumentos, herramientas, 

entre otros, que conforman el procedimiento para la inclusión de víctimas de conflicto armado interno 

 
186 Dato obtenido de: https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/registro-unico-de-victimas/ 
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en el Registro Único de Víctimas, en lo correspondiente al hecho victimizante de acto de terrorismo, que 

incorpore con claridad los aspectos necesarios que permitan recabar información y determinar los 

elementos constitutivos de dicho hecho para su calificación administrativa. 

 

En pertinente que en las normas y política pública sobre víctimas se aborde una concepción 

uniforme bajo la cual se deben entender los actos de terrorismo, incorporando de forma precisa los 

elementos de configuración, que le den claridad al operador jurídico al momento de calificar 

administrativamente los hechos. 

 

Para el efecto, es útil traer a colación lo expuesto por la doctrina (Swinnen, 2018) en el sentido 

que una legislación transversal debería incluir en todos los casos las siguientes características: i) que se 

aplique indistintamente al sujeto que comete un acto terrorista, sea este actor estatal o no; ii) que 

exceptúe de dicha calificación toda acción llevada a cabo de conformidad a los principios del DIH y;  iii) 

que los actos de terrorismo no solo condenen ataques contra objetivos civiles, sino también contra 

cualquier otra persona o bienes protegidos por el DIH, como por ejemplo aquellas personas que sin ser 

civiles han dejado de participar directamente en las hostilidades.  

 

Entre los aspectos sujetos de ajuste o adaptación también se encuentra los instrumentos 

mediante los cuales se recopila información sobre las circunstancias en que tuvieron ocurrencia los 

hechos -esto es el Formulario Único de Declaración FUD- y aquellos que recaban información necesaria 

para valorar todos los elementos que constituyen el hecho victimizante -herramientas de contexto-, con 

principal atención en el  elemento subjetivo que subyace del querer del actor del conflicto - 

intencionalidad de generar temor y zozobra en la población civil- y el elemento subjetivo percibido por 

la víctima -el temor fundado y real padecido-.  

 

Así mismo, es indispensable que por parte del operador jurídico se establezcan unos parámetros 

mínimos para validar cada uno de los elementos constitutivos del hecho, generando una clara 

diferenciación para el reconocimiento administrativo y la calificación entre “actos de terrorismo”,  

“atentados terroristas” y otras denominaciones, que tengan aplicabilidad y sirvan de guía para la 
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valoración de una situación fáctica generada por el uso de cualquiera de los medios de violencia 

ejecutados por parte de los actores armados del conflicto -teniendo en cuenta su concepción  amplia-. 

 

 Es pertinente incorporar en el proceso de valoración y validación de los hechos victimizantes, 

aspectos encaminados y revisar la configuración de los “actos de terrorismo”, desde una concepción 

más amplia que los atentados terroristas. En este sentido, la Jurisprudencia en casos ocurridos en el 

marco del conflicto armado interno, ha instado a las autoridades encargas de valorar los casos de 

víctimas a ajustar su evaluación para la inclusión en el Registro, a los postulados expuestos por la 

jurisprudencia constitucional, garantizar las medidas de protección, asistencia y reparación previstas 

para las víctimas” (Corte Constitucional, Sentencia T-364-15). 

 

El desafío para quien adelanta el estudio de un caso en concreto y debe determinar si el hecho 

se configura como un acto de terrorismo, con ocasión o en el marco del conflicto armado interno, es 

validar y volver verificable los elementos subjetivos. Sin lugar a dudas se requiere verificar el contexto 

de los hechos con una perspectiva o enfoque encaminado a determinar si la acción del perpetrador 

conlleva el elemento finalístico del terror sobre las víctimas y estas a su vez lo perciben como tal. Debe 

prestarse especial atención que en el escenario de conflicto como el colombiano, las amenazas o 

agresiones contra la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad personales cometidos por 

cualquiera de los actores del conflicto, con el propósito de ocasionar terror o zozobra en la población 

civil no necesariamente se constituyen en hechos notorios, a diferencia de los denominados atentados 

terroristas o masacres , situación que hace necesario obtener por diferentes fuentes un mayor detalle 

de los hechos acaecidos, al igual que acudir a las circunstancias conexas que permitan dilucidar las 

condiciones en que se perpetraron los hechos(Corte Constitucional, Sentencia T-017/10). 

 

Por otra parte, es imperioso que se reconozca la totalidad de los hechos perpetrados en el 

marco del conflicto armado interno colombiano que se enmarquen en esta noción, como garantía de los 

derechos fundamentales de las víctimas que gozan de una especial protección, particularmente del 

debido proceso administrativo que les permita una inscripción en el Registro Único de Víctimas por las 

situaciones fácticas padecidas.   
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En este sentido, durante la aplicación del procedimiento que deben surtir las víctimas para la 

inscripción, inclusión, incorporación o registro en el Registro Único de Víctimas, que incluye la solicitud 

de registro a través de una declaración de hechos, la valoración y verificación de los hechos plasmados  

en la misma y la adopción de decisión administrativa de reconocimiento, el operador jurídico debe dar 

plena aplicación y respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y 

prevalencia del derecho sustancial, asumiendo la carga de la prueba en aquellos casos que se  pretenda 

controvertir los hechos expuestos en declaración rendida. En tal sentido, la Jurisprudencia de la Corte 

Constitucional (Sentencia C-715 de 2012) ha puesto de presente que no es dable imponer a la población 

civil víctima unas condiciones que son difíciles o imposibles de cumplir, o exigir requisitos de trámite o 

de procedibilidad que puedan ocasionar una revictimización, considerando que el padecimiento de los 

hechos, que tienen ocurrencia en el marco del conflicto armado interno, conllevan a que la población 

civil se encuentre en  condición de debilidad manifiesta y vulnerabilidad. 

 

Igualmente, la valoración debe considerar las circunstancias y condiciones del uso de los 

variados medios de violencia de cada caso particular, dando plena aplicación al principio de 

favorabilidad, interpretando los preceptos normativos y reglamentarios de la manera que mejor 

convenga a las víctimas que han padecido la vulneración de sus derechos con ocasión del conflicto 

armado interno, siendo consecuente el actuar de quien estudia los hechos con el deber de 

interpretación pro homine (Corte Constitucional, Sentencia T-070 de 2021).  

 

En el estudio y reconocimiento administrativo de las víctimas de actos de terrorismo también se 

debe considerar, tal como lo han expuesto reiteradamente la jurisprudencia constitucional (Corte 

Constitucional, Sentencia C-715 de 2012), que dada la concepción material de la condición de víctima 

del conflicto armado que se asume a nivel internacional y en Colombia, las decisiones que se adopte por 

parte del operador jurídico en un caso concreto deben estar soportadas en los hechos y circunstancias 

fácticas de donde derivó la afectación  padecida por la infracción al marco normativo humanitario. 

 

Por otro lado, debe prestarse especial atención a la incorporación del componente especial 

étnico realizado mediante los Decretos Ley 4633, 4634, 4635 de2011, de acuerdo con los cuales se prevé 

el reconocimiento administrativo de víctimas para los sujetos colectivos y para sus integrantes 
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individualmente considerados, pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas, pueblo Rrom y 

las Kumpañy, así como a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. En este 

sentido, para establecer si un hecho, que afecta a estos pueblos y comunidades, se configura y puede 

calificarse como acto de terrorismo, debe observarse  las amenazas de daño o los  daños y afectaciones 

sobre  sus derechos étnico-territoriales, culturales, ecológicos, así como sobre su cosmovisión, sobre el 

vínculo especial y colectivo que los une con la madre tierra, o la vulneración del equilibrio, la armonía, la 

salud y la soberanía alimentaria de los pueblos indígenas, que pueden están inmersas en el escenario de 

la victimización, verificando si estos se llevaron a cabo por los actores armados del conflicto con el 

propósito de aterrorizar al pueblo o comunidad y, como resultado de este accionar se generó un 

ambiente de terror y zozobra al interior de los pueblos, comunidades y sus miembros. 

 

Frente a los sujetos colectivos, es importante tener presente que si bien el concepto de 

comunidad tiene una larga tradición y es habitual tanto entre las mismas comunidades  como en la 

política y la administración estatal (Semper, 2006, p. 765), es un reto al momento de establecer su 

victimización con ocasión del conflicto armado interno, en particular para los actos de terrorismo, toda 

vez que, tal como lo ha reconocido la Corte Constitucional, “la identidad cultural o la identidad étnica es 

el resultado de un proceso político, social, económico, cultural y religioso complejo, que tiene fronteras 

difusas y cuyas características son cambiantes, de tal manera que el proceso de reconocimiento de una 

identidad étnica es un proceso complejo que no puede tomarse a la ligera, y donde tampoco se pueden 

imponer visiones sobre lo que se entiende por comunidad, sobre todo si se tiene en cuenta que en el 

marco de este proceso también se está discutiendo el proceso de garantía de derechos” (Sentencia, 

T445 de 2022).  

 

Finalmente, es relevante que el estudio de los casos, para determinar la configuración como 

actos de terrorismo, se realice desde un abordaje multidisciplinario, considerando los elementos 

subjetivos que lo componen, tanto de los actores como de las víctimas. Por consiguiente, desde que se 

conoce los hechos por parte de las autoridades competentes y durante el procedimiento que se surte 

para determinar el reconocimiento de la condición de víctima del conflicto armado por el hecho de acto 

de terrorismo, se requiere adelantar un análisis desde las disciplinas que permitan la  comprensión del 

terror o la zozobra percibida por la víctima, la cual tiene una variación de una persona a otra, 

dependiendo de aspectos  culturales y el impacto psicológico generado por los hechos.  
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3. Efectos del reconocimiento administrativo de las víctimas por actos de terrorismo en el conflicto 
armado interno  

 

El reconocimiento administrativo de las víctimas de hechos de actos de terrorismo en el marco 

del conflicto armado interno colombiano, mediante una validación objetiva los elementos constitutivos 

y observancia de características propias del hecho, permite una aproximación al universo real de esta 

victimización, avanzar en una visualización y comprensión social del contexto e intencionalidad de los 

actores, que las  víctimas y la sociedad en general puedan ver materializado el derecho a conocer la 

verdad sobre la magnitud de los hechos de actos de terrorismo ocurridos en el marco del conflicto, 

conocer el impacto de la ocurrencia de estos hechos, al igual que sienta las bases para que las medidas 

previstas normativamente centren su atención en los efectos de los hechos que tienen una connotación 

más colectiva, lo cual amerita una respuesta mediante la implementación de medidas inmateriales, 

satisfacción colectiva, moral y simbólica que permitan en resarcimiento a  los afectados, de forma 

adecuada y diferenciada por los hechos de los cuales fueron objeto, llevando a una reparación integral. 

 

Entre los principales efectos que se desprenden del reconocimiento administrativo de los actos 

de terrorismo con aplicación de criterios claramente delineados para su calificación se pueden resaltar 

los siguientes:  

 

i) Avance en la superación del subregistro sobre la victimización de actos de terrorismo. La 

definición de los elementos sustanciales que configuran los actos de terrorismo en un escenario de 

conflicto armado, su aplicación durante el proceso de valoración y su debido reconocimiento 

administrativo, permite avanzar en la identificación de los hechos de violencia perpetrados con el 

propósito de generar terror en la población civil de forma más ajustada a la magnitud real, al igual que 

contribuye a reconocer administrativamente sus víctimas de acuerdo con los daños y afectaciones 

padecidas.  

 

En reconocimiento administrativo de la totalidad de las víctimas de los actos de terrorismo, con 

diferenciación clara respecto de otro tipo de victimizaciones, favorece para que el Registro Único de 

Víctimas, como registro oficial de Estado Colombiano, cuente con información acorde con las 
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afectaciones que han producido los actores de conflicto, sean estatales o no estatales. Esto permite 

avanzar en la superación del subregistro e invisibilización de los hechos y de las víctimas que han 

padecido y padecen las nefastas consecuencias que generan estos actos ocurridos con ocasión del 

conflicto armado interno.  

 

La Corte Constitucional en sus pronunciamientos ha puesto de presente que, en el escenario de 

conflicto colombiano, además de la crítica situación de violencia contra ciertos grupos poblacionales 

protegidos por el marco normativo humanitario que no forman parte de la confrontación, existen 

deficiencias en el registro y las estadísticas que permitan evidenciar la gravedad y generalidad de los 

delitos que tienen ocurrencia en el marco del conflicto armado (Sentencia T-211 de 2019). 

 

Es claro que la limitación de ser inscrita una víctima por los hechos sufridos, coarta la posibilidad 

de acceder a las medidas que normativamente se han previsto de acuerdo con las victimizaciones, 

conculcando sus derechos fundamentales y su especial protección que merecen debido a las 

consecuencias que le han ocasionado los rigores de la guerra. Frente a este panorama, la incorporación 

de parámetros claros en el trámite de reconocimiento administrativo por actos de terrorismo favorece 

la eliminación de las barreras que pueden enfrentar las víctimas para ser inscritas de acuerdo con las 

situaciones fácticas que hayan tenido lugar, particularmente por el terror y la zozobra soportados.   

 

La superación del subregistro por el hecho victimizante de actos de terrorismo permite la 

materialización real del derecho fundamental a la inscripción en el Registro Único de Víctimas del cual 

gozan quienes hayan visto vulnerados sus derechos como resultado del desarrollo del conflicto armado, 

posibilitándoles a través de este acto declarativo acceder a las medidas dispuestas en el marco 

normativo, para una respuesta acorde con las características de hecho y la vulneración de sus derechos. 

 

ii) Aporte al esclarecimiento de la verdad. El reconocimiento y registro oficial de víctimas de 

hechos de actos de terrorismo, en la magnitud de su ocurrencia, realiza un aporte fundamental al 

esclarecimiento de la verdad sobre casos de graves violaciones a los derechos humanos y Derecho 

Internacional Humanitario acaecidos en el contexto del conflicto interno colombiano (Rivas, 2018).  
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Además de contribuir a la efectividad del derecho irrenunciable que tiene las víctimas de 

conocer la verdad de lo ocurrido, mediante el reconocimiento administrativo de las razones y 

circunstancias en las que fueron perpetrados los actos de terrorismo, permite a la sociedad en su 

conjunto conocer la conductas ejecutadas y los diferentes medios usados para vulnerar los derechos de 

las víctimas, conllevando  a una comprensión de los diversos elementos de carácter objetivo y subjetivo 

que facilitaron la creación de las condiciones y circunstancias dentro de las cuales se cometieron los 

hechos, así como a la identificación de factores que originaron o potenciaron su ocurrencia. 

 

La inscripción de los actos de terrorismo en el Registro Único de Víctimas bajo unos criterios 

objetivos y subjetivos claros, y en las dimensiones de la victimización, permite dar cumplimiento a los 

preceptos normativos187 según los cuales se debe propender por el conocimiento, difusión y 

comunicación respecto a los motivos, condiciones y las circunstancias en que se ejecutaron las 

vulneraciones de los derechos de las víctimas con ocasión del conflicto armado interno,   logrando 

contar de esta manera con lo necesario para que la sociedad en su conjunto avance en la reconstrucción 

de la memoria, con el fin  de materializar y hacer efectivo el derecho a la verdad. 

 

iii) Acceso a las medidas previstas en las normas sobre víctimas del conflicto armado interno 

en Colombia.   El reconocimiento administrativo de las víctimas de actos de terrorismo en el marco del 

conflicto armado, que se materializa con la inscripción en el Registro Único de Víctimas, permite que 

dichas víctimas puedan acceder a las diversas medidas previstas en la Ley 1448 de 2011, modificada por 

la Ley 2421 de 2024, y los Decretos Ley Étnicos 4633, 4634 y 4635 de 2011 de ser el caso, dependiendo 

de la vulneración de derechos y de las características particulares del hecho victimizante (Corte 

Constitucional, Sentencia T-274/18), contribuyendo a generar una respuesta estatal acorde entre los 

hechos y el marco normativo aplicable. En este sentido, el Estado debe emprender las acciones 

necesarias para que se garanticen y se adapten, acorde a la afectación, las medidas respectivas para la 

protección y efectividad, entre otros, de los derechos reparación, asistencia, atención, ayuda 

humanitaria y participación.   

 
187 Ley 1448, art. 23, 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024; Decreto Ley 4634, art. 45, 2011; Decreto Ley 4635, 
art. 37, 2011. 
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a) Derecho a la reparación. El derecho a la reparación de las víctimas del conflicto armado, 

incluidas las víctimas de los actos de terrorismo, tiene un papel central en el marco normativo 

transicional colombiano. Principalmente se prevé que la misma debe ser integral, adecuada, 

diferenciada y efectiva, garantizando una igualdad formal y material (Ley 1448, art. 6, 2011, modificado 

por la Ley 2421 de 2024). 

 

El Estado para hacer efectivo este derecho, desde el ámbito administrativo, debe garantizar las 

medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, tanto en 

sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Las entidades competentes deben 

brindar estas medidas a la población víctimas de los hechos acaecidos en el marco del conflicto armado 

interno guiándose por los principios de integralidad y proporcionalidad, de tal manera que respondan a 

los diversos tipos de afectación padecidos y acorde con el nivel de impacto producido por las 

vulneraciones de los derechos. 

 

En los casos donde los medios de violencia usados para ocasionar el terror en la población civil 

generen el despojo, usurpación o abandono forzado de sus territorios, su reconocimiento administrativo 

e inscripción en el Registro Único de Víctimas, conlleva aparejado el deber de hacer efectivo el derecho 

a la restitución como el medio preferente para la reparación efectiva de las víctimas, garantizando que 

retornen sus  territorios o cuando fuere materialmente imposible o la víctima de forma voluntaria no 

opta por dicha medida  garantizar el acceso a una compensación o indemnización adecuada, siempre 

propendiendo por el restablecimiento pleno de los derechos de la víctima y la devolución a la situación 

anterior a la violación (Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 2012). Para la implementación de las 

medidas encaminadas al restablecimiento del goce efectivo de los derechos territoriales respecto de las 

comunidades étnicas, debe observarse que en el marco normativo colombiano la restitución de los 

derechos territoriales de los pueblos y comunidades no puede compensarse monetariamente, dando 

efectivo cumplimiento a la protección de los grupos étnicos de conformidad con los mandatos 

constitucionales y la jurisprudencia. 

 

En el caso de la indemnización administrativa, la misma no se tiene previsto el otorgamiento por 

el hecho victimizante de actos de terrorismo en sí, sino que por las afectaciones producidas o por la 

configuración de los medios de violencia mediante los cuales se acudió a generar el terror o zozobra. Así 
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normativamente el Decreto 4800 de 2011, en su artículo 149, integrado mediante el Decreto 1084 de 

2015 (art. 2.2.7.3.5), contempla que para efectos de la indemnización administrativa su reconocimiento 

debe hacerse en los siguientes montos:  

 

1. Por homicidio, desaparición forzada y secuestro, hasta cuarenta (40) salarios mínimos 

mensuales legales. 

2. Por lesiones que produzcan incapacidad permanente, hasta cuarenta (40) salarios mínimos 

mensuales legales. 

3. Por lesiones que no causen incapacidad permanente, hasta treinta (30) salarios mínimos 

mensuales legales. 

4. Por tortura o tratos inhumanos y degradantes, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales 

legales. 

5. Por delitos contra la libertad e integridad sexual, hasta treinta (30) salarios mínimos 

mensuales legales. 

6. Por reclutamiento forzado de menores, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales. 

7. Por desplazamiento forzado, hasta diecisiete (17) salarios mínimos mensuales legales. 

 

A su vez, en la misma norma se especifica que, si en una misma víctima concurre más de una 

violación prevista en el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, esta tiene 

derecho a que el monto de la indemnización administrativa se acumule sin superar el monto de 

cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales; al igual que en los casos de homicidio, lesiones y 

delitos contra la libertad e integridad sexual, que se hayan cometido por la condición etaria, de género o 

étnica de la víctima, el monto de la indemnización puede ser hasta máximo cuarenta (40) salarios 

mínimos legales mensuales (Decreto 4800, art. 149, 2011). 

 

Para la victimización ejercida sobre los pueblos y comunidades étnicas está prevista la 

indemnización administrativa tanto a título individual como a título colectivo, buscando la 

complementariedad de estas, que permita potenciar el fortalecimiento de su proyecto de vida, 

restableciendo las afectaciones materiales, espirituales, psicológicas y sociales, de forma proporcional y 

adecuada, tomando en cuenta para su estimación los daños colectivos padecidos y el estado de 
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vulnerabilidad de las víctimas, pero protegiendo sobremanera su dignidad,  identidad y la integridad de 

los pueblos y comunidades. 

 

Con relación al derecho a la rehabilitación, para aquellas víctimas que han padecido las 

consecuencias de los actos de terrorismo, resultado de los funestos escenarios de terror y zozobra, se 

deben adoptar las medidas necesarias que les permita superar los traumas físicos y sicológicos, 

restableciendo su salud mental y su bienestar emocional, para lo cual se deben emprender una efectiva  

atención médica y psicológica, y garantizar el acceso a los servicios sociales que se requiera  (Corte 

Constitucional, Sentencia C-588 de 2019). 

 

Adicionalmente, entre las medidas con relevancia especial que debe emprenderse frente a los 

efectos generados por el terror o la zozobra que implica los actos de terrorismo, es el derecho a las 

medidas de satisfacción. En este sentido, existe el deber por parte del Estado de ejecutar todas aquellas 

acciones de tipo simbólico que se orienten a recordar lo acontecido, reivindicando la memoria de las 

víctimas por las situaciones fácticas soportadas. El tipo de acciones que se deben materializar son de 

una diversidad que corresponde a la necesidad y forma en que las víctimas consideren que se hace 

efectiva su dignidad, que contribuya a mitigar el dolor sufrido, así como las que permiten lograr un 

bienestar (Ley 1448, art. 139, 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024). Dichas medidas pueden 

abarcar, a manera de ejemplo, monumentos, placas conmemorativas, revelación pública y completa de 

la verdad, disculpa pública, búsqueda e identificación de las personas desaparecidas, generar 

conciencia para impedir que se vuelvan repetir actos de terrorismo. En lo correspondiente a los 

pueblos y comunidades étnicas también debe contemplarse, para la efectividad del derecho a la 

satisfacción, todas aquellas medidas enfocadas en el restablecimiento de las condiciones sociales, 

económicas culturales y territoriales que permitan mitigar el dolor colectivo e individual que se 

consideren pertinentes (Decreto Ley 4633 de 2011, art. 120; Decreto Ley 4634 de 2011, art. 84; 

Decreto Ley 4635 de 2011, art. 90). La identificación y reconocimiento de las víctimas de actos de 

terrorismo, en la magnitud que se suscitan en el conflicto armado interno, contribuye para que se 

determine el universo de víctimas sobre el cual deben adoptarse las medidas necesarias y el tipo de 

estas para materializar y hacer efectividad del derecho a la satisfacción 
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Por otra parte, dentro de las medidas que contribuyen a la reparación integral por los actos de 

terrorismo se destaca las garantías de no repetición, que abarca todas aquellas acciones encaminadas a 

que estos hechos victimizantes no vuelvan a tener ocurrencia, que no se repitan. Tanto la doctrina como 

la jurisprudencia han realizado ejercicios encaminados a decantar aquellas medidas que permiten 

materializar este derecho de las víctimas, encontrando, entre otras, aquellas acciones orientadas a 

generar el desmonte de los grupos que perpetraron los hechos y todas las causas que pudieron 

favorecer y motivar la victimización, la implementación de instrumentos idóneos para la identificación y 

monitoreo de factores y eventos de riesgo de vulneración de los derechos de la población por hechos 

que generen temor y zozobra (Corte Constitucional, Sentencia C-912 de 2013), al igual que todos 

aquellos ajustes institucionales, derogación o modificaciones normativos, desvinculación del servicio de 

miembros de la fuerza pública ligados con la comisión de actos de terrorismo dirigidos contra la 

población civil (Ramelli, 2011). Normativamente, Ley 1448 de 2011 en su artículo 149, modificado por el 

artículo 40 de la Ley 2421 de 2024, establece una amplia gama adicional de acciones para hacer efectivo 

el derecho a las garantías de no repetición, incluyendo entre otras, las siguientes: i) verificación y 

esclarecimiento de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad; ii) sanción de los 

responsables de las violaciones,  iii) adopción de especiales medidas de prevención para los grupos 

expuestos a mayor riesgo; iv) creación de una pedagogía social que promueva los valores 

constitucionales que fundan la reconciliación; v) fortalecimiento para labores de desminado 

humanitario; vi) diseñar estrategia única de capacitación y pedagogía en materia de respeto de los 

Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, que incluya un enfoque diferencial, 

dirigido a los funcionarios públicos; vii) fortalecimiento de la participación efectiva de las poblaciones 

vulneradas y/o vulnerables, en sus escenarios comunitarios, sociales y políticos, para contribuir al 

ejercicio y goce efectivo de sus derechos culturales; viii) reintegración de niños, niñas y adolescentes 

que hayan participado en los grupos armados al margen de la ley; ix) ejercer control efectivo por las 

autoridades civiles sobre la Fuerza Púbica; x) promoción de mecanismos destinados a prevenir y resolver 

los conflictos sociales; xi) diseño e implementación de estrategias de pedagogía en empoderamiento 

legal para las víctimas. 

 

Cuando los actos de terrorismo perpetrados produzcan afectaciones sobre pueblos y 

comunidades étnicas (Decreto 4633, art. 126, 2011; Decreto 4634, art. 90, 2011; Decreto 4635, art. 99, 

2011), las medidas que se adopten como garantías de no repetición, además de ser coordinadas con las 

autoridades propias de los sujetos colectivos, deben incluir protección especial para las autoridades, 
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representantes y organizaciones, generando acciones para una educación permanente sobre los 

derechos de los pueblos y comunidades, su diversidad y autonomía, fortaleciendo el conocimiento de la 

sociedad en general, entre otros aspectos, sobre sus usos y costumbres, Ley de Origen, Ley Natural, el 

Derecho Mayor y el Derecho Propio.  

 

b) Asistencia. El reconocimiento administrativo de las víctimas de actos de terrorismo y su 

inclusión en el Registro Único de Víctimas, trae aparejado consigo el derecho a acceder a las medidas de 

asistencia, que dependiendo de las afectaciones generadas por la victimización incluye, entre otras, la 

asistencia funeraria (Ley 1448, art. 50, 2011), educación (Ley 1448, art. 51, 2011), asistencia en salud con 

servicios de asistencia médica, quirúrgica y hospitalaria (Ley 1448, art. 52 a 58, 2011), dando una 

respuesta acorde con las necesidades que surgen de soportar los medios de violencia ejercidos para 

propiciar el temor y la zozobra. Cuando los actos de terrorismo tengan un impacto desproporcionado 

sobre los pueblos y comunidades étnicas, es primordial enfocar las acciones para paliar las necesidades 

especiales, restableciendo la vigencia efectiva de sus derechos, generando las condiciones necesarias 

para que cuenten con una vida digna y garanticen sus derechos socioeconómicos y culturales. 

 

c) Ayuda humanitaria. Por otra parte, la inscripción de una víctima del conflicto armado 

interno en el Registro Único de Víctimas por los actos de terrorismo da lugar al acceso a la ayuda 

humanitaria prevista normativamente en el artículo 47 de la Ley 1448 de 2011, modificada por el 

artículo 19 de la Ley 2421 de 2024, la cual se debe brindar acorde con las necesidades que guarden 

relación con el hecho victimizante, particularmente para asistir frente a las necesidades de alimentación, 

aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de 

emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas.  

 

Aunado a lo anterior, observando la concordancia entre el parágrafo 3 del artículo 47 de la ley 

1448 de 2011 y el artículo 49 de la Ley 418 de 1997, prorrogada por la Ley 1941 de 2018, la víctimas que 

sufran perjuicios por causa de homicidios u otros atentados o agresiones contra la vida, la integridad 

física, la seguridad o la libertad personales, cometidos por móviles ideológicos o políticos, o sean objetos 

de amenazas referentes a la comisión de atentados o agresiones de esta naturaleza, serán beneficiadas 

por una sola vez de la una ayuda humanitaria de emergencia,  tendiente a mitigar o a impedir la 

agravación o la extensión de los efectos de los mismos. Bajo estos presupuestos, la ayuda humanitaria 
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referida debe ser otorgada para las víctimas que han sufrido afectaciones por diversos medios de 

violencia que pudieron generar temor o zozobra, así como para los atentados terroristas 

particularmente, fruto de la herencia de la regulación colombiana que ha enfatizado en atentados o 

atentados terroristas, sin que devenga la ayuda por la configuración del hecho acto de terrorismo en sí 

mismo, sino por la concreción de los medios o los efectos generados. 

 

 

d) Atención. Las víctimas de actos de terrorismo que son inscritas en el Registro Único de Víctimas, 

por configuración de los elementos objetivos y subjetivos que constituyen el hecho, les surge el derecho 

a la medida de atención prevista en el artículo 49 de la Ley 1448 de 2011, adicionado por el artículo 22 

de la Ley 2421 de 2024, en virtud de la cual las víctimas cuentan con la potestad para obtener 

información, orientación y acompañamiento en general, así como acompañamiento jurídico y 

psicosocial en específico, materializando un tratamiento  diferencial por la pertenecía de las víctimas a 

pueblos o comunidades étnicas o por razones asociadas a edad, género, orientación sexual o situación 

de discapacidad, con la finalidad última de hacer efectivos los derechos a la verdad, justicia y reparación, 

eliminando cualquier práctica de discriminación y fomentando la protección de los aspectos culturales 

de población. 

 

 

e) Participación. Quienes sean reconocidas administrativamente como víctimas del 

conflicto armado interno por el hecho victimizante de actos de terrorismo, en virtud del artículo 192 de 

la Ley 1448 de 2011, le asiste el derecho de participar de forma efectiva en el diseño, implementación, 

ejecución y sentimiento al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas relacionados con 

víctimas a nivel nacional, departamental, distrital o municipal. Para el efecto, además de hacer uso de 

los mecanismos democráticos previstos en la Constitución y la ley, le asiste el derecho a formar parte de 

espacios de participación de las víctimas, en los términos del artículo 193 de la Ley 1448 de 2011, 

mecanismo a través de los cuales la víctima está facultada para informarse, intervenir, presentar 

observaciones, recibir retroalimentación y coadyuvar de manera voluntaria, en el diseño de los 

instrumentos de implementación, seguimiento y evaluación de las disposiciones previstas en la Ley 1448 
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de 2011 y los planes, programas y proyectos que se estén implementando en virtud de la misma  

(Decreto 1084, art. 2.2.9.1.1, 2015).  

 

Entre los espacios de participación de las víctimas, el artículo 2.2.9.1.3 del Decreto 1084 de 2015 

señala los siguientes: i) Las mesas municipales o distritales de participación de víctimas, en primer 

grado; ii) Las mesas departamentales de participación de víctimas, en segundo grado; iii) La mesa 

nacional de participación de víctimas, en tercer grado; iv) El Consejo Directivo de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas; v) Los Comités Territoriales de 

Justicia Transicional; vi) La Comisión de Seguimiento y Monitoreo; vii) El Comité Ejecutivo para la 

Atención y Reparación a las Victimas; viii) El Consejo Directivo del Centro de Memoria Histórica; y ix) Los 

Subcomités Técnicos. 

 

Sin embargo, es importante resaltar, con relación a las Mesas de Participación de Víctimas, que 

el Protocolo de Participación Efectiva de las Víctimas, adoptado mediante la Resolución 1668 de 2020 de 

la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, dispuso sobre dichas mesas a nivel 

municipal y distrital (art. 37) que deben estar conformadas, de acuerdo con los hechos victimizantes, de 

la siguiente forma: 

- Dos (2) cupos para representantes de OV postulados por hechos victimizantes contra la 

vida y la libertad (homicidios, masacres, secuestro, desaparición forzada), de los cuales por lo 

menos uno tendrá que ser mujer. 

- Dos (2) cupos para representantes de OV de hechos victimizantes contra la integridad 

física o psicológica, de los cuales por lo menos uno tendrá que ser mujer 3.  

- Dos (2) cupos para representantes de OV de violencia sexual, de los cuales por lo menos 

uno tendrá que ser mujer. 

- Dos (2) cupos por el hecho victimizante de Desaparición Forzada, de los cuales por lo 

menos uno tendrá que ser mujer. 

- Dos (2) cupos por el hecho victimizante de Minas Antipersonas (MAP), Municiones sin 

Explotar (MUSE) y Artefactos Explosivos Improvisados (AEI), de los cuales por lo menos uno 

tendrá que ser mujer. 

- Ocho (8) cupos para representantes de OV de desplazamiento forzado, de los cuales por 

lo menos 4 tendrán que ser mujeres. 
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- Un (1) cupo para un representante de las víctimas LGBTI. 

- Un (1) cupo para representante mujer por el enfoque diferencial de mujer. 

- Un (1) cupo para un representante de víctimas jóvenes (entre 18 y 28 años). 

- Un (1) cupo para representantes de víctimas por el enfoque diferencial de personas 

mayores (más de 60 años). 

- Un (1) cupo para un representante de víctimas en condición de discapacidad. 

- Un (1) cupo para un representante de comunidades indígenas, designado por su 

respectiva autoridad tradicional. 

 

En la revisión anterior queda en evidencia que no se tiene previsto ningún representante del 

hecho victimizante de actos de terrorismo para conformación para las mesas de participación,  sino que 

la misma está centrada en hechos que pudieron ser los medios de violencia para provocar el terror y la 

zozobra o en las consecuencias o daños que pueden haberse generado como resultado de la 

materialización de dichos medios, mas no por la connotación de víctimas de actos de terrorismo, 

situación que puede devenir en parte por la invisibilidad de la magnitud de la victimización y el 

subregistro, consecuencia de la deficiencia en la definición de los elementos determinantes para calificar 

los hechos como actos de terrorismo. 

 

iv) Orientar el diseño y ajuste de políticas públicas sobre víctimas. En reconocimiento 

administrativo de los actos de terrorismo perpetrados en el marco del conflicto armado internos 

colombiano, en la magnitud de la victimización,  constituye un elemento fundamental que permite  

guiar, entre otros aspectos, el diseño o ajuste institucional, las decisiones políticas, jurídicas o 

administrativas requeridas para afrontar esta problemática, al igual que orienta la definición e 

implementación de la política pública para asistir, atender y reparar integralmente, acorde y de forma 

efectiva por los daños ocasionados a las víctimas de actos de terrorismo en desarrollo conflicto armado 

interno (Rivas, 2016). 

 

Así, el reconocimiento de la victimización por actos de terrorismo irradia el actuar del ámbito 

institucional del Estado, toda vez que el Registro Único de Víctimas es la herramienta operativa oficial 

que valida quien son víctimas de dicho hecho. En este sentido, contribuye: i) para que el Sistema 

Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas adopte medidas adecuadas que responda al 
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universo real afectado por actos de terrorismo, elaborando planes para la atención, asistencia y 

reparación integral de las víctimas, considerando los múltiples daños que genera el padecimiento del 

terror  (Ley 1448, art. 153, 2011); ii) en el diseño de estrategias  que buscan articular la oferta pública 

nacional, departamental, distrital y municipal direccionada a las víctimas que han soportado el flagelo de 

los actos de terrorismo en el marco del conflicto armado interno (Ley 1448, art. 172, 2011); iii) en el 

fortalecimiento de las fuentes de información sobre víctimas que sirven de base para elaborar 

documentos de política pública relacionados con destinación del presupuesto, metas, ejecución de los 

recursos y mecanismos de seguimiento y monitoreo (Ley 1448, art. 175, 2011). 

 

v) Irradiar el ámbito de la Jurisdicción Especial para la Paz. La determinación de la 

configuración de un hecho como un acto de terrorismo, igualmente tiene incidencia en los actos 

tempranos de reconocimiento de la responsabilidad, definidos como medidas de reparación integral 

para la construcción de paz, en el marco de la implementación de los acuerdos de paz entre el Gobierno 

y las FARC-EP, puesto que se busca que quienes hayan cometido hechos de graves violaciones a los 

Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario,  en este contexto de conflicto 

armado, “reconozcan su responsabilidad colectiva por el daño causado y pidan perdón, asumiendo cada 

uno” (Acuerdo Final de Paz, 2016). De igual manera, conforme con el parágrafo 1 del artículo 15 de la 

Ley 1957 de 2019, el reconocimiento administrativo del hecho victimizante de actos de terrorismo y la 

inclusión en el Registro Único de Víctimas, sirve de como medio de prueba para que la Jurisdicción 

Especial para la Paz lo considere como víctima en el análisis que realiza de las conductas en dicha 

Jurisdicción.  

 

En este sentido, el reconocimiento del acto administrativo de los actos de terrorismo y su 

inclusión en el Registro Único de Víctimas, bajo unos criterios o elementos de configuración claros, 

también tiene unos efectos determinantes dentro del ámbito jurisdiccional especial, puesto que permite 

la visualización de los hechos con un mayor congruencia  entre las  situaciones fácticas padecidas por la 

población víctima y plasmado en los registros oficiales, conllevando a la adopción de medidas la 

reparación integral de las víctimas de forma consecuente con los daños soportados.  
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Conclusiones y recomendaciones 

 

El escenario del conflicto armado interno colombiano, con sus complejidades, dinámicas muy 

variables y participación de diversidad de actores, ha implicado un reto en la construcción y aplicación 

de la normativa que se requiere para el afrontamiento de sus consecuencias. A través del tiempo se han 

ido delineando aspectos relacionados con el tipo de victimizaciones que se pueden configurar en 

desarrollo del conflicto, lo cual ha facilitado la identificación y el reconocimiento de sus víctimas, sin 

embargo, particularmente sobre la comprensión de lo que es y se debe entender como actos de 

terrorismo se ha tornado confusa por una indefinición histórica, tanto en el ámbito internacional como 

interno sobre lo que conforma esta victimización. Las diversas acepciones sobre este hecho victimizante 

también obedecen a una herencia historia respecto a calificación de la violencia padecida por Colombia, 

que no era de un conflicto armado interno, sino que correspondía a otros escenarios, donde lo actores 

incluso han sido calificados como terroristas.  

 

Tomando en consideración lo analizado, se ha podido comprobar la hipótesis planteada en el 

presente trabajo, siendo atinada la respuesta a la pregunta de investigación, corroborando que los 

elementos determinantes que permiten calificar los actos de terrorismo para su reconocimiento 

administrativo en el caso colombiano no se encuentra definidos en el marco normativo o reglamentario 

interno, ni en los diferentes instrumentos adoptados para la implementación de política pública de 

víctimas, para ser comprobados durante el estudio de los casos particulares de cara a  adoptar la 

decisión administrativa de inscripción en el Registro Único de Víctimas definido en Colombia, como 

registro oficial de víctimas de conflicto.  

 

La normatividad sobre víctimas del conflicto armado interno colombiano no define lo que se 

debe entender por “actos de terrorismo”, puesto que su principal referencia son los “atentados 

terroristas” concebidos como eventos masivos, por la afectaciones que pueden ocasionar, al tiempo que 

los instrumentos establecidos para orientar el reconocimiento de las víctimas (Manual Criterios de 

Valoración, el Manual Operativo Gestión de la Declaración   y Manual Operativo para la Toma de la 

Declaración en Línea) acuden a referenciar aspectos acogidos por distintas instancias internacionales 

(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Comité Especial creado para edificar la Convención 

General sobre el Terrorismo Internacional, Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones 
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Unidas) que intentan caracterizar la noción de “actos de terrorismo”, sin concretar una definición 

particular para el  reconocimiento administrativo de las víctimas del conflicto armado interno 

colombiano, que recoja las particularidades y dinámicas de la confrontación. La referencia de distintas 

posturas genera una variabilidad de concepción respecto al hecho, que se reproduce en falencias en la 

consistencia respecto de los elementos que lleven a la configuración del hecho victimizante. Como se 

observa en la descripción realizada en el Manual de Criterios de Valoración (p. 46), los actos terroristas 

se los concibe como “actos criminales contra un Estado o cuya finalidad sea infundir terror a personas 

individuales, grupos de personas o al público en general”, aspecto que incluye actuaciones contra el 

Estado que no necesariamente conlleven la intencionalidad de generar terror o zozobra de la población 

civil, que además incluye un sujeto pasivo de la actuación (víctima) más allá de la población civil o de 

quien ya no hace parte de las hostilidades. 

 

Adicionalmente, la inclusión de los actos de terrorismo en la categorización del hecho 

victimizante “Acto terrorista/Atentados/Combates/ Hostigamientos” deja ver que en la actuación 

administrativa no se toma en cuenta una diferenciación de los actos propios de las hostilidades de 

aquellos que están específicamente destinados a producir pánico o zozobra entre la población civil con 

violación flagrante del Derecho Internacional Humanitario, poniendo en evidencia que el elemento de 

intencionalidad del actor, de causar terror en la población civil, que es central de esta victimización, no 

es considerado determinante para adoptar las decisiones, asimilándolo con actos permitidos entre 

actores de la confrontación que pueden llegar a generar algún daño a la población civil pero sin ser tal 

su propósito principal.  Tal comprensión de los actos de terrorismo desestima  que según la 

normatividad penal, que puede servir de guía,  en dos situaciones se configuran los actos de terrorismo, 

de un lado cuando se lleva a cabo “ataques indiscriminados o excesivos” -ejemplo uso indiscriminado de 

artillería, bombardeos de ciudades, entre otros-, y de otro que se “haga objeto a la población civil de 

ataques, represalias, actos o amenazas de violencia” -ejemplo la agresión, la violación, el maltrato y la 

tortura de mujeres y niños, entre otros-, pero siempre con la finalidad principal sea aterrorizar a la 

población civil, razón que ha llevado a la doctrina (Valencia, 2013, p. 566) a precisar que es fundamental 

que los actos de terrorismo se restrinja a aquellos actos que están concretamente  planeados para que 

produzcan pánico o zozobra en la población civil. 
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Frente a este aspecto, la Jurisprudencia analizada tampoco realiza un abordaje claro del 

concepto y los elementos, particularmente el Consejo de Estado no hace diferenciación alguna entre 

“atentados terroristas”, “terrorismo”, “ataques terrorismo”, “acciones terroristas”, dejando en 

evidencia un amplio abanico terminológico, pero sin precisar una denominación clara que permite 

avanzar en una determinación de cada concepto y los elementos que estos abarcan. 

 

Si bien existen posturas, como la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá (Aponte, 

2015, p. 119), que llevan a plantear que los actos de terrorismo implican ataques indiscriminados y 

excesivos, también debe tenerse presente que la jurisprudencia Constitucional ha reconocido que existe 

cierto actuar de los grupos armados que muchas veces es sólo percibido por quien lo padece, siendo 

necesario para validar la configuración de los elementos observar en cada caso la forma en que se está 

materializando los medios usados para infundir el terror, y no retrotraerse sólo a la masividad como 

característica determinante de la victimización, puesto que además la configuración del hecho no 

requiere de forma indispensable que se produzca efectivamente la vulneración de la vida, la integridad o 

derechos colectivos de la población civil, porque basta con que se ponga en peligro dichos derechos.  

 

La debilidad en el esclarecimiento sobre los elementos constitutivos de la victimización 

repercute en una indeterminación de los criterios que deben observarse administrativamente para 

establecer si una situación fáctica cometida en el marco o con ocasión del conflicto armado interno se 

configura como un acto de terrorismo, lo cual resta la garantía sobre una evaluación objetiva de la 

victimización. Así, la indefinición del concepto jurídico de actos de terrorismo repercute en la mayor 

incidencia de la subjetividad de quien adelante la determinación de su configuración en un caso 

concreto, más aún cuando frente al tratamiento de los elementos constitutivos de los actos terroristas 

en el marco del conflicto armado interno colombiano se cuenta con variaciones significativas entre los 

abordajes por las instancias administrativas y las judiciales.  

 

Lo anterior permite corroborar que la adopción normativa de nociones o conceptos formales 

sobre actos de terrorismo, no necesariamente garantiza el reconocimiento real de las víctimas de este 

hecho, toda vez que la operativización sin una clara comprensión de su alcance o la adopción de 

instrumentos que desconocen la importancia de corroborar cada elemento que es primordial para 
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determinar su configuración, conlleva a truncar o inaplicar el precepto formalmente dispuesto, 

afectando a las víctimas que fueron obligadas a soportar el terror por parte de cualquiera de los grupos 

armados que forman parte del conflicto armado colombiano. 

 

Se encuentra una influencia de comprensión de lo particular como la generalidad, toda vez que 

la noción de atentados terroristas, que ha irradiado históricamente la construcción de marcos 

normativos para asistencia y atención de las víctimas, se mantiene preponderantemente en los 

instrumentos de política pública sobre víctimas, y en el Registro Único de Víctimas, visualizándose como 

una identidad con los actos de terrorismo, reduciéndolos estos segundos a los primeros, aun cuando se 

está actualmente frente a un marco normativo estructurado sobre el conflicto armado interno, guiado 

por la normas de Derecho Internacional Humanitario que hacen especial énfasis en la prohibición de los 

actos de terrorismo, cuestión que repercute en una comprensión frente a lo que se puede constituir 

como tales actos. 

 

La invisibilización de la magnitud de ocurrencia de los actos de terrorismo en el marco del 

conflicto armado interno colombiano se encuentra irradiada por una tendencia a centrar el estudio en 

los medios de violencia usados para causar el terror y la zozobra en la población civil, sin tomar en 

cuenta una valoración desde una visualización más amplia enfocada en establecer todas las 

victimizaciones que se pueden configurar en una situación fáctica particular.  

 

Los elementos subjetivos que estructuran la noción de actos de terrorismo, esto es la 

intencionalidad del actor del generar el terror o la zozobra y percepción de las víctimas de dicho terror 

producido a través de cualquiera de los medios de violencia, deben ser considerados en todo el 

procedimiento que se surte para el reconocimiento administrativo delas víctimas, que incluye desde la 

declaración de los hechos hasta la toma de la decisión, con el propósito de recabar todos los elementos 

fundamentales de análisis sobre la victimización, que además de facilitar  la labor de quien adelanta el 

estudio, brinda soporte a la decisión que se emita, sentando las bases para la garantía del debido 

proceso administrativo y demás principios que deben ser observados para el trámite frente al Registro 

Único de Víctimas.  Es necesario que se realicen los ajustes pertinentes de los instrumentos definidos 

para recabar información de la población víctima frente a los hechos, así como sobre los previstos para 
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guiar la valoración y toma de decisión frente al Registro Único de Víctimas, de forma que se incorporen 

aspectos que faciliten el conocimiento de los elementos subjetivos y objetivos de los actos de 

terrorismo. 

 

Dentro de la evaluación de los hechos de actos de terrorismo se debe considerar la noción 

amplia de conflicto armado resaltado por la jurisprudencia, con el fin de incorporar todas aquellas 

victimizaciones que tenga un origen en el desarrollo del conflicto armado interno,  así como aquellos 

con una relación cercana y suficiente con factores subyacentes y vinculados al conflicto armado interno, 

que implica, entre otros aspectos, considerar actores que no sólo participan directamente en las 

hostilidades, sino aquellos que, de alguna manera, contribuyen en la ejecución de medios de violencia 

dirigidos a producir en terror en la población civil. 

 

El reconocimiento administrativo de las víctimas, sin la corroboración de los hechos  frente a los 

criterios que configuran los actos de terrorismo, pueden conllevar a omisión de reconocer los hechos 

que se muestra en la declaración rendida por parte de población víctima, generando consecuentemente 

la  vulneración de los principios y reglas constitucionales y jurisprudenciales reiteradas para tener en 

cuenta en el estudio de caso concretos y una limitación para población víctima a su derecho de acceder 

a las medidas de asistencia, atención y reparación acorde con la victimización padecida. 

 

El Estado tiene el deber, y a su vez el reto, frente a las víctimas de actos de terrorismo en el 

marco del conflicto armado interno colombiano, de hacer efectivo el cumplimiento del debido proceso 

administrativo durante el trámite que se adelante para la valoración de los hechos e inscripción en el 

Registro único de Víctimas, respetando los principios y postulados establecidos jurisprudencialmente, y 

de acuerdo con las realidades fácticas, sin imponer cargas gravosas a las víctimas para lograr su 

reconocimiento administrativo. 

 

La determinación de la configuración de un acto terrorista con afectación o daño sobre sujetos 

colectivos incide sobre: i) el reconocimiento de la victimización del colectivo respecto de un acto 

terroristas en el marco del conflicto armado; i) el establecimiento de los Planes Integrales de Reparación 

Colectiva con contemplación de los daños generados por esta victimización; y  iii) la implementación de 
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las medidas de reparación, de forma que se prevean medidas encaminadas a reparar integralmente 

sobre este hecho en particular y no se acojan medidas definidas para otro tipo de victimizaciones. 

 

El reconocimiento de las victimizaciones por actos de terrorismo, en la magnitud real de su 

afectación, es un componente fundamental de la reparación simbólica y una parte especial del derecho 

a la verdad, tanto de la víctima como de la sociedad en su conjunto que les asiste el derecho a conocer 

las conductas cometidas por quienes han incurrido en la violación grave a los derechos humanos o el 

Derecho Internacional humanitario en el marco del conflicto armado interno. 

 

Finalmente, como resultado del presente trabajo, se destaca que para determinar 

administrativamente la configuración de un acto de terrorismo en el marco del conflicto armado interno 

colombiano, se identifica que en cada caso puntual sometido a estudio es necesario: i) establecer si un 

hecho victimizante tuvo lugar en el contexto del conflicto armado interno; ii) validar, como elemento 

subjetivo, la intencionalidad o finalidad del actor -sea estatal o no estatal- de infundir el terror o zozobra 

entre la población civil; iii) validar el uso indiscriminado de la violencia o amenaza de utilización contra la 

población civil o parte de ella; iv) verificar, como elemento subjetivo, la percepción de terror o zozobra 

por parte de la población civil, como consecuencia de los hechos de violencia generados; y v) corroborar 

que los afectados por cualquiera de los medios de violencia usados sea la población civil o parte ella. 
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